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PRÓLOGO. 
Este libro tiene una aparente facilidad que 
engaña. No sé si la escasez de mis fuerzas es 
lo que me hace ver la dificultad, ó si positiva-
mente existe. 
Es fácil coger algunas leyes y coleccionar-
las con más ó ménos método, haciendo su 
reimpresion, y adicionándolas con unas cuan-
tas consideraciones vagas y generales, que 
suelen no servir la mayor parte de las veces 
para cosa alguna. Poco trabajo cuesta ofre-
cer un conjunto de disposiciones legales, fal-
tas de vigor algunas, incompletas otras, des-
provistas todas de la crítica práctica que es 
indispensable para su recta aplicacion, y acom-
pañadas sólo de algunos ligeros comentarios 
en que rara vez suele encontrar el ávido lec-
tor, ni la razon filosófica de ellas, ni ménos el 
caso concreto que le impulsa á su estudio. Esto 
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es hacer de las leyes, simples reimpresiones, 
que hasta suelen tener la desventaja de no ser 
correctas, ni exactas, como seria fácil demos-
trar con varios ejemplos. 
Pero buscar cuidadosamente todas las leyes 
y disposiciones oficiales que deben figurar en 
una coleccion de esta clase, hasta el punto de 
que no se olvide ninguna; presentarlas por el 
órden que su especial índole exige; definir con 
claridad y exactitud el grado de vigencia que 
respectivamente tienen; explicar su relacion 
con la legislacion general de que tienen que 
ser natural y necesario complemento; acom-
pañar su texto con la jurisprudencia estable-
cida por el Tribunal Supremo, advirtiendo 
aquellas disposiciones que por falta de casos 
prácticos no han podido aún ser objeto de la 
misma; hacer, en fin, el trabajo como requiere 
su importancia, y á la altura que tienen dere-
cho á esperar las ilustradas clases á que se 
dirige, esto es lo que no es fácil, á mi juicio, 
y lo que presenta dificultades que desconfio 
pueda vencer, aunque tenga, como realmente 
tengo, los mejores deseos y el más decidido 
propósito. 
Tampoco llenan el fin á que se dirige este 
trabajo, por más que sean apreciables y dignas 
de consulta, esas obras que, en forma de Dic- 
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cionarios ó Repertorios, existen, y que son muy 
voluminosas y caras, como que suelen ser una 
compilacion de cuanto se ha legislado en cada 
materia desde mucho tiempo atrás. Los libros 
profundos y extensos son para el estudio for-
mal y la meditacion tranquila de los que pue-
den encerrarse en sus bibliotecas, sin ocupa-
ciones urgentes, ni circunstancias apremian-
tes. La vida del foro, laboriosa, agitada, fe-
cunda en casos variados y nuevos, hace pre-
cisa una clase de libros, que pudiéramos lla-
mar Biblioteca de campaña , libros que , sin 
relevar del estudio de otros, sirvan de guia á 
funcionarios que á veces no tienen ni aun 
tiempo para buscar otros. 
Y como son tantas y tan variadas las leyes 
penales que no están en el Código, ya porque 
se han promulgado despues, ó ya porque dima-
nan de disposiciones especiales, y como están 
naturalmente contenidas en diversos volúme-
nes, se comprende que no se tengan á la mano 
siempre, y en ocasiones hasta que se ignore 
su existencia. 
El bello ideal seria sin duda que el Código 
penal lo comprendiese todo, y á este fin se en-
caminan siempre los esfuerzos del legislador; 
pero ni todas las materias se prestan bien á 
esa apetecida unification, ni la reforma urgen- 
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te de ciertas prescripciones penales permiten 
su aplazamiento, hasta la promulgacion de un 
nuevo Código, tarea que en todos los tiempos 
y en todos los pueblos ha sido siempre pausa-
da y duradera. 
¡Cómo incluir en el Código, por ejemplo, la 
sancion penal de los delitos electorales? Estos, 
por su índole esencialmente política, tienen mu-
cho de accidentales y variables, segun la fre-
cuencia y gravedad con que se manifiestan en 
el cuerpo electoral, y tambien y principalmen-
te, segun las tendencias políticas dominantes. 
En nuestro país, sobre todo, esta clase de leyes 
son extremadamente movibles, y hasta la mis-
ma Constitucion de la Monarquía cambia, por 
desgracia, con más frecuencia que el Código 
penal. El de 1850 rigió bastante despues de la 
revolucion que cambió por ' aquel tiempo la 
manera de ser de España, y el de 1870 está 
vigente todavía, no obstante los reiterados pro-
pósitos de su reforma, y á pesar de que en 
muchos puntos está en contradiccion con la 
Constitucion de 1876. 
Es inevitable, pues, la existencia de ;una le- 
gislacion penal especial, que debe irse redu- 
ciendo en cuanto sea posible, y cuyo conoci- 
miento es tan necesario como el de la comun. 
Despues de todo, la casacion que tiene por 
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base la infraccion de una ley especial desco-
nocida por el que dictó la sentencia, no tiene 
disculpa alguna, así como la que se funda en 
apreciaciones de puntos de derecho, complica-
dos de suyo, no lastima en modo alguno á los 
Magistrados que dictaron la resolucioncasada. 
Hechas estas ligeras indicaciones, voy á ex- 
poner ahora brevemente el plan que me he tra-
zado para hacer la coleccion de la Legislation 
penal especial. Desde luego, buscar prolija-
mente cuantas disposiciones de este carácter 
se han publicado, tarea árdua y de sumo cui-
dado, porque son muchas, de muy distinta cla-
se, de fechas muy apartadas, y algunas casi 
desconocidas y hasta conceptuadas sin vigor. 
De tres clases puede decirse que son las le-
yes que deben comprenderse en la legislacion 
especial: l.a Las que modifican el Código pe-
nal, ya porque despojan del carácter criminal 
algunos de los hechos que contiene, ya porque 
modifican la penalidad de otros, ó ya porque 
establecen nuevos delitos no mencionados en 
aquel. 2.a Las leyes que en materias especia-
les señalan sancion penal, para hechos cuya 
persecucion y castigo corresponden á la juris-
diccion ordinaria; y 3.' Las que se relacionan 
con el Código penal, ora porque se refieren 
á las penas marcadas en este, ora porque 
t' 
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atribuyen el carácter de empleados públicos, 
en ciertos y determinados casos , á personas 
que no lo tienen. 
Se me dirá que las primeras son, más que 
leyes especiales, ampliaciones 6 correcciones 
del mismo Código penal, bajo cuyo punto de 
vista no estarian bien colocadas en este libro; 
pero sin desconocer la exactitud de una obje-
cion á la cual me adelanto con entera franqueza, 
he creido que debia incluirlas aquí, porque al 
cabo son leyes que no están contenidas en aquel, 
que se consideran como distintas mientras no 
formen parte integrante suya, y sobre todo, 
por la comodidad que proporciona reunir en 
una sola obra todo lo que es objeto de mate-
ria penal. Intento que con ella y el Código pe-
nal estén reunidos todos los elementos necesa-
rios para la aplicacion de la ley, sea cualquie-
ra el punto objeto del procedimiento. Como 
mi objeto es hacer una cosa práctica y de fá-
cil manejo, he procurado no referirme á nin-
gun otro libro, para lo cual hasta reproduzco 
el texto de los artículos del Código á que me 
refiero, é inserto las leyes, en la mayor parte 
de los casos íntegras, de que me voy ocupan-
do. Punto ha sido este último en que he vaci-
lado mucho, porque tenia cierta repugnancia 
á la reimpresion de algunas disposiciones ex- 
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tensas, y abrigaba el temor de que pudiera 
creerse era mi propósito el llenar fácilmente 
muchas páginas. Este escrúpulo, sin embargo, 
se ha desvanecido ante las exigencias de la rea-
lidad, porque mi trabajo hubiera sido enton-
ces incompleto, y algunas veces infructuso. 
En primer lugar, las leyes tienen tal enlace y 
armonía en el conjunto de sus prescripciones, 
y por tal modo se relacionan entre sí, que mu-
chas veces no se comprenderian claramente si 
se presentaran aisladas, ó á trozos. Despues 
hay que tener en cuenta, que si por lo comun 
la parte puramente de sancion penal de estas 
leyes es reducida, como que se refiere á la ley 
entera, de nada serviria conocer el precepto 
penal, si no se tuviera á la vista el caso á que 
hacia referencia. Para esto seria preferible no 
insertar nada, y contentarse con dar la fecha 
de la ley, lo cual seria bien poca cosa. Es in-
dispensable, pues, la reimpresion completa 
como regla, sin perjuicio de evitarla cuando 
por circunstancias especiales pueda ser, sin de-
trimento del objetivo propuesto, como sucede-
rá, por ejemplo, si se trata de alguna ley que 
en alguna parte no esté vigente. 
No he querido poner notas, ni separar las 
leyes que copio del texto, sino que todo guar-
de unidad de lectura, y que de todo se haga 
•99- 
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relacion continuada sin solucion que quebran-
te el conjunto, porque entiendo que este siste-
ma es más cómodo para el lector. Así como 
fatiga el tener á la vez varios libros á la vista, 
no deja de ser incómodo el apartarla á cada 
paso del texto, para leer notas que no siempre 
pueden quedar en la misma página. 
El sistema de capítulos me ha parecido el 
más á propósito para la distribucion de las 
materias. 
En cuanto á la jurisprudencia, he procura-
do citar la que he creido bastante para auto-
rizar las doctrinas que se exponen, no cuidan-
do tanto de que fuera absolutamente toda la 
existente, cuanto de que fuera la necesaria, 
con el fin de evitar repeticiones y no sobre-
cargar demasiado el trabajo. En lo que sí he 
puesto cuidado es en que su fecha fuese re-
ciente, tanto que alguna irá que ha de tardar 
algun tiempo todavia en publicarse en la Ga-
ceta.  
Por último, he tratado de ser parco en las 
apreciaciones de mi cosecha propia, conven-
cido de que ni de ellas ni de otras mucho más 
doctas están necesitados mis compañeros, que 
sólo han menester para el desempeño de sus 
árduas tareas, el texto de las leyes y las 
doctrinas sentadas por el Tribunal Supremo. 
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Si alguna vez, quebrantando este propósito, 
me he permitido emitir mi opinion respecto 
de algunos particulares, es porque no encon-
traba jurisprudencia establecida, ó porque á 
ello me impelia un movimiento irresistible de 
mi razon. En la fidelidad y exactitud de los 
textos legales, he tenido todo el esmero posi-
ble, no tomándolos nunca sino de las edicio-
nes oficiales, y multiplicando las correcciones 
de las pruebas para impedir la menor errata. 
Hubiera querido hacer sólo un tomo, pero 
la materia exige necesariamente dos. 
Mucho desearia haber acertado en el des-
empeño de mi trabajo. Dos cosas ciertamente 
habrán sido parte para no conseguirlo. La pri-
mera y principal, mi insuficiencia; la segun-
da, la falta de tiempo, porque, apremiado por 
mis tareas ordinarias, cada vez más abruma-
doras, sólo á fuerza de desvelos he podido tra-
zar en pocos dias este libro. Si mis compañe 
ros reconocen la sinceridad de mis propósitos, 
tengo por seguro, no obstante, que me dispen-
sarán su benevolencia. 
^ 
CAPfTULO PRIMERO. 
De las disposiciones legales que modifican el Código penal. 
I. Hechos comprendidos en el Código penal que no son hoy justiciables. 
—II. Hechos comprendidos en el mismo, que leyes posteriores castigan 
con penas diferentes de las que aquel impone.-111. Hechos no com-
prendidos en el Código, y que tienen sancion penal. 
I. 
HECHOS COMPRENDIDOS EN EL CóDInO PENAL 
QUE NO SON HOY JUSTICIABLES. 
En todos los países y en todos los tiempos, la 
primera ley y la más fundamental ha sido siempre 
la Constitucion del Estado político respectivo, hasta 
el punto de que las otras, siquiera sean los Códigos 
que regulan sus derechos civiles, no se han consi-
derado sino como adjetivas de aquella. En una na-
cion, pues, como la nuestra, regida por el sistema 
representativo, no hay ni puede haber ninguna ley 
que esté en oposicion con la Constitucion política 
del Estado. En este supuesto, y basado nuestro Có-
digo penal en los principios establecidos en la Cons-
titucion de 1869, es evidente que al promulgarse la 
vigente hoy de 1876, quedaron sin vida ni fuerza 
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las prescripciones penales que estaban en desarmo-
nía con la última. 
Esta es la inteligencia que en todas partes se tie-
ne del principio constitucional, siendo solo discuti-
ble el punto de si puede hacerse una ley cualquiera 
reformadora de la Constitucion, sin los trámites so-
lemnes con que esta fue elaborada, 6 si estos son 
absolutamente indispensables para todo lo que sea 
objeto de una obra de carácter constituyente. Mien-
tras que en Inglaterra se profesa el principio de 
que el Parlamento lo puede todo, y. en legislaturas 
ordinarias se hacen actas que  se reputan adiciona-
les á la Constitucipn, en los Estados—Unidos es in-
constitucional toda ley que ataque cualquiera de 
los preceptos consignados en su Código fundamen-
tal, y esta inconstitucionalidad es declarada á ins-
tancia de parte agraviada, 6 de cualquier ciudada-
no, por la Corte suprema de justicia de Washing-
ton, siendo la consecuencia que dicha ley quede sin 
vigor y en completa inobservancia. 
La mayor parte de las Constituciones políticas 
exigen condiciones determinadas para su reforma, 
y cuando menos, las buenas prácticas parlamenta-
rias, aun en la misma Inglaterra, aconsejan que 
ninguna trasformacion constitucional se verifique 
por representantes que no la tengan ya anunciada 
antes de recibir los sufragios de sus electores. 
Pero no se trata aquí de nada que afecte a prin-
cipio tan importante Ÿ  elevado, toda vez que la 
Constitucion vigente es posterior al Código penal, 
por lo que es notorio que lo ha derogado en cuanto 
fuere contrario á ella. Esta es la fuente primera 
de hechos que, comprendidos en el Código, no son 
hoy justiciables. Más adelante veremos que esta es 
exactamente la doctrina establecida por el Tribu-
nal Supremo. 
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Pero tratándose de la Constitucion, no es conve-
niente presentarla en artículos aislados; ella debe te-
nerse presente siempre por todos los españoles, y 
singularmente por . los que tienen la sagrada mision 
de administrar justicia. 
CONSTITUCION DE LA MONARQUTA ESPAÑOLA. 
TÍTULO PRIMERO 
De los españoles y sus derechos. 
Artículo 1. 0 
 Son españoles: 
Primero. Las personas nacidas en territorio es-
pañol. 
Segundo. Los hijós.de padre 6 madre españoles, 
aunque hayan nacido fuera de España. 
Tercero. Los extranjeros que hayan obtenido 
carta de naturaleza. 
Cuarto. Los que sin ella, hayan ganado vecin-
dad en cualquier pueblo de la Monarquía. 
La calidad de español se pierde, por adquirir na-
turaleza en país extranjero y por admitir empleo de 
otro Gobierno sin licencia del Rey. 
Art. 2.° . Los extranjeros podrán establecerse li-
bremente , en 'territorio español, ejercer en 6l - su in-
dustria 6 dedicarse á cualquiera profesion para cuyo 
desempeño no exijan las leyes títulos de aptitud ex-
pedidos por las Autoridades españolas. 
Los que no estuvieren naturalizados, no podrán 
ejercer en España cargo alguno que tenga aneja 
autoridad 6 jurisdiccion. 
Art. 3. 0 Todo español está obligado á defender 
la patria con las armas, cuando sea llamado por la. , 
ley, y a contribuir, en proporcion de sus haberes, 
Leg. pen. esp. 	 2 
18 	 BIBLIOTECA JUDICIAL. 
para los gastos del Estado, de la provincia y del 
Municipio. 
Nadie está obligado a pagar contribucion que no 
esté votada por las Córtes'6 por las Corporaciones 
legalmente autorizadas para imponerla. 
Art. 4.0 Ningun español,-ni extranjero, podrá 
ser detenido sino en los casos y en la forma que las 
leyes prescriban. 
Todo detenido será puesto en libertad 6 entrega-
do á la autoridad judicial dentro de las veinticuatro 
horas siguientes al acto de la detencion. 
Toda detencion se dejará sin efecto 6 elevará á 
prision, dentro de las setenta y dos horas de haber 
sido entregado el detenido al Juez competente. 
La providencia que se dictare, se notificará al in-
teresado dentro del mismo plazo. 
Art. 5.0 Ningun español podrá ser preso sino en 
virtud de mandamiento del Juez competente. 
El auto en que se haya dictado 
 • el mandamiento 
se ratificará 6 repondrá, oido el presunto reo, den-
tro de las setenta y dos horas siguientes al acto de 
la prision. 
Toda persona detenida 6 presa sin las formalida-
des legales, 6 fuera de los casos previstos en la Cons-
titucion y las leyes, será puesta en libertad á peti-
cion suya 6 de cualquier español. La ley determina-
rá la forma de proceder sumariamente en este caso. 
Art. 6. 0 Nadie podrá entrar en el domicilio de 
un español 6 extranjero residente en España, sin su 
consentimiento, excepto en los casos y en la forma 
expresamente previstos en las leyes. 
El registro de papeles y efectos se verificará siem-
pre á presencia del interesado 6 de un individuo 
de su familia, y en su defecto, de dos testigos veci-
nos del mismo pueblo. _ 
Art. 7.0 No podrá detenerse ni abrirse por la 
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Autoridad gubernativa la correspondencia confiada 
al correo. 
Art. 8.° Todo auto de prision, de registro de 
morada detencion 6  etenci  de la correspondencia, será 
motivado. 
Art. 9. 0 Ningun español podrá ser compelido á 
mudar de domicilio 6 residencia sino en virtud de 
mandato de Autoridad competente, y en los casos 
previstos por las leyes. 
Art. 10. No se impondrá jamás la pena de con-
fiscacion de bienes, y nadie podrá ser privado de su 
propiedad sino por Autoridad competente y por cau-
sa justificada de utilidad pública, prévia siempre la 
correspondiente indemnizacion. 
Si no precediere este requisito, los Jueces ampa-
rarán y en su caso reintegrarán en la posesion al ex-
propiado. , 
Art. 11. La religion católica, apostólica, roma- 
na es la del Estado. La nacion se obliga á mantener 
el culto y sus ministros. 
Nadie será molestado en el territorio español por 
sus opiniones religiosas, ni por el ejercicio de su 
respectivo culto, salvo el respeto debido a la moral 
cristiana. 
No se permitirán, sin embargo, otras ceremonias 
 I 
ni manifestaciones públicas que las de la religion 
del Estado. 
'Art. 12. Cada cual es libre de elegir su profesion 
y de aprenderla como mejor le parezca. 
Todo espafiol podrá fundar y sostener estableci-
mientos de instruccion 6 de educacion, con arreglo 
á las leyes. 
Al Estado corresponde expedirlos títulos profe-
sionales, y establecer las condiciones de los que pre-
tendan obtenerlos, y la forma en que han de probar 
su aptitud. , 
I 
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Una ley especial determinará los deberes de los 
Profesores y las reglas á que ha de someterse la en-
sefíanza en los establecimientos de instruccionpúbli-
ca costeados por el Estado, las provincias 61os pueblos. 
Art. 13. Todo español tiene derecho: 
De emitir libremente sus ideas y opiniones, ya 
de palabra, ya por escrito, valiéndose de la impren-
ta 6 de otro procedimiento semejante, sin sujecion á 
la censura prévia. 
De reunirse pacíficamente. 
De asociarse para los fines de la vida humana. 
De dirigir peticiones individual 6 colectivamente 
al Rey, á las C6rtes y á las Autoridades. 
El derecho de peticion no podrá 'ejercerse por nin- 
guna clase de fuerza armada. 
Tampoco podrán ejercerlo individualmente los 
que formen parte de una fuerza armada, sino con 
arreglo á las leyes de su instituto, en cuanto tenga 
relacion con éste. 
Art. 14. Las leyes dictarán las reglas oportunas 
para asegurar á los españoles en el respeto recípro-
co de los derechos que este título les reconoce, sin 
menoscabo. de los derechos de la nacion, ni de los 
atributos esenciales del poder público. 
Determinarán asimismo la responsabilidad civil 
y penal á que han de quedar sujetos, segun los ca-
sos, los Jueces, Autoridades y funcionarios de todas 
clases que atenten á los derechos 'enumerados en 
este título. 
Art. 15. Todos los españoles son admisibles á 
los empleos y cargos públicos, segun su mérito y 
capacidad. 
Art. 16. Ningun español puede ser procesado ni 
sentenciado sino por el Juez 6 Tribunal competen-
te, en virtud de leyes anteriores al delito, y en la 
forma que estas prescriban. 
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Art. 17.  Las garantías expresadas en los artícu-
los 4. 0 , 5.0, 6 0 y 9. 0, y párrafos primero, segundo 
y tercero del 13, no podrán suspenderse en toda la 
Monarquía, ni en parte de ella, sino temporalmente 
y por medio de una ley, cuando así lo exija la se-
guridad del Estado en circunstancias extraordina-
rias. 
Solo no estando reunidas las Córtes y siendo el 
caso grave y de notoria urgencia, podrá el Gobier-
no, bajo su responsabilidad, acordar la suépension
de garantías á que se refiere el párrafo anterior, so-
metiendo su acuerdo á la aprobacion de aquellas lo 
más pronto posible. 
Pero en ningun caso se suspenderán más garan-
tías que las expresadas en el primer párrafo de este 
artículo. 
Tampoco los Jefes militares 6 civiles podrán es-
tablecer otra penalidad que la prescrita préviamen-
te por la ley. 
TITULO II. 
De las Córtes. 
Art. 18. La potestad de hacer las leyes reside 
en las Córtes con el Rey. 
Art. 19. Las Córtes se componen de dos Cuer- 
pos Colegisladores iguales en facultades: el Senado 
y el Congreso de los Diputados. 
TITULO III. 
Del Senado. 
Art. 20. El Senado se compone: 
Primero. De Senadores por derecho propio. 
Segundo. De Senadores vitalicios nombrados 
por la Corona. 
Tercero. De Senadores elegidos por las Corpo- 
J 
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raciones del Estado y mayores contribuyentes en la 
forma que determine la ley. 
El número de Senadores por derecho propio y vi-
talicios no podrá exceder de ciento ochenta. 
Este número será el de los Senadores electivos. 
Art. 21. Son Senadores por derecho propio: 
Los hijos del Rey y del sucesor inmediato de la 
Corona,.4ue hayan llegado á la mayor edad. 
Los Grandes de Espafia que lo fueren por sí, que 
no sean súbditos de otra potencia y acrediten te-
ner la renta anual de sesenta mil pesetas, proceden-
te de bienes propios inmuebles, 6 de derechos que 
gocen la misma consideracion legal. 
Los Capitanes Generales del Ejército y el Almi-
rante de la Armada. 
El Patriarca de las Indias y los Arzobispos. 
El Presidente del Consejo de Estado, el del  Tri-
bunal Supremo, el del Tribunal de Cuentas del 
Reino, el del Consejo Supremo de la Guerra, y el de 
la Armada, despues de dos arios de ejercicio. 
Art. 22. Sólo podrán ser Senadores por nom-
bramiento del Rey 6 por eleccion de las Corporacio-
nes del Estado y mayores contribuyentes, los espa-
fioles que pertenezcan 6 hayan pertenecido á una 
de las siguientes clases: 
Primero. Presidente del Senado 6 del Congreso 
de Diputados. 
Segundo. Diputados que hayan pertenecido á, 
tres Congresos diferentes 6 que hayan ejercido la 
Diputacion durante ocho legislaturas. 
Tercero. Ministros de la Corona. 
Cuarto. Obispos. 
Quinto. Grandes de Esparta. 
Sexto. Tenientes Generales del Ejército y Vi-
cealmirantes de la Armada, despues de dos años de 
su nombramiento. 
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Sétimo. Embajadores, despues de dos años de 
servicio efectivo, y Ministros Plenipotenciarios des-
pues de cuatro. 
Octavo. Consejeros de Estado, Fiscal del mismo 
Cuerpo, y Ministros y Fiscales del Tribunal Supre-
mo y del de Cuentas del Reino, Consejeros del Su-
premo de la Guerra y de la Armada, y Decano del 
Tribunal de las Ordenes militares, despues de dos 
años de ejercicio. 
Noveno. Presidentes 6 Directores de las Reales 
Academias Española, de la Historia, de Bellas Artes 
de San Fernando, de Ciencias exactas, físicas y natu-
rales, de Ciencias morales y políticas, y de Medicina. 
Décimo. Académicos de número de las Corpora-
ciones mencionadas, que ocupen la primera mitad 
de la escala de antigüedad en su Cuerpo; Inspecto-
res generales de primera clase de los cuerpos de In-
genieros de Caminos, Minas y Montes; Catedráticos 
de término de las Universidades, siempre que lleven 
cuatro años de antigüedad en su, categoría y de ejer-
cicio dentro de ella. 
Los comprendidos en las categorías anteriores 
deberán además disfrutar siete mil quinientas pesetas 
de renta, procedentes de bienes propios, 6 de sueldos 
de los empleos que no pueden perderse sino por 
causa legalmente probada, 6 de jubilacion, retiro 6 
cesantía. 
Undécimo. Los que con dos años de antelacion 
posean una renta anual de veinte mil pesetas 6 
paguen cuatro mil pesetas por contribuciones direc-
tas al Tesoro público, siempre que además sean títulos 
del Reino, hayan sido Diputados á Cortes, Diputados 
provinciales 6 Alcaldes en 
 capital de provincia 6 en 
pueblos de más de veinte mil almas. 
Duodécimo. Los que hayan ejercido alguna vez 
el cargo de Senador antes de promulgarse esta Cons- 
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titucion. Los que para ser Senadores en cualquier 
tiempo hubieren acreditado renta podrán probarla 
para que se les compute, al ingresar como Senadores 
por derecho propio, con certificacion del registro de 
la propiedad, que justifique que siguen poseyendo 
los mismos bienes. 
El nombramiento por el Rey de Senadores se hará 
por decretos especiales, y en ellos se expresará siem-
pre el título en que, conforme á lo dispuesto en este 
artículo, se funde el nombramiento. 
Art. 23. Las condiciones necesarias para ser 
nombrado 6 elegido Senador podrán variarse por 
una ley. 
Art. 24. Los Senadores electivos se renovarán 
por mitad cada cinco años, y en totalidad cuando el 
Rey disuelva esta parte del Senado. 
Art. 25. Los Senadores no podrán admitir em-
pleo, ascenso que no sea de escala cerrada, títulos 
ni condecoraciones, mientras estuviesen abiertas las 
Córtes. 
El Gobierno podrá, sin embargo, conferirles dentro 
de sus respectivos empleos 6 categoría, las comisiones 
que exija el servicio público. 
Exceptúase de lo dispuesto en el párrafo primero 
de este artículo el cargo de Ministro de la Corona. 
Art. 26. Para tomar asiento en el Senado se 
necesita ser español, tener treinta y cinco años cum-
plidos, no estar 'procesado criminalmente ni inhabili-
tado en el ejercicio de sus derechos políticos, y no 
tener sus bienes intervenidos. 
TÍTULO IV. 
Del Congreso de los Diputados. 
Art. 27. El Congreso de los Diputados se com-
pondrá de los que nombren las Juntas electorales, 
en la forma que determine la ley. Se nombrará un 
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Diputado á lo ménos por cada cincuenta mil almas 
de poblacion. 
Art. 28. Los Diputados se elegirán y podrán 
ser reelegidos indefinidamente, por el método que 
determine la ley. 
Art. 29. Para ser elegido Diputado se requiere 
ser español, de estado seglar, mayor de edad, y gozar 
de todos los derechos civiles. La ley determinará con 
qué clase de funciones es incompatible el cargo de 
Diputado, y los casos de reeleccion. 
Art. 30. Los Diputados serán elegidos por cinco 
años. 
Art. 31. Los Diputados á quienes el Gobierno ó 
la Real Casa confieran pension, empleo, ascenso que 
no sea de escala cerrada, comision con sueldo, 
honores ó condecoraciones, cesarán en su cargo sin 
necesidad de declaracion alguna, si dentro de los 
quince chas inmediatos á su nombramiento no parti-
cipan al Congreso la renuncia de la gracia. 
Lo dispuesto en el párrafo anterior no compren-
de á los Diputados que fueren nombrados Ministros 
de la Corona. 
TfrULO V. 
De la celebracion y facultades de las Córtes. 
Art. 32. Las Córtes se reunen todos los años. 
Corresponde al Rey convocarlas, suspender, cerrar 
sus sesion es y disolver simultánea ó separadamente 
la parte electiva del Senado y el Congreso de los 
Diputados, con la obligacion, en este caso, de con-
vocar y reunir el Cuerpo ó Cuerpos disueltos dentro 
de tres meses. 
Art. 33. Las Córtes serán precisamente convo- 
cadas luego que vacare la Corona, ó cuando el Rey 
se imposibilitare de cualquier modo para el gobierno. 
Art. 34. Cada uno de los Cuerpos Colegislado- 
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no interior, y examina, así las cualidades de  los in-
dividuos que le componen, como la legalidad de su 
eleccion. 
Art. 35. El Congreso de los Diputados nombra 
su Presidente, Vicepresidentes y Secretarios. 
Art. 36. El Rey nombra para cada legislatura, 
de entre los mismos Senadores , el Presidente y Vi-
cepresidentes del Senado, y este elige sus Secretarios. 
Art. 37. El Rey abre y cierra las Córtes, en per-
sona, ó por medio de los Ministros. 
Art. 38. No podrá estar reunido uno de los dos 
Cuerpos Colegisladores sin que tambien lo esté el 
otro: exceptúase el caso en que el Senado ejerza 
funciones judiciales. 
Art. 39. Los Cuerpos Colegisladores no pueden  -
deliberar juntos, ni en presencia del Rey.  • 
Art. 40. Las sesiones del Senado y del Congreso 
serán públicas, y sólo en los casos que exijan reser-- 
va podrá celebrarse sesion secreta. 
Art. 41. El Rey y cada uno de los Cuerpos Co-
legisladores tienen la iniciativa de las leyes. 
Art. 42. Las leyes sobre contribuciones y crédi-
to público se presentarán primero al Congreso de 
los Diputados. 
Art. 42. Las resoluciones en cada uno de los 
Cuerpos •Colegisladores se toman á pluralidad de 
votos; pero para votar las leyes se requiere la pre-
sencia de la mitad mas uno del número total de los 
individuos que lo componen. 
Art. 44. Si uno de los Cuerpos Colegisladores 
desechara algun proyecto de ley, ó le negare el Rey 
la sancion, no podrá volverse á proponer otro pro-
yecto de ley sobre el mismo objeto en aquella legis-
latura. 
Art. 45. Además de la potestad legislativa que 
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ejercen las C6rtes con el Rey, les pertenecen las fa-
cultades siguientes: 
Primera. Recibir al Rey, al sucesor inmediato 
de la corona y á la Regencia 6 Regente del Reino, 
el juramento de guardar la Constitucion y las leyes. 
Segunda. Elegir Regente 6 Regencia del Reino 
y nombrar tutor al Rey menor, cuando lo previene 
la Constitucion. 
Tercera. Hacer efectiva la responsabilidad de los 
Ministros, los cuales serán acusados por el Congre-
so y juzgados por el Senado. 
Art. 46. Los Senadores y Diputados son invio-
lables por sus opiniones y votos en el ejercicio de 
su cargo. 
Art. 47. Los Senadores no podrán ser procesa-
dos ni arrestados sin prévis resolucion del Senado, 
sino cuando sean hallados infraganti, ó cuando no 
esté reunido el Senado; pero en todo caso se dará 
cuenta á este Cuerpo lo más pronto posible para 
que determine lo que corresponda. Tampoco po-
drán los Diputados ser procesados ni arrestados 
durante las sesiones sin permiso del Congreso, a no 
ser hallados infraganti; pero en este caso y en el de 
ser procesados 6 arrestados cuando estuvieren cer-
radas la Córtes, se dará cuenta lo más pronto posi- 
ble al Congreso para su conocimiento y resolution, 
El Tribunal Supremo conocerá de las causas crimi-
nales contra los Senadores y Diputados, en los ca. 
sos y en la forma que determine la ley. 
M 
TITULO VI. 
Del Rey y sue Ministros. 
Art. 48. La persona del Rey es sagrada é invio. 
lable. 
Art. 49. Son responsables los Ministros. 
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Ningun mandato del Rey puede llevarse á efecto 
si no está refrendado por un Ministro , que por sólo 
este hecho se hace responsable. 
Art. 50. La potestad de hacer ejecutar las leyes 
reside en el Rey, y su autoridad se extiende á todo 
cuanto conduce á la conservacion del órden público 
en lo interior y á la seguridad del Estado en lo ex-
terior, conforme á la Constitucion y á las leyes. 
Art. 51. El Rey sanciona y promulga las leyes. 
Art. 52. Tiene el mando supremo del Ejército 
y Armada y dispone de las fuerzas de mar y tierra. 
Art. 53. Concede los grados, ascensos y recom-
pensas militares, con arreglo á las leyes. 
Art. 54. Corresponde además al Rey: 
Primero. Expedir los decretos, reglamentos é 
instrucciones que sean conducentes para la ejecu-
cion de las leyes. 
Segundo. Cuidar de que en todo el reino se ad-
ministre pronta y cumplidamente la justicia. 
Tercero. Indultar a los delincuentes con arreglo 
á las leyes. 
Cuarto. Declarar la guerra y hacer y ratificar 
la paz, dando despues cuenta documentada á las 
Córtes. 
Quinto. Dirigir las relaciones diplomáticas y 
comerciales con las demás Potencias. 
Sexto. Cuidar de la acuflacion de la moneda, en 
la que se pondrá su busto y nombre. 
Sétimo. Decretar la inversion de los fondos des-
tinados á cada uno de los ramos de la Administra-
cion, dentro de la ley de presupuestos. 
Octavo. Conferir los empleos civiles, y conceder 
honores y distinciones de todas clases, con arreglo 
á las leyes. 
Noveno. Nombrar y separar libremente á los 
Ministros. 
	r^----^17^4M7  
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Art. 55. El Rey necesita estar autorizado por 
 
una ley especial:  
Primero. Tara enajenar, ceder ó permutar cual-
quiera parte del territorio español.  
Segundo. Para incorporar cualquiera otro terri-
torio al territorio español.  
Tercero. Para admitir tropas extranjeras en el 
 
reino. 
Cuarto. Para ratificar los tratados de alianza 
 
ofensiva, los especiales de comercio, los que estipu-
len dar subsidios á alguna Potencia extranjera, y  
todos aquellos que puedan obligar individualmente 
 
á los españoles.  
En ningun caso los artículos secretos de un trata- 
 
do podrán derogar los públicos.  
Quinto. Para abdicar la Corona en su inmedia-
to sucesor. 	 - 
Art. 56. El Rey, antes de contraer matrimonio, 
 
lo pondrá en conocimiento de las Cortes, á cuya apro-
bacion se someterán los contratos y estipulaciones 
 
matrimoniales que deban ser objeto de una ley.  
Lo mismo se observará respecto del inmediato su-
cesor á la Corona.  
Ni el Rey ni el inmediato sucesor pueden contraer 
 
matrimonio con persona que por la ley esté excluida 
 
de la sucesion a la Corona.  
Art. 57. La dotacion del Rey y de su familia se  
fijará por las Córtes al principio de cada reinado.  
Art. 58. Los Ministros pueden ser Senadores ó  
Diputados y tomar parte en las discusiones de ambos  
Cuerpos Colegisladores; pero sólo tendrán voto en 
 
aquel á que pertenezcan.  
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TÍTULO VII. 
De la sucesion á la Corona. 
Art. 59. El Rey legítimo de España es D. Alfon-
so XII de Borbon. 
Art. 60: La sucesion al Trono de España seguirá 
el órden regular de primogenitura y representacion, 
siendo preferida siempre la línea anterior á las poste-
riores; en la misma línea, el grado más próximo al 
más remoto; en el mismo grado, el varon á la hem-
bra;, y en el mismo sexo, la persona de más edad á 
la de ménos. 
Art. 61. Extinguidas las líneas de los descendien-
tes legítimos de D. Alfonso XII de Borbon, sucederán 
por el órden que queda establecido sus Hermanas; 
su Tia, hermana de su Madre, y sus legítimos des-
cendientes, y los de sus Tios, hermanos de Don 
Fernando VII, si no estuviesen excluidos. 
Art. 62. Si llegaran á extinguirse todas las líneas 
que se señalan, las Córtes harán nuevos llamamien-
tos, como más convenga á la Nacion. 
Art. 03. Cualquiera duda de hecho ó de derecho 
que ocurra en órden á la sucesion de la Corona, se 
resolverá por una ley. 
-Art. 64. Las personas que sean incapaces para 
gobernar, ó hayan hecho cosa por que merezcan 
perder el derecho á la Corona, serán excluidas de la 
sucesion por una ley. 
Art. 65. Cuando reine una hembra, el Príncipe 
consorte no tendrá parte ninguna en el gobierno del 
reino. 
TÍTULO VIII. 
De la menor edad del Rey, y de la Regencia. 
Art. 66. El Rey es menor de edad hasta cumplir 
diez y seis años., 
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Art. 67. Cuando el Rey fuere menor edad, el 
padre ó la madre del Rey, y en su defecto el pariente 
más próximo á suceder en la Corona, segun el órden 
establecido en la Constitucion, entrará desde luego á 
ejercer la Regencia, y la ejercerá todo el tiempo de 
la menor edad del Rey. 
Art. 68. Para que el pariente más próximo ejerza 
la Regencia necesita ser español, tener veinte años 
cumplidos, y no estar excluido de la sucesion de la 
Corona. El padre ó la madre del Rey, sólo podrán 
ejercer la Regencia permaneciendo viudos. 
Art. 69. El Regente prestará ante las Córtes el juramento de ser fiel al Rey menor y de guardar la 
Constitucion y las leyes. 
Si las Córtes no estuviesen reunidas, el Regente 
las convocará inmediatamente, y entre tanto prestará 
el mismo juramento ante el Consejo de Ministros, 
prometiendo reiterarle ante las Córtes tan luego como 
se hallen congregadas. 
Art. 70. Si no hubiere ninguna persona á quien 
corresponda de derecho la Regencia, la nombrarán 
las Córtes, y se compondrá de una, tres ó cinco 
personas. 
Hasta que se haga este nombramiento, goberna-
rá provisionalmente el reino el Consejo de Mi-
nistros. 
Art. 71. Cuando el Rey se imposibilitare para 
ejercer su Autoridad, y la imposibilidad fuese reco-
nocida por las Córtes, ejercerá la Regencia, durante 
el impedimento, el hijo primogénito del Rey, siendo 
mayor de diez y seis años; en su defecto, el consorte 
del Rey, y á falta de este, los llamados a la Regencia. 
Art. 72. El Regente y la Regencia  en su caso, 
ejercerá toda la Autoridad del Rey, en cuyo nom-
bre se publicarán los actos del Gobierno. 
Art. 73. Será tutor del Rey menor la persona 
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que en su testamento hubiere nombrado el Rey di-
funto, siempre que sea español de nacimiento; si no 
le hubiese nombrado, será tutor el padre 6 la ma-
dre, mientras permanezcan viudos. En su defecto, 
le nombrarán las Córtes; pero no podrán estar reu-
nidos los encargos de Regente y de tutor del Rey 
sino en el padre 6 en la madre de éste. 
TÍTULO IX. 
De la administracion de justicia. 
Art. 74. La justicia se administra en nombre 
del Rey. 
Art. 75. Unos mismos Códigos regirán en toda 
la Monarquia, sin perjuicio de las variaciones que 
por particulares circunstancias determinen las leyes. 
En ellos no se establecerá más que un solo fuero 
para todos los espafioles en los juicios comunes, ci-
viles y criminales. 
Art. 76. A los Tribunales y Juzgados pertene- 
ce exclusivamente la potestad de aplicar las leyes 
en los juicios civiles y criminales, sin que puedan 
ejercer otras funciones que las de juzgar y hacer 
que se ejecute lo juzgado. 
Art. 77. Una ley especial determinará los casos 
en que haya de exigirse autorizacion prévia para 
procesar, ante los Tribunales ordinarios, á las Auto-
ridades y sus agentes. . 
Art. 78. Las leyes determinarán los Tribunales 
y Juzgados que ha de haber, la organizacion de 
cada uno, sus facultades, el modo de ejercerlas y 
las calidades que han de tener sus individuos. 
Art. 79. Los juicios en materias criminales se-
rán públicos, en la forma que determinen las leyes. 
Art. 80. Los Magistrados y Jueces serán inamo-
vibles y no podrán ser depuestos, suspendidos ni 
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trasladados, sino en los casos y en la forma que 
prescriba la ley orgánica de Tribunales. 
Art. 81. Los Jueces son responsables personal-
mente de toda infraction de ley que cometan. 
TITULO X. 
De las Diputaciones provinciales y de los 
Ayuntamientos. 
Art. 82. En cada provincia habrá una Diputa-
cion provincial, elegida en la forma que determine 
la ley y compuesta del níímero de individuos que 
ésta sefiale. 
Art. 83. Habrá en los pueblos Alcaldes y Ayun-
tamientos. Los Ayuntamientos serán nombrados 
por los vecinos á quienes la ley confiera este derecho. 
Art. 84. La organizacion y atribuciones de las 
Diputaciones provinciales y Ayuntamientos se regi-
rán por sus respectivas leyes. 
Estas se ajustarán á los principios siguientes: 
Primero. Gobierno y direccion de los intereses 
peculiares de la provincia ó del pueblo por las res-
pectivas Corporaciones. 
Segundo. Publicacion de los presupuestos, cuen-
tas y acuerdos de las mismas. 
Tercero. Intervention del Rey, y en su caso de 
las Cártes, para impedir que las Diputaciones pro-
vinciales y los Ayuntamientos se extralimiten de 
sus atribuciones en perjuicio de los intereses gene-
rales y permanentes. 
Y cuarto. Determinacion de sus facultades en 
materia de impuestos, á fin de que los provinciales 
y municipales no se hallen nunca en oposicion con 
el sistema tributario del Estado. 
Leg. pen. esp. 	 3 
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TÍTULO XI. 
De las contribuciones. 
Art. 85. Todos los años presentará el Gobierno 
á las Córtes el presupuesto general de gastos del 
Estado para el año siguiente y el plan de contribu-
ciones y medios para llenarlos, como asimismo las 
cuentas de la recaudacion é inversion de los cauda-
les públicos, para su  examen y aprobacion. 
Si no pudieran ser votados antes del primer dia 
del año económico siguiente, regirán los del ante-
rior, siempre que para él hayan sido discutidos y 
votados por las Córtes y sancionados' por el Rey. 
Art. 86. El Gobierno necesita estar autorizado 
por una ley para disponer de las propiedades del 
Estado y tomar caudales á préstamo sobre el crédi-
to de la nacion. 
Art. 87. La Deuda pública está bajo la salvaguar-
dia especial de la Nacion. 
TÍTULO XII. 
De la fuerza militar. 
Art. 88. Las Córtes fijarán todos los años, á pro-
puesta del Rey, la fuerza militar permanente de 
mar y tierra. 
TÍTULO XIII. 
Del gobierno de las provincias de Ultramar. 
Art. 89. Las provincias de Ultramar serán go-
bernadas por leyes especiales; pero el Gobierno que-
da autorizado para aplicar las mismas, con las 
modificaciones que juzgue convenientes y dando 
cuenta á las, Córtes, las leyes promulgadas ó que se 
promulguen para la Península. 
Cuba y Puerto-Rico serán representadas en las 
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Córtes del Reino en la forma que determine una 
ley especial que podrá ser diversa para cada una de 
las dos provincias. 
ARTÍCULO TRANSITORIO, 
El Gobierno determinará cuándo y en qué forma 
serán elegidos los Representantes á Córtes de la 
Isla de Cuba.» 
Inviolabilidad del domicilio. 
Desde luego se advierte que el art. 6. 0 de la Cons-
titucion, ha derogado el 215, núm. 1. 0, del Código 
penal, que dice así: «Incurrirá en las penas de sus-
pension en sus grados mínimo y medio y multa de 
125 á 1.250 pesetas, el funcionario público que no 
siendo autoridad judicial, y no estando en suspenso 
las garantías constitucionales, entrare en el domici-
lio de un español 6 extranjero sin su consentimien-
to, á no ser en los casos y con los requisitos previs-
tos en los párrafos primero y cuarto del art. 5. 0 de 
la Constitucion.» 
El Código se refiere á la del 69, y el texto de es-
tos párrafos era este: «Nadie podrá entrar en el do- 
micilio de un español 6 extranjero residente en Es-
paña, sin su consentimiento, excepto en los casos 
urgentes de incendio, inundacion ú otro peligro 
análogo, 6 de agresion ilegítima procedente de aden-
tro, 6 para auxiliar persona que desde -allí pida 
socorro. Sin embargo, cuando un delincuente halla-
do infraganti, y perseguido por la. Autoridad 6 sus 
agentes, se refugiase en su domicilio, podrán estos 
penetrar en él solo para el acto de la aprehension. 
Si se refugiare en domicilio ageno, procederá reque-
rimiento al dueño de éste.» Entre este artículo y el 
6.0 de la Constitucion actual, hay notable diferencia, 
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toda la que es natural dado el distinto concepto de 
esta respecto de los derechos individuales, y el espí-
ritu político que la informa. 
El caso se ha presentado en los Tribunales, y pre-
cisamente el Supremo, en sentencia de 19 de No-
viembre de 1883, que aún no corre impresa, en cau-
sa por allanamiento de morada, en que se habia 
aplicado por la Sala sentenciadora el citado artícu-
lo 215, condenando al procesado, ha absuelto á éste, 
estableciendo la siguiente doctrina: «1. 0 Que siendo 
la Constitucion la ley fundamental, es notorio que 
el Código no puede tener observancia en cuanto se 
oponga á sus preceptos, y que habiendo la de 1876. 
establecido el derecho de la inviolabilidad del domi-
cilio, de modo distinto que lo hizo la de 1869, las 
disposiciones de esta están derogadas, así como 
las de otras leyes que regulasen y desenvolviesen 
sus principios.-2.° Que previniendo el art. 6. 0 de 
la Cqnstitucion actual, que nadie pueda entrar en 
el domicilio de un espatïol 6 extranjero residente en 
España, sin su consentimiento, excepto en los casos 
y en la forma prevista en las leyes, principio que re- 
glamento la compilación del Enjuiciamiento crimi-
nal (aplicable al proceso), hay que atenerse á los ar-
ticulos 682 y 686 de la misma, que facultan á la au-
toridad judicial para decretar la entrada de dia 6 de 
noche, tanto en los edificios públicos como en los 
de cualquiera otra clase.» 
El caso objeto de esta sentencia fué, que un al-
calde, despues de haber llamado inútilmente á la 
puerta de una casa-café en las altas horas de la no-
che, se proveyó de un auto del Juez municipal de-
cretando la entrada, lo cual verificó descerrajando 
la puerta. 
Respecto de este punto la ley de Enjuiciamiento 
criminal vigente se acomoda literalmente al precep- 
ExpQ•e ^p:acion forzosa. 
El art. 228 está tambien derogado; dice así: «El 
funcionario público qué expropiare de sus bienes á 
un ciudadano 6 extranjero para un servicio ú obra 
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to constitucional. Dice el art. 545: «Nadie podrá en-
trar en el domicilio de un español 6 extranjero resi-
dente en Espana sin su consentimiento, excepto en 
los casos y en la forma expresamente previstos en 
las leyes. » Esta forma la determina la misma ley en 
los términos siguientes: 
«Art. 546. El Juez 6 el Tribunal que conociere 
de la causa, podrá decretar la entrada y registro,  de 
 dia 6 de noche, en todos los edificios y lugares públi-
cos, sea cualquiera el territorio en que radiquen, 
cuando hubiere indicios de encontrarse allí el pro-
cesado 6 efectos 6 instrumentos del delito, 6 libros 
papeles ú otros objetos, que puedan servir para su 
descubrimiento y comprobacion. 
»Art. 550. Podrá asimismo el Juez instructor or-
denar en los casos indicados en el art. 546, la entra-
da y registro, de dia 6 de noche, si la urgencia lo hi-
ciese necesario, en cualquier edificio 6 lugar cer-
rado, 6 parte de él que constituya domicilio de cual-
quier español ó extranjero residente en España; pero 
precediendo siempre el consentimiento del interesa-
do, conforme se previene en el art. 6. 0 de la Consti-
tucion; 6 á falta de consentimiento, en virtud de 
auto motivado, que se notificará á la persona inte-
resada inmediatamente, 6 lo más tarde dentro de 
las veinticuatro horas de haberse dictado.  , 
Como consecuencia de estas disposiciones deben 
entenderse derogados los demás artículos del Códi-
go penal referentes a esta materia. 
i;i 
38 	 BIBLIOTECA JUDICIAL. 
pública á no ser en virtud de sentencia 6 manda-
miento judicial, y con los requisitos prevenidos en 
las leyes, incurrirá en las penas de suspension en 
sus grados medio y máximo, y multa de 250 á 2.500 
pesetas. En la misma pena incurrirá el que lo per-
turbare en la posesion de sus bienes, á no ser en vir-
tud de mandato judicial., 
Este precepto era la sancion correspondiente al 
consignado en el art. 14 de la Constitucion de 1869, 
que prescribia no pudiese ser expropiado ninguno 
sino por causa de utilidad comun y en virtud de 
sentencia judicial, que no se ejecutaria sin prévia 
indemnizacion regulada por el Juez con interven-
cion del interesado. 
Así se entendió y aplicó entonces, habiendo en 
este sentido una sentencia del Tribunal Supremo de 
2 de Octubre de 1875. 
Pero vino la Constitucion actual, y al precepto 
mencionado sustituyó, como se ha visto en el ar-
ticulo 10, el de que nadie pueda ser privado de su 
propiedad sino por Autoridad competente, aunque de-jando en vigor los requisitos de causa justificada de 
utilidad pública, y la correspondiente indemniza-
cion, y aun añadiendo que sin estos los Jueces am-
pararán y en su caso reintegrarán en la posesion al 
expropiado. 
Examinemos ahora cuál es la Autoridad competen-
te á que se refiere el precepto constitucional. 
La fuente del derecho en materia de expropiacion 
forzosa ha sido en España la ley de 17 de Julio 
de 1836, cuyas disposiciones sustancialmente son 
las siguientes: 1. 0 El derecho de propiedad es invio-
lable y solo puede despojarse de él á cualquiera para 
obras de interés público, prévia declaracien en forma 
competente.-2.° Justiprecio de lo que haya de ce-
derse 6 enajenarse.-3.° Pago del precio de la in- 
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demnizacion.-4.° La declaracion de la utilidad pú-
blica, no teniendo para ejecutarla que imponer una 
contribucion á una ó más provincias, es objeto de 
una Real órden, precedida de la publicidad de la 
obra, y del informe de la Diputacion provincial.-
5.0 Audiencia del interesado ante la misma Diputa-
cion en union del Gobernador civil, y en el•caso de 
no conformidad, remision del expediente al Gobier-
no, que dictará resolucion definitiva, prévios los in-
formes que juzgue oportunos. 
El Reglamento de 27 de Julio de 1853 para la eje-
cucion de esta ley, desenvolviendo sus principios, es-
tableció que cuando se faltare á alguna de sus dis-
posiciones, pudieran las partes intentar la via con-
tenciosa. 
Mantúvose así la legislacion en la materia hasta 
el decreto de 12 de Agosto de 1869, dictado para ar-
monizar la ley de 17 de Julio de 1836 con el articu-
lo 14 de la Constitucion del mismo año, el cual dis-
ponia: 1.0 Que declarada una obra de utilidad, de-
cidiera la Autoridad gubernativa de la necesidad de 
ocupar el todo 6 parte de una propiedad para su 
ejecucion, no .dándose contra esta decision otro re-
curso que la via contenciosa. 2.° Que terminado este 
expediente, lo pasara el Gobernador al Juez de pri-
mera instancia del partido para que procediera á la 
tasacion de la finca, siendo ejecutiva la providencia 
que en este punto dictare. Prescindiendo aquí de si 
este decreto era 6 no conforme con el principio cons-
titucional indicado, ello es que desapareció ante la 
ley de 27 de Diciembre de 1876, que mandó se hicie-
ra por la Autoridad administrativa la declaracion de 
utilidad pública de una obra, y el decreto de 3 de 
Febrero de 1877, que restableció en su fuerza y vi-
gor la legislacion anterior al ya citado de 12 de Agos-
to de 1869. 
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Por último, la legalidad vigente hoy en la mate-
ria, y ante la cual desaparece cualquiera duda que 
aún pudiera surgir, es la ley de 27 de Diciembre 
de 1878, cuyo conocimiento literal es indispensable. 
TÍTULO PRIMERO. 
Disposiciones generales. 
Artículo 1.° La expropiacion forzosa por causa 
de utilidad pública, que autoriza el art. 10 de la 
Constitucion, no podrá llevarse á efecto respecto á 
la propiedad inmueble sino con arreglo á las pres-
cripciones de la presente ley. 
Art. 2.° Serán obras de utilidad pública las que 
tengan por objeto directo proporcionar al Estado, á 
una 6 más provincias, 6 á uno 6 más pueblos, cua-
lesquiera usos 6 mejoras que cedan en bien general, 
ya sean ejecutadas por cuenta del Estado, de las 
provincias 6 de los pueblos, ya por compañías 6 em-
presas particulares debidamemente autorizadas. 
Art. 3.° No podrá tener efecto la expropiacion á 
que se refiere el art. 1.° sin que precedan los requi-
sitos siguientes: 
1.' Declaracion de utilidad pública. 
2.° Declaracion de que su ejecucion exige indis-
pensablemente el todo 6 parte del inmueble que se 
pretende expropiar. 
3.° Justiprecio de lo que se haya de enajenar 6 
ceder. 
4.° Pago de precio que representa la indemniza-
cion de lo que forzosamente se enajena 6 cede. 
Art. 4.° Todo el que sea privado de su propiedad 
sin que se hallan llenado los requisitos expresados 
en el artículo anterior, podrá utilizar los interdictos 
de retener y recobrar para que los Jueces amparen 
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y en su caso reintegren en la posesion al indebida-
mente expropiado. 
Art. 5:° Las diligencias de expropiaciones se 
entenderán con las personas que con referencia al 
Registro de Propiedad 6 el padron de riqueza apa-
rezcan como•duefios 6 que tengan inscrita la pose-
sion. 
Si por su edad 6 por otra circunstancia estuviese 
incapacitado para contratar el propietario de un ter-
reno y no. tuviese curador íí otra persona que le re-
presente, 6 la propiedad fuese litigiosa, las diligen-
cias se entenderán con el Promotor fiscal, que podrá 
hacer válidamente en su nombre cuanto se expresa 
en el articulo anterior. 
Cuando no sea conocido el propietario de un ter-
reno 6 se ignore su paradero, se publicará en el Bo-
letin oficial de la provincia y en la Gaceta de Madrid 
el acuerdo 6 decreto relativo á la expropiacion de la 
finca. Si nada expusiese dentro del término de cin-
cuenta dias por sí 6 por persona debidamente apo-
derada, se entenderá que consiente en que el Minis-
terio fiscal sea su representante en las diligencias de 
expropiacion. 
Art. 6.° Todos los que no pueden enajenar los 
bienes que administran sin el permiso de la Autori-
dad judicial, quedan autorizados para verificarlo en 
los casos que indica la presente ley, sin perjuicio de 
asegurar con arreglo á derecho las cantidades que 
reciban á consecuencia de la enajenacion en favor 
de sus menores 6 representados. En ningun caso les 
serán entregadas dichas cantidades, que se deposi-
tarán siempre a disposicion de la Autoridad judicial 
que corresponda. 
Art. 7.° Las traslaciones de dominio, cualquiera 
que sea el título que las produzca, no impedirán 
la continuacion de los expedientes de expropia- 
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cion considerar doce el nuevo dueflo subrogado en 
las obligaciones y derechos del anterior. 
Art. 8.° Las rentas y contribuciones correspon-
dientes á los bienes que se expropien para obras de 
utilidad pública se admitirán durante el año siguien-
te á la fecha de la enajenacion como prueba de la 
aptitud legal del expropiado para el ejercicio de los 
derechos que puedan corresponderle. 
Art. 9.° Los, concesionarios y contratistas de 
obras públicas y quienes autorice competentemente 
para obtener la enajenacion, ocupacion temporal 6 
aprovechamiento de materiales en los términos que 
esta ley autoriza, se subrogarán en todas las obliga-
ciones y derechos de la Administracion para los 
efectos de la pre sente ley. 
 
TÍTULO II. 
De la expropiacion. 
SECCION PRIMERA. 
 
 
Primer período.—Declaracion de utilidad pública. 
Art. 10. La declaracion de que una obra es de 
utilidad pública será objeto de una ley cuando en 
todo 6 en parte haya de ser costeada con fondos del 
Estado, 6 cuando sin concurrir estas circunstancias 
lo exija su importancia á juicio del Gobierno. 
Corresponde al Gobierno por medio del Ministro 
Tespectivo , hacer dicha declaracion cuando la obra 
interesa a varias provincias 6 cuando haya de ser 
costeada 6 auxiliada con fondos generales para cuya 
distribucion esté préviamente autorizado por la ley. 
En los demás casos corresponde al Gobernador 
de la provincia, oyendo á la Diputacion, y además 
al Ayuntamiento cuando se trate de obras munici-
pales. 
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Art. 11. Se exceptúan de la formalidad de la de-
claracion de utilidad pública las ob^as que sean de 
cargo del Estado y se lleven á cabo con arreglo á las 
prescripciones del capítulo 3.° de la ley de Obras pú-
blicas; las óbras comprendidas en los planos genera-
les; provinciales y municipales, que se designan en 
los artículos 20, 34 y 14 de la misma ley de Obras pú-
blicas; toda obra, cualquiera que sea su clase, cuya . 
ejecucion hubiese sido autorizada por una ley 6 es-
tuviera designada en las leyes especiales de ferro- 
carriles, carreteras, aguas y puertos, dictadas 6 que 
se dicten en lo sucesivo. Asimismo todas las obras 
de policía urbana, y en particular las de ensanche 
y reforma interior de poblaciones. 
Art. 12. El expediente de declaracion de utili-
dad pública podrá instruirse por iniciativa de las 
Autoridades á quienes competa hacerla, por acuerdo 
de unas 6 varias corporaciones, 6 á instancia de un 
particular, 6 empresa debidamente constituida. 
Art. 13. En todo caso se presentará ante la Au-
toridad que corresponda, con arreglo al art. 10, por 
duplicado, el proyecto completo de la obra que se 
trate de llevar cabo, con suficiente explicacion, no 
solo para poder formar idea clara de ella, sino tam-
bien de las ventajas que de su ejecucion han de re-
portar los intereses generales y comunes, y de los 
recursos con que se cuenta para llevarla a cabo. 
La Autoridad á quien competa hacer la declara-
cion de utilidad pública, por medio de los periódi-
cos oficiales de los términos á quien la obra interese 
y de comunicaciones dirigidas a las Autoridades de 
los mismos, pondrá en conocimiento de éstas y del 
público la pretension entablada, á fin de que, cuan-
do lo tengan por conveniente, produzcan las recla-
maciones que crean oportunas en un plazo que no 
baje de ocho dias si se trata de una obra que solo 
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afecta á un Ayuntamiento, de veinte si afecta á una 
provincia, y de treinta si se extiende á varias, en 
cuyo caso los anuncios se insertarán además en la 
Gaceta de Madrid. 
SECCION SEGUNDA. 
Segundo período.—Necesidad de la ocupacion del inmueble. 
Art. 14. Declarada una obra de utilidad pública, 
corresponde á la Administracion resolver si para la 
ejecucion de aquella es necesario el todo 6 parte del 
inmueble. 
Art. 15. La persona 6 corporacion que haya sido 
autorizada para construir una obra presentará en el 
Gobierno de la provincia la relacion nominal de los 
interesados en la expropiacion con arreglo al proyec-
to aprobado por ella, y replanteo autorizado por los 
encargados de la inspeccion de las obras, ya por. la 
 
Administracion pública, ya por las corporaciones 
que han de costearla, haciendo constar en aquella la 
situacion correlativa, el número y clase de las fin-
cas que á cada propietario han de ser ocupadas en 
todo 6 en parte, así como los nombres de los colo-
nos 6 arrendatarios, haciendo la separacion debida 
por distritos municipales. 
Art. 16. El Gobernador de la provincia, dentro 
del tercero dia de haber recibido las relaciones á que 
se refiere el artículo anterior, remitirá relacion no-
ninal á cada Alcalde en la parte que le corresponda 
para que, hechas las oportunas comprobaciones con 
el padron de riqueza y con los datos del Registro de 
la Propiedad, si fuera necesario, y rectificados los er-
rores que pueda contener, forme por ella, y remita 
en un término que no pasará de quince dias, la re-
lacion que ha de servir para los efectos expresados 
en el art. 5.° de esta ley. 
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Art. 17. Recibida la relacion nominal de propie 
tarios autorizada por el Alcalde, se dispondrá por el 
Gobernador su insercion en el Boletin oficial de la 
provincia, señalando un plazo, que no deberá bajar 
de quince dias ni exceder de treinta, para que las 
personas 6 corporaciones interesadas puedan expo-
ner contra la necesidad de la ocupacion que se in-
tenta, y en modo alguno contra la utilidad de la 
obra que queda resuelta ejecutoriamente por la de-
claracion de utilidad pública. 
Art. 18. Producidas las reclamaciones dentro 
del término marcado en el artículo anterior, el Go-
bernador civil, oida la Comision provincial, decidir 
rá, dentro de los quince dias siguientes, sobre la ne-
cesidad de la ocupacion que se intenta para la eje, 
cucion de la obra. 
Art. 19: De la resolucion del Gobernador civil 
únicamente podrá recurrirse en alzada al Ministerio 
correspondiente dentro de los ocho dias siguientes 
al de la notificacion administrativa. 
El Ministerio resolverá dentro de los treinta dias 
siguientes al del registro de entrada del expediente, 
por medio de Real decreto. 
Art. 20. Declarada la necesidad de ocupar una 
6 más fincas para la ejecucion de una obra de utili-
dad publica, se procederá á la fijacion de aquella 6 
las partes de ella que deban ser expropiadas, así 
como á su valoracion; y al efecto, el Gobernador de 
cada provincia de cuantas por la obra puedan ser 
interesadas, avisará por medio del Boletín oficial á 
los propietarios contenidos en la relacion nominal 
rectificada, y además les harán notificar personal é 
individualmente, señalándoles ocho dias de plazo 
para que comparezcan ante el alcalde respectivo á 
hacer la designacion del perito que á cada uno ha 
de representar en dichas operaciones. Si no fuesen 
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habidos, se observarán para la notificacion las for-
malidades que para la citacion y emplazamiento or-
dena la ley de Enjuiciamiento civil. 
Con el propio objeto se dirigirá al representante 
de la Administracion ó de la corporacion que costee 
las obras, que deben haber sido de antemano com-
petentemente autorizadas. 
El nombramiento de peritos ante el Alcalde ha 
de hacerse por las mismas personas que consten en 
la relacion nominal, no admitiéndose representa-
cion ajena sino por medio de poder debidamente 
autorizado, ya sea general, ya expresa para este 
caso. 
Art. 21. Los peritos designados, tanto por la 
Administracion como por los propietarios, tendrán 
precisamente título facultativo suficiente para la 
clase de operaciones que se les encomiendan, sin 
que se exija otra limitacion en las  , condiciones del 
nombrado que la de haber ejercido su profesion por 
espacio al ménos de un afío. 
Los nombramientos que hayan recaido en perso-
nas que no reunan estas condiciones, así como los 
que puedan hacerse faltando á lo prescrito en el 
artículo anterior, se tendrán por nulos; entendién-
dose que los propietarios respectivos, lo mismo que 
los que no hayan hecho nombramiento, se confor-
man con el perito que ha de representar á la Admi-
' nistracion 6 á la persona que asuma sus facultades 
6 á la corporacion que costee las obras. 
Art. 22. El Ingeniero 6 persona facultativa que 
represente al Gobierno 6 en general la persona á 
quien se refiere el artículo anterior, recibirá del Go-
bernador de la provincia una certificacion en que 
consten los nombramientos hechos ante el Alcalde 
6 los Alcaldes de los términos que abrace la obra, y 
sefialará á los peritos el dia.en que han de comen- 
tA 
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zar las operaciones de medicion; dirigiéndolas per-
sonalmente 6 por medio de sus ayudantes, de ma-
nera que en el menor plazo posible y con la mayor 
exactitud se obtengan cuantos datos sean necesa-
rios para preparar el justiprecio. 
Art. 23. Los datos a que se refiere el artículo 
anterior consistirán en una relacion detallada y 
correlativa de todas las fincas que han de ser ex-
propiadas, con expresion de su situacion, calidad, 
cabida total y linderos, así como de la clase de ter-
reno que contiene, y explicacion sobre la naturale-
za 6 sus producciones. 
Se hará constar además el producto de renta de 
cada finca por los contratos existentes, la contribu-
cion que por ella se paga, la riqueza imponible que 
represente y la cuota de contribucion que le corres-
ponde segun los últimos repartos. 
Asimismo se hará manifestacion del modo con 
que la expropiacion interesa á cada finca, expresan-
do la superficie que aquella exige, y si no se ocupa 
en totalidad, se especificará la forma y extension 
de la parte 6 partes restantes. Estos accidentes s e . 
representarán en un plano de escala de 1.400 para 
las fincas rústicas, y 1.100 para las urbanas, que 
acompafiará á la relacion indicada. 
Tambien se indicará si en alguna finca que no 
haya de ocuparse toda, será más conveniente la ex-
propiacion total 6 la conservacion de s u  resto á fa-
vor del propietario, para lo !cual habrá de estarse á 
la manifestacion del perito de éste. 
Art. 25. Los documentos á que se refiere el ar-
tículo anterior deberán ser firmados de comun acuer-
do por todos los peritos que correspondan a cada 
obra 6 trozo de ella 6 á cada término municipal, y 
se remitirán por el director de la obra al Goberna-
dor civil de la provincia con su informe, exponiendo 
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las observaciones que crea procedentes sobre el com-
portamiento de los peritos. 
Art. 25. Los gastos ocasionados por estas ope-
raciones, así como los honorarios de todos los peri-
tos, son de cuenta de la Administracion ó de quien 
su derecho represente en toda la duracion de este 
período. 
Las construcciones, plantaciones, mejoras y labo-
res que no sean de reconocida necesidad para la 
conservacion del inmueble, realizadas despues de la 
fecha en que se ultime este período, no serán tenidas 
en cuenta para graduar el importe de la indemni-
zacion. 
SECCION TERCERA. 
Tercer período.—Justiprecio. 
Art. 26. Una vez conocida con toda certeza la 
finca 6 parte de finca quo es preciso expropiar un 
particular, establecimiento ó corporacion cualquiera, 
el representante de la Administracion intentará la 
adquisicion por convenio con el dueño, á cuyo efec-
to dirigirá por medio del Gobernador de la provin-
cia á los propietarios interesados una hoja de apre-
cio hecha por el perito de la Administracion por 
cada finca, en la que, deducidas de la relacion ge-
neral, consten esas circunstancias, y se consignará 
como partida alzada la cantidad que se abone al 
propietario por todos conceptos y libre de toda clase 
de gastos. Este, en el término de quince dias, acep-
tará ó rehusará la oferta lisa y llanamente, tenién-
dose por nula toda aceptacion condicional. 
La aceptacion lleva consigo, por parte de la Ad-
ministracion, el derecho de ocupar toda la finca ó 
la parte de ella que se haya determinado en la hoja 
de aprecio, prévio siempre el pago del importe. 
Art. 27. Cuando el propietario rehuse el ofreci- 
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miento de la Administracion, quedará obligado á 
presentar otra hoja de tasacion, suscrita por su pe-
rito, en que, con arreglo á los mismos datos, se con-
tenga la apreciacion que crea justa, cuya hoja de-
berá ser entregada al Gobernador dentro del mismo 
plazo que se da al propietario para resolver. 
El representante de la Administracion remitirá 
otra hoja análoga suscrita por el perito nombrado 
por él, tan pronto como por el Gobernador le haya 
sido notificada la disidencia del propietario. 
Los derechos que los peritos devenguen en estas 
tasaciones serán satisfechos respectivamente por 
cada parte interesada, así como el papel sellado en 
que se han de extender las hojas de tasacion. 
Art. 28. En ellas ha de hacerse constar detalla-
damente los fundamentos del justiprecio, ya por lo 
que toca á la clase de las fincas, ya por lo relativo 
al precio que se las señale. Los peritos tendrán en 
cuenta todas las circunstancias que puedan influir 
para aumentar 6 disminuir su valor respecto de 
otras análogas que hayan podido ser objeto de tasa-
ciones recientes en el mismo término municipal, y 
al valor de la parte ocupada de la finca agrega-
rán las que representen los perjuicios de toda clase 
que se les ocasionen con la obra que da lugar á 
la expropiacion, como tambien en compensacion 
de éstos 6 parte de ellos deberá tenerse en cuenta 
el beneficio que la misma les proporciona en sus 
restos. 
Los peritos son responsables de las irregularida-
des que en las hojas de tasacion se adviertan 6 de 
las faltas de conformidad en que se hallen con la 
;elacion anteriormente formulada. 
En el caso de divergencia entre' la hoja de la Ad-
ministracion y las de los propietarios deberán reu-
nirse los peritos de ambas partes en un término que 
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no podrá exceder de ocho dias, para ver si logran 
ponerse de acuerdo acerca del justiprecio. 
Trascurrido dicho plazo sin manifestar la confor-
midad de los peritos, se entenderá que ésta no ha 
podido conseguirse, y las diligencias seguirán la 
tramitacion correspondiente. 
á 	 Art. 29. La Administracion, 6 quien sus derechos 
tenga, podrá, si le conviene, ocupar en todo tiempo 
un inmueble que haya sido objeto de tasacion, me-
diante el depósito de la cantidad á que ascienda 
aquella, segun la hoja dol perito del propietario, á 
cuyo efecto dictará el Gobernador de la provincia 
las disposiciones convenientes. 
El propietario tiene derecho á percibir el 4 por 100 
al año de la cantidad expresada por todo el tiempo 
que tarde en percibir el importe de la expropiacion 
definitivamente ultimada. 
Art. 30. Cuando el perito nombrado por la Ad-
ministracion y el designado por el propietario no 
convengan en la determinacion del importe de la 
expropiacion, el Gobernador civil de la provincia 
oficiará al Juez del distrito para que designe el pe-
rito tercero. 
Art. 31. El Juez, dentro de los ocho dias de 
 ha- 
ber recibido la comunicacion de que habla el artícu- 
lo anterior, y bajo su responsabilidad, designará de 
oficio el perito, consignará su aceptacion y la par-
ticipará al Gobernador de la provincia sin admitir 
ni consentir reclamacion de ninguna especie. 
Art. 32. Interin el Juez hace el nombramiento 
de perito tercero, el Gol?ernador civil de la provin-
cia dispondrá que se unan al expediente: 
1.° Los títulos de pertenencia de las fincas que 
la Administracion haya creido conveniente reclamar 
de los interesados. 
2.° Las relaciones dadas por los propietarios á 
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la Hacienda pública para la imposicion de la con-
tribucion territórial, de los tres años anteriores. 
3.° Certificacion de la riqueza imponible, gra-
duada á cada finca para la distribucion de la contri-
bucion territorial y de la cuota que le haya corres-
pondido durante los tres últimos años. 
4.° Certificado del Registrador de la Propiedad 
sobre el precio de los inmuebles que se trate de ex-
propiar, si alguno de ellos hubiese sido objeto de 
algun acto traslatorio de dominio en los últimos 
diez años, y en otro caso el precio á que se hayan 
enajenado en los doce meses anteriores otras fincas 
inmediatas á la que es objeto de la expropia,cion ú 
otras que por su situacion y naturaleza se hallen en 
circunstancias análogas. 
Art. 33. Reunidos los-antecedentes indicados en 
el artículo anterior, y todos los demás que considere 
pertinentes el Gobernador civil de la provincia, y re-
cibido del Juez el nombramiento de perito tercero, 
éste, en un plazo que no excederá nunca de treinta 
dias, evacuará su cometido por medio de certifica-
cion, que se unirá al expediente en la misma forma 
en que se hallen redactadas las hojas de tasacion, y 
entendiéndose que el importe ha de encerrarse siem-
pre dentro de los límites que hayan fijado el perito 
de la Administraéion y el del propietario. 
Art. 34. El Gobernador, en vista de las declara-
ciones de los peritos y de los demás datos aportados 
al expediente, en el término de treinta dias, dentro 
precisamente del mínimum y del máximun que ha-
yan fijado los peritos, y oyendo á la Comision pro-
vincial, determinará, por resolucion motivada el im-
porte de la suma que ha de entregarse por la expro-
piacion, comunicándose el resultado á cada interesa-
do. Esta resolucion se publicará en el Boletín oficial 
de la provincia cuando sea consentida por las partes. 
w 
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Cuando la resolucion del Gobernador cause esta-
do, se cumplimentará por el procedimiento que de-
termine la ley de Contabilidad y reglamentos espe-
ciales. 
Art. 35. Contra la resolucion motivada del Go- 
bernador puede reclamarse por los particulares, den-
tro de treinta dias de la notificacion administrativa 
ante el Gobierno, y su decision última la vía guber-
nativa. El Gobierno, representado por el Ministro que 
corresponda, podrá reclamar del Gobernador el expe- 
 - 
diente en el mismo plazo y revisar su resolucion 
motivada. 
En uno y otro caso la Real órden que correspon-
da se notificará al Gobernador en un plazo que no 
prodrá exceder de treinta dias. 
La Real órden que se consienta por las partes se 
publicará en el Boletin oficial de la provincia. 
Contra la Real órden que termina el expediente 
gubernativo procede la vía contenciosa dentro de dos 
meses de notificada la resolucion administrativa, tan-
to por vicio sustancial en los trámites que establece 
esta ley, como por lesion en la apreciacion del valor 
del terreno expropiado, si dicha lesion representa 
cuando ménos la sesta parte del verdadero justo 
precio. 
Art. 36. En todos los casos que tuviera lugar la 
enajenacion forzosa, á más de satisfacer al expropia-
do el precio en que fuese valorada su finca, se le 
abonará un 3 por 100 como precio de afecciona 
SECCION MARTA. 
Cuarto periodo,—Pago y toma de posesiona . 
Art. 37. Cuando la resolucion del Gobernador 
acerca del importe de la expropiacion cause estado, 
se procederá inmediatamente a su pago. 
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El pago se realizará precisamente en metálico, an-
te el Alcalde del término á que las fincas pertenezcan, 
á cuyo efecto se le dirigirá el oportuno aviso, con la 
lista de los interesados y con anticipacion suficiente 
para que puedan concurrir á la Casa Consistorial el 
dia y hora que se designe para el pago. 
Art. 38. El Alcalde cuidará de que la persona 
que para el efecto represente á la Administracion, ó 
á quien su derecho tenga, entregue las cantidades que, 
consten en cada hoja del justiprecio al dueflo de la 
finca reconocido, con arreglo á lo que disponen los 
artículos 5.° y 6.° de esta ley, debiendo autorizar la 
firma del que ponga el «recibí» en la hoja del justi-
precio con el sello de la Alcaldía. 
Cuando algun propietario no sepa firmar, lo hará 
á su ruego uno de los presentes, y en este caso, así 
como en el de no admitir la sustitucion para firmar 
por ausencia de otro, el Alcalde pondrá V.° B.° para 
autorizar dichas firmas. 
Art. 39. Si algun propietario se negase á perci-
bir el importe que se consigne en la respectiva hoja 
de justiprecio, 6 si. sobre el derecho á percibir el va-
lor de la expropiacion de una ó más fincas se mo-
viere cuestion que pueda dar lugar á litigio, 6 si so-
bre liquidacion de las cargas reales que puedan te-
ner algunas de aquellas no hubiere avenencia entre 
los interesados, el Alcalde suspenderá el pago d e las 
cantidades correspondientes, haciéndolo constar todo 
en un acta, que remitirá al Gobernador civil tan 
pronto como termine la operacion del pago. En ella 
se hará constar del mismo modo el nombre de los 
propietarios que á pesar de la citacion expresa no 
hayan acudido al acto del pago. 
Art. 40. El Gobernador dispondrá el depósito de 
las cantidades que se hallen en alguno de los casos 
marcados en el artículo anterior, y tambien cuando 
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de los títulos de las fincas resulte gravamen de res-
titucion; y a su autoridad habrán de acudir los in-
teresados en los mismos ; cuando haya llegado el 
caso de realizarlas 6 de utilizarlas. 
Art. 41. Cuando se hayan ultimado las opera-
ciones de expropiacion de un término municipal ó 
trozo de obra, se entregará por la persona que la 
haya llevado á cabo, al Gobernador de la provincia, 
una copia debidamente autorizada de todas las ho-jas de valoracion, ya sean por aprecio, por tasacion 
6 por justiprecio, que constituyen el expediente 'de 
aquella extension, á fin de que por las 'oficinas se 
tome razon de la trasmision del dominio de las pro-
piedades que comprenda, estando sobre la inscrip-
cion en el Registro de la Propiedad á lo que deter-
mine la ley. 
Art. 42. No se podrán ejercer los derechos á que 
se refiere el art. 4.° por suponer que en una finca 
que haya sido objeto de expropiacion se ha ocupado 
mayor superficie que la señalada en el expediente 
respectivo. 
Si las necesidades de las obras hubiesen exigido 
una ocupacion más extensa, se ampliará la tasacion 
á la terminacion de aquellas ó en el acto que lo re-
clame el propietario, al respecto dedos precios con-
sentidos en el expediente primitivo, siempre que el 
exceso no pase de la quinta 
 ' parte de la superficie 
contenida en aquel. 
En otro caso, deberá el aumento ser objeto de 
nueva expropiacion, aunque por causa de ella no 
podrán detenerse las obras en curso de ejecucion. 
Cuando esto suceda, la nueva tasacion se referirá al 
terreno que se ha de ocupar ó haya ocupado, y en 
modo alguno á los perjuicios que deben haberse te-
nido en cuenta en el expediente primitivo. 
Art. 43. En caso de no ejecutarse la obra que hu- 
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biese exigido la expropiacion, en el de que aun ejecu-
tada resultase alguna parcela sobrante, así corno en 
el de quedar las fincas sin aplicacion por haberse ter-
minado el objeto de la enajenacion forzosa, el pri-
mitivo dueffo podrá recobrar lo expropiado, devol-
viendo la suma que hubiere recibido ó que propor-
cionalmente corresponda por la parcela, á ménos 
que la porcion aludida sea de las que sin ser indis-
ltéhsables para la obra, fueron cedidas por conve-
niencia del propietario con a.rrreglo a la última pres-
cripcion del art. 23. 
Los dueffos primitivos podrán ejecutar el derecho 
que les concede el párrafo anterior en el plazo de un 
mes, a contar desde el dia en que la Administracion 
les notifique la no ejecucion ó desaparicion de la 
obra que motivó la ocupacion del todo ó parte de 
las fincas que les fueron expropiadas; y pasado aquel 
sin pedir la reversion, se entenderá que el Estado 
puede disponer de la finca. 
Art. 44. Para los efectos de esta ley se entiende 
parcela en las fincas urbanas toda porcion sobrante 
por expropiacion mayor de tres metros que resulte 
insuficiente para edificar con arreglo á las ordenan-
zas municipales. 
En las fincas rústicas, cuando sea de corta exten-
sion y de difícil y costoso aprovechamiento, á juicio 
de peritos. 
SECCION QUINTA. 
De la reforma interior de las grandes poblaciones. 
Art. 45. Las expropiaciones necesarias para la 
mejora, saneamiento y ensanche interior de las gran-
des poblaciones se regirán por las prescripciones si-
guientes. 
Art. 46. Los Ayuntamientos de las grandes po-
blaciones, que reunan por lo ménos 50.000 almas,_ 
• 
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que necesiten su reforma interior, formarán los pla-
nos totales ó parciales de las obras que deban hacer-
se en el casco de las mismas, ya sea para ponerlo en 
armonía con su ensanche exterior, si lo hubiere, ya 
para facilitar la vialidad, ornato y saneamiento de 
las poblaciones. 
En los planos se fijarán con toda precision las ca-
lles, plazas y alineaciones que se proyecten y los 
terrenos 6 solares que exija la realizacion de la obra; 
instruido el expediente de expropiacion por los trá-
mites establecidos en esta ley y reglamento para 
su ejecucion, se remitirá al Ministerio de que de-
, pendan las construcciones civiles, á fin de que re-
caiga la correspondiente declaracion de utilidad pú-
blica de la obra. 
Art. 47. Estarán sujetas en 
 su totalidad á la ena-jenacion forzosa, para los efectos previstos en el ar-
tículo anterior, no solo las fincas que ocupen el ter-
reno indispensable para la vía pública, sino tambien 
las que en todo 6 en parte estén emplazadas dentro 
de las dos zonas laterales y paralelas á dicha via, no 
pudiendo sin embargo exceder de 20 metros el fon-
do 6 latitud de las mencionadas zonas. 
Art. 48. Cuando para la regularizacion ó forma-
cion de manzanas convenga hacer desaparecer al-
gun patio, calle 6 trozo de ella, estarán tambien su-jetas á la enajenacion forzosa las fincas que tengan 
fachadas 6 luces directas sobre las mismas, si los 
propietarios de ellas no consienten en su desapari-
cion. 
Art. 49. En las enajenaciones forzosas que exija 
la ejecucion de la obra será regulador para el precio 
el valor de las fincas antes de recaer la aprobacion 
al proyecto. - 
Art. 50. Las expropiaciones que tengan lugar por 
, los conceptos expresados en los artículos de esta sec- 
i 
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cion se harán en absoluto, esto es incluyendo en las 
mismas los censos, dominios y toda otra clase de 
gravámenes y servidumbres que afecten directa 6 
indirectamente al derecho de propiedad, de modo 
que, hecha la expropiacion de la finca, no puedan 
revivir por ningun concepto para los nuevos solares 
que se formen, aun cuando el todo 6 parte del ter-
reno de los mismos proceda de finca 6 fincas que 
se hallaren afectas á dichas cargas. 
Art. 51. Los Ayuntamientos, para atender es-
tas obras declaradas de utilidad pública, podrán con-
tratar los empréstitos necesarios, guardándose las 
formalidades que establecen las leyes. 
Art. 52. A los efectos del a ^t. 115 de la ley ge-
neral de Obras públicas de 13 de Abril de 1877, se 
declara que además de la exencion de los derechos 
reales y traslaciones de dominio que se concede á 
los Ayuntamientos para las fincas que deban adqui-
rir á fin de llevar á cabo la realizacion de las obras 
de reforma, se concede igual exencion al otorgarse 
por los mismos la venta de los nuevos solares regu-
larizados que resulten por razon de las fincas expro-
piadas con dicho objeto. 
Art. 53. Podrán asimismo ejecutar por sí, 6 por 
medio de compañías concesionarias, las obras de 
que se trata, con autorizacion del Gobierno, pero 
llevando cuenta separada exclusivamente por todo 
lo relativo á las mismas. 
Art. 54. Para la ejecucion de los proyectos de las 
obras á que se refieren los precedentes artículos, se 
ajustarán en todo á las reglas y prescripciones que 
establece la presente ley; y con respecto á parcelas, 
a lo que se previene en las leyes de 17 de Junio 
de 1864 y á las de ensanche de poblaciones. 
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TITULO III. 
De las ocupaciones temporales.  
Art. 55. La Administration, así como las corpo-
raciones ó personas en quienes haya subrogado sus 
 
derechos, podrán ocupar temporalmente los terrenos 
 
de propiedad particular en los casos siguientes: 
 
1.° Con objeto de hacer estudios ó practicar ope-
raciones facultativas de corta duration que tengan 
 
por objeto recoger datos para la formacion del pro-
yecto ó para el replanteo de una obra.  
2.° Con el establecimiento de estaciones y cami-
nos provisionales, talleres, almacenes, depósitos de  
materiales y cualesquiera otros más que requieran  
las obras préviamente declaradas de utilidad públi-
ca, así por lo que se refiere á su construction, como  
á su reparation ó separacion ordinarias. 
 
3.0 Con la extraction de materiales de toda cla-
se, necesarios para la ejecucion de dichas obras, ya  
se hallen diseminados por la propiedad ó hayan de  
ser objeto de una explotacion formalmente organi-
zada.  
Art. 56. Eas fincas urbanas quedan absoluta-
mente exceptuadas de la ocupacion temporal é im-
position de servidumbres; pero en los limitados ca-
sos en que su franqueamiento pueda ser de necesi-
dad para los servicios aludidos, deberá obtenerse el  
permiso expreso del propietario.  
Art. 57. El funcionario público encargado del  
estudio de una obra de esta clase ó el particular com-
petentemente autorizado para el mismo trabajo, serán 
 
provistos por el Gobernador de la provincia de una 
 
credencial para los Alcaldes de los pueblos en cuyos  
términos deben operar, á fin de que les presten toda  
clase de auxilios, y muy especialmente el de procu  
rar el permiso de los respectivos propietarios para 
 
^•^,.-,-^-..F--^ 
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que la Comision de estudios pase por sus fincas. Los 
perjuicios_que con las operaciones puedan causar en 
ellas deberán ser abonados en el acto por tasacion 
de dos prácticos, nombrados por el jefe de estudios 
y el propietario, ó segun regulacion del Alcalde 6 de 
la .persona en quien haya delegado sus facultades, 
siempre que aquellos no se aviniesen. En el caso de 
resistencia injustificada, el Alcalde lo pondrá en co- 
nocimiento del Gobernador á fin de que dicte la re- 
solucion que proceda con arreglo á la ley general de 
Obras públicas. 
A instancia de parte, y prévia la justificacion que 
estime conveniente, podrá el Gobernador retirar la 
autorizacion concedida y exigir la responsabilidad á, 
que hubiere lugar por cualquier abuso cometido. 
Art. 58. La declaracion de utilidad pública de 
una obra lleva consigo el derecho á las ocupaciones 
temporales que su ejecucion exija. 
La necesidad de éstas será objeto, siempre que se 
manifieste, de un procedimiento ajustado á lo que 
se previene en la seccion segunda del título 2.°; pero 
la declaracion del Gobernador a que se refiere el 
art. 10 será ejecutiva, y sin perjuicio de los procedi-
mientos ulteriores podrá tener lugar el justiprecio y 
la consiguiente ocupacion. Cuando se trate de una 
finca con cuyo dueflo se hayan practicado diligen- 
cias anteriores, se suprimirá la publicidad de las no, 
tificaciones por medio del Boletin oficial, entendién-
dose con aquel por conducto del Alcalde. 
Art. 59. No siendo posible en 
 la  mayor parte de 
los casos de ocupacion temporal sefïalar de antema-
no la importancia ni la duracion die ella, el Gober- 
nador decretará que se lleve a efecto, prévio conve-
nio entre la Administracion y el propietario de la 
cantidad que deberá depositarse para responder del 
abono procedente en su dia. Si no hubiere acuerdos 
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se procederá en los términos expresados en el ar- 
tículo 29 y siguientes de esta ley. 
Antes de que se proceda á la ocupacion temporal 
de una finca sin haberse pagado préviamente el im-
porte de la ocupacion misma, se hará constar el es-
tado de ella, con relacion á cualquiera circunstan-
cia que pudiera ofrecer dudas al valorarse los daños 
causados, con arreglo á lo prevenido para la expro-
piacion completa en el art. 23. 
Art. 60. Las tasaciones en los casos de ocupa-
cion temporal se referirán siempre á la apreciacion 
de los rendimientos que el propietario ha dejado de 
percibir por las rentas vencidas durante la ocupa-
cion, agregando además los perjuicios  . causados en 
la finca 6 los gastos que suponga el restituirla á su 
primitivo estado de produccion. Nunca deberá lle-
gar la tasacion de una  . ocupacion cualquiera á re-
presentar tanto como el valor de la finca. La Admi-
nistracion, en el caso de que lá tasacion de los per-juicios le parezca excesiva, podrá pedir la valora-
cion de la expropiacion completa, por los medios 
que esta ley previene, y optar por ella, siempre que 
no exceda su importe en una mitad del de aque-
llos. 
Art. 61. El valor de los materiales recogidos de 
una finca, 6 arrancados de canteras en ella conteni-
das, solo se abonará en el caso de que aquellos se 
encuentren recogidos y apilados por el dueño desde 
época anterior á la notificación de su necesidad para 
los,usos de la Adrninistracion, 6 de que éstas se en-
cuentren abiertas y en explotacion con anterioridad 
á la misma época, acreditando que necesita aquellos 
y los productos de éstas para su uso. Fuera de este 
caso, para que proceda el abono del valor del mate-
rial que de una finca se extraiga, deberá el propieta-
rio acreditar: 
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1.° Que dichos materiales tienen un valor cono-
cido en el mercado, y 
2.° Que ha satisfecho la contribucion de subsidio 
correspondiente á la industria que por razon de esta 
explotacion ejerce, en el trimestre anterior al en que 
la necesidad de la ocupacion fué declarada. 
No bastará, por lo tanto,  para declarar procedente 
el abono de los materiales, el que en algun tiempo se 
hayan podido utilizar algunos con permiso del duefio 
ó mediante una retribucion cualquiera. 
Tampoco se tendrán en cuenta las reclamaciones 
por indemnizacion de beneficios que se presuman por 
efecto de arriendos de las fincas para plantear deter .. 
 minadas industrias, con tal de que no se hallen esta-
blecidas con las condiciones expresadas, 
Art. 62. Cuando la conservacion 6 reparacion de 
una obra de utilidad pública exijan en todo 6 en parte 
la explotacion permanente de una cantera, habrá 
lugar á la expropiacion por los trámites de la presen-
te ley. 
Art. 63. Los frutos 6 abonos que cubran una 
finca en el momento de su ocupacion para una obra 
de interés general, y no se hayan tenido presentes 
al hacer su expropiacion, se tasarán y abonarán en 
el acto de verificarse aquella mediante la apreciaeion 
sumaria que deben hacer dos prácticos nombrados 
uno por cada parte, entre los que decidirá el Alcalde 
ó un delegado suyo, si no resultare avenencia; enten-
diéndose que el importe de esta tasacion nunca ha 
de exceder del 3 por 100 del valor que se haya 
sefialado á la finca en el expediente de expropiacion. 
Estas diligencias se entenderán con los arrendatarios 
6 cultivadores de la finca, cuya designacion hará el 
Alcalde por lo que resulte de los registros munici. 
pales. 
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DISPOSICIONES TRANSITORIAS. 
Art. 64. Todos los expedientes de expropiacion ú 
 
ocupacion temporal que se hallen en curso al publi-
carse la presente ley, se regirán por las disposiciones 
 
legales anteriores, á ménos que ambas partes opten 
 
de comun acuerdo por los procedimientos que en ella 
 
se establecen.  
Art. 65. Quedan derogadas todas las leyes, de-
cretos, reglamentos ú órdenes contrarios á la pre-
sente.  
Art. 66. El Gobierno publicará los reglamentos  
necesarios para la ejecucion de esta ley.» 
 
Queda, pues, demostrado que el art. 228 no pue-
de considerarse en vigor en todas sus partes, porque 
 
hoy no se- necesita para la expropiacion una sen-
tencia ó mandamiento judicial, sino el acuerdo de 
 
la autoridad competente que, cómo hemos visto, es 
 
la administrativa. El  caso es algo frecuente , y se 
 
ha presentado más de una vez en los TriLunales,  
pudiendo citarse la sentencia del Tribunal Supre-
mo de 18 de Marzo de 1880, porque establece en  
este punto una distincion importante. Un Alcal-
de, por medio de un bando de buen gobierno, privó 
 á ciertos interesados del cobro de una cantidad que 
tenian derecho a exigir por la ocupacion de ciertos 
sitios y puestos en una plaza, por lo cual se enta-
bló la correspondiente querella, pidiendo la parte 
agraviada y el Ministerio fiscal que se castigara á 
aquel como reo del delito de abrogacion de atribu-
ciones judiciales, conforme al art. 389. La Sala sen-
tenciadora, formando otro concepto de los hechos, 
declaró que constituian el delito de expropiacion del 
art. 228, que tiene pena más grave que el anterior, 
por lo que fué casada la sentencia en la sala 3.a 
 Visto despues en el fondo en la 2.a no hubo para
^ 
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qué tratar la cuestion de si habia ó no perturbacion 
de la propiedad, toda vez que el procesado no podia 
ser condenado á pena más grave que la que habia 
sido objeto de la acusacion, y se declaró no haber 
lugar a la casacion, estableciendo entre otros, los si-
guientes puntos de doctrina: <1.° Que si bien ambos 
artículos pueden confundirse á primera vista, son 
realmente distintos, refiriéndose el 228 á la pertur-
bacion de la posesion de bienes .sin mandato de la 
Autoridad competente para los fines que el mismo 
expresa, 6 sea para un servicio ú obra pública, y el 
389 á la abrogacion indeterminada y extensa de 
atribuciones judiciales, que puede ocurrir en todo 
caso y circunstancia en que un funcionario de la, 
Administracion se entrometa en asuntos propios del 
órden judicial. 2.0 Que deslindados los caractéres 
propios de ambos delitos, no cabia duda de que el 
cometido por el Alcalde recurrente era el de abro-
gacion de atribuciones judiciales, impidiendo el co-
bro de una cantidad de que solo podia desposeer al 
interesado una sentencia de Juez competente. 
Creemos que esta doctrina arranca de las más 
puras fuentes legales, porque en verdad no hay mo-
tivo para creer sinónimos los conceptos que cada 
uno de los expresados artículos contiene. Se vé en 
.el 228 la sancion para un hecho especialísimo, cual 
es el de la expropiacion forzosa no realizada por los 
trámites y forma que la ley preceptúa, mientras que 
el 389, más indeterminado y ámplio, castiga todos 
los actos de cualquier especie que sean en que los 
funcionarios administrativos se revistan de atribu-
ciones judiciales. 
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Derecho de reunion, asociaeion 
y manifestacion. 
El Código penal establece las siguientes prescrip-
ciones: 
«Art. 229. Serán castigados con las penas de sus-
pension en sus grados mínimo y medio, y multa 
de 125 a 1.250 pesetas: 1. 0 El funcionario público 
que no estançlo en suspenso las garantías constitu-
cionales, prohibiere 6 impidiere á un ciudadano, no 
detenido ni preso, concurrir a cualquiera reunion 6 
manifestacion pacífica. 2. 0 El funcionario público 
que en el mismo caso le impidiere 6 prohibiere for-
mar parte de cualquiera asociacion, á no ser alguna 
de las comprendidas en el art. 198 de este Código. 
3.° El funcionario público que en el mismo caso de 
los artículos anteriores prohibiere 6 impidiere á un 
ciudadano dirigir, sólo 6 en union con otros, peticio- 
nes á las Córtes, al Rey 6 á las Autoridades. 
Art. 230. El funcionario público que impidiere 
por cualquier medio la celebración de una reunion 
ó manifestación pacíficas, de que tuviere conoci-
miento oficial, 6 la fundacion de cualquiera aso-
ciacion que no esté comprendida en el art. 198 de 
esté Código, 6 la celebracion de sus sesiones, á no 
ser las en que se hubiere cometido alguno de los de-
litos penados en el tít. 3. 0, libro 2.° del mismo, in-
currirá en la pena de suspension en sus grados me-
dio y máximo, y multa de 250 á 2.500 pesetas. 
Art. 231. Serán castigados con la pena de sus-
pension en su grado máximo á inhabilitacion abso-
luta temporal en su grado mínimo y multa de 250 
á 2.500 pesetas: 
1.° El funcionario público que ordenare la diso-
lucion de alguna reunion 6 manifestacion pacífica. 
• 
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2.° El funcionario público que ordenare la sus-
pension de cualquiera asociacion no comprendida 
en el art. 198 de este Código. 
Como se vó, el criterio de estas disposiciones es 
bastante ámplio, no encontrando el derecho de 
 re-
union, asociacion ó manifestacion otra cortapisa que 
el art. 198, que declara asociaciones ilícitas las que 
por su objeto y circunstancias sean contrarias á la 
moral pública, y las que tengan por fin cometer 
alguno de los delitos penados en este Código. Solo 
podrán interrumpirse las sesiones de cualquiera aso-
ciaeión -cuando se cometieran los delitos de rebelion 
ó sedicion. Era consiguiente semejantepunto de vis-
ta ante la Constitucion del 69, que habia consagrado 
aquel derecho en toda su extension, exigiendo úni-
camente que las reuniones al aire libre fueran de 
dia, así como las manifestaciones políticas, haciendo 
precisa una ley para la disolucion de toda asociacion 
que comprometiere la seguridad del Estado. 
Pero Cambien en este punto hizo alteraciones la 
Constitucion vigente, que como hemos visto en el ar-
tículo 13, declara el derecho de reunirse pacíficamen-
te y de asociarse para los fines de la vida humana, 
pero ejercitado con reglas oportunas que lo aseguren 
sin menoscabo de los de la nacion, ni de los atribu -
tos esenciales del poder público. Estas reglas se dic-
tarían por medio de la ley correspondiente, la cual 
se promulgó en 15 de Junio de 1880. Esta ley, base 
única hoy en materia de reuniones, es preciso cone-
cerla testualmente, por lo cual la insertamos á con-
tinuacion. 
Ley sobra reuniones públicas. 
(Artículo 1.0 El derecho de reunion pacífica que 
concede á los españoles el art. 13 de la Constitucion, 
puede ejercitarse por todos, sin más condition, cuan - 
Leg. pen. esp. 	 5 
• 
r 
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do la reunion haya de ser pública, que la de dar 
los que la convoquen conocimiento escrito y firmado 
del objeto, sitio, dia y hora de la reunion veinticua-
tro horas antes, al Gobernador civil en las capitales 
de provincias, y á la Autoridad local en las demás 
poblaciones. 
Art. 2.0 Por reunion pública, para los efectos de 
esta ley, se entiende la que haya de constar de más 
de veinte personas, y haya de celebrarse en edificio 
donde no tengan su domicilio habitual los que la 
convoquen. 
Art. 3. 0 Las reuniones públicas, procesiones cí-
vicas, séquitos y cortejos de igual índole, necesitan, 
para celebrarse en las calles, plazas, paseos 6 cual-
quiera otro lugar de tránsito, el permiso prévio y 
por escrito de las Autoridades indicadas en el ar-
ticuló 1.0 • 
Art. 4.0 A toda reurdon pública puede asistir la 
Autoridad, personalmente 6 por medio de sus dele-
gados. En caso de asistir personalmente, ocupará el 
sitio de preferencia; pero sin presidir ni mezclarse 
en las discusiones. 
Art. 5.0 La Autoridad mandará suspender 6 
disolver en el acto: 1.0 Toda reunion pública que 
se celebre fuera de las condiciones de esta ley.--
2.° Todas aquellas que habiéndose convocado con 
arreglo á ella, traten de objetos no consignados en 
el aviso, 6 se verifiquen en sitio diverso del designa-
do.-3.0 Las que en cualquiera forma embaracen el 
tránsito público.-5.° Las definidas y enumeradas 
en el art. 189 del,Código penal.—Y 5. 0 Aquellas en 
que se cometa 6 se trate de cométer cualquiera de 
los delitos especificados en el tít. 3. 0 lib. 2.0 del mis-
mo Código. 
En todos estos casos la Autoridad dará inmedia-
tamente cuenta al Gobierno, y en los dos últimos 
• 
r ^ 
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pasará además al Tribunal competente el oportuno 
 
tanto de culpa.  
Art. 6.0 Las reuniones á que se refiere el artícu-
lo 20, cuando se celebren por los electores de una 
 
circunscripcion durante el período electoral, podrán 
 
ser suspendidas por el delegado de la Autoridad si  
incurren en alguno de los Casos marcados en el ar-
tículo 5.0 La reunion suspendida podrá verificarse 
dentro de las veinticuatro horas siguientes, si los 
que la convocaron lo ponen en conocimiento de la 
Autoridad: si hubiere lugar en este caso á una se-
gunda suspension, la reunion se entenderá definiti-
vamente disuelta. 
Art. 7. 0 No están sujetas á las prescripciones de 
esta ley: 1.° Las procesiones del culto católico.--
2.0 Las reuniones de este mismo culto y las de los 
demás tolerados que se verifiquen en los templos 6 
cementerios.--3. 0 Las que verifiquen las asociacio-
nes y establecimientos autorizados, con arreglo á 
sus estatutos aprobados por la Autoridad.-4.0 Las 
que tienen lugar en las funciones de teatros y de-
más espectáculos., 
Desde luego se comprenden las diferencias que 
existen entre ambos criterios legislativos; en el pri-
mero el derecho de que se trata era amplísimo é ile-
gislado; en el segundo está sujeto á reglas, y hasta 
cierto punto en manos de la Autoridad. Es claro que 
así y todo resulta siempre bastante garantido, como 
lo prueba lo mucho que se ha ejercitado y se ejerci 
ta, con la circunstancia verdaderamente apreciable 
x digna de atencion, de que ni ha ofrecido grandes 
inconvenientes, ni ha sido objeto de procedimientos 
atendibles en los Tribunales. 
Pero de cualquier modo hoy no podrian aplicarse 
los arts. 229, 230, 231 y 232, y otros concordantes 
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del Código penal, sin armonizarlos con la legislacion 
posterior. _
Debe advertirse, sin embargo, que aunque el de-
recho de reunion tiene varios puntos de contacto 
con el de asociacion, en realidad son cosas distin-
tas, como lo es tambien la legislacion aplicable á 
cada uno. Respecto del último no existe, propia-
mente hablando, ley especial que regule circunstan-
cialmente su ejercicio, como•sucede con el primero, . 
pero mientras tanto hay una, que sin duda alguna es-
tá vigente, y es la circular de 7 de Febrero de 1875, 
que la declaró tal la ley de 2 de Enero de 1875. 
Descartando de esta circular las reglas que se re -
fieren á las reuniones, porque estas se rigen por la 
ley especial, quedan las siguientes, relativas á las 
asociaciones: 1.a (4.a de la circular) Quedan pro-
hibidas por ahora las asociaciones que tengan un 
objeto político, y las Autoridades no consentirán en 
manera alguna la continuacion de las existentes, ni 
la constitucion de otras nuevas.-2.a (5.8 de la cir-
cular.) Las sociedades dedicadas á objetos conocida-
mente benéficos, científicos y literarios, y los círcu-
los y casinos de puro recreo podrán continuar, re-
constituirse ú organizarse de nuevo en la forma que 
para las reuniones se dispone en la 1.a (con permiso 
de la Autoridad). Las Autoridades procederán a sus-
pender esas asociaciones desde el momento en que 
tengan noticias fundadas de que su verdadero ca-
rácter es el de círculos políticos, y darán cuenta al 
Ministerio de la Gobernacion, para que este resuelva 
lo que estime oportuno, bien sobre su continuacion 
ó bien sobre su disolucion.—$.a (7. a de la circular.) 
Serán responsables de los actos punibles que se  pro-
duzcan en las reuniones y asociaciones públicas, en 
primer término sus autores, y subsidiariamente los 
que hayan convocado la reunion, los dueños 6 in- 
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quilinos de los edificios en que se celebre, y los ges-
tores ó Juntas directivas de las respectivas asocia-
ciones. 
Alguien ha pretendido, para reputar licitas ciertas 
asociaciones, fundarse en la sentencia del Tribunal 
Supremo de 21 de Enero de 1878, pero A mi juicio 
sin motivo bastante. 
Hé aquí el caso: 
A poco de ocurrir los sucesos de . Alcoy, que por 
aquel tiempo tuvieron lugar, D. Nicplas Abad, ge-
rente de cierta fábrica, se presentó A una comi-
sion de internacionalistas de aquella ciudad, para 
tratar sobre la vuelta de los operarios, y como le ma-
nifestasen que el asunto competia A sus compa-
ñeros de Cocentaina, se avistó con éstos, consi- 
guiendo su propósito mediante la promesa de entre-
gar 6.000 rs. A la sociedad por los perjuicios ocasio-
nados con la huelga, lo cual se verificó algun tiem-
po despues con circunstancias cuyo relato detallado 
es innecesario; pero en el tiempo que medió entre la 
promesa y la entrega, el dueño recibió un anónimo 
en que se amenazaba de muerte A él y A su familia, 
si no llevaba 300 duros al sitio que se le designaba; 
sin que pudiera descubrirse al autor del mismo, de-
clarando despues algunos operarios que, durante 
la huelga, fueron tambien amenazados personalmen-
te por sugetos, A quienes dijeron no conocer, para 
que no volviesen A trabajar, ante cuyas graves ame-
nazas é intimidaciones hubieron de ceder. 
Puestos los anteriores hechos en conocimiento de 
los Tribunales de justicia y seguida por todos sus 
trámites la correspondiente causa sobre coligacion 
para alterar el precio del trabajo y amenazas, el 
Juez de primera instancia absolvió A todos los pro-
cesados; pero el Fiscal de la Audiencia de Valencia 
pidió pena contra ellos por el delito de coligacion 
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para aumentar el precio del trabajo, conforme a lo 
dispuesto en el art. 556 del Código, y la Sala de lo 
criminal, vistos la circular de 16 de Enero de 1872 
del Ministerio de la Gobernacion los Gobernado-
res, el artículo citado del Código y los 198, 200 y 
507, párrafo primero del mismo, condenó á varios 
de los procesados por el delito de haber pertenecido á 
una asociacion` ilícita como La Internacional, á dos 
meses y un dia de arresto mayor y accesorias, á 
otros procesados por el delito de coligacion para en- 
carecer el precio del trabajo á iguales penas y en las 
costas; absolviendo á todos por falta dé prueba, en 
cuanto al delito de amenazas y coacciones, y sobre-
seyendo en cuanto á los autores desconocidos del 
anónimo 
Nada 'opusieron á aquel fallo los condenados por 
el delito de coligacion para encarecer el precio del 
trabajo, pero los procesados que no se hallaban en 
ese caso, que además habian sido absueltos por el 
delito de amenazas y coacciones, siendo sentencia-
dos como reos de asociacion ilícita, interpusieron 
recurso de casacion que prosperó en definitiva, no 
porque declarase el Tribunal Supremo, como quie-
ren suponer los propagandistas del anarquismo, que 
la Asociacion Internacional de trabajadores era una . 
asociacion lícita no comprendida en el art. 198 del 
Código, sino porque no constaba que la Asocia-
cion de papeleros de Cocentaina, cuyos individuos 
trataron de probar que constituian una sociedad 
cooperativa de trabajadores, estuviera afiliada á la 
Internacional general; y porque además no se con- 
signaba en la sentencia ningun antecedente de la 
organizacion, planes y estatutos de la Asociacion de 
papeleros de Cocentaina, que demostrara ser esta 
con traria á la moral pública. 
Un distinguido escritor que no pertenece á la es- 
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cuela conservadora, el Sr. Fernandez Martin, aprecia 
esta sentencia del mismo modo, en los siguientes 
términos: 
«Tal es, en sustancia, la ' sentencia del Tribunal 
Supremo, fecha 21 de Enero de 1878, inserta en la 
Gaceta de 6 de Marzo del mismo año, y aun acep-
tando que la legislacion constitucional y orgánica 
por que se regia el derecho de asociacion en España 
en 1873 fuera idéntica á la que rige hoy; aun supo-
niendo que no existieran entre La Internacional de 
aquella época y el anarquismo las diferencias de ob-jeto, de tendencias y de procedimiento que hemos 
demostrado en nuestros anteriores artículos, y aun 
suponiendo que la jurisprudencia en lo criminal tu-
viera idéntico carácter que la doctrina legal 6 j uris-
prudencia en lo civil, es evidente que no puede in-
vocarse esa sentencia para insinuar que el Tribunal 
Supremo haya declarado lícitas las asociaciones anar-
quistas, reorganizadas en nuestro país. con posterio-
ridad al Congreso de Lóndres de Julio de 1881, si 
bien sobre la base de las antiguas asociaciones inter-
nacionalistas. 
Lo mismo sucede con otra sentencia del Tribunal 
Supremo de 10 de Junio de 1879, de que ha preten-
dido tambien sacarse partido. 
Hé aquí los hechos que dieron lugar á ese segundo 
fallo: 
En el mes de Julio de 1873 existió en la villa de 
Bocairente una sociedad titulada La Internacional de 
los trabajadores, seccion de tejedores de Bocairente, la 
cual tenia por objeto, entre otros, conseguir el 
aumento del jornal 6 precio del trabajo, á cuyo fin 
satisfacia cada indivíduo un real mensual, destinado 
á cubrir las necesidades de los asociados en las épo-
cas en que no tenian trabajo 6 se constituian en 
huelga. 1 
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Una comision especial de esta sociedad, nombrada 
para intervenir y arreglar todo lo concerniente al 
aumento del jornal y dismiuucion de horas de traba-jo, trató con otra que nombraron los fabricantes de 
tegidos de lana y filaturas, celebrando reuniones bajo 
la presidencia del Alcalde, conviniendo la mayoria 
de los que formaron la comision de los fabricantes, 
en que si accedieron al aumento dsl jornal y dismi-
nucion de las horas de trabajo, fué por los escritos y 
palabras amenazadoras de aquellos, por las circuns-
tancias que en aquella época se atravesaban, y por 
temor de que ocurriesen actos más desagradables, 
habiéndose visto amenazados tambien varios traba-jadores que no pertenecen á la asociacion, y obliga-
dos á ausentarse de la poblacion por temor de que 
les maltratasen por asistir á las fábricas. 
Formada la correspondiente causa sobre asocia-
cion ilícita y coligacion con amenazas para alterar 
abusivamente el precio del trabajo, entre los docu-
mentos que vinieron al proceso se hallaba una ex-
posicion dirigida a los fabricantes por la comision 
permanente de obreros, en la que se manifestaba que 
inmenso número de estos habian presentado enormes 
quejas sobre la actitud hostil observada por los pro-
pietarios de las fábricas, por lo que declaraban que, 
si por cualquier circunstancia se atentase contra sus 
derechos, apurarian cuantos recursos pudieran para 
contrarestar la oposicion á la marcha del trabaj o; 
que sise les declaraba la guerra no extrañasen los fa-
bricantes que el obrero dijese, ébrio de furor é indig-
nacion, que con las armas que se les señalaban se de-
fendian, y si eran malas ellos lo habian querido; y que 
tuvieran presente la próroga de diez y seis horas que 
se les daba para que contestasen y la declaracion 
hecha por los obreros y la comision, pues, vivian 
apercibidos y estaban dispuestos. 
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La Sala de lo criminal de la Audiencia de Valen-
cia, revocando la sentencia del Juez de primera ins-
tancia declaró que los anteriores hechos constituian 
los expresedos delitos de asociacion ilícita y coliga-
cion para encarecer abusivamente el precio del traba-jo y regular sus condicioneè, siendo el uno media nece-
sario para cometer el otro; por lo cual condenó á 
varios de los procesados á diferentes penas con ar-
reglo á los artículos 199, 556 y otros del Código. 
Interpuesto recurso de casacion contra esta sen-
tencia, citando como infringidos el art. 198 del Có-
digo que determina cuáles son las asociaciones ilíci-
tas y 556, la Sala segunda del Tribunal Supremo de-
claró haber lugar á dicho recurso por el primer mo-
tivo y no haber lugar á él por el segundo, estable-
ciendo textualmente: 
a 1.0 Que deduciéndose de los hechos declarados 
probados que la asociacion titulada La Internacional 
de los trabajadores, seccion de tejedores de Bocairente, 
por su objeto de conseguir aumento de jornal ó precio 
del trabajo y disminution de horas del mismo no era 
contraria á las reglas y preceptos de la moral, ni fué 
por consiguiente ilícita por suobjeto y circunstancias, 
que es lo que en su letra y espíritu exigia el mencio-
nado art. 198 para que la mera asociacion constitu-
yese delito. 
Y 2.° Que coligados no obstante los recurrentes 
y los demás procesados para encarecer el precio de 
su trabajo y regular además sus condiciones de dura-
cion, al hacerlo abusivamente, empleando al efecto 
la coaccion y la amenaza, era visto que incurrieron 
en delito, conforme al art. 256, no infringido, y antes 
bien rectamente aplicado por la Sala sentenciadora.» 
De todo esto resulta una verdad incuestionable, y 
es la situacion difícil en que se encuentran los Tri-
bunales entre un Código informado por la Constitu- 
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cion de 1869 y la Constitucion del 76, hecha á la 
luz de principios políticos contrapuestos. Hay, sin 
embargo, un norte fijo que seguir, y es el de no po-
nerse nunca en contradiccion con esta última. Pen-
diente está ahora de sentencia un recurso de casa-
cion en causa por asociacion ilícita, cuyas conclu-
siones creemos serán interesantes, pero quizá no se 
publique á tiempo de poder darla á conocer en este 
tomo, en cuyo caso lo haremos por vía de apéndice 
en el segundo. 
No estará demás mientras tanto que se conozcan 
los preceptos que en este punto consigna el proyecto 
del Código penal, que está pendiente de discusion en 
el Senado, porque con él han estado de acuerdo en 
la elaboracion y preparacion los hombres de todas 
opiniones que han intervenido hasta ahora. Se re-
putan asociaciones ilícitas: 
1.° Las que por su obieto y circunstancias sean 
contrarias á la moral cristiana, ó tengan por objeto 
combatir las bases fundamentales del órden social. 
2.° Las que tengan por objeto cometer alguno 
de los delitos penados en dicho Código: 
3.° Aquellas cuyos individuos se impongan con juramento 6 sin él la obligacion de ocultar á la Au-
toridad el objeto de sus reuniones 6 su organizacion 
interior. 
4.° Las que en la correspondencia con sus indi-
viduos 6 con otras asociaciones se valgan habitual-
mente de cifras, geroglíficos ó signos misteriosos. 
6.° Aquellas en que la mayoría de sus asociados . 
concurrieren armados 6 tuviesen á su disposicion ar-
mas préviamente depositadas. 
6.0 Las que se formaren faltando á lo que pres-
criben las leyes.» 
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Delitos relativos al libre ejercicio 
(le los cultos. 
Decia la Constitucion del 69 en su art. 21: «La 
nacion se obliga á mantener el culto y los ministros 
de la religion católica. El ejercicio público 6 privado 
de cualquiera otro culto queda garantido á todos los 
extranjeros residentes en España, sin más limitacio-
nes que las reglas universales de la moral y del de-
recho. Si algunos españoles profesaren otra religion 
que la católica, es aplicable á los mismos todo lo dis-
puesto en el párrafo anterior.» 
Ya hemos visto lo que en materia de religion dis-
pone el art. 11 de la de 76, en el cual solo se esta-
blece la tolerancia, y de ninguna manera la libertad 
de cultos, por lo que el Código penal, que tenia la 
mision de garantir ésta, ha tenido forzosamente que 
quedar en parte derogado. Debe proclamarse no obs-
tante que sus disposiciones son tan prudentes y jui-
ciosas que casi parecen haber sido escritas más para 
restringir que para desarrollar este derecho, lo cual 
despues de todo se observa en varios otros puntos. 
No parece sino que los apreciables jurisconsultos 
que prepararon aquella obra legislativa tenian el 
presentimiento de que habia de sobrevivir al Código 
fundamental en que se habia inspirado. La verdad 
es que con algunas modificaciones puede hoy apli-
carse cuanto preceptúa respecto del ejercicio de los 
cultos, exceptuando la del art. 240, núm. 2.0, que cas-
tiga con las penas de prision correccional en sus 
grados medio y máximo, y multa de 250 á 2.500 pe-
setas al que impidiere, perturbare ó interrumpiere 
la celebracion de las funciones religiosas (se entien-
de de cualquier culto) en el lugar destinado habi- 
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tualmente a ellas, 6 en cualquier otro en que se ce-
lebraren. 
Está fuera de duda hoy que ninguna clase de ma-
nifestacion es lícita tratándose de un culto que no 
sea el católico, como lo dice terminantemente la 
Constitucion. Pero como es interesante en alto gra-
do este punto, porque puede ser objeto de procedi-
mientos criminales, que siempre han de ofrecer al-
guna dificultad hasta que se promulgue el Código 
penal que está en proyecto actualmente en el Sena-
do, será bueno tener presente la Real órden de 23 de 
Octubre de 1876, dictada para dar reglas sobre la 
aplicacion del art. 11 de la Constitucion. El Gobier-
no comprendió, desde luego, las dificultades que ha-
bian de surgir dado este precepto y las disposiciones 
del Código penal, dificultades que se presentaron en 
Mahon con mótivo de cierta prohibicion de la Auto-
ridad de esta poblacion respecto de una capilla pro-
testante. Tenia la voluntad firme de qué se cumplie-
ra el precepto constitucional, y entendia que los pár-
rafos 1.0 y 2.0 de dicho art. 11 no podian ofrecer 
dudas, porque proclamándose en el uno la religion 
católica, apostólica, romana como oficial, se respe-
tan en el otro las opiniones religiosas de todos los 
que  viven fuera del gremio de aquella Iglesia, y se 
permite el ejercicio de cualquier culto que no se 
oponga ni contradiga á la moral cristiana. El pár-
rafo 3.0 del mismo artículo no se refiere á la palabra 
ceremonias, cuya inteligencia es bien clara, sino á la 
frase manifestaciones públicas, lo cual ya se esplicó 
bastantemente cuando la prolija discusion que mo-
tivá en las Córtes, y que son los actos ,que saliendo 
del recinto del hogar, declaran lo que en él se encier- 
, ra ú oculta. Fundado en estas y otras consideracio-
nes análogas, el Gobierno decretó en la indicada 
Real órden los extremos siguientes: 1. 0 «Queda pro- 
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hibida desde esta fecha toda manifestacion pública 
de los cultos 6 sectas disidentes de la religion cató- 
lica fuera del recinto del templo 6 del cementerio de 
los mismos.-2.e Para los efectos de la regla ante-
rior se entenderá manifestacion pública todo acto 
ejecutado sobre la vía pública, ó en los muros exte-
riores del templo 6 del cementerio, que dé á cono-
cer las ceremonias, ritos, usos y costumbres del cul-
to disidente, ya sea por medio de procesiones, 6 de 
letreros, banderas, emblemas, anuncios y carteles.- 
3.° Los que funden, construyan 6 abran un templo 
6 un cementerio destinado al culto 6 enterramien-
to de una secta disidente, lo pondrán en conoci-
miento del Gobernador de la provincia en la capi-
tal, del Subgobernador en los puntos donde esta 
Autoridad resida, 6 de los Alcaldes en los demás 
pueblos, cuarenta y ocho horas antes de abrirlos al 
público, manifestando el nombre del director, rector 
6 encargado del establecimiento. Igual noticia ha-
brán de dar, si ya no lo hubieren hecho, y dentro 
del plazo de quince dias, á contar desde esta fecha, 
los fundadores 6 encargados de los templos y cemen- 
terios existentes en la actualidad. —4.° Las escuelas 
destinadas á la enseñanza funcionarán con indepen-
dencia de los templos, sea cualquiera el culto á que 
pertenezcan, y se considerarán separadas de ellos para 
todos los efectos legales. Los encargados 6 directo-
res de las mismas deberán ser españoles, y pondrán 
en conocimiento de las Autoridades a quienes se re-
fiere la regla anterior, el objeto de la enseñanza, sus 
nombres y títulos académicos, si los tienen, y los de 
los profesores á cuyo cargo estén las cátedras.-
5.° Las reuniones que se celebren dentro de los tem-
plos, y de los cementerios, así disidentes como cató-
licos, gozarán de la inviolabilidad constitucional, 
siempre que en ellas no se contravenga expresamen- 
{ 
78 	 BIBLIOTECA JUDICIAL. 
te á las ordenanzas y reglamentos de policía, ó no 
se corneta alguno de los delitos comprendidos y cas-
tigados por el Código penal.-6.° Las escuelas y es-
tablecimientos de ensefianza, sin distincion de cul-
tos, continuarán sujetos á la constante inspeccion é 
intervencion del Gobierno, con arreglo á los precep-
tos que contiene el decreto de 29 de Julio de 1874.-
7.° Las reuniones que se celebren fuera del templo 
y de los demás lugares y establecimientos autoriza-
dos al efecto por disposicion especial, seguirán so-
metidas á la Real órden de 7 de Febrero de 1875, y 
si para convocarlas 6 celebrarlas no se solicita y ob-
tiene el permiso prévio y por escrito de la Autoridad, 
podrán ser disueltas como ilícitas por el Gobernador, 
Subgobernador 6 Alcalde respectivamente, quienes 
entregarán á los que las convoquen 6 presidan á 
disposicion de los Tribunales de justicia.» 
No diremos que las prescripciones de este decreto 
ministerial obliguen completamente á los Tribunales 
para formar su criterio respecto del art. 11 de la 
Constitucion, pero á falta de ley orgánica que regu-
le el ejercicio de este derecho, bien pueden ser teni-
das en cuenta las apreciaciones del Gobierno encar-
gado de desenvolver los principios constitueionales 
que habia llevado al Código fundamental, y que es-
tán, por otra parte, de acuerdo con éste. 
Para terminar este punto haré mencion de los 
principales razonamientos que el Gobierno tuvo 
para dictar la Real Orden de 23 de Octubre de 1876, 
aprobando la conducta del Subgobernador de Mahon 
con motivo de la célebre cuestion habida entre este 
y el director espiritual del templo protestante de 
aquella localidad: 4.° Que no puede admitirse en 
modo alguno el que se confundan los establecimien-
tos dedicados á la ensefianza y los templos destina-
dos al culto, porque siendo inviolables los segundos 
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con arreglo al art. 11 de la Constituciou, y estando 
sujetos los primeros á la inspeccion y vigilancia de 
las Autoridades, segun el decreto de 29 de Julio 
de 1874, este quedaria completamente burlado des-
de el momento en que los Directores de un estable-
cimiento de enseñanza pudieran sustraerse á toda 
inspeccion y exámen, amparándose en la inviolabi-
lidad del templo. — 2.° Que hecha la debida distin-
cion entre los templos y las escuelas para que pues 
dan surtir sus diversos efectos los arts. 11 y 12 dela 
ley fundamental del Estado, y la ley de Reuniones, 
es obligacion de unos y de otros poner en conoci-
miento de las Autoridades el carácter y naturaleza 
de cada uno.-3.° Que los extranjeros no están au-
torizados, ni por el art. 12 de la Constitucion, ni por 
las demás disposiciones vigentes en materia de en-
señanza, para fundar y sostener un establecimiento 
de esa índole, derecho que solo se otorga á los espa-
ñoles por altas razones de interés y conveniencia pú-
blica; de tal manera que cuando las leyes sobre Ins-
truccion pública han querido conceder entrada en el 
profesorado á los extranjeros, lo han consignado ex-
presamente, como sucede en el art. 167 de 'la ley 
de Instruccion pública de 7 de Setiembre de 1857.-
Y 4.0 Que aun en el caso de que fuera dudosa la 
carencia de derecho de los extranjeros para fundar 
y sostener establecianientos de enseñanza en territo-
rio español, necesitarian por lo ménos autorizacion 
especial del Gobierno.» 
Hasta aquí hemos tratado de los hechos compren-
didos en el Código penal, como delitos que no lo 
son hoy en virtud de la Constitucion vigente, ó sea 
por un medio que indirectamente ha venido á dero-
gar los artículos en que respectivamente se penaban. 
Cúmplenos ahora exponer las disposiciones legales 
i 
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que de un modo directo han modificado el Códi-
go penal. No conocemos más que una, y es referen-
te al artículo 359, en su párrafo 1. 0, que dice así: 
«Los empresarios y expendedores de billetes de lo-
terías 6 rifas no autorizadas, serán castigados con 
la pena de arresto mayor en sus grados mínimo y 
medio y multa de 125 á 1.250 pesetas.» 
Esta prescripcion no está vigente, como vamos á 
demostrar. 
Con fecha 20 de Abril de 1875, se publicó el de-
creto siguiente: «Artículo 1. 0 No podrá celebrarse 
rifa alguna sin prévia licencia.—Art. 2. 0 Se autori-
zarán únicaménte las rifas de bienes muebles, in-
muebles y semovientes.—Art. 3.0 La celebracion de 
todas las rifas, se sujetará precisamente á los sor-
teos de la Loteria Nacional, designándose prévia-
mente la forma en que hayan de adjudicarse los 
premios.—Art. 4.0 Las rifas se clasificarán en tres 
categorías, á saber: de beneficencia, de utilidad pú-
blica y de particulares.— Art. 5.° Satisfarán al Esta-
do todas las rifas un impuesto sobre el valor total 
de los billetes de que consten, en la forma siguiente: 
el 4 por 100 las de beneficencia y utilidad pública, 
y el 25 por 100 las de particulares. El pago de estos 
derechos no podrá dispensarse por concepto algu-
no.—Art. 6.° En razon del impuesto establecido en 
el artículo anterior, se suprime el sello de guerra y 
el del timbre en los billetes de rifas.—Art. 7.° La 
autorizacion de las rifas periódicas 6 por más de 
una vez, corresponde al Ministerio de Hacienda y la 
de las demás á la Direccion general de Rentas Es-
tancadas.—Art. S.° Se considerarán caducadas to-
das las autorizaciones concedidas hasta la fecha 
para celebrar rifas periódicas, siempre que en lo su-
cesivo no se sujeten á lo preceptuado en este decre-
to, y á las formalidades que determine la instruc- 
1 
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cion que deberá dictarse para llevarla á cabq.-
Art. 9.° Las rifas que se celebren contraviniendo á las 
disposiciones establecidas en los artículos anteriores 
constituyen el delito de defraudation, que se castigará 
administrativamente con una multa del cuádruplo del 
derecho defraudado.—Art. 10. Los procedimientos 
administrativos para la declaracion del fráude é im-
posicion de la multa, serán los establecidos por el 
Real decreto de 20 de Junio de 1852, entendiéndo-
se que' la Junta administrativa á que se refiere el 
art. 27 del mismo, la compondrán el Jefe, el Interven-
tor y el Oficial letrado de la Administracion econó- 
mica de la provincia respectiva, y un comerciante 
nombrado por los interesados que acredite haber pa-
gado el subsidio.—Art. 11. La multa á que se refie-
re el art. 9.° se distribuirá en su totalidad por partes 
iguales entre los denunciadores y los que directa- 
mente concurran al acto de la aprehension.—Ar-
ticulo 12. Quedan derogadas todas las disposiciones 
anteriores en materia de rifas en cuanto se opongan 
á lo preceptuado en este decreto, del que oportuna-
mente se dará cuenta á las Córtes, dictándose por el 
Ministerio de Hacienda la correspondiente instruc-
cion para llevarlo á efecto. 
Como se vé, el art. 9.° de esta disposicion, que fué 
llamada decreto-ley, tomó del Código el citado 
artículo 359, para convertir en falta administrativa 
lo que era un delito comun. Pudo dudarse, aunque 
á mi juicio sin fundamento bastante, cuando se dic-
tó el anterior decreto, si los Tribunales tenian el de- 
ber de cumplirlo, toda vez que derogaba una ley 
terminante; y digo que sin fundamento, porque en 
este punto hay que distinguir segun las circunstan-
cias en que el país se encuentre. Con una legalidad 
establecida, con un sistema normal, es evidente que 
Leg. pen. esp. 	 6 
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no se puede, administrando justicia, hacer aplicacion 
de resoluciones que no tengan carácter legal contra 
leyes expresas y terminantes, y el Tribunal Supre-
mo ha consagrado solemnemente esta doctrina mu-
chas veces, pero en particular no hace mucho tiem-
po, declarando que no procedia aplicar una prescrip-
cion de la compilacion del Enjuiciamiento criminal, 
que estaba fuera de las que antes regian como le-
yes, y que en realidad constituia una disposicion 
nueva que sólo podia dictar el poder legislativo. 
Pero cuando la normalidad desaparece; cuando des-
aparece hasta la forma de Gobierno, y queda dese-
cha toda legalidad; cuando no hay sino un hecho que 
se impone por la fuerza, y que tiene la eficacia de 
constituir un nuevo órden de cosas, seria pretender 
imposibles la exigencia de que los Tribunales resis-
tieran el cumplimiento de lo que necesariamente 
sustituye á la ley. El carácter legal no es fijo ni in-
variable; donde no hay sistema representativo, lo 
constituye la voluntad del Rey, con la cual exclusi-
vamente se han promulgado casi todos nuestros Có-
digos antiguos; y por lo mismo cuando se interrum-
pe aquella representacion é impera la dictadura, 
es esta la que reasume por más ó ménos tiempo las 
facultades legislativas. El concepto de la ley supone 
siempre una potestad, la cual no existe sólo con el 
derecho, si no tiene los medios y la fuerza de impo-
nerse. 
Pero sea de esto lo que quiera, que más bien lo 
indico coma doctrina que como regla aplicable al 
caso presente, es lo cierto que dicho decreto fué ele-
vado á ley por la de 17 de Julio de 1876, que decla-
ró lo fuesen todas las que en igual forma se habian 
dictado por el Ministerio de Hacienda desde el 20 de 
Setiembre de 1873 hasta la constitucion de aquellas 
Córtes. 116 aquí el texto de esta ley: «Articulo úni- 
^ 
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co. Se declaran leyes del reino todos los decretos 
 
que tengan carácter legislativo expedidos por el Mi-
nisterio de Hacienda desde el 20 de Setiembre 
 
de 1873 hasta la constitucion de las actuales Cór-
tes. r  
En el índice que sigue á esta ley mencionando  
los decretos que comprende la misma, se encuentra  
el de que se trata, marcado en el núm. 55, y que fi-
gura en la pág. 40 del tomo 117 de la Coleccion 
legislativa, correspondiente al segundo semestre  
de 1876. 
 
Despues de esto, cualquier escrúpulo habia en  
verdad desaparecido, pero no obstante, ha conti-
nuado aplicándose algunas veces el artículo del  
Código, hasta el punto de que recientemente ha  
venido á la Sala segunda del Tribunal Supremo un  
recurso por este motivo, dando lugar á la senten-
cia de 3 de Enero de 1884, que no hay tiempo de  
que sea generalmente conocida, y en la cual se han  
hecho las declaraciones siguientes: (1.a Que el Real  
decreto de 20 de Abril de 1875 de carácter legisla-
tivo segun la ley de 17 de Julio de 1876 al modi-
ficar las disposiciones hasta entonces vigentes en  
materia de rifas, preceptúa en su art. 9.° quo las que  
se celebren contraviniendo á las disposiciones esta-
blecidas en los artículos anteriores constituyen el  
delito de defraudacion, que se castigará administra-
tivamente con una multa del cuádruplo del derecho  
defraudado.- 2.a Que segun dicho decreto, deja de  
existir el delito comun definido en el art. 359 del Có-
digo penal.-3.a Que procede, por consiguiente, la  
casacion de la sentencia en que se condenaba por  
dicho delito.» 
Para terminar esta materia, diremos que las rifas  
han sido siempre objeto de la malquerencia del le-
gislador. Ya las leyes del tít. 14, lib. 12 de la Novi- 
A 
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sima Recopilacion prohibian terminantemente las ri-
fas, aunque no por motivos económicos, sino de mo-
ralidad. Por Real órden de 3 de Noviembre de 1794 
se reprodujo la prohibicion de aquellas, aunque se 
hiciesen á pretesto de piedad, siendo infinitas des- 
de entonces las disposiciones oficiales dictadas con el 
propio objeto. . 
II. 
HECHOS COMPRENDIDOS EN EL CÓDIGO PENAL 
QUE LEYES POSTERIORES CASTIGAN CON PENAS DIFERENTES 
DE LAS QIIE AQUEL IMPONE. 
Entre el Código penal de 1850 y el de 1870, hay, 
á la verdad, profundas y graves diferencias. Obra el 
primero calificada de primer órden, fuera y dentro 
de España, respetó en él el segundo todo lo que tenia 
de artístico y de filosófico, pero aun sin contar las 
modificaciones consiguientes al cambio profundo 
que en política habian sobrevenido, introdujo nota-
bles alteraciones en la extension, nomenclatura y 
condiciones de la penalidad. No puede negarse que 
el nuevo Código ha mejorado bastante lalegislacion, 
reflejando los adelantos que la ciencia habia hecho 
en Alemañia, Francia é Ita lia, bajo cuyo punto de 
vista y otros varios merece la calificacion de una 
buena obra jurídica, pero inspirándose en sentimien-
tos peligrosamente expansivos, exageró á veces la 
lenidad de las penas, dejando casi sin castigo he-
chos que producen verdadera alarma en la sociedad, 
y que deben, por tanto, corregirse más severamen-
te. Quizá este error fué ocasionado por la mala im-
presion que se sentia al contemplar los dilatados en-
carcelamientos de reos que despues eran condenados 
a penas de poca cuantía, pero con la aminoracion de 
estas no se remediaba un mal que nacia de los vi- 
^ 
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cios y malas prácticas del procedimiento. No hay 
 
razon alguna para que sean iguales los  • trámites de 
 
un proceso en que se persigue un delito en que pue-
de aplicarse la pena de muerte, y aquel en que, a lo 
 
sumo, habrá de recaer una condena de arresto ma-
yor. Hé aquí uno de los motivos principales de la  
lentitud de nuestros procedimientos, del retraso de  
la administracion de justicia, y de los malos juicios 
 
que gentes imperitas han acostumbrado hacer de  
la eficacia y resultados de los Tribunales. Y es lo 
 
más sensible que este mal aún no se ha corregido 
 
ni se corregirá hasta el establecimiento de los Tri-
bunales de policía correccional, porque hoy las Au-
diencias de lo criminal conocen en juicio oral de to-
dos los delitos, sea cualquiera su insignificancia,  
ocasionando los mismos gastos, el propio tiempo, é  
igual complicacion de procedimientos. Debe, no obs-
tante, tranquilizarnos la promesa, ya hecha por el  
Gobierno, de llevar á las Córtes la reforma en un  
término breve, lo cual es de esperar que pronto se  
realice, aunque cambie la personalidad del Ministro  
que la hizo.  
De todas las rebajas que el Código hizo en la pe-
nalidad, ninguna se dejó sentir tan pronto como la  
comprendida en los arts. 531 y 532. El primero, en  
su párrafo 5.°, castigaba con arresto mayor en sus  
grados mínimo y medio al reo de hurto cuando el  
valor de la cosa no excediese de 10 pesetas y hu-
biere sido condenado por delitos de robo 6 hurto, 6  
dos veces por hurto,en juicio de faltas. El 532 dispo-
nia que no obstante lo prescrito en el anterior, no se  
consideraria delito, sino que se castigaria como fal-
ta, el hurto de semillas alimenticias, frutos y leñas  
cuando el valor de la cosa sustraida no excediese de  
20 pesetas, y el reo no hubiere sido condenado por de-
litos de robo 6 hurto, 6 dos veces por falta de hurto.  
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Aun dada la no reincidencia que estos artículos exi-
gian, resultaba bien escasa la penalidad, pero cuan-
do no concurria era preciso acudir al art. 606, que 
castigaba con pena de arresto menor á los que hur-
taren por valor de ménos de 10 pesetas 6 de 20, siendo 
de sustancias alimenticias, frutos ó leñas. Siendo la 
duracion del arresto menor de uno á treinta dias, y 
tomando como tipo medio quince dias de condena 
para la mayor parte de los casos, venia á resultar 
que los criminales obtenian por medio del hurto un jornal proporcionado al tiempo que habian de per-
manecer en arresto. 
Los clamores de la opinion se hicieron oir inme-
diatamente. La alarma cundió principalmente en los 
pueblos y distritos agrícolas, donde las cosechas de 
los modestos agricultores quedaban á merced de 
unos cuantos criminales que en combinacion y 
obrando separadamente, las habian desaparecer de 
las manos de sus dueños. Cada uno de aquellos hur-
taba sólo el valor de lo que taxativamente consti-
tuia la falta, y como cada hecho era juzgado sin 
relacion con el de otro, venia á causarse la pobreza 
del infeliz labrador a cambio de unos cuantos dias 
de arresto sufridos por los malhechores. En las al-
deas, en los campos, los hurtos de 10 y 20 pe-
setas son de una importancia que fácilmente se 
comprende, por lo cual, y aunque sin la confabula 
cion expresada, no quedaba la propiedad bien ga-
rantida con las innovaciones peligrosas introducidas 
por la nueva legislacion penal. 
Tampoco lo estaba con el art. 608, núm. 1. 0, que 
imponia sólo una multa de 5 á 25 pesetas, porque 
su vaga redaccion no distinguia los casos en que la 
entrada fuera 6 no con violencia, 6 que se emplea-
sen ó no medios prohibidos por los reglamentos, 
todo lo cual es de una importancia decisiva en la 
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materia. Con el propósito de remediar estos males 
se promulgó la 
Ley de 17 de Julio de 1876. 
(Artículo 1.°. El párrafo 5.° del art. 531 del Có-
digo penal vigente, se redactará en la forma siguien-
te: 5.° Con arresto mayor en sus grados mínimo y 
medio si no excediere de 10 pesetas, 6 aunque exce-
da, siempre que no pase de 20, cuando el hurto 
consista en semillas alimenticias, frutos 6 lefías.-
Art. 2.° Queda derogado el art. 532 del mismo Có-
digo, y sustituido con el siguiente: Será tambien cas-
tigado con la pena de arresto mayor en sus grados 
mínimo y medio: el que empleando violencia 6 inti-
midacion en las personas 6 fuerza en las cosas, entra-
re á cazar ó pescar en heredad cerrada 6 campo ve-
dado. El que en heredad ó campo de las mismas 
condiciones cazare 6 pescare sin permiso del duefio, 
valiéndose demedios prohibidos por las Ordenanzas. 
Cuando concurrieren simultáneamente las circuns-
tancias expresadas en los dos párrafos anteriores, el 
culpable será castigado con la pena de arresto ma-
yor en su grado máximo.—Art. 3.° Queda derogado 
el párrafo 1.° del art. 606.—Art. 4.° Queda derogado 
el párrafo final del art. 608, el cual será sustituido 
por el siguiente: 3.° Los que para cazar 6 pescar 
en terrenos de dominio público, 6 de comun aprove-
chamiento, emplearen algunos de los medios prohi-
bidos por las Ordenanzas. 
Esta reforma fué desde luego bien acogida, y hoy 
constituye el derecho vigente, sin interrupcion apli - 
cado por los Tribunales. Verdad es que no puede de-
cirse que la última obra del legislador fué exagerada. 
Redújose simplemente á restablecer un concepto pe- 
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nal más proporcionado al delito, debiéndose á la refor-
ma, sin duda alguna, grandes y positivos beneficios, 
que se ven claros comparando el número de proce-
sos de esta clase incoados antes de ella, y el de los 
que se han formado despues.  . 
Natural era por lo demás que acerca de lo que se 
entiende por sustancias alimenticias, frutos 6 lefias, 
ocurriesen en el terreno judicial algunas dudas, toda 
vez que la penalidad cambiaba de un modo tan sen-
sible segun que el objeto hurtado estuviere 6 no 
comprendido en esta clasificacion. 
Los casos prácticos no dejan de ser frecuentes, y 
convendrá tener á la vista las más principales re-
glas de jurisprudencia en la materia. Hélas aquí: 
l.a Que no pueden comprenderse los huevos 
entre los frutos ni las semillas. (Sentencia de 11 de 
Enero de 1872.) 
2.9, Que las aves no están comprendidas en los 
términos de que trata el art. 531,ni pueden en modo 
alguno considerarse como sustancias alimenticias. 
(Sentencia de 25 de Octubre de 1872, que figura en 
la Coleccion legislativa con el núm. 183.) 
3.a Que los animales no pueden considerarse 
comprendidos en el concepto de la ley que habla 
sólo de semillas y legumbres. ¡ Sentencias de 21 de 
Enero de 1876 y 7 de Enero de 1879, señaladas res-
pectivamente en la Coleccion legislativa con los núme-
ros 46 y 8.) 
4.a El decreto de 21 de Enero de 1871, modifi-
có la redaccion del art. 524 del Código penal, ha-
ciendo solo extensiva la limitacion de la sustraccion 
que antes contenia al de semillas alimenticias, fru-
tos 6 lefias, sin comprender la de caldos alimenti-
cios. Estos están por consiguiente excluidos de aque-
lla clasificacion. (Sentencia de 27 de Octubre de 1876, 
que lleva en la Coleccion legislativa el núm. 115.) 
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5.a Que el aceite no puede estimarse comprendi• 
do en la excepcion hecha en el art. 532 al 531 mi-
mero 4.°, porque evidentemente no corresponde á la 
calificacion de semillas, frutos y leñas de que habla 
únicamente  " esta disposicion. (Sentencia de 26 de 
Marzo de 1877, que tiene el núm. 163 en la Coleccion 
legislativa.) 
6.a Que la harina no puede considerarse ni como 
semilla alimenticia ni como fruto, sino un producto 
elaborado ya y por consiguiente fuera del alcance 
del art. 532. (Sentencia de 5 de Julio de 1881, señalada 
con el núm. 11 en la Coleccion legislativa.) 
7.a Que la paja tampoco puede considerarse 
comprendida en la denominacion de semillas alimen-
ticia por no reunir los caracteres de estas. (Sentencia 
de 7 de Noviembre de 1883, que no se ha publicado 
todavia en la Coleccion legislativa.) 
8. 8 Que el esparto debe estimarse comprendido 
en la,significacion de la palabra fruto, por ser produc-
to inmediato de la tierra del que se hace cosecha. 
(Sentencia de 28 de Noviembre de 1883, no publicada 
aún en la Coleccion legislativa.) 
Como se ve, la jurisprudencia indicada, que no 
creo necesario apurar más, comprende un período de 
tiempo bastante extenso para que tenga la garantía 
de la consagracion y estabilidad. 
Por lo demás, la definicion de las palabras fruto y 
Semilla alimenticia debe buscarse en el Diccionario 
de la lengua de la Academia Española, que es ley 
para los Tribunales. Allí se verá que en el sentido 
en que puede ser aplicable, 6 sea en el concepto de 
alimento, el fruto consiste en las producciones de la 
tierra de que se hace cosecha y en lo que el árbol 6 
planta produce cada año despues de la flor y de la 
hoja para el mantenimiento del hombre 6 de los 
brutos. En cuanto á la palabra semilla, dice el Dic- 
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cionario que es la parte de la planta destinada espe-
cialmente para su reproduccion, y que particular-
mente se llama así entre los labradores el género de 
semilla que no es trigo ni cebada. Fácilmente se 
comprende que para el objeto de la ley penal es 
preciso que la semilla de que se trate sea alimen-
ticia. 
Otra de las disposiciones que han modificado la 
penalidad del Código es la ley que dicta reglas para 
la represion del bandolerismo. 
El art. 516 del Código penal dice: 
cEl culpable de robo con violencia 6 intimidacion 
en las personas, será castigado: 
1.0 Con la pena de cadena perpétua á muerte, 
cuando con motivo 6 con ocasion del robo resulta-
re homicidio. 
2.° Con la pena de cadena temporal en su gra-
do medio á cadena perpétua, cuando el robo fuere 
acompañado de violacion 6 mutilacion causada de 
propósito, 6 con su motivo ú ocasion se causare al-
guna de las lesiones penadas en el núm. 1. 0 del ar-
tículo 431, 6 el robado fuere detenido bajo rescate 6 
por más de un dia. 
3.° Con la pena de cadena temporal, cuando 
con el mismo motivo ú ocasion se causare alguna 
de las lesiones penadas en el núm. 2.° del artículo 
mencionado en el número anterior. 
4.° Con la pena de presidio mayor en su grada 
medio á cadena temporal en su grado mínimo, 
cuando la violencia 6 intimidacion que hubiere 
concurrido en el robo hubiere tenido una gravedad 
manifiestamente innecesaria para su ejecucion, 6 
cuando en la perpetracion del delito se hubieren 
por los delincuentes inferido á personas no respon-
sables del mismo lesiones comprendidas en los nú-
meros 3.° y 4.° del citado art. 431. 
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5.° Con la pena de presidio correccional á pre-
sidio mayor en su grado medio en los demás casos. 
Enoontrando el legislador deficiente esta penali-
dad, aumentados considerablemente los casos de se-
cuestros de personas, hasta el punto de haber llena-
do de alarma el país, sobre todo en ciertas provin-
cias, y habiéndose hecho grande opinion en el sen-
tido de la represion, se dictó la siguiente 
Ley de 8 de Enero de 1877, dictando algunas disposiciones 
para reprimir el bandolerismo. 
«Art. 1. 0 Tan luego como se verifique el secues-
tro de una 6 más personas, con objeto de robo, en 
una provincia, se aplicará en ella y en las limítrofes 
que se consideren en caso análago, prévia declara-
cion del Gobierno, la penalidad y el procedimiento 
que son objeto de esta ley.—Art. 2.° Los que pro-
muevan ó ejecuten un secuestro, y los que concur-
ran á la ejecucion de este delito con actos sin los 
cuales no hubiera podido realizarse, serán castiga-
dos con pena de cadena perpétua á muerte. La apli-
cacion de las penas se ajustará en un todo a lo dis-
puesto en el art. 4.° del tít. 3.° y capítulos 3.° y 4.° 
del tít. 1.° del Código penal vigente, considerando 
como circunstancia agravante la de haber sido dete-
nido el agraviado bajo rescate y por más de un dia. 
—Art. 3. El conocimiento de estos delitos corres-
ponderá exclusivamente á un Consejo de Guerra 
permanente, que se constituirá, llegado el caso, en 
cada provincia. El Consejo continuará la causa has-
ta su terminacion, no obstante la ausencia y rebel-
día de los reos, sin perjuicio de oirlos siempre que 
se presenten 6 fueren habidos .—Art. 4.° Toda 
persona se consiáerará investida de autoridad pú-
blica para proceder la captura de los reos á quie- 
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nes por el Consejo" de Guerra se hubiere impuesto 
la última pena, empleando al efecto medios pruden-
tes y racionales.—Art. 5.° El Consejo de Guerra po-
drá autorizar las recompensas que las corporacio-
nes ó particulares ofrezcan para la captura de los 
reos de secuestro condenados á la última pena.—
Art. 6.° Las Autoridades civiles y militares podrán 
proponer al Gobierno la exencion del servicio de las 
armas de la persona que hubiese denunciado á cual-
quier procesado por estos delitos, contribuyendo 
eficazmente á su captura. Esta gracia puede subro-
garse á favor del pariente dentro del cuarto grado 
que designe la misma persona.—Art. 7.° Se autori-
za al Gobierno Tara que en las mismas provincias 
antedichas, y oyendo el parecer de una Junta, com-
puesta del Gobernador de la misma, 
 . Presidente, 
Comandante militar, Juez decano de primera ins-
tancia, Jefe de la Guardia civil y dos Diputados pro-
vinciales, puedan fijar durante un año el domicilio 
de los vagos y gentes de mal vivir, entendiéndose 
por tales los comprendidos en el párrafo 23 del  art. 10 
del Código penal vigente.—Artículo transitorio. Se 
declara desde luego aplicable esta ley desde su pro-
mulgacion en las provincias que comprenden los 
distritos militares de Andalucía y Granada, y en las 
de Badajoz, Ciudad-Real y Toledo.» 
Como se advierte, el delito de robo con detencion 
bajo rescate ó por más de un dia, que castiga el 
Código con cadena temporal en su grado medio á 
cadena perpétua, tiene por esta ley el de cadena 
perpétua á muerte, pena que no hubiera podido im-
ponerse sino en el caso de resultar homicidio, al te-
nor del núm. 1. 0 del citado art. 516. 
No Se dará otra ley más excepcional ni más de 
circunstancias que ésta, porque no sólo define me- 
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jor que el Código este delito complejo en el que en-
tran a la vez los elementos de amenaza, detencion, 
robo y asesinato ú homicidio, sino que arranca des-
de luego en localidades determinadas su conocimien-
to á la jurisdiccion ordinaria, inventando recursos 
y procedimientos verdaderamente extraordinarios. 
Puede decirse que esta ley es una derogacion com-
pleta del derecho comun, que sólo pueden explicar 
las circunstancias realmente aflictivas y difíciles en 
que el bandolerismo coloca á veces á determinadas 
comarcas de nuestro país. 
Por lo demás, su inteligencia recta parece que no 
debia ofrecer duda alguna, y sin embargo, no hace 
mucho tiempo suscitó una competencia que decidió 
el Tribunal Supremo en sentencia de 20 de Agosto 
de 1883, declarando: cl.° Que segun el art. 1. 0 de 
dicha ley, es preciso para su aplicacion la prévia de-
claracion del Gobierno, con excepcion de los distri-
tos militares que cita donde rige desde su publica- 
cion.-2.° Que no se encuentra en este caso la pro-
vincia de Huesca. 
La ley, pues, no rige más que en las provincias 
citadas, en las cuales todo intento de competencia 
con la Autoridad militar seria inútil é improcedente. 
Es de desear que cese pronto esta interrupcion del 
derecho y de la autoridad de los Tribunales, hacién-
dose en el Código penal la inclusion individual de 
este delito, y aplicándole el castigo que su gravedad 
merece. Ocurre un fenómeno extraño, pero que está 
á la vista de todos, y es que algunos jurisconsultos 
extremadamente celosos de los fueros de la jurisdic-
cion ordinaria, y que han proclamado siempre con 
razon la unificacion perfecta, son al mismo tiempo 
partidarios de en escuela expansiva en punto á 
penalidad, para la cual los delitos deben siempre 
castigarse con penas relativamente bajas. No com- 
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prenden que este sistema no conduce sino al empe-
queñecimiento de los Tribunales y al imperio de la 
arbitrariedad, porque como la sociedad tiene indis-
pensablemente que defenderse en virtud de una ley 
que á ello le impulsa, y que se le impone con la 
misma fuerza que al individuo, cuando no encuen-
tra amparo ni escudo en las leyes ordinarias, ni en 
los Tribunales comunes, inventa medios extraordina-
rios que son las leyes de excepcion, los estados de 
sitio, y los Tribunales militares. 
Siento respecto del criminal la compasion natural 
que la religion y los vínculos de la humanidad de-
mandan, pero no comprendo la tibieza ni la flojedad 
en la aplicacion de la pena que proporcionalmente 
le corresponde. 
En todo caso, como Juez, me ha dolido siempre 
el recuerdo de la víctima, y no he creido nunca que 
podia tener al agresor ninguna clase de considera-
cion contraria á la ley. 
En mi concepto, la pena que la ley referida im-
pone, es proporcionada al delito, y siento que en el 
proyecto del Código penal no se haya adoptado, ha-
biéndose, con todo, cambiado la actual, aunque no 
sustancialmente, y es mi propósito hacer cuanto 
esté en mis modestas fuerzas á fin de conseguirlo, 
entre otras cosas, para que cese el estado excepcional 
en que nos encontramos. Porque hoy, no obstante 
las últimas reformas, y la creacion de los nuevos Tri-
bunales, sigue rigiendo la ley de 8 de Enero. Se en-
tiende, sin embargo, que ni para la penalidad ni 
para el procedimiento es aplicable hasta hoy, sino 
en las provincias que en la misma se marcan, y que 
seria precisa, prévia y especial declaracion del Go-
bierno, para que lo fuera en cualquiera otra. 
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HECHOS NO COMPRENDIDOS EN EL CÓDIGO, QUE TIENEN 
SANCION PENAL. 
No es necesario advertir que no se trata aquí de 
los hechos que se penan conforme á leyes especia-
les, de los que ha de hablarse más adelante. Esta 
section tiene por único fin, exponer los hechos que 
teniendo realmente el carácter de delitos comunes, 
vienen á ser como un suplemento del Código penal 
y como parte integrante del mismo. Hechos que el 
legislador ha creido deber considerar criminales, y á 
los cuales ha querido aplicar desde luego la correc-
cion correspondiente, sin esperar á la reforma del 
Código penal. 
Despues de lag prolijas investigaciones hechas 
para saber cuántas leyes habia en este caso, no que-
riéndome fiar de mi memoria, no encuentro más 
que la de 26 de Julio de 1878, llamada de Protec-
cion á los niños. Despues veremos que no puede 
considerarse en este caso otra que tiene por objeto 
igualmente la misma clase de proteccion. 
Una desgracia ocurrida en uno de los circos ecues-
tres de esta córte, una infeliz criatura inmolada á la 
ambicion de unos de esos especuladores ambulantes, 
que explotan la desgracia 6 el abandono, fué el ori-
gen de esta ley, que iniciada con calor en uno de 
los Cuerpos Colegisladores, fué bien pronto aproba-
da por los dos, y sancionada por la Corona. Hé aquí 
Au texto: 
Ley de proteccion á los niños do 26 de Julio de 1878, 
para impedir abusos con los niños de ambos sexos. 
Artículo 1.° Incurrirán en las penas de prision 
correccional en su grado mínimo y medio y multa 
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de 125 6 1.250 pesetas, señaladas en el art. 501 del 
Código penal: 
- 
Primero. Los que hagan ejecutar á niños 6 ni-
ñas menores de diez y seis años cualquier ejercicio 
peligroso, de equilibrio, de fuerza 6 de dislocacion. 
Segundo. Los que ejerciendo las profesiones de 
acróbatas, gimnastas, funámbulos, buzos, domadores 
de fieras, toreros, directores de circos ú otras análo-
gas, empleen en las representaciones de esa especie 
niños y niñas menores de diez y seis años que no 
sean hijos 6 descendientes suyos. 
Tercero. Los ascendientes que ejerciendo las 
profesiones expresadas en el número anterior em-
pleen en las representaciones á sus descendientes 
menores de doce años. 
Cuarto. Los ascendientes, tutores, maestros 6 
encargados por cualquier título de la guarda de un 
menor de diez y seis años que le entreguen gratui-
tamente á individuos que ejerzan las profesiones 
expresadas en el número segundo, 6 se consagren 
habitualmente á la vagancia 6 mendicidad. Si la 
entrega se verificase mediando precio, recompensa 
6 promesa, la 'pena señalada se impondrá siempre 
en su grado máximo. 
En uno y otro caso la condena llevará consigo 
para los tutores 6 curadores la destitucion de la tu-
tela ó curaduría, pudiendo los padres ser, privados 
temporal 6 perpétuamente, á juicio del Tribunal 
sentenciador, de los derechos de patria potestad. 
Quinto. Los que induzcan á un menor de diez 
y seis años á abandonar el domicilio de sus aseen- 
dientes, tutores, curadores ó maestros para seguir á 
los individuos de las profesiones indicadas en el 
número segundo, 6 á los que se dediquen habitual-
mente á la vagancia 6 mendicidad. 
Art. 2.0  Todo el que ejerza una de las profesio 
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nes expresadas en el artícúlo anterior deberá ir 
siempre provisto de los documentos que acrediten 
en forma legal la edad, filiacion, patria é identidad 
de los menores de veinticinco años que emplee en 
sus, espectáculos, cuidando escrupulosamente las au-
toridades locales de exigir la presentacion de los ex-
presados documentos antes de conceder la licencia 
necesaria para la celebracion de aquellos espectá-
culos. 
La no presentacion de dichos documentos siem- 
pre que lo exijan las autoridades 6 sus agentes, 
será castigada como falta con arreglo al art. 599 del 
Código penal. 
Arta 3. 0 Los Gobernadores de las provincias'en 
las capitales de las mismas y los Alcaldes en los de-
más pueblos, que toleraren la infraccion de cual-
quiera de las disposiciones de esta ley, 6 no la 
pongan en conocimiento de la autoridad judicial 
competente tan pronto como haya podido llegar á 
su conocimiento, serán castigados con las pens s 
marcadas en el art. 382 del Código penal. 
Art. 4.0 Los agentes consulares de España en 
el extranjero deberán denunciar en el más breve pla-
zo posible á las Autoridades españolas toda infrac-
cion de la presente ley cometida en perjuicio de sus 
compatriotas, 6 á las Autoridades de los países en 
que ejerzan sus funciones, si en ellos estuviesen 
previstos' y penados los hechos a que se refieren los 
artículos anteriores. 
En ambos casos adoptarán las medidas necesa-
rias para que regresen á España tan pronto como 
sea posible, y sean entregados á sus padres, tutores 
ó curadores, y á falta de estos á las Autoridades lo-
cales del pueblo de su nacimiento, los niños 6 ni-
ñas de origen español menores de diez y seis años 
á que esta ley se refiere. 
Leg. pen. eep. 	 7 
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Art. 5.° La imposicion de las penas señaladas en 
los artículos precedentes se entenderá siempre sin 
perjuicio de las demás que correspondan á los que 
en ellas incurran por delitos y faltas previstos y 
castigados anteriormente en el Código penal.» 
El concepto que entraña esta ley es completamen-
te nuevo. En gano se buscará precedente ni funda-
mento en nuestra legislacion penal, porque ni pue-
de hallarse en los arts. 498, 499 y 500 del Código 
penal, que tratan de la sustraccion de menores, ni 
en los siguientes que penan el abandono de los ni-
ños, por más que alguna vez pudieran coincidir los 
elementos de criminalidad de unos y otros. Al pare-
cer el legislador ha querido encontrar la analogía 
con el hecho penado en el 501, que dice: «El aban-
dono de un niño menor de siete años será castigado 
con las penas de arresto mayor y multa de 125 
á 1.250 pesetas. 
» Cuando por las circunstancias del abandono se 
hubiere ocasionado la muerte de un niño, será cas-
tigado el culpable con la pena de prision correccional 
en sus grados medio y máximo; si sólo se hubiese 
puesto en peligro su vida, la pena será la misma 
prision correccional en sus grados mínimo y medio. 
»Lo dispuesto en los dos párrafos anteriores se 
entenderá sin perjuicio de castigar el hecho como 
corresponda cuando constituyere otro delito más 
grave., 
Compréndese fácilmente que son cosas distintas 
estas prescripciones de las de la ley preinserta. El 
Código castiga el abandono en general sin conside-
racion á ningun fin determinado y concreto, mien-
tras que la ley de Proteccion pena el hecho de ha-
cer ejecutar niños menores de diez y seis y doce 
años, cualquiera clase de ejercicios peligrosos. En 
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lo primero, el abandono es el atributo esencial de la 
delincuencia; en lo segundo, el peligro del trabajo. 
Pueden coincidir ambas cosas, pero la una es de 
todo punto independiente de la otra. 
El espíritu que informa la nueva legislacion , es 
digno de que tome carta de naturaleza en nuestro 
Derecho penal, pero quitándole algo de su inflexibi-
lidad, que lo hace sin duda alguna poco viable en 
la práctica. Los ejercicios de equilibrio y dislocacion, 
ya que no tanto los de fuerza, no se aprenden cier-
tamente sino en los primeros años, y de seguro no 
podrán contarse muchos acróbatas y gimnastas no-
tables que antes de los diez y seis años no hubieran 
empezado ya á llamar la atencion por sus ejercicios 
y que no tuvieran hecha la mayor parte de su apren-
dizaje. Impedir, pues, en absoluto, que niños meno-
res de dicha edad se dediquen a aquel oficio, equivale 
sencillamente á prohibir en el porvenir el oficio mis-
mo, fuera de que habria que hacer extensiva la pro-
hibicion á multitud de industrias y artes mecánicas 
que pudieran entrañar igual clase de peligro. Basta-
ria, a mi juicio, con dejar subsistente la edad de doce 
años, como tipo máximo exigible para ocuparse en 
estos trabajos, y tomar despues algunas precaucio-
nes y requisitos para las edades sucesivas. 'De lo 
contrario sucederá lo que ahora se está viendo, y es 
que el hecho no se persigue ni poco ni mucho. Cuan-
do las leyes son excesivas y duras, su aplicacion se 
hace difícil, y hasta llegan como á olvidarse. No fal-
ta quien haya creido que esta no regia ya, lo cual 
es completamente erróneo, y si la práctica no ofrece 
casos que puedan citarse, no es por culpa de la Auto-
ridad judicial, que los perseguiria sin contemplacion 
alguna, sino porque no se le denuncian por los me-
dios y por los agentes que tienen para hacerlo ex-
tricta obligacion. El Ministerio fiscal, en su más alta 
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representacion, y á la altura siempre del cumpli-
miento de su deber, ya ha tratado de que esta ley 
no fuese ilusoria, como no debe serlo ninguna mien-
tras subsista en vigor. En el verano de 1880, creyén-
dose que en un circo de esta capital se presentaban 
al público niños menores de doce años, el Sr. Fis-
cal del Tribunal Supremo excitó el celo de los fun-
cionarios dependientes de stt Ministerio para que el 
hecho tuviese el debido esclarecimiento, lo cual im-
pidió por entonces su repeticion, quedando el pre-
cepto legal cabalmente cumplido. 
Podrá, pues, suceder que algunas veces no se cas-
tigue, como despues de todo pasaria con cualquier 
otro delito que no se denunciase 6 llegase á conoci-
miento por cualquier manera del Juez de instruc- 
cion, pero la ley está vigente, y los Tribunales se  en-
cuentran en el deber de que se cumpla. Por lo de-
más, bueno es tener presente que esta ley no ha mo-
dificado sólo el Código penal, sino que tambien el 
Derecho civil, toda vez que, como se ha visto en su 
artículo 4.', afecta a la pérdida de la tutela y curate-
la y á la patria potestad. 
Ley de 17 de Junio de 1882. 
No terminaré este capítulo sin decir cuatro pala-
bras de otra ley que, á primera vista, pudiera creerse 
debia figurar aquí. Me refiero á la de 17 de Junio 
de 1882, tambien dictada para proteccion de los ni-
ños. Tuvo esta ley tres bases principales para su pro-
mulgacion: 1.a Prohibicion del empleo de los niños 
en toda clase de trabajos, hasta la edad en que estos 
no pudieran perturbar su salud ni su desarrollo: 
2.a Reglamentacion del trabajo en aquellos desde la 
edad en que sea permitida su utilizacion. 3.a Rela-
ciones de la Instruccion primaria con el trabajo. Para. 
1 
R 
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el desarrollo de estos principios estableció varias 
prescripciones, siendo las más esenciales las si-
guientes: 
No podrán admitirse los menores de 16 años en 
los establecimientos de materias explosivas, ni en 
aquellos en que se utilicen sustancias venenosas, 
haya grandes desprendimientos de gases deletéreos, 
ó pertenezcan á industrias notoriamente insalubres. 
Tampoco podrán utilizarse los menores de 16 
aflos en la limpieza de los aparatos de trasmision ú 
otros análogos de las máquinas de vapor, mientras 
éstas estén en marcha. Esta prohibicion se entiende 
lo mismo para la industria que para toda clase de 
maquinaria agrícola. 
Igualmente se prohibe el trabajo nocturno para 
los menores de 16 años, excepto en los casos de ur-
gencia reconocida por el respectivo Consejo protector 
de los niños. En este caso el trabajo de noche no 
excederá de tres horas. 
Un reglamento especial del trabajo de los jóvenes 
determinará las excepciones que deban tolerarse de 
las reglas contenidas en esta seccion, con aplicacion 
á las diversas industrias, artes y oficios segun las 
condiciones del trabajo que éstas requieran. 
Para el castigo de las infracciones de la ley, se fi-jan penas pecuniarias que recorren la escala de una 
á cien pesetas, pero se manda terminantemente que 
sean los Alcaldes y Tenientes de Alcalde los que las 
impongan, por lo cual tienen un carácter puramen-
te administrativo sin intervencion alguna de la Au-
toridad judicial. Si se nombra á esta en los artícu-
los 24 y 26 es para decir que si las infracciones cous-
tituyen delitos, se pase el tanto de culpa correspon-
diente á los Tribunales, lo cual es cosa distinta, y 
esto en realidad no habia para qué haberlo adverti-
do, porque sin declaracion alguna de nadie, el Códi- 
102 	 BIBLIOTECA JUDICIAL. 
go penal se impone á todo hecho comprendido en 
el mismo. 
De todos modos lo dicho puede servir para satis-
facer cualquiera duda que en la materia hubiera, y 
tambien para el caso de que pudiera ser objeto de 
reclamacion 6 competencia. 
Esta clase de leyes son nuevas en España, que 
vá aprendiendo de Francia é Inglaterra, donde for-
man hoy una legislacion completa. La última de 
estas naciones fué la que dió el primer paso, debién-
dose por cierto á Sir Roberto Peel, que levantó su 
voz en el Parlamento en favor de los niños. Aunque 
bastante tiempo despues, al fin en el nuestro han re-
sonado las siguientes palabras: 
=E1 empleo prematuro de los niños en ciertos tra-
bajos conduce al aniquilamiento de sus fuerzas, im-
pide su desenvolvimiento físico, perturba la econo-
mía, y lo que es más grave y de más tristes efectos 
para la sociedad, favorece la ignorancia en propor-
ciones desconsoladoras. 
Aparte del interés filantrópico que debe inspirar 
la infancia, y aparte de las condiciones de justicia 
que revisten todas las leyes relativas á la proteccion 
de los niños, hay en nuestra patria un propósito' 
' 
 más alto que conseguir, y que consiste en llegar 6. 
la instruccion primaria obligatoria en un plazo más 
ó ménos lejano., 
CAPITULO II. 
Legislacion penal en materia electoral. 
I. Ley electoral del Senado en la Península.—Ley electoral de Senadores 
en Ultramar . —Sancion penal.—Jurisprudencia.—II. Ley electoral para 
Diputados áCórtes.—Sancion penal. —Jurisprudencia. —III. Ley electoral 
para Diputados provinciales.—Sancion penal.—Jurisprudencia.—IV. Ley 
para las elecciones municipales.—Sancion penal.—Jurisprudencia. 
No hay para los Tribunales de justicia, propia-
mente hablando, una materia más importante que 
otra, porque su mision es la de aplicar la ley que en 
cada caso corresponda, lo mismo á los hechos gra-
ves que á los leves, y cualquiera desviacion de este 
principio seria vituperable. La aplicacion de una 
pena leve exige la misma reflexion que la de otra 
cualquiera, sin que la injusticia cometida pueda 
tener disculpa en su poca extension, porque como 
cada sancion penal va encaminada á castigar un he-
cha adecuado a su cuantía, la desproporcion que re-
sultase en cada caso originaria un perjuicio relati-
vo igual ante las condiciones respectivas en que 
cada procesado se encontrare. 
Pero si puede decirse, á pesar de este axioma ju-
rídico, que hay delitos más dignos de severidad que 
otros, por la perturbacion moral que producen y las 
gravísimas consecuencias que traen, estos, entre 
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varios, sin duda alguna, son los que tienen por fin 
falsear la verdad electoral. Y sin embargo, no es por 
desgracia esta la opinion más general, si ha de juz-
garse por las malísimas prácticas que todos estamos 
viendo. 
En un país regido por el sistema representativo, 
en virtud del cual el Rey con las C6rtes hacen las 
leyes y constituyen juntos lo que se llama las altas 
instituciones ¿puede haber cosa más grave que fal-
sear esa representacion, suplantar' la voluntad de 
los electores, quitar el derecho de representacion al 
que realmente lo tiene, é introducir en las altas es-
feras políticas la confusion y la mentira? En un 6r-
den de ideas ménos levantado, pero igualmente im-  . 
portante ¿puede concebirse cosa más perjudicial 
que entregar el gobierno y la administracion de las 
provincias y de los pueblos á personas que no son 
las que hubieran obtenido legalmente los sufragios 
de sus conciudadanos? 
En los pueblos donde es sincera la práctica del ré-
gimen constitucional, como en Inglaterra, los delitos 
electorales se reputan revestidos de mucha grave-
vad, y hasta las mismas actas de eleccion se suje-
tan en determinados casos al exámen y resolucion 
de funcionarios que tienen carácter judicial. Los au-
tores de estos delitos sufren sin remision, las pe-
nas que les son impuestas, y hasta los distritos elec-
torales en masa, se ven privados alguna vez por tiem-
po determinado del derecho de eleccion. Paréce-
me una inconsecuencia extraña el que hombres de 
ideas muy liberales traten con poca seriedad las in - 
fracciones de este género, porque si los ataques al 
Rey son siempre dignos de severo castigo, allí don-
de existe Monarquía, sea 6 no representativa, la fal-
sedad y la coaccion en las elecciones, que son golpes 
contundentes dados á la legitimidad intrínseca de 
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las Córtes, que con el Rey forman los altos poderes 
del Estado, no pueden ménos de considerarse como 
delitos verdaderamente de lesa nacion. 
Pues tal es aquí la perversion del sentido moral 
en ciertas materias, que no obstante ser por lo co-
mun poco graves las penas establecidas para los de-
litos electorales, todavía encuentran conmiseracion 
en muchas personas, y aun se ayudan y auxilian 
mútuamente para conseguir la impunidad de sus 
autores los hombres políticos más contrapuestos en 
ideas, y más encarnizados en las ardientes luchas de 
los partidos. Pero hay más, porque es preciso decir-
lo todo. Hasta alguna vez funcionarios del órden ju-
dicial, que son inflexibles para el castigo de todo 
otro delito, se muestran perezosos para imponer á 
aquellos el que corresponde, porque entienden que 
en su fondo no hay verdadera criminalidad. Com-
préndese todavía ante el infeliz estado de nuestras 
costumbres políticas que los primeros sean compa-
sivos y blandos con los delincuentes electorales, por-
que ó fueron ellos los que hicieron incurrir estos 
en responsabilidad, ó en otro caso habrian empleado 
con sus adversarios las propias armas con que han 
sido heridos; pero que un Juez ó funcionario del Mi-
nisterio fiscal se muestre tibio, ó guarde conside-
raciones respecto de esta clase de hechos, no me lo 
he explicado nunca. Porque al cabo la falsedad y la 
coaccion electoral contienen todos los atributos de 
delincuencia que pudiera apetecer el hombre de ley 
más escrupuloso. Van contra la verdad, ó el libre 
ejercicio de la voluntad; lesionan el derecho del elec-
tor; perjudican al elegible, que por este motivo no 
obtiene los sufragios de sus comitentes, estorbándo-
le acaso llegar al puesto político á que le llamaban 
sus merecimientos; falsean la opinión pública ha-
ciéndola aparecer en sentido distinto de lo que en 
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realidad represent aria; facilitan a los partidos 6 á los 
Gobiernos medios reprobados para imponerse ante 
la régia prerogative, 6 para dificultar su ejercicio 
ámplio y desahogado, y contribuyen al descrédito y 
ruina del sistema representativo, sembrando por do 
quiera el desaliento y el desprecio al derecho electo-
ral, que tan precioso y codiciado es donde hay la se-
guridad de ejercerlo con éxito. 
Si todo esto es insuficiente para que con inflexi-
bilidad y entereza castiguemos tales delitos, no sé 
por qué hemos de emplear estas dotes con otros que 
tienen indudablemente ménos importancia. Pero 
tracemos ya cuál es hoy el estado legal respecto de 
las distintas elecciones que tienen lugar en el país, 
y que dan por resultado la organizacion de ambas 
Cámaras legislativas, las Diputaciones provinciales 
 y los Ayuntamientos, tarea que era fácil con la ley 
de 20 de Agosto de 1870, que filosófica y compren-
sivamente se ocupaba de todas, pero que hoy no 
deja de ofrecer dificultades atendida la diversidad de 
leyes por que se rige. Habríamos cumplido antes 
con la sola insercion de dicha ley, que hoy vigente 
solo en parte, habrá que presentar únicamente en 
lo que lo esté. 
I. 
LEY ELECTORAL DE SENADORES EN LA PENÍNSULA. 
LEY ELECTORAL DE SENADORES EN ULTRAMAR.-SANCION PENAL.. 
JURISPRUDENCIA. 
Las elecciones de Selladores que se hacian antes 
con arreglo á la citada ley de 20 de Agosto de 1870, 
se rigen hoy por las siguientes: 
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Ley electoral de Senadores en la Peninsula de 8 de Febrero 
do 1877. 
CAPITOLO PRIMERO. 
De los que tienen derecho á elegir Senadores. 
Artículo 1.° Tienen derecho á elegir Senadores 
con arreglo al núm. 3.° del art. 20 de la Constitucion, 
las Corporaciones siguientes: - 
Los Arzobispos, Obispos y Cabildos eclesiásticos 
de cada una de las provincias que forman los arzo-
bispados de Toledo, Sevilla, Granada, 
 . Santiago, 
Zaragoza, Tarragona, Valencia, Búrgos y Valladolid. 
La Real Academia Espafïola. 
La de la Historia. 
La de Bellas Arte's. 
La de Ciencias exactas, físicas y naturales. 
La de Ciencias morales y políticas. 
La de Medicina de Madrid. 
Cada una de las Universidades de Madrid, Barce-
lona, Granada, Oviedo, Salamanca, Santiago, Sevilla, 
Valencia, Valladolid y Zaragoza, con asistencia del 
Rector y Catedráticos de las mismas, Doctores matri-
culados, en ellas, Directores de Institutos de segunda 
ensefianza y Jefes de las escuelas especiales que 
haya en su respectivo territorio. 
Las Sociedades Económicas de Amigos del País, 
que designarán un Senador por cada una de las 
regiones que a continuacion se establecen. Elegirán 
al efecto un Compromisario por cada 50 sócios de los 
comprendidos en el párrafo segundo del art. 12. 
Se agregarán á los representantes de la de Madrid, 
para el acto de la eleccion, los de Badajoz, Ciudad-
Real, Mérida, Segovia, Soria y Toledo. 
A los de Barcelona, los de las Baleares, Cervera, 
Lérida, Tarragona, Tudela y Zaragoza. 
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A los de Leon, los de Rivadeo, Liébana, Oviedo, 
Palencia, Santander, Santiago y Zamora. 
A los de Sevilla, los de Almería, Baena, Baeza, 
Cabra, Cádiz, Córdoba, Granada, Huelva, Jeréz, Las 
Palmas, Málaga, Santa Cruz de Tenerife y Veger. 
A los de Valeneia, los de Alicante, Cartagena y 
Lorca. 
Las Sociedades Económicas actuales que no se 
hallen comprendidas en los párrafos anteriores, y las 
nuevas que se formen con aprobacion del Gobierno, 
se agregarán por éste, luego que lo soliciten, á una 
de las cinco regiones expresadas, para que concurran 
con las demás á la eleccion de Senadores. 
Art. 2.° Los 150 Senadores, hasta completar el 
número de 180, serán elegidos por las Diputaciones 
provinciales y los Compromisarios que nombren los 
Ayuntamientos y mayores contribuyentes de los 
pueblos. Reunidos los Diputados provinciales y los 
Compromisarios en la capital de la respectiva provin-
cia, elegirán tres Senadores en cada una de ellas. 
CAPÍTULO II. 
De los electores y elegibles, incapacidades é incompatibilidades. 
Art. 3.° Para ser elector de Senadores, es necesa-
rio ser español, mayor de edad con arreglo á la le-
gislacion de Castilla, cabeza de familia, hallarse ave-
cindado y con casa abierta en un pueblo de la Mo-
narquía, y gozar de todos los derechos politicos y 
civiles. 
Art. 4.° Son elegibles para Senadores los españo-
les comprendidos en el art. 22 de la Constitution. 
Art. 5.° No podrán ser elegidos Senadores por 
las Diputaciones provinciales y Compromisarios: 
1.° Los que desempeñen 6 hayan desempeñado 
tres meses antes de la eleccion cargo 6 comision do 
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nombramiento del Gobierno con ejercicio de autori-
dad en las provincias donde éstas se verifiquen. 
2.° Los contratistas y sus fiadores de obras y 
servicios públicos que se paguen con fondos del 
Estado, provinciales 6 municipales, ni los adminis-
tradores de dicha obras y servicios. 
3.° Los recaudadores de contribuciones y sus 
fiadores. 
Art. 6.° En ningun caso - podrán ser elegidos 
Senadores los deudores al Estado que lo. sean por 
cualquiera clase de contratos 6 en concepto de segun-
dos contribuyentes. 
Art. 7.° El cargo , de Senador es incompatible con 
todo empleo activo retribuido con fondos del Estado, 
provinciales 6 municipales que no esté comprendido 
en las categorías que designa el art. 22 de la Cons-
titucion. 
Art. 8.° Tambien es incompatible con el de 
Diputado á Córtes y con el dé Concejal de cualquier 
Ayuntamiento, excepto el de Madrid. 
Los Diputados provinciales no podrán ser elegidos 
Senadores por su respectiva provincia. 
El que ejerciendo un cargo incompatible con el de 
Senador sea elegido para éste, deberá optar entre 
uno y otro dentro de los primeros ocho dias despues 
de su admision en el Senado. ' 
Art. 9.° Los Senadores no podrán admitir em-
pleo, ascenso que no sea de escala cerrada, títulos ni 
condecoraciones mientras estuvieren abiertas las 
Córtes. 
El Gobierno podrá, sin embargo, conferirles, den-
tro de sus respectivos empleos 6 categorías, las co-
misiones que exija el servicio público. 
Exceptúase de lo dispuesto en el párrafo primero 
de este artículo el cargo de Ministro de la Corona. 
Art. 10. El Senador que fuere elegido por dos 6 
110 	 BIBLIOTECA JUDICIAL. 
más Corporaciones 6 provincias, optará en el térmi-
no de ocho dias, á contar desde la constitucion del 
Senado, 6 desde el en que sea admitido en el mis-
mo Cuerpo, por la Corporacion 6 provincia que 
acepta, y en caso de no hacerlo se decidirá por 
sorteo. 
CAPÍTIILO III. 
De la convocacion de la parte del Senado á que se refiere esta 
Zey, y de la formation de las listas y eleccion de Senadores por 
las Corporaciones enumeradas en el art. 1.0 
Art. 11. Cuando el Rey disuelva la parte del 
Senado á que se refiere esta ley, se señalará en el 
mismo Real decreto el dia en que deban hacerse 
las nuevas elecciones, que será dentro de los tres 
meses siguientes, y éstas tendrán lugar por todas 
las Corporaciones y mayores contribuyentes, en el 
dia que se designe. 
Art. 12. El dia 1.° de Enero todos los años, los 
Directores ó Presidentes de las Academias y de las 
.Sociedades Económicas á quienes da derecho esta 
ley para nombrar Senadores, formarán y publica-
rán las listas de los académicos de número y sócios 
que las compongan. 
Los individuos de las Sociedades Económicas no 
tendrán derecho electoral , sino despues de tres 
años, contados desde el dia de su ingreso en aque-
llas Corporaciones. 
Art. 13. En el mismo dia los Rectores de las 
Universidades formarán y publicarán las listas de 
los individuos que conpongan los cláustros de las 
mismas, así Catedráticos como Doctores, incluyendo 
á los Directores de Institutos de segunda enseñanza 
y de las Escuelas especiales que existan en el distri-
to universitario. 
Art. 14. Todos los que se consideren electores 
^ 
1 
^ 
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tendrán derecho á reclamar hasta el dia 20 de Ene-
ro contra las inclusiones 6 exclusiones indebidas en 
 
las referidas listas, á las respectivas corporaciones, 
 
que antes de 1.° de Febrero resolverán lo que es-
timen justo, sin ulterior recurso.  
Art. 15. Para que los Cabildos eclesiásticos  
puedan usar del derecho que por esta ley se les 
 
concede, se reunirán quince dias antes del señalada  
para la eleccion general, en su respectiva catedral,  
y observando las reglas que tengan establecidas  
para elegir á sus individuos, nombrarán á uno que 
 
el dia señalado acuda á la cabeza metropolitana á 
 
verificar la eleccion de Senador; el nombramiento  
podrá recaer en cualquiera prebendado de los Cabil-
dos de la respectiva provincia eclesiástica. 
 
Art. 16. El Obispo-prior de Ciudad-Real y el  
Cabildo de la iglesia prioral se agregarán para la 
 
eleccion de Senador á la iglesia' metropolitana y 
 
primada de Toledo. 
 
Art. 17. Dentro de los ocho dias primeros des-
pues de publicado en la Gaceta el Real decreto  
mandando proceder la eleccion de Senadores, se 
 
reunirán en su respectiva residencia las Sociedades 
 
Económicas que expresa el art. 1.° de esta ley, y 
 
cualesquiera otras que en lo sucesivo se establecie-
ren, reconocidas por el Gobierno, y nombrarán, con  
las formalidades que acostumbren para otras elec-
ciones, los Compromisarios que segun el art. 1.0 de 
 
esta ley han de concurrir á Madrid, Barcelona, 
 
Leon, Sevilla 6 Valencia para designar, en union 
 
con los que nombren las Sociedades Económicas de  
dichas capitales, el Senador para que esta ley les 
 
autoriza. 
 
Esta representacion podrá delegarse, 
 
Art. 18. El dia señalado por Real decreto, á las  
diez de la mañana, se reunirán en el local que ten- 
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gan de costumbre en sesion pública las Corporacio-
nes que por esta ley tienen derecho á nombrar un 
Senador. 
Será presidida por el Presidente, Director ó Jefe 
del establecimiento. 
Harán de escrutadores el más anciano y el más jóven de los individuos que se hallen presentes, y 
de Secretario el de la misma Corporacion, si tiene 
voto; si no le tiene, el Presidente y escrutadores 
nombrarán á uno de los presentes que lo tenga. 
Art. 19. Leido el Real decreto de convocacion 
y los artículos de la Constitucion del Estado y de 
esta ley que tienen relacion con aquel acto, se pro-
cederá á la eleccion de un Senador, depositando 
cada elector en la urna, por mano del Presidente, 
una papeleta que contenga el nombre del individuo 
á quien dé su voto. 
Art. 20. Cuando todos los presentes hayan vota-
do, y despues de preguntar el Secretario tres veces 
si queda algun individuo por votar, sin que ningu-
no lo haga, se declarará cerrada la votacion, y en el 
acto se procederá al escrutinio, sacando el Presiden-
te una á una las papeletas, y despues de examina-
das por el mismo y los escrutadores, el Secretario 
publicará el nombre que contengan, teniendo dere-
cho todos los electores á comprobar y examinar las 
mismas papeletas. 
Art. 21. Si una papeleta contuviere más de un 
nombre, solo valdrá el que primero se halle escrito, 
siendo nulos los restantes. Tambien serán nulos los 
nombres que no puedan leerse y las papeletas en 
blanco; pero las que no puedan leerse y las papele-
tas en blanco se contarán para hacer el cómputo de. 
los votos. 
Art. 22. Concluido el escrutinio, si algun indi-
viduo reuniere mayoria absoluta de votos, será 
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proclamado Senador. Si ninguno hubiese reunido 
la mayoria absoluta, se procederá á nueva eleccion 
entro los dos que hubieren tenido mayor número 
de votos, observándose las mismas formalidades, y 
proclamando Senador al que tenga mayoria de vo-
tos, sea esta la que quiera; en caso de empate deci-
dirá la suerte; lo mismo se hará si aparecieren tam-
bien empatados algunos de los que deban entrar en 
segundo escrutinio. 
Art. 23. Para elegir el Senador que les corres-
ponde segun esta ley, cada una de las provincias 
eclesiásticas que forman los Arzobispados de Tole-
do, Sevilla, Granada, Santiago, Zaragoza, Tarrago-
na, Valencia, Búrgos y Valladolid, se reunirán en 
la cabeza de cada una de ellas, en el dia sefialado, 
el respectivo Arzobispo, los Obispos sufragáneos, 
los individuos nombrados por los respectivos Ca-
bildos; y en junta pública, presidida por el Metropo-
litano, y en su defecto por el Prelado a quien cor-
responda, se procederá a la eleccion, haciendo de 
Secretario y escrutadores el más moderno y los dos 
más caracterizados de los concurrentes, observán-
dose todas las demás formalidades que señalan los 
artículos anteriores. La eleccion recaerá precisa- 
mente en Prelados 6 individuos del 6rden eclesiás- 
tico, que con arreglo á la Constitucion tengan ca- 
pacidad para ello. 
Art. 24. De la eleccion de Senadores que se ve 
rifique en las Corporaciones a que se refieren los 
artículos anteriores, se extenderá en cada una el 
acta correspondiente, que quedará original en el 
archivo de la Corporacion. 
De ella se sacará una copia, que se entregará al 
elegido para que le sirva de credencial, y que pre- 
sentará en la Secretaría del Senado; otra se remiti- 
rá al Ministerio de la Gobernacion, y otra, con toda 
Leg pen esp. 
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la documentacion, al Senado, en el término de ocho 
dias. 
Estas copias serán autorizadas por el Presidente 
y Secretario de la Corporacion respectiva. 
CAPITULO IY. 
De la formation de las listas por los Ayuntamientos y eleccion 
de Senadores por las Diputaciones provinciales y Compromi- 
sarios. 
Art. 25. El dia 1.° de Enero, todos los años., los 
Ayuntamientos formarán y publicarán listas de sus 
individuos y de un número cuádruplo de vecinos 
del mismo pueblo con casa abierta, que sean los que 
paguen mayor cuota de contribuciones directas, sin 
acumularse lo que satisfagan en ningun otro; y si 
para completar este número hubiere dos 6 más que 
paguen la misma cuota, decidirá, la suerte los que 
hayan de ser comprendidos en la referida lista. 
Art. 26. Las listas A. que se refiere el artículo 
anterior permanecerán expuestas al público hasta 
el dia 25 de Enero, resolviendo el Ayuntamiento 
las reclamaciones que sobre las mismas se hagan 
en este término, antes de 1. 0 de Febrero. 
Art. 27. Los que no se conformen, con la resolu-
cion de los Ayuntamientos, podrán apelar la Co-
mision provincial de la Diputacion, que en los quince 
dias siguientes resolverá lo que estime más justo. 
Art. 28. De las resolucioftes de las Comisiones 
de las Diputaciones provinciales cabe el recurso de 
alzada ante la Audiencia del territorio hasta el dia 20 
de Febrero, que fallará lo que proceda hasta el 1.° 
de Marzo, sin causar costas. 
Art. 29. Antes del dia 8 de Marzo publicarán los 
Ayuntamientos las listas definitivas. 
Art. 30. Ocho dias antes del señalado por el. 
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'Gobierno para la eleccion general de Senadores, 
tendrá lugar en cada pueblo la de Compromisarios 
que han de concurrir á la capital de la provincia 
para verificar la referida eleccion. 
Art. 31. Cada distrito municipal elegirá por los 
individuos de Ayuntamiento y mayores contribu-
yentes á que se refieren los artículos anteriores, un 
número de Compromisarios igual á la sexta parte de 
los Concejales. 
Los distritos municipales donde el número de 
Concejales no llegue á seis, elegirán, sin embargo, un 
Compromisario. 
Solo serán elegibles para este cargo los individuos 
de Ayuntamiento y mayores contribuyentes que 
concurran al acto y sepan leer y escribir. 
Art. 32. A las diez de la mañana del dia desig-
nado se reunirán en las Casas Consistoriales, previa-
mente citados por el Alcalde, y bajo su presidencia, 
los individuos de Ayuntamiento y los mayores con-
tribuyentes, y despues de la lectura del Real decreto 
de convocatoria y de los artículos de la Constitucion 
y de esta ley relativos al acto, que hará el Secretario 
de Ayuntamiento, se constituirá la mesa interina, 
asociándose al Presidente los dos más ancianos como 
escrutadores, y el más joven como Secretario. 
Art. 33. En el acto se procederá por papeletas á 
eleccion de dos escrutadores y un Secretario, entre-
gando cada uno de los electores al Presidente una 
papeleta escrita 6 impresa con los nombres de un 
elector de los presentes para escrutador y otro para 
Secretario; y hecho el escrutinio quedarán elegidos 
los dos que reunan mayor número de votos para es-
crutadores, y el que tenga mayoria para Secretario. 
Art. 34. Constituida la mesa definitiva, com 
puesta del Alcalde Presidente, los dos escrutadores y 
Secretario elegidos, se procederá á la eleccion del 
• 
r 
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Compromisario ó Compromisarios qué correspondan 
al pueblo, por medio de papeletas que los electores 
depositarán en la urna por mano del Presidente, y 
observarán las demás reglas establecidas en los ar-
tículos 20, 21 y 22 hasta proclamar los Compromi-
sarios elegidos. 
Art. 35. Extendida el acta, que quedará en el 
archivo del Ayuntamiento, se sacarán copias auto-
rizadas por el Presidente, escrutadores y Secretario; 
una se entregará á cada uno de los Compromisarios 
elegidos para que les sirva de credencial, otra se re-
mitirá al Gobernador de la provincia y la otra á la 
Diputacion provincial. 
Art. 36. Los Compromisarios elegidos en la for-
ma determinada por los artículos anteriores, se pre-
sentarán en la capital déla provincia dos dias antes 
del señalado para la eleccion de Senadores, con las 
certificaciones respectivas de sus nombramientos, de 
las que se tomará nota en la Secretaría de la Dipu-
tacion provincial, expresando en ella el dia de su 
presentacion. 
Art. 37. La junta general para el nombramiento , 
de Senadores, compuesta de la Diputacion provin-
cial y de los Compromisarios elegidos por los distri-
tos municipales, se celebrará en el sitio más á pro-
pósito de la capital, designado por el Gobernador de 
la provincia el dia antes del señalado para la elec-
cion general. 
Art. 38. Reunidos los Vocales á las diez dé la 
mañana en el local designado , bajo la presidencia 
del Presidente de la Diputacion provincial, prévia 
lectura del decreto de convocatoria y de los articu-
los de la Constitucion y de esta ley que tienen re-
lacion con el acto, y de la lista de Compromisarios 
que hubieren presentado sus certificaciones, se 
 pro-
cederá al nombramiento por dicho Presidente ent re 
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los Compromisarios presentes, de cuatro Secretarios 
escrutadores interinos, recayendo el nombramiento 
en los dos más ancianos y en los dos más jóvenes. 
Art. 39. Constituida la mesa interina, se proce-
derá á la eleccion de la definitiva, que se compon- 
 
drá de un Presidente, que será siempre el de la Di-
putacion provincial, 6 el que haga sus veces, y de 
cuatro Secretarios escrutadores elegidos en votacion 
secreta por papeletas entre los mismos Compromisa-
rios presentes. 
Art. 40. No se procederá á la eleccion de la 
Mesa definitiva ni á ningun otro acto posterior ínte-
rin no se hallen presentes para tomar acuerdo la mi-
tad mas uno dè los que tengan derecho de votar en 
esta eleccion. 
En el caso de que no se haya reunido el número 
necesario, el Presidente y los Secretarios escrutado-
res de la junta interina dirigirán el oportuno aviso, 
por medio del Boletin oficial de la provincia, á todos 
los. Ayuntamientos de los pueblos cuyos Compromi-
sarios no se hubieren presentado en la primera re-
union, fijándoles el período de diez dias para que lo 
verifiquen, con apercibimiento de que no haciéndo-
lo en el dia señalado, se considerará que aprueban 
en un todo cuanto en la Junta electoral se determi-
ne, la que se celebrará, sea el que quiera el número 
que concurra. 
Art. 41. Los Ayuntamientos de los pueblos á 
que se refiere el artículo anterior cuidarán, bajo su 
responsabilidad, de poner en conocimiento de los 
Compromisarios morosos el aviso de la Mesa interi-
na de la Junta electoral provisional, dando cuenta al 
Presidente de esta Junta de haberlo verificado en 
tiempo hábil. 
Art. 42. Nombrada la Mesa interina, y en el su-
puesto de que haya mitad mas uno para tomar 
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acuerdos, antes de pasar al nombramiento de la 
Mesa definitiva se procederá por la interina al  exa-
men y revision de todas las certificaciones de nom-
bramientos de Compromisarios, las cuales irán exa-
minando y confrontando con las actas de los distri-
tos de que habla el art. 35, y emitiendo su dictámen 
sobre ellas. 
Este será votado sin discusion, causando acuerdo 
el voto de la mayoria, sin perjuicio de lo que resuel-
va despues el Senado. 
Una vez confrontadas las certificaciones, se devol-
verán á los interesados, haciendo constar en ellas, 
bajo la firma de un Secretario escrutador, si han 
sido ó no aprobadas. 
La eleccion de los cuatros Secretarios escrutado-
res de la Mesa definitiva se verificará llevando cada 
elector, manuscrita 6 impresa, en papel precisamente 
blanco, una papeleta, que tambien podrá escribir en 
el local de la eleccion, donde haga constar de una 
manera clara y distinta los nombres y apellidos de 
dos Compromisarios entre los presentes. 
Acercándose los electores á la mesa, uno por uno, 
irán exhibiendo su certificacion de nombramiento, 
de la cual se enterará el Presidente y devolverá se-
llada, anotando un Secretario escrutador las pala-
bras: Votó para Secretarios, en la lista de votantes 
para este acto, despues que el elector- haya votado, 
entregando la papeleta de votacion al Presidente, 
que la depositará en la urna. 
Art. 43. No se suspenderá el acto de la eleccion 
de la Mesa definitiva hasta que todos los electores 
presentes hayan emitido sus votos, para lo cual, an-
tes que el Presidente declare cerrada la votacion, uno 
de los Secretarios escrutadores preguntará: ¿Falta 
algun elector por votar? 
Un Secretario escrutador leerá despues en alta 
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voz los nombres de los electores que hayan tomado 
parte; contará y declarará su número al terminar la 
lectura, y enseguida el Presidente, abriendo la urna, 
dirá: Se procede al escrutinio. 
Art. 44. El escrutinio y los incidentes á que dé 
lugar, se ajustarán á las disposiciones de los artícu-
los 20, 21 y 22. 
Art. 45. Terminado el escrutinio con el recuen-
to y resúmen de los votos, el Presidente proclamará 
Secretarios escrutadores á los cuatro Compromisa-
rios que hubiesen obtenido mayor número de votos, 
y dará posesion de los cargos-á los elegidos, decla-
rando constituida definitivamente la Junta electoral 
provincial para la eleccion de Senadores. 
Art. 46. El Presidente y Secretarios escrutado-
res interinos redactarán y ,firmarán el acta de la junta preparatoria: esta acta será depositada en el 
archivo de la Diputacion provincial. 
' Art. 47. Reunida la Junta electoral á las diez de 
la mañana del siguiente dia, el Presidente declara-
rá que empieza la votacion para Senadores. 
Art. 48. Dará principio votando primero los cua-
tro Secretarios escrutadores, despues los Diputados 
y Compromisarios indistintamente, y por último el 
Presidente de la Junta. 
Art. 49. La votacion se hará por papeletas en 
papel blanco, impresas 6 manuscritas, que el Presi-
dente depositará en la urna a presencia del elector, 
despues de haber examinado su certificacion del 
nombramiento, que sellada segunda vez le devolve-
rá. Un Secretario escrutador anotará el haber vota-
do en la correspondiente casilla de las listas de elec-
tores con las palabras: Votó para Senadores. 
Los Diputados provinciales y el Presidente vota-
rán con el cáracter de tales sin presentar ninguna 
clase de documento, y los Secretarios escrutadores 
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anotarán que han votado, con la fórmula: Votó el Di-
putado provincial D..., y votó el Sr. Presidente. 
Art. 50. Las papeletas de  . votacion contendrán  
solo el nombre y apellido ó título de los Senadores 
 
que hayan de elegirse, contándose por el órden en  
que estén escritos, y teniendo por no escritos los que 
 
excedan del número fijado para cada eleccion. 
 
Art. 51. Esta votacion no podrá suspenderse, y 
 
cuando todos los electores hubieren ejercitado su de-
recho, para lo cual un Secretario escrutador pregun-
tará en alta voz: ¿Falta algun señor Diputado provin-
cial ó Compromisario por votar? el Presidente decla-  
rará cerrada la votacion y sa procederá al escru-
tinio. 
Art. 52, Este acto se verificará con arreglo á lo 
 
dispuesto en los artículos 20, 21 y 22 de esta ley. 
 
Art. 53. Cuando los candidatos 6 alguno de ellos 
 
no hayan reunido la mitad mas uno de los votos, 
 
se procederá á segunda votacion; pero no entrarán 
 
en ella sino los que hayan obtenido mayor número 
 
de votos hasta el duplo de los que deban elegirse. 
 
En todos los casos de empate decidirá la suerte. 
 
En la segunda eleccion bastará alcanzar mayoria 
 
relativa.  
Art. 54. Terminadas estas operaciones, el Presi-
dente proclamará Senadores á los 
 . que hayan sido 
 
elegidos, y se extenderá por los Secretarios escruta-
dores la correspondiente acta de todo lo ocurrido, 
 
segun el modelo que acompaña á esta ley. 
 
El acta original se depositará en el archivo de 
 
la Diputacion provincial.  
Una copia de la misma acta, expedida por el Pre-
sidente y Secretarios escrutadores, se remitirá al 
 
Ministro de la Gobernacion, y otra copia autoriza-
da por el Secretario de la Diputacion provincial con 
 el V.0 B.c de su Presidente y el sello de la Corpo- 
9^ 
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racion, se entregará á cada uno de los Senadores 
electos, para,que les sirva .de título de su nombra-
miento, la cual presentará en la Secretaría del Se-
nado. Una certificacion del acta original, con toda 
su documentacion, será remitida al Senado dentro 
del término . de ocho dias. 
Art. 55. Terminadas las operaciones de que ha-
blan los artículos anteriores, el Presidente de la 
Junta electoral la declarará disuelta. 
CAPÍTULO V. 
De las elecciones parciales para Senadores. 
Art. 56 La renovacion parcial de los Senadores 
electivos se hará por mitad cada cinco afios, como 
se dispone en el art. 24 de la Constitucion. 
Art. 57. La designacion de los Senadores á 
quienes corresponda salir en cada renovacion par-
cial, se hará en la forma que determine el Regla-
mento del Senado. 
Art. 58. Las vacantes naturales por muerte, 
renuncia, opcion, etc., serán reemplazadas por las 
Corporaciones 6 provincias de que procediere el 
que la cause, observándose para su eleccion las re-
glas establecidas en esta ley, y teniendo lugar el 
dia que el Gobierno señale, prévio aviso del -Senado. 
Art. 59. Los Senadores nuevamente elegidos 
ocuparán el lugar y durante el tiempo por que de-
bieran serlo aquellos á quienes reemplazan. 
CAPÍTULO VI. 
De las vacantes que ocurran entre los Senadores por derecho 
propio y por nombramiento de la Corona, y del ingreso de los 
de la primera clase que lo soliciten despues de cubierto el núme- 
ro de 180, que sel¿ala el art. 20 de la Constitucion. 
Art. 60. Las vacantes que ocurran en el núme-
ro de Senadores por derecho propio y por nombra- 
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miento de la Corona, podrán ser cubiertas por el 
Rey, si no hubiere aspirantes que soliciten su ingre-
so en el Senado por derecho propio.  - 
Art. 61. Los que soliciten su ingreso en el Se-
nado por derecho propio despues de estar cubierto 
el número de 180 que para los de su clase y la de 
los nombrados por la Corona señala el art. 20 de la 
Constitucion, tendrán que aguardar para ser admi-
tidos á que ocurra vacante en dicho número. Si hu-
biere más de un aspirante a Senador por derecho 
propio y perteneciesen a distintas gerarquias, entra-
rán á cubrir las vacantes por el orden que establece 
el art. 21 de la Constitucion. 
Si dos ó más aspirantes por derecho propio perte-
necieren á la misma gerarquía y no hubiese vacan - 
tes para todos ellos, ingresarán primero los de más 
edad, y aguardarán los otros nueva vacante. 
ARTÍCULO ADICIONAL. 
Cuando el Gobierno determine, con arreglo al ar-
tículo transitorio de la Constitucion, la epoca y la 
forma de elegir sus representantes á Cortes la isla 
de Cuba, el número de Senadores que esta haya de 
nombrar se rebajará á las provincias de ménos po-
blacion de laTenínsula. 
ARTÍCULO TRANSITORIO. 
El Gobierno podrá anticipar, modificar y variar 
los dias y plazos señalados por esta ley para formar 
las listas electorales y para hacer las primeras elec-
ciones que se verifiquen despues de la publicacion 
de la misma. 
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Ley electoral de Senadores en Ultramar, de 9 de Enero 
de 1879. 
(Artículo 1.° Con arreglo al artículo adicional de 
la ley de 8 de Febrero de 1877, cada una de las 
provincias de la Habana y Puerto—Rico elegirá tres 
Senadores, y dos respectivamente cada una de las 
de Matanzas, Pinar del Rio, Puerto-Príncipe, Santa 
Clara y Santiago de Cuba. Asimismo, y con sujecion 
á la propia ley, elegirán un Senador el Arzobispo de 
Santiago de Cuba con sus sufragáneos y Cabildos 
correspondientes; otro la Universidad de la Habana 
con los Institutos y Escuelas especiales de Cuba y 
de Puerto-Rico, y otro las Sociedades Económicas 
de ambas islas. 
Art. 2.° Para llevar á efecto esta disposicion; y 
en cumplimiento del artículo adicional de la citada 
ley, solo elegirán dos Senadores, por ahora, las pro-
vincias de Alava, Segovia, Soria, Guipúzcoa, Vizca-
ya, Avila, Logroño, Huelva, Palencia, Guadalajara, 
Albacete, Santander, Cuenca, Canarias, Teruel,y 
Valladolid. - 
Art. 3.° En adelante elegirán dos Senadores las 
16 provincias que tengan menor número de habitan-
tes, segun el censo oficial vigente al publicarse el 
Real decreto para la renovacion del Senado.' 
Esta ley no contiene el más ligero precepto de 
sancion penal, ni indicacion alguna que se refiera á 
lo que haya de ser aplicable para el castigo de sus 
infracciones. Es notorio, pues, que en esta parte 
quedó vigente la ley anterior, que no ha podido ser 
derogada sino en lo que expresamente la haya con- 
tradicho la nueva, segun es regla usual de interpre- 
tacion. En otro caso habria que convenir en que se 
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habian establecido disposiciones y reglas sin los me-
dios necesarios para su cumplimiento. Esta fué desde 
luego la inteligencia que se dió por todos, y tam-
bien la que desde luego y sin excepcion se aplicó 
por el Tribunal Supremo. 
Tenemos, pues, que la sancion penal para las 
elecciones de Senadores hay que buscarla en la ley 
de 20 de Agosto de 1870 en la que se encuentra en 
el título III, y es esta:  
De la sancion penal. 
CAPITULO I. 
De las falsedades. 
(Art. 166. . Toda falsedad cometida en cualquiera 
de los actos relativos á las elecciones de. Concejales, 
de Diputados provinciales, de Diputados á Córtes, 
de Compromisarios para Sènadores y de Senadores, 
de cualquiera de los modos marcados en el art. 226 
del Código penal, será castigada con la pena de pri-
sion mayor, multa de 500 á 5.000 pesetas é inhabi-
litacion temporal para cargos públicos y derechos 
políticos. 
Art. 167. Cometen el delito de falsedad: 
1.0 Los' funcionarios que con el fin de dar ó 
quitar el derecho electoral alteren las listas electo-
rales, el libro del censo electoral, el talonario ó las 
cédulas sacadas de éste. 
2.° Los que entregaren á los electores cédulas 
falsas. 
3.° Los que aplicaren indebidamente votos á 
favor de un candidato para cualquiera de los cargos 
que son objeto de la eleccion. 
4.° El que á sabiendas y con manifiesta mala 
fé altere la hora en que deben comenzar las eleccio-
nes en cada dia. 
LEOISLACION PENAL ESPECIAL. 
	 125 
5.0 Los que estando incluidos en el padron, lis-
ta electoral, libro talonario y provistos de la corres-
pondiente cédula, voten sabiendo que están inhabi-
litados para el ejercicio de los derechos políticos 6 
comprendidos en cualquiera de los casos del artícu-
lo 2.° de esta ley. 
6.° El que siendo elector vote dos 6, más veces 
en la misma 6 distinta mesa en una eleccion, 6 una 
sola vez tomando el nombre de otro para votar, 
usando de cédula ajena, aunque tenga el mismo 
nombre. 
7.° El Presidente y Secretarios que admitan á 
votar idos 6 más veces á un mismo elector en la pro-
pia eleccion, y los que le admitan, aunque solo sea 
una vez, sabiendo que se halla incapacitado para 
ejercer el derecho electoral. 
8.° El que al formarse el padron de vecindad se 
suponga con más ó ménos edad.de la que realmen-
te tenga, ya para adquirir el derecho electoral, 6 ya 
para obtener las ventajas de la edad, siempre que 
despues tome parte en la eleccion y se aproveche 
de la preferencia que para ser Secretario escrutador 
interino se concede á la edad. 
9.° El encargado de formar el padron y de ex-
tender las cédulas que desfigure maliciosamente el 
nombre 6 apellido de algun vecino con el fin de pri-
varle del derecho electoral. 
10. El elector que con el propósito de ser nom- 
b^ado Secretario escrutador interino falte á la ver-
dad cuando al ser preguntado por el Presidente al 
constituirse la mesa, se supusiere con distinta edad 
de la que realmente tenga, aun cuando aquella re-
sulte consignada en el padron, libro talonario 6 
cédula. 
11. Los Jefes militares 6 de marina que pro-
vean maliciosamente de cédula declaratoria del de- 
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recho electoral á alguno de sus subordinados que 
no le tengan. 
12. Y los que cometan cualquiera otro acto de 
falsedad que no esté previsto en los números ante-
riores, y que se refiera á procedimientos 6 actos 
electorales. 
CAPÍTULO U. 
De las coacciones. 
Art. 168. Toda amenaza 6 coaccion directas co-
metidas con ocasion de las elecciones municipales, 
de Diputados provinciales, de Diputados á Córtes, 
de Compromisarios para Senadores y de Senadores, 
serán castigadas con la pena de prision menor, mul-
ta de 250 á 2.500 pesetas, é inhabilitacion temporal 
para derechos políticos. 
Art. 169. Cometen los delitos de amenaza 6 
coaccion directas: 
1.° Las Autoridades civil, militar 6 eclesiástica, 6 
cualquiera otra clase de funcionarios públicos que 
obliguen á los electores que de ellos dependan, 6 
que de cualquier modo les estén subordinados, ha-
ciendo uso de medios il1citos, á dar 6 negar su voto 
á candidato determinado. 
2.° Los que con dicterios 6 cualquiera otro gé- 
nero de demostraciones violentas intenten coartar la 
libertad de los electores. 
Si los dicterios 6 demostraciones se refiriesen á 
las opiniones 6 creencias religiosas atribuidas á los 
candidatos 6 electores, la pena se impondrá siempre 
en el grado medio al máximo; y la cualidad de ecle-
siástico en el ofensor ú ofendido será además repu-
tada como circunstancia agravante. 
3.° Conduciendo por medio de agentes 6 depen-
dientes de la Autoridad civil, militar 6 eclesiástica á 
los electores para que emitan sus votos. 
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Art. 170. Toda amenaza 6 coaccion indirectas, 
cometidas con ocasion de las elecciones á que se re-
fiere el art. 168, serán castigadas con la pena de 
prision correccional, multa de 250 a 2.500 pesetas, 
inhabilitacion temporal para derechos políticos. 
Art. • 171. Cometen los delitos de amenaza 6 
coaccion indirectas: 
1.° Los que recomienden con dádivas ó prome-
sas á candidatos determinados como los únicos que 
pueden 6 deben ser elegidos. 
2.° Los que con dádivas 6 promesas combatan 
la eleccion de candidatos determinados. 
3.° Los funcionarios públicos que promuevan 
expedientes gubernativos de denuncias, atrasos de 
cuentas, Propios, Montes, Pósitos 6 cualquiera otro 
ramo de la Administracion, desde la convocatoria 
hasta que se haya terminado la eleccion. 
4.° Todo funcionario, desde Ministro de la Coro-
na inclusive, que haga nombramientos 6 separacio - 
nes, traslaciones ó suspensiones de empleados, agen-
tes 6 dependientes de cualquier ramo de la Adminis-
tracion, ya correspondan al Estado, á la Provincia 
6 al Municipio, en el período desde la convocatoria 
hasta despues de terminada la eleccion, siempre que 
tales actos no estén fundados en causa legítima, y 
afecten de alguna manera á la seccion, colegio, dis-
trito, partido judicial 6 provincia en donde la elec-
cion se verifique. 
5.° Los que valiéndose de persona reputada co-
mo criminal, solicitaren por su conducto á algun 
elector para obtener su voto en favor 6 en contra de 
candidato determinado, y el que se prestara á hacer 
la intimacion. 
6.° Los que por medio del soborno intenten ad-
quirir votos en su favor 6 en el de otro candidato, y 
el elector que reciba dinero, dádivas 6 remuneracion 
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de cualquiera clase por votar 6 negar su voto á can-
didato 6 candidatos determinados. 
CAPITULO III. 
De las faltas en el cumplimiento de sus deberes por los funcio- 
narios de todas clases que intervienen en las elecciones y sus 
actos preparatorios. 
Art. 172. Toda falta de cumplimiento de las 
obligaciones impuestas por esta ley á los funcionarios 
públicos en las elecciones de cualquiera clase que en 
la misma se expresan y en los actos que con ellas 
tengan relacion, será castigada con la pena de ar-
resto mayor, multa de 250 á 2.500 posetas, é inha-
bilitacion temporal para derechos políticos. 
Art. 173.Comete esta falta: 
1 ° . El que se niegue á entregar á un elector commi-
prendido en las listas electorales, libro de censo elec-
toral y talonario, la cédula legítima que acredite el 
derecho á votar. 
2.° El Presidente de mesa electoral que deje de 
nombrar Secretarios para la mesa interina á los elec-
tores de mayor 6 menor edad á quienes correspon-
da con arreglo á los artículos 53 y 54 de esta ley. 
3.° El Presidente de mesa electoral que clara-
mente negase 6 impidiese á cualquiera elector usar 
de los derechos concedidos en los artículos 44 y 60 de 
esta ley. 
4.° Los que dejen de proclamar Secretarios es-
crutadores, comibionados para asistir á los escruti-
nios, Concejales, Diputados provinciales, Diputados 
á C6rtes, Compromisarios para eleccion de Senado-
res, 6 Senadores, á quienes hubiesen sido elegidos 
para cualquiera de estos cargos, segun la ley, 6 los 
que indebidamente proclamen á otros. 
5.0 Los funcionarios públicos que alteren los 
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plazos 6 términos señalados para la formacion y 
rectificacion de las listas para las elecciones y para 
los escrutinios. 
6.° Los Alcaldes que no tengan expuestas al 
público en los sitios de costumbre y en las épocas 
marcadas en esta ley las listas electorales, y los 
Presidentes de mesa y Secretarios escrutadores que 
dejen de hacer lo mismo con la lista de los electores 
del Colegio ó seccion, con la de los electores que hu-
biesen tomado parte cada dia en la eleccion y con 
el resultado de los escrutinios verificados y votos 
obtenidos por los candidatos. 
7.0 Los que no provean á los candidatos 6 elec-
tores que los representen, ya lo soliciten verbal-
mente 6 por escrito, de la oportuna certificacion 
que contenga el número de los que hubiesen vota-
do en cada dia 6 del resultado de los escrutinios, 6 
que dilatasen hacerlo por más de veinticuatro 
horas. 
8. 0 Los comisionados ó Compromisarios que sin 
causa legítima dejasen de presentarse con los docu-
mentos de que deberán ir provistos, en las Juntas 
de escrutinio ó de eleccion para Senadores, en el dia, 
á la' hora y en el local destinado y señalado de an-
temano al efecto. 
9.0 Los que estando encargados de remitir su 
credencial de Diputado provincial, á Córtes 6 Sena-
dor á los candidatos que hubiesen sido electos y 
proclamados, dejasen de hacerlo oportunamente, y 
los Presidentes de la mesa y Secretarios escrutado-
res que no proveyesen de todos los documentos 
oportunos á los comisionados nombrados para asis-
tir á los escrutinios, y á los Compromisarios electos 
para concurrir á la Junta electoral de provincia. 
10. El Presidente 6 Secretario escrutador que 
despues de haber tomado posesion de su cargo lo 
Leg. pen. esp. 	 9 
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abandone, ó se niegue sin motivo justo a firmar las 
actas 6 acuerdos de la mayoria. 
11. El Presidente ó Secretarios escrutadores 
que se nieguen á consignar en el acta las dudas, 
reclamaciones y protestas motivadas, ya se hayan 
hecho de palabra 6 por escrito. 
12. El Presidente y Secretarios que no entien-
dan y autoricen en debida forma, con arreglo á los 
modelos anejos á esta ley, en el término en ella 
marcado, el número de listas, resúmenes de votos, 
actas y certificaciones de actas prevenidas en la 
misma para cada caso, ó que no las remitan á su 
oportuno destino en el plazo, por el conducto y con 
todos los requisitos prevenidos en los respectivos 
artículos de esta ley. 
13. El Alcalde 6 Autoridad que se negase á re-
cibir del Presidente ó Secretario que se los entre-
gue el acta 6 actas originales y los demás docu-
mentos que deban serle entregados; á expedir el 
oportuno y suficiente recibo á favor de quien se los 
hubiese entregado; á depositar en el archivo ó á re-
mitir en su caso dichas actas y documentos á su 
respectivo destino en el plazo, por el conducto y 
con los requisitos que esta ley establece; á publicar 
con la debida anticipacion el local 6 locales suficien-
temente capaces para hacer la eleccion en las sec-
ciones y Colegios, 6 a proveer á las mesas electora-
les del papel blanco, de oficio y de todos los demás 
útiles indispensables para hacer la eleccion y para 
estender y remitir las oportunas actas, sus certifica-
ciones y demás documentos en la forma estable-
cida. 
14. El Presidente y Secretarios que admitan á 
votar al que no presente cédula legítima ó que no 
figure en el libro talonario y lista del Colegio 6 sec-
cion en que pretenda emitir su voto, y los que no 
^ 
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admitan el voto de quien figure en dichos libros y  
lista, aunque no presente cédula, siempre que en 
 
aquel exista el duplicado de ésta y la pida.  
15. Los que quebrantasen los sellos 6 rompie-
sen los sobres de los pliegos cerrados á que se refie-
ren los artículos 116 y 117 antes del momento en  
que deban abrirse; y los que estando encargados de  
la couservacion y custodia de dichos pliegos los pre-
sentaren quebrantados en sus sellos 6 rotos sus so-
bres sin designar autor cierto del hecho.  
16. El Alcalde 6 funcionario público de cual-
quier categoría que se negase ó retardase admitir 
 
6 dar curso á reclamaciones electorales de cualquier 
 
índole, ó que rehusare proveer en el acto al que  p-o-
sente la reclamacion de un recibo expresivo de su 
 
entrega aunque no lo solicite.  
17. El eclesiástico que no provea al individuo 
 
que las reclame, de las partidas sacramentales que 
necesite para acreditar su derecho electoral ó la ca-
rencia del mismo en quien figure como elector. 
 
CAPÍTULO IV.  
De las arbitrariedades, abusos y desórdenes cometidos  
con motivo de las elecciones.  
Art. 174. Toda arbitrariedad, abuso y desórden  
no previstos en los anteriores capítulos, cometidos 
 
en toda clase de elecciones, objeto de esta ley, serán 
 
castigados con la pena de arresto mayor, multa de  
200 á 2.000 pesetas, é inhabilitacion temporal para 
 
derechos políticos. 
 
Art. 175. Cometen las arbitrariedades, abusos 
 
y desórdenes a que se refiere el artículo anterior: 
 
1.° Los funcionarios públicos que hagan salir de  
su domicilio ó permanecer fuera de él, aunque sea  
con motivo del servicio público, á un elector contra  
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su voluntad en los dias de elecciones, 6 le impidan 
con cualquiera otra•vejacion el ejercicio de su  de-
recho electoral. 
2.0 El que encerrare 6 detuviere á otro, priván-
dole de su libertad por ménos de tres dias con el ob-jeto de que no pueda tomar parte en las elecciones, 
ya emitiendo su voto 6 ya influyendo legítimamen-
te en ellas. 
3.0 Los que causaren tumulto 6 turbaren el 6r 
den en los Colegios, secciones 6 Juntas electorales 
para impedir á cualquier elector el ejercicio de su 
derecho. 
Art 176. Serán castigados con la multa de 250 
á 2.500 pesetas é inhabilitacion temporal para dere-
chos políticos:, 
1.0 Los que penetraren en un Colegio, seccion 6 
Junta electoral con arma, palo 6 baston. En todo caso 
deberán ser expulsados del local en el acto y perde-
rán el derecho de votar en aquella eleccion. 
2.0 El que sin ser elector entre en un Colegio, 
seccion 6 Junta electoral y no salga de estos sitios 
tan luego como se le prevenga por el Presidente. 
csrfTOLO v. 
_ Disposiciones comunes á este título. 
Art. 177. Para los efectos de esta ley se repu-
tarán funcionarios públicos, no solo los de nombra-
miento del Gobierno, sino Cambien los Alcaldes, Te-
nientes de Alcalde, Presidente de mesa, Secretarios 
escrutadores, comisionados para las Juntas de escru-
tinio, Compromisarios para Senadores, y cualquiera 
otro que desempeñe un cargo público, aunque sea 
temporal y no retribuido. 
En los delitos á que se refiere esta ley, cometidos 
por funcionarios públicos, se impondrá siempre la 
pena señalada en sus grados medio al máximo 
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Art. 178. La accion para acusar por los delitos 
previstos en esta ley será popular y podrá ejerci-
tarse hasta dos meses despues de haber sido aproba-
da 6 anulada el acta definitivamente por el Ayun-
tamiento 6 Diputacion provincial, si la eleccion fue-
re para Concejales 6 Diputados provinciales, y por 
el Congreso 6 por el Senado, si hubiere sido para 
Diputados 6 Senadores. 
El acusador no se obligará á prestar otra fianza 
que la de estar derecho y sostener su accion hasta 
que recaiga sentencia ejecutoria, y todas las actua-
ciones se entenderán de oficio y en papel de esta 
clase, sin perjuicio del reintegro en su dia por el 
acusador 6 acusado que hubiesen sido condenados. 
Art. 179. Cuando un Ayuntamiento -6 una Di-
putacion provincial, el Congreso 6 el Senado, al tra-
tar de las actas cuya aprobacion les corresponda, 
acuerden pasar tanto de culpa sobre una eleccion, . 
se procederá á la formacion de la oportuna causa de 
oficio por el Tribunal competente. 
Art. 180. Los Tribunales procederán desde lue-
go contra los presuntos reos de delitos electorales, 
ya por querella, 6 bien por virtud de lo, dispuesto 
en el artículo anterior, sin esperar á que por quien 
corresponda se resuelva sobre la legalidad de la elec-
cion: Será obligacion en aquellos facilitar la cor-
poracion que deba entender en la aprobacion de un 
acta, siempre que lo pida por conducto del Gobier-
no ó de sns delegados, los informes, testimonios de 
su resultancia y demás noticias que estimase conve-
nientes sobre hechos que puedan afectar la vali-
dez 6 nulidad de la eleccion. Pero si al suministrar 
estas noticias la causa se hallare en sumario, los 
Tribunales harán la oportuna advertencia de las 
que deban tener el carácter de reservadas. 
Art. 181. El Tribunal Supremo de Justicia co- 
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nocerá de: las causas que en virtud de esta ley se en-
tablen contra los Gobernadores de provincia ú otras 
Autoridades ó funcionarios públicos de igual su-
perior categoría; las Audiencias de los respectivos 
territorios, de las que se formen contra los Diputa-
dos provinciales y Jueces de primera instancia, y los 
Tribunales inferiores de las que se promuevan con-
tra los Alcaldes y demás empleados públicos de me-
nor categoría que los ya mencionados, 6 contra 
cualesquiera otras personas que por razon de sus 
cargos intervengan en materia de elecciones. 
Art.182. Aquellas causas en que ejecutoriamente 
se exima de responsabilidad, por obediencia debida, 
á los acusados, de conformidad al art. 30 de la Cons-
titticion, se remitirán necesariamente al Tribunal 
que corresponda, para proceder contra el que hu-
biere sido debidalñente obedecido; y si éste hubiere 
sido Ministro, la remision se hará al Congreso de 
los Diputados, para lo qué corresponda con arreglo 
á las leyes. 
Art. 183. Los Tribunales no 'podrán rehusar la 
práctica de las informaciones relativas á los hechos 
electorales, en cualquier tiempo que se pidan, antes 
de que haya prescrito la accion para acusar, confor-
me á •lo dispuesto en el art. 178 de esta ley, proce-
diendo breve y sumariamente. Si no lo hicieren, in-
currirán en la pena establecida en el art. 271 del 
Código penal. 
Art. 184. La conservacion del Orden, y la repre-
sion inmediata de las faltas que se cometan en las 
Juntas electorales y de escrutinio, corresponden á 
sus Presidentes, á quienes las Autoridades y sus 
agentes, que tendrán libre entrada en los Colegios, 
secciones y Juntas, prestarán los auxilios necesa-
rios. 
Art. 185. Cuando dentro de un Colegio, seccion 
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6 Junta de escrutinio 6 electoral se cometiere algun 
delito de los penados en esta ley, el Presidente de-
tendrá y pondrá á los presuntos reos á disposicion 
de la Autoridad judicial competente, para la instruc-
cion de la oportuna causa. 
Art. 186. Los delitos no comprendidos expresa 
mente en las disposiciones de esta ley se castigarán 
con arreglo á lo dispuesto en el Código penal. 
La práctica no presenta casos verdaderamente 
atendibles en que la jurisprudencia haya podido 
ejercitarse. Sea porque no puede ofrecer duda la le-
gislacion electoral para Senadores, así como tampo-
co la sancion penal correspondiente, sea porque en 
estas elecciones intervienen pocas personas, y estas 
son por lo comun más ilustradas y de más arraigo 
que la generalidad de los demás electores, es lo cier-
to que no han sido ocasion de muchos procesos cri-
minales, á lo ménos que hayan venido en recurso 
de casacion al Tribunal Supremo. 
Ultimamente ha sido objeto de un recurso la fal-
sedad de ciertas listas de Compromisarios para una 
eleccion de Senadores, y la sentencia recurrida con-
denaba á Ios acusados mediante la comprobacion de 
aquella. Rabia, sin embargo, la circunstancia de 
que dichas listas habian sido expuestas al público 
en la forma y por el término que prescribe la ley 
de 1870, sin que contra ellas se hubiese hecho recla-
macion alguna, por cuya circunstancia la Sala se-
gunda ha declarado: cQue las inexactitudes come-
tidas en las listas electorales definitivas solo pue-
den constituir delito cuando no habiendo sido recla-
madas constase de cualquier modo la malicia.) Esta 
sentencia, que es extremadamente reciente, podrá 
buscarse entre las de Enero de 1884. 
Por lo demás, todos los casos de jurisprudencia 
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que se consignarán en las elecciones de Diputados 
provinciales y municipales son aplicables y deben 
entenderse para la de Senadores, como que se re-
fieren á la citada ley de 20 Agosto de 1870, que se-
gun veremos rige para las tres. 
En cuanto á la necesidad de conocer esta ley en 
todos sus pormenores ya se comprende fácilmen-
te. No solo es la penal para todos los actos electora-
les, ménos los que se refieren á los de Diputados á 
Córtes, sino que comprende muchos hechos justi-
ciables, y atribuye á los Tribunales ciertas facultades 
que es menester tener muy presentes. En vano se 
buscarian en el Código penal, y dentro de las pres-
cripciones del derecho comun, la multitud de infrac-
ciones que se ha visto contiene esta ley, la más mi- 
nuciosa, la más original, por decirlo así, en la ma-
teria. 
El art. 28 confiere á las Audiencias atribucio-
nes de Tribunal superior de las Diputaciones pro-
vinciales, dándoles el conocimiento de los recursos 
de alzada contra las resoluciones de estas respecto 
de las que los Ayuntamientos dicten en las recla-
maciones sobre las listas electorales. 
Debo decir que esta ingerencia de los Tribunales en 
asuntos de elecciones es mal recibida por muchos 
funcionarios j udiciales, que no quisieran se les mezcla-
se en ellos; pero aun comprendiendo qua la cosa es 
molesta y ocasionada á las sospechas y recelos de 
los partidos políticos, hay que convenir en que es 
de todo punto indispensable. ¿Cómo abdicar la Ad-
ministracion de justicia del derecho y del deber de 
castigarlos delitos?¿Cómo confiar esta augustamision 
al órden administrativo, que seria por fuerza juez y 
parte en las contiendas que se promoviesen? ¿Cómo, 
en fin, sustraerse á un deber delicado é importantísi-
mo, que la sociedad y el Gobierno tienen el derecho J 
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de exigir los Tribunales? La sucesion no interrumpi-
da de actos de rigorosa justicia, que unas veces se-
rán en favor de un partido determinado y otras de 
otro, acabarán por convencer la generalidad de 
nuestros conciudadanos, que nunca es nuestro pro-
pósito cubrir con la toga pasiones ni rencores políti-
cos, siquiera no debiese ser preciso el menor esfuerzo 
para que así se comprendiese por todos, si no fuera 
porque el interés de unos, la malicia de otros, y la 
vulgaridad de muchos, desfiguran los móviles ver-
daderos de resoluciones que no les son favorables. 
Tambien son dignas de fijar mucho la atencion 
las prescripciones contenidas en los capítulos 3. 0 
 y 4.0 de la ley de 1870, porque especifican toda la 
penalidad en que pueden incurrir los funcionarios 
de cualquier clase que intervienen en las elecciones, 
así como las arbitrariedades, abusos y desórdenes á 
que pueden dar motivo. 
II. 
LEY ELECTORAL PARA DIPUTADOS .A CORTES.-SANCION PENAL. 
JURISPRUDENCIA. 
En esta ley está comprendido cuanto se refiere á 
la eleccion de Diputados á Córtes, y contiene al 
mismo tiempo todo lo relativo á la sancion penal, 
por lo que no ofrece duda alguna esta materia. Hé 
aquí la 
Ley electoral para Diputados á Córtes, de 28 de Diciembre de 1878. 
TITULO PRIMERO 
De los distritos electorales. 
Articulo 1.0 Los Diputados á Córtes serán nom-
brados directamente por los electores en las juntas 
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ó Colegios electorales de los distritos en que para 
este objeto será distribuido el territorio de la Monar-
quía, con arreglo á las disposiciones de esta ley; 
pero despues de nombrados y admitidos en el Con-
greso, los Diputados representan individual y colec-
tivamente á la Nacion. 
Art. 2.° Cuando sean conocidos los resultados 
del último censo de la poblacion, una ley especial, 
tomando por base el límite máximo que sefiala la 
Constitucion, fijará la division y demarcacion defi-
nitiva de todos los distritos electorales de la Monar-
quía y de las secciones en que cada uno se ha de 
subdividir para las votaciones. 
Mientras no se promulgue esta ley definitiva, 
continuará rigiendo como provisional la division de 
distritos actualmente establecida, con las modifica-
ciones siguientes: 
l.a La villa de Madrid, con la demarcacion de 
su jurisdiccion municipal, formará un solo distrito, 
que nombrará ocho Diputados. 
2.a Barcelona, tambien con su rádio municipal, 
formará otro distrito que nombrará cinco Diputados. 
3.a De igual modo Sevilla, con todo el territorio 
comprendido en su actual distrito electoral, nombra-
rá cuatro Diputados. 
4.a Los actuales distritos electorales de Cádiz y 
San Fernando formarán juntos un solo distrito, que 
nombrará tres Diputados. 
5.a De igual modo los actuales distritos de Car-
tagena y Totana formarán uno solo, que nombrará 
tres Diputados. 
6.a Al actual distrito de Palma de Mallorca se 
 agregan los de Inca y Manacor para formar uno 
solo, que comprenderá todo el territorio de la isla y 
nombrará cinco Diputados. 
7.a Los distritos actuales de Jeréz de la Fronte- 
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ra, Sanlúcar de Barrameda y Arcos de la Frontera 
formaron uno solo, que nombrará tres Diputados. 
8.a Los distritos de Valencia, Málaga y Múrcia, 
con sus actuales demarcaciones, nombrarán tres Di-
putados cada uno. 
9.a Los tres distritos en que actualmente está 
dividida la isla de Tenerife no formarán más que 
uno solo, que nombrará tres Diputados. 
10.a Al distrito de Zaragoza se agrega el de Bor-ja con su actual demarcacion para formar uno solo, 
que nombrará tres Diputados. 
11.a De igual manera al distrito de Granada se 
agrega el de Santafé, y nombrará tres Diputados. 
12.a Nombrarán tambien tres Diputados cada 
uno de los nuevos distritos de Pamplona, Oviedo, 
Tarragona, Valladolid, Búrgos, Santander, Coruña, 
Lugo, Córdoba, Jaen, Alicante, Almería y Badajoz, 
cuyos respectivos territorios comprenderán los ac-
tuales distritos electorales que se les aplican en el 
estado siguiente: 
Nuevos distritos. 
Alicante 	  
Almería 
	  
Badajoz 	  
Búrgos 
	  
Córdoba. 	  
Coruña 	  
Jaen 	  
Lugo. 	  
Oviedo. 	  
Pamplona.. 
	  
Santander 
	  
Tarragona 
	  
Valladolid 	  
Alicante, Elche, Monóvar. 
Almería, Canjayar, Jergal. 
Badajoz, Jeréz de los Caballeros, Zafra. 
Búrgos, Villadiego, Briviesca. 
Córdoba, Montoro, Pozoblanco. 
Corufia, Carballo, Carral. 
Jaen, Alcalá la Real, Andújar. 
Lugo, Villalva, Sarria. 
Oviedo, Lena, Laviana. 
Pamplona, Olza, Baztán. 
Santander, Torrelavega, Villacarriedo. 
Tarragona, Reus, Falset. 
Valladolid, Peñafiel, Rioseco. 
Distritos actuales. 
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Art. 3. 0 Todos los demás distritos nombrarán un 
solo Diputado por cada uno, y así estos como los 
comprendidos en el artículo anterior tendrán la de-
nominacion del pueblo de su capital. 
Art. 4.° Cada distrito electoral será subdividido 
en las secciones que sean necesarias para facilitar á 
los electores la votacion, procurando que cada una 
de estas secciones no comprenda ménos de 100 elec-
tores ni más de 500 en los distritos rurales, 6 1.000 
en los urbanos. En la misma ley que ha de fijar 
la division definitiva de los distritos electorales se 
determinará la subdivision de los mismos en sec-
ciones, con designacion precisa de las respectivas 
demarcaciones y de los pueblos 6 puntos de capita-
lidad de unos y otras. 
Art. 5.° Hasta que se promulgue la ley de divi-
sion y subdivision definitivas de los distritos á que 
se refieren los artículos precedentes, continuarán las 
secciones segun se hallan establecidas actualmente. 
Art. 6.° Sólo por medio de una ley se podrá au-
mentar el número de Diputados que á un distrito 
electoral corresponda nombrar cuando el acrecenta-
miento de su poblacion lo requiera. Tampoco se po-
drá, sino por medio de una ley, variar la demarca-
cion y capitalidad de los distritos y de sus secciones. 
TITULO II. 
De los Diputados. 
Art. 7.° Son condiciones indispensables para 
ser admitido como Diputado en el Congreso, las si-
guientes: 
l.a Reunir las calidades requeridas en el artícu-
lo 29 de la Constitucion, en el dia en que se verifi-
que la eleccion en el distrito electoral. 
2.a Haber sido elegido y proclamado electo en 
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un distrito electoral, 6 en el Congreso, con arreglo á 
las disposiciones de esta ley y á las del Reglamento 
del mismo Cuerpo. 
3.a No estar inhabilitado por cualquier motivo 
de incapacidad personal para obtener el cargo. 
Art. 8 0 Están personalmente incapacitados para 
ser admitidos como Diputados, aunque hubiesen 
sido válidamente elegidos, los que se hallaren en al-
guno de los casos siguientes: 
1.0 Los que por sentencia firme de Tribunal 
competente hayan sido condenados á las penas; 
como principales ó accesorias, de inhabilitacion per-
pétua absoluta 6 especial para derechos políticos 6 
cargos públicos, aunque hubiesen sido indultados, a 
no haber obtenido antes de la eleccion rehabilitacion 
personal por medio de una ley. 
2.0  Los que por igual sentencia hayan sido con-
denados á cualquiera de las penas que el Código pe-
nal clasifica como aflictivas, si no hubieran obtenido 
legalmente rehabilitacion dos arios por lo ménos an-
tes de la eleccion. 
3.0 Los que habiendo sido condenados por sen-
tencia firme en causa á cualquiera de las otras pe-
nas establecidas por el Código penal, no acreditaren 
haber cumplido la condena antes de la presentacion 
en el Congreso del acta de su eleccion. 
4.° Los que por incapacidad física 6 moral, 6 por 
sentencia penal, se hallaren en estado de interdiccion 
civil. 
5.° Los concursados 6 quebrados no rehabilita-
dos conforme a la ley, y que no acrediten, documen-
talmente haber cumplido todas sus obligaciones. 
6.0 Los deudores á fondos públicos como segun-
dos contribuyentes. 
7.0 Los contratistas de obras 6 servicios públi-
cos de cualquiera clase, quo se costeen con fondos 
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del Estado 6 tengan por objet5 la recaudacion de 
rentas públicas, y los que de resultas de tales con-
tratas tengan pendientes contra el Gobierno recla-
maciones de interés propio. 
Esta incapacidad será extensiva a los fiadores y 
consócios de los contratistas. 
Art. 9. 0 Tambien están incapacitados para sér 
admitidos como Diputados por los votos que hubie-
sen obtenido en los distritos respectivos, los que se 
hallaren en alguno de los casos siguientes: 
1.0 Los empleados de Real nombramiento, con 
relacion á los distritos ó provincias donde ejercie-
ren su empleo. 
2." Los funcionarios de provincia d de otras de-
marcaciones, aunque su nombramiento proceda de 
eleccion popular, que individual 6 colectivamente 
ejerzan autoridad, mando civil 6 militar, ó jurisdic-
cion de cualquiera clase, con relacion á los distritos 
sometidos en todo ó en parte á su autoridad, man-
do 6 jurisdiccion. 
3.° Los Ingenieros de caminos, montes y minas, 
con relacion á los distritos 6 provincias donde ejer-
cieren sus cargos por comision del Gobierno. 
4-° Los que hubiesen presidido la mesa electo-
ral, con relacion á la seccion de su presidencia. 
5.° Los que se hallaren en el caso 7.° del artícu-
lo 8.0, por obras 6 servicios de cualquiera clase, de 
interés provincial 6 municipal, con relacion á las 
provincias 6 distritos interesados en dichas obras ó 
seriicios. 
La incapacidad determinada en el caso 1. 0 de 
este artículo no alcanzará á los empleados de la 
Administracion central. 
La determinada en el caso 2. 0 se entenderá en 
cuanto á las Diputaciones provinciales limitada á 
los Presidentes de las mismas y á los individuos 
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que compongan la Comision permanente, respecto 
 á los votos de toda la provincia, y relativamente á 
los Ayuntamientos, á los Alcaldes y Tenientes de 
 
Alcalde, respecto á los votos del Municipio.  
Art. 10. La incapacidad relativa que se estable-
ce en el articuló anterior subsistirá hasta un a(io 
despues de que hubiere cesado por cualquiera cau-
sa el motivo que la produce, á no ser que recaiga  
en persona que durante este término haya ejercido  
el cargo de Diputado á Córtes por el mismo distrito.  
Art. 11. En cualquier tiempo en que un Diputa-
do se inhabilitare, despues de admitido en el Con-
greso, por alguna de las causas enumeradas en el  
artículo 8. 0, se declarará su incapacidad y perderá  
inmediatamente el cargo.  
Art. 12. Los que estén ya en posesion del cargo  
de Diputado á Córtes, no podrán ser admitidos en  
el mismo Congreso por virtud de una eleccion par-
cial, si no lo hubiesen renunciado antes de la con-
vocacion del distrito para dicha eleccion parcial.  
Art. 13. El cargo de Diputado á Córtes es gra-
tuito y voluntario, y se podrá renunciar antes y  
despues de haberlo jurado; pero la renuncia no po-
drá ser admitida sin aprobacion prévia del acta de  
la eleccion por el Congreso.  
TÍTULO III. 
De loe electores y del censo electoral. 
 
CAPÍTULO PRIMERO. 
De los electores. 
 
Art. 14. Sólo tendrán derecho á votar en la 
 eleccion de Diputados á Córtes los que estuvieren 
inscritos como electores en las listas del censo elec-
toral vigente al tiempo de hacerse la eleccion. 
^ 
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Art. 15. Tendrá derecho á ser inscrito como 
elector en las listas del censo electoral de la seccion 
de su respetivo domicilio, todo español de edad de 
veinticinco años cumplidos, que sea contribuyente 
dentro ó fuera del mismo distrito, por la cuota míni-
ma para el Tesoro de 25 pesetas anuales por con-
tribucion territorial, ó de 50 por subsidio industrial. 
Para adquirir el derecho electoral ha de pagarse 
la contribucion territorial con un año de antelacion, 
y el subsidio industrial con dos años. 
Art. 16. Para computar la contribucion á los 
que pretendan el derecho electoral, se considerarán 
como bienes propios: 
1.0 Con respecto á los maridos, los de sus muje-
res mientras subsista la sociedad conyugal. 
2.0 Con respecto á los padres, los de sus hijos de 
que sean legítimos administradores. 
3.0 Con respecto á los hijos, los suyos propios 
de que por cualquier concepto sean sus madres usu-
fructuarias. 
Art. 17. A los sócios de compañías que no sean 
anónimas se computará tambien la contribucion 
que paguen las mismas compañías, distribuida en 
proporcion al interés que cada uno tenga en la so-
ciedad, y no siendo éste conocido, por iguales partes. 
Art. 18. En todo arrendamiento 6 aparcería se 
imputarán para los efectos de esta ley los dos ter-
cios de la contribucion al propietario, y el tercio res-
tante al colono 6 colonos. 
Art. 19. Tambien tendrán derecho á ser inscri-
tos en las listas como electores, siempre que hayan 
cumplidos veinticinco años: 
1.' Los individuos de número de las Reales Aca-
demias Española, de la Historia, de San Fe rnando, 
de Ciencias exactas físicas y naturales, de Ciencias 
morales y políticas, y de Medicina. 
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2.° Los indivíduos . de los Cabildos eclesiásticos 
y los curas párrocos y sus tenientes 6 coadjutores. 
3.° Los empleados activos de todos los ramos de 
la Administracion pública, de las Córtes, de la Casa 
'Real, de las Diputaciones y Ayuntamientos, que go-
cen por lo ménos 2.000 pesetas anuales de sueldo, 
y los cesantes y jubilados, sea cualquiera su haber 
por este concepto, y los Jefes de Administracion ce-
santes, aun cuando no tuvieran haber alguno. 
4.° Los Oficiales generales del ejército y armada 
exentos del servicio, y los Jefes y Oficiales militares y 
marinos'retirados con goce de pension por esta cua-
lidad, 6 por la cruz pensionada de San Fernando, 
aunque sean de la clase de soldado. 
5.° Los que llevando dos años de residencia por 
lo ménos en el término del Municipio, justifiquen su 
capacidad profesional 6 académica por medio de 
título oficial. 
6.0 Los pintores 6 escultores que hayan obtenido 
premio de primera 6 segunda clase en las Exposicio-
nes nacionales ó internacionales. 
7.° Los Relatores 6 Secretarios de Salay Escriba-
nos de cámara de los Tribunales Supremos y supe-
riores, y los Notarios y Procuradores, Escribanos de 
Juzgados y Agentes colegiados de negocios que se 
hallen en los mismos casos que los del párrafo 
quinto. 
8.° Los Profesores y Maestros de cualquiera en-
señanza costeada de fondos públicos. 
9.° Los Maestros de primera 'y segunda enseñan-
za que tengan título. 
Art. 20. No podrán ser electores los que se halla-
ren en cualquiera de los casos expresados en los 
párrafos primero, segundo, tercero, cuarto, quinto 
y sexto del art. 8.° 
Leg. pen, esp. 10 
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CAPÍTULO. II. 
   
Del modo de adquirir y perder el derecho electoral. 
Art. 21. Al tiempo de promulgarse esta ley se 
formarán las listas electorales con arreglo á ella, y 
así formadas constituirán el censo electoral perma-
nente. 
Art. 22. Publicadas las listas, el derecho electo-
ral y la consiguiente inscripcion en el censo, solamen-
te podrán obtenerse y perderse por virtud de decla-
racion judicial, hecha á instancia de parte legítima 
por los trámites establecidos en esta ley. 
Art. 23. Para hacer esta declaracion son compe-
tentes, con exclusion de todo fuero, los Jueces de pri-
mera instancia de los partidos judiciales comprendi-
dos en el distrito en cuyas listas haya de hacerse la 
inclusion 6 exclusion del elector. 
Art. 24. La accion para reclamar la inclusion 6 
exclusion de los electores en las listas de cada dis-
trito será popular entre los electores ya inscritos en 
ellas, quienes, lo mismo que los propios interesados, 
podrán ejercitarla en cualquier tiempo. 
Art. 25. En los expedientes judiciales sobre in-
clusion 6 exclusion de electores en las listas, será 
oido siempre el Ministerio fiscal. 
Art. 26. No se admitirá ni dará curso á ninguna 
demanda de inclusion que no se presente acompaña-
da de justificacion documental del derecho que se 
pida. Esta justificacion deberá ser comprensiva de 
las tres calidades de edad, contribucion 6 capacidad 
y vecindad en el pueblo respectivo. 
Art. 27. Admitida la demanda, mandará el Juez 
que se publique la pretension por édictos que se fija-
rán en los sitios acostumbrados del pueblo cabeza 
de partido y en los del domicilio de las personas 
  
ti 
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cuya inscripcion se solicite, y se anunciará en el 
Boletin oficial de la provincia. 
Art. 28. Dentro del término de veinte dias, con-
tados desde la fecha del Boletín oficial en que se hu-
biese insertado el anuncio, podrán presentarse en 
oposicion á la inclusion los mismos interesados si 
no fuesen los demandantes, 6 cualquier elector. 
Art. 29. Espirado el término del artículo ante-
rior sin que se haya presentado nadie en oposicion, 
se pasará el, expediente - al Ministerio fiscal, que lo 
devolverá con su dictámen á los tres dias. 
Art. 30. En el caso del artículo anterior, si el 
Ministerio fiscal no se opusiere á la demanda, dic- 
tará el Juez, dentro de veinticuatro horas, sentencia 
definitiva razonada declarando 6 negando el dere-
cho electoral solicitado. Esta sentencia será apela-
ble en ambos efectos , y si no se apelare, quedará 
el fallo ejecutoriado sin necesidad de ninguna de-
claracion,. y  se procederá á ejecutarlo inmediata-
mente. 
Art. 31. Si dentro del término del art. 28 se pre-
sentare alguno oponiéndose á la demanda, 6 en el 
caso del art. 29 se opusiere el Ministerio fiscal, se 
dará inmediatamente copia del escrito de oposicion 
a la parte actora, y mandará el Juez convocar a las 
partes á juicio verbal, que se celebrará lo más tarde 
cinco dias despues de fenecido dicho término, y al 
cual podrá asistir con aquellas un hombre bueno 6 
defensor con cada una para sostener sus derechos. 
Art. 32. De este juicio, que podrá durar hasta 
res dias y en que poylrán admitirse nuevas justifi-
caciones que no sean de testigos, se extenderá la 
oportuna acta, que suscribirán con el Juez las partes 
6 sus defensores y el Escribano. Los nuevos docu-
mentos que se presentaren se unirán al expediente 
originales 6 en testimonio concertado con ellos. 
a : 
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Art. 33. Concluido el juicio verbal, y dentro del 
siguiente dia, el Juez dictará sentencia, que será 
apelable como en el caso del art. 30. 
Art. 34. Cuando hubiere oposicion á la deman-
da, el Ministerio fiscal solamente será oido despues 
del juicio verbal, para lo cual se le pasarán los 
autos, que devolverá con dictámen escrito dentro de 
tres dias, y la sentencia se dictará en el inmediato 
siguiente al de la devolucion del expediente. 
Art. 35. Si un elector inscrito en las listas de un 
distrito electoral trasladase su vecindad á otro dis-
trito 6 á diferente seccion, le bastará para ser ins-
crito en las listas del nuevo domicilio acreditar éste 
documentalmente y que estaba inscrito en las cor-
respondientes á la seccion de su anterior vecindad; 
pero se admitirá prueba en contrario si hubiere 
oposicion de parte legítima. 
Art. 36. Si la demanda fuere de exclusion, de-
berá acompañarla tambien, para ser admisible, jus-
tificacion documental negativa del concepto por que 
figure en las listas el elector, 6 afirmativa respecto 
á las circunstancias que producen incapacidad con 
arreglo al art. 20. 
Art. 37. Admitida en este caso la demanda, se-
guirá los trámites que quedan prescritos para las de 
inclusion; pero además de la publicacion prevenida 
por el art. 28, serán siempre citados personalmente 
los electores cuya exclusion se solicite. Esta citacion 
se hará por cédula acompañada de copia literal de 
la demanda y su documentacion en la forma dis-
puesta por los arts. 22 y 228 de la ley de Enjui-
ciamiento. civil, cuya entrega se hará en el domi-
cilio en que el interesado resulte inscrito en las 
listas. 
A éste 6 á cualquiera otro elector que se presente 
a sostener su derecho le bastará justificar la calidad 
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6 circunstancia determinada que en la demanda y 
en su comprobacion se le niegue, y sobre este punto 
resolverá el Juez en su sentencia. 
Art. 38. El que haya sido excluido de las listas 
del censo electoral por alguna de las causas expresa-
das en el art. 20, no podrá volver ser inscrito en 
las del mismo ni en las de otro distrito sin que acre-
dite haber recobrado con posterioridad á su exclu-
sion la aptitud necesaria para ser elector. 
Art. 39. No se podrán tcumular en una misma 
demanda reclamaciones de inclusion y exclusion. 
Art. 40. Las apelaciones á que se refieren los ar- 
tículos 30 y 33 se interpondrán dentro del término 
de tres dias desde la notificacion de la sentencia, y 
serán admitidas de plano, remitiéndose los autos 
originales á la Audiencia del territorio con prévia 
citacion de las partes para que comparezcan en el 
Tribunal dentro del término de quince dias; la apela-
cion podrá interponerse en la misma diligencia de 
notificacion. 
Art. 41. Estas apelaciones se sustanciarán en la 
forma y por los trámites prescritos para la de los in-
terdictos posesorios por los artículos 760 y siguien-
tes de la ley de Enjuiciamiento civil, pero sin formar 
apuntamiento y oyendo ante todo al Ministerio fis-
cal, á quien al efecto pasarán los autos luego que se 
persone el apelante, para que emita su dictamen es-
crito dentro de tres dias. 
Art. 42. En la instancia de apelacion podrá tam-
bien alegarse nulidad de la sentencia apelada por 
haberse faltado en la primera á alguno de los trá-
mites prescritos en esta ley; y si el Tribunal estima-
re la nulidad, mandará reponer los autos al estado 
que tenian cuando se cometió la infraccion, con im-
posicion de las costas al Juez si apareciere culpable 
de la falta. 
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Art. 43. Contra el fallo definitivo de la Audien-
cia no se dará recurso alguno. 
Art. 44. Todos los términos fijados en los ar-
tículos que preceden son improrogables, y en ellos 
no se contarán los dias en que no pueden tener lu-
gar actuaciones judiciales; pero sí los de las vacacio-
nes de los Tribunales, que no obstarán al curso y fa-
llo de estos expedientes. ' 
Art. 45. En ellos podrán las partes ser represen-
tadas por Procurador; pero en este caso, si el Procu-
rador representante no fuere elector en el distrito 6 
seccion, deberán ser designadas nominalmente en 
el poder las personas cuya inclusion 6 exclusion 
haya de solicitarse, y no podrá hacerse la demanda 
extensiva á otras. 
Art. 46. Todas las actuaciones de estos expedien-
tes judiciales, y el papel que en ellos se use, serán 
de oficio. 
Art. 47. Todas las cuestiones de procedimiento 
que no tengan resolucion expresa en los artículos 
que preceden, se decidirán por las reglas generales 
de susta ileiacion de la ley de Enjuiciamiento civil. 
Art. 48. Ejecutoriada que sea la sentencia defi-
nitiva, se dará testimonio literal de ella á las perso-
nas interesadas que lo pidan, y sin perjuicio , se pa-
sará desde luego oficialmente otro testimonio igual 
para que conste y tenga efecto el fallo en el registro 
del censo electoral, al Gobernador de la provincia, 
quien acusará el recibo inmediatamente y dispondrá 
en su caso que se haga á su tiempo la inscripcion 
correspondiente en las listas respectivas. 
CAPÎTULO III. 
Formation y rectificacion anual del Censo electoral. 
Art. 49. En la Secretaria municipal del pueblo 
cabeza de cada distrito electoral se abrirá un libro 
^ 
1 
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titulado Registro del Censo electoral, dividido en tans 
tas partes cuantas fueren las secciones en que esté 
dividido., el distrito con arreglo á las disposiciones 
de esta ley. 
Cada una de estas partes del Registro tendrá - el 
rótulo siguiente: «Registro del Censo electoral del 
distrito de... (el nombre), seccion primera... (el nom-
bre),» y así sucesivamente, con la numeracion cor-
relativa de todas las secciones. 
Art. 50. En cada una de estas secciones se ano-
tarán por órden alfabético de los apellidos los nom-
bres de todos los electores correspondientes á la 
misma, en dos listas separadas, que comprenderán: 
La primera, los electores que lo sean como con-
tribuyentes con arreglo al art. 15. 
La segunda, los electores que lo sean en concepto 
de capacidad con arreglo al art. 19. 
Cada una de estas listas estará dividida en cuatro 
columnas verticales para anotar: 
En la primera el nombre y apellidos paterno y 
materno del elector. 
En la segunda el concepto de su derecho electoral. 
En la tercera se determinará el punto donde sea 
contribuyente 6 adquiriera - el título profesional aca-
démico. 
En la cuarta su domicilio dentro de la seccion. 
Art. 51. Estas listas constituyen el Censo electoral 
del distrito; y los libros del Registro, como protocolo 
6 matricula del mismo, estarán bajo la inmediata 
inspeccion de una Comision permanente, que se de-
nominará Comision inspectora del Censo electoral, com-
puesta del Alcalde Presidente y de cuatro electores 
nombrados por el Ayuntamiento del puéblo cabeza 
del distrito, los cuales se renovarán por mitad cada 
dos atios y serán personalmente responsables con el 
Secretario municipal, que lo será tambien de la Co- 
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mision, de todas las faltas que se cometieren en la 
formalidad y exactitud de los asientos. Cada Conce-
j al solamente podrá nombrar la mitad de los que 
hayan de ser elegidos. 
Art. 52. Todo elector que varíe de domicilio 
dentro de cada distrito y de cada seccion electorales, 
lo participará por escrito á la Comision inspectora del 
Censo, dejando nota de su nueva morada en la Se-
cretaría para los efectos consiguientes en la rectifi-
cacion inmediata de las listas. 
Art. 53. ,Las listas del Censo electoral así forma-
das tendrán por cabeza la indicacion del año en que 
han de regir, y al pié la certificacion que firmarán 
todos los individuos de la Comisión inspectora con 
su Secretario el dia 1. 0 de Enero de cada año, re-
dactada en los términos siguientes: 
(Las listas que preceden comprenden, sin omi-
sion ni adicion alguna, los nombres de todos los 
electores para Diputados á Cortes de este distrito 
segun los datos auténticos remitidos á esta Comi-
sion hasta esta fecha; y de su exactitud certifican 
los infrascritos. (Fecha y firmas.), 
Art. 54. En cuadernos separados de los libros 
del Registro, que se denominarán de Alta y Baja del 
Censo electoral, correspondiendo uno á cada seccion, 
se anotarán sucesivamente con el Orden y clasifica-
cion convenientes, los nombres: 
1.0 De los electores inscritos en las listas del 
censo que hubiesen fallecido, con referencia á los 
estados del Registro civil. 
2.° De los que hubiesen perdido legalmente su 
domicilio dentro del territorio del distrito, con refe-
rencia á los padrones de la respectiva Municipali-
dad y á las notas de aviso de los interesados, si las 
hubiere. 
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3.° De los que hubieren sido incapacitados 6 
mandados excluir de las listas, con referencia á las 
ejecutorias procedentes de los Juzgados compe-
tentes. 
4.° De los nuevos electores mandados inscribir 
por sentencia judicial, tambien con igual referencia. 
Art. 55. El dia 1.0 de Diciembre de cada año 
se publicarán por edictos en todos los Ayuntamien-
tos de cada seccion electoral y se insertarán en el 
Boletín oficial de la provincia las anotaciones de 
Alta y Baja del Censo que se hubiesen hecho duran-
te el año, con arreglo al art. 54, para todo el dis-
trito. 
Art. 56. Hasta el dia 10 del mismo mes de Di-
ciembre admitirá la Comision inspectora las recla-
maciones que se hicieren por cualquiera elector ins-
crito en las listas vigentes, 6 por los interesados en 
las anotaciones de alta y baja publicadas, contra la 
exactitud de las mismas, y las resolverá de plano, 
con vista de sus antecedentes en la Secretaría, noti-
ficando en el acto sus resoluciones á los reclamantes. 
Art. 57. Estos podrán hasta el dia 20 del pro-
pio mes acudir ea queja de las decisiones de la Co-
mision al Juzgado compétente, quien resolverá en 
definitiva bajo su responsabilidad personal sobre la 
reclamacion, en vista del expediente que aquella le 
remitirá con el recurso, y de sus antecedentes si los 
hubiere en el mismo Juzgado, y su resolucion se 
hará saber tambien desde luego á la parte recla-
mante y se comunicará con devolucion del expe-
diente á la Comision inspectora para que se ajuste 
á ella. 
Para conocer de estos recursos serán competen-
tes en primer término los Juzgados de donde proce-
dan las ejecutorias a que se refieran las anotaciones 
publicadas; á falta de éste, el del pueblo cabeza del 
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distrito electoral; y en donde hubiese más de un 
Juzgado, el Decano. 
Art. 58. Con arreglo al resultado de las opera-
ciones prevenidas por las disposiciones que prece-
den, serán rectificadas las listas de electores de cada 
distrito, y así rectificadas, se inscribirán en el Regis-
tro del Censo electoral en la forma dispuesta por los 
artículos 49 y 50. 
Art. 59. Dentro de los ocho primeros dias del 
mes de Enero de cada aíro se publicarán impresas, 
y se insertarán además por suplementos en el Bole-
tin oficial de la provincia, las listas del Censo electoral 
de cada distrito así ultimadas, y se comunicarán á 
las secciones de diferente demarcacion municipal 
las copias respectivas certificadas por el Secretario 
de la Comision inspectora, con el V.o B. 0 del Presi-
dente. 
Art. 60. Las listas electorales, así rectificadas y 
publicadas, serán definitivas y regirán hasta la nue-
va rectificacion anual. 
Art. 61. Las listas ultimadas en Noviembre de 
1877 servirán de base para los trabajos de las que 
han de formarse tan luego como esta ley sea sancio-
nada y publicada. 
Estas listas se inscribirán en el libro del Censo, y 
sobre ellas recaerá la primera rectificacion, que ha-
brá de hacerse con arreglo 4.1a  presente ley en 1. 0 de 
Diciembre próximo. 
TITULO IV. 
Procedimiento electoral. 
CAPÍTULO PRIMERO. 
Constitution de los Colegios electorales. 
Art.  62. Diez dias por lo ménos antes del sefla-
lado para la election, el Ayuntamiento del pueblo 
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cabeza de cada seccion anunciará por medio de edic-
tos, que se publicarán entodos los pueblos de la 
misma seccion, la designacion del edificio en que se 
ha de constituir el Colegio electoral, convocando á 
los electores para que concurran allí a votar. En los 
distritos que no comprendan más que un solo Ayun-
tamiento, éste hará la designacion y convocatoria 
indicadas para todas y cada una de las secciones en 
un solo edicto, con igual publicidad. Con la misma 
antelacion se expondrán al público las listas vigen-
tes de los electores de la seccion. 
Art. 63. Las votaciones se harán en cada sec-
cion bajo la presidencia del Alcalde del Ayunta-
miento cabeza de la misma asociado del número de 
 Interventores que corresponda, los cuales serán nom-
brados directamente por los electores y constituirán 
con el Presidente la mesa electoral. 
Cuando un distrito municipal comprenda más de 
una seccion electoral, los Tenientes de Alcalde y 
Concejales por su 6rden presidirán las mesas que no 
pueda presidir el Alcalde. 
Art. 64. La designacion de los Interventores 
para cada mesa electoral se 'hará por escrito en cé-
dulas que firmarán los electores de las respectivas  ' 
secciones que quieran suscribirlas, 6 por medio de 
actas notariales extendidas en papel de oficio y au-
torizadas por Notario del Colegio del mismo terri-
torio. 
En cada una de estas cédulas y actas no se po-
drá proponer para Interventores más que á dos per-
sonas; y si resultaren más de dos los designados, 
sólo se tendrá por propuestos á los dos primeros.  
Tambien se podrá designar en cada cédula 6 acta  á 
dos Suplentes para reemplazar álos Interventores en 
ellas propuestos que por cualquier motivo no pudie-
ran ejercer el cargo. Tanto los Interventores como 
* .^ 
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los Suplentes han de ser precisamente electores de 
la misma seccion y saber leer y escribir. 
Las cédulas se redactarán con arreglo al siguien-
te modelo. 
Seccion de... 
Los que suscriben proponen para Intervento-
res de la mesa electoral de esta seccion á los electo-
res de la misma siguientes: 
Don... 
Don... 
Tambien proponen para Suplentes á 
Don... 
Don... 
(Fecha y firmas.» 
A continuacion podrán las personas designa-
das para Interventores y Suplentes declarar bajo su 
firma que aceptan los cargos. 
Las actas notariales se extenderán en la forma 
ordinaria con arreglo á las leyes y con la misma es-
pecificacion que queda prevenida para las cédulas. 
Art. 65. Dos de los electores que suscriban 
la propuesta rubricarán en la margen todas las ho-jas de la cédula, y firmarán sobre el pliego cerrado 
en que han de presentarla, esta manifestacion: 
Seccion de 
Respondemos de la autenticidad de las firmas de 
la propuesta contenida en este pliego. (Fecha.» 
Sin esta garantía no será admisible el pliego. 
Las actas notariales serán tambien presentadas 
en pliego cerrado, en cuyo sobre, lo mismo que en 
el texto del acta, el Notario que las autorice dará fé 
de conocimiento de todos y cada uno de los electo- 
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res que en ellas figuren como concurrentes á la 
propuesta, aunque no la suscriban por no saber es-
cribir, y será personalmente responsable de la ver-
dad de la misma propuesta. 
Art. 66. El domingo inmediato anterior al se-
ñalado para la eleccion, á las once en punto de la 
mañana, la Comision inspectora del Censo electoral se 
constituirá en sesion pública, bajo la presidencia sin 
voto del Juez á quien corresponda, con arreglo a lo 
dispuesto en el art. 98 de esta ley; en el local desti-
nado para la instalacion del Colegio de la cabeza 
del distritó; y en el acto, y no antes, serán recibidos 
y depositados sobre la mesa con el debido órden 
por secciones, los pliegos de las propuestas para In-
terventores que, segun lo ,dispuesto en  el , artículo 
anterior, fueren entregados pon los electores. 
Art. 67. A las doce en punto del mismo dia 
 anunciará el Presidente que se va á proceder la
apertura de los pliegos presentados, y tendrá ésta 
efecto empezando por los de la cabeza del distrito y 
siguiendo por los de las secciones, segun el órden 
de su numeracion correlativa. El Presidente abrirá 
y leerá los pliegos, y el Secretario escribirá en el 
acta lo que de, ellos resultare. 
- Art. 68. Abiertos todos los pliegos de una sec-
cion, los nombres de las firmas que suscriban las 
cédulas y los de los electores que figuren como con- 
currentes en las actas notariales serán confrontados 
con los de la lista electoral correspondiente, y no se 
tomarán en cuenta para ningun efecto los de las 
personas que no resultaren inscritas en la misma 
lista, ni tampoco los de los electores que aparezcan 
concurriendo simultáneamente en diferentes pro- 
puestas; en cuyo caso se pasarán despues éstas al 
Tribunal competente para lo que proceda en j usti- 
cia. Hecha esta confrontacion, se consignarán en el 
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acta el número de pliegos abiertos y admitidos, los 
nombres de los Interventores y Suplentes designa-
dos en cada cédula ó acta notarial, y el número de 
los electores concurrentes á cada propuesta. 
Art. 69. Si el número total de los Interventores 
propuestos en los pliegos presentados y admitidos 
para una seccion fuere de cuatro 6 de seis con la 
aptitud requerida, se tendrán desde luego por nom-
brados, y serán proclamados en el acto todos los de-
signados. Si dicho número fuese mayor, sólo se ten-
drán por nombrados, y serán igualmente proclama-
dos, los seis que resulten con más votos en las pro-
puestas, y en caso de empate decidirá la suerte. 
Art. 70. Si en el dia y hora señalados en el ar-
tículo 66 no se presentase pliego alguno de pro-
puesta para una seccion, 6 el número total de los 
designados para Interventores no llegare á cuatro, 
la Comision inspectora, asociada de los ya designa-
dos si quisieren, completará dicho número con los 
Suplentes si los hubiere, 6 nombrando en otro caso 
libremente á cualesquiera electores de la misma 
seccion que reunan las condiciones de aptitud re-
queridas. 
Art. 71. Terminadas estas operaciones, los In-
terventores proclamados, cuya aceptacion no resul-
tare ya en las mismas propuestas, serán llamados 
para aceptar en el acto el cargo, obligándose á cum-
plirlo bien y fielmente; lo mismo harán los Suplen-
tes para en su caso y lugar. 
Si no estuvieren presentes, se les comunicará en 
el mismo dia su nombramiento, requiriéndoles con-
testacion dentro de otros dos dias de aceptar 6 no 
el cargo. 
Si alguno de los Interventores así nombrados no 
aceptare, 6 resultare destituido de las condiciones 
de aptitud requeridas, será reemplazado por el Su- 
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plente que corresponda, y á falta de Suplentes por 
cualquiera de los electores de la misma seccion que 
al efecto fuese designado por el otro Interventor pro-
puesto en la propia cédula 6 acta que el renuncian-
te 6 excluido; y si los excluidos 6 renunciantes fue-
sen los dos nombrados en un mismo pliego y no 
hubiese en él Suplentes, la mayoria de los indivi-
duos de la Comision inspectora, asociada de los 
otros Interventores si los hubiere, ya proclamados 
para la propia seccion, nombrará libremente á otros 
dos electores á quienes se comunicará esté nombra-
mieniq en la forma prevenida. 
Art. 72. El cargo de Interventor de las mesas 
electorales, despues de aceptado, es obligatorio. Si 
antes del dia de la elsccion se imposibilitare por 
cualquiera accidente imprevisto alguno de los In-
terventores para ejercer el cargo, será reemplazado 
en la forma dispuesta en el artículo anterior. 
Art. 73. Terminadas todas las operaciones pres-
critas en los artículos anteriores, se procederá sin 
levantar mano á redactar el acta, que suscribirán 
todos los individuos de la Comision inspectora con 
su Secretario, y en ella se insertarán en su caso las 
protestas y reclamaciones que se hubiesen hecho 
por los electores concurrentes y las resoluciones que 
sobre ellas deberá dictar de plano la misma Comi-
sion. Los autores de las reclamaciones firmarán 
tambien; si quisieren, el acta. 
El Presidente declarará acto continuo constitui-
dos los Colegios electorales de todas las secciones del 
distrito y citará á los Interventores nombrados para 
la hora en que habrán de empezar las votaciones 
para la eleccion, levantando en seguida la sesion, 
sin permitir que en ella se trate de asunto alguno 
fuera de los determinados en estas disposiciones. 
Art. 74. El acta original de esta sesion, con los 
r 
        
    
160 	 BIBLIOTECA JUDICIAL. 
   
   
pliegos y documentos á ella anejos, se archivarán 
en la Secretaría de la Comision inspectora del Censo 
electoral del distrito, y una copia literal certificada 
de la misma acta será, remitida inmediatamente por 
el Presidente a la Secretaría del Congreso de los 
Diputados. , 
Art. 75. Al mismo tiempo serán tambien remi-
tidas á los Ayuntamientos de lás cabezas de todas 
las secciones del distrito certificaciones parciales au-
torizadas por el Secretario con el V.° B.° del Presi-
dente de la Comision inspectora, en las cuales, con 
referencia á la misma acta, se designarán los Inter-
ventores nombrados para formar las respectivas me-
sas electorales. 
  
   
CAPÍTULO H. 
De las votaciones. 
Art. 76. En toda convocatoria para eleccion de 
Diputados á C6rtes, sea ésta general ó parcial, se 
señalará siempre un domingo para las votaciones. 
Art. 77. La votacion se hará simultáneamente 
en todas las secciones del distrito en el domingo de-
signado, comenzando a las ocho en punto de la ma-
ñana y continuando sin interrupcion hasta las cua-
tro de la tarde, en que se declarará definitivamente 
cerrada y comenzará el recuento de los votos emi-
tidos. 
Si por alteracion material y grave del 6rden pú-
blico no pudiese tener lugar en alguna seccion el 
dia señalado, se verificar, al tercero dia, ,anuncián-
dolo préviamente en todos los pueblos que compon-
gan la seccion, veinticuatro horas antes de la en que 
haya de empezar 'la votacion. 
Art. 78. Al efecto se instalará con la anticipa-
cion conveniente la mesa electoral de cada seccion 
en el local correspondiente. 
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Si á la hora prefijada no se hubiese presentado 
alguno de los Interventores 6 su Suplente, no será 
ésta razon para suspender la votacion, la cual co-
menzará y continuará con los individuos de la mesa 
presentes, sin perjuicio de la responsabilidad que 
incumba á los ausentes que no justificasen causa 
legítima de su ausencia antes de levantarse la se-
sion. 
En el caso de que faltaren . todos 61a mayor parte 
de los Interventores, el Presidente de la mesa com-
pletará su número nombrando libremente los que 
fueren necesarios entre los electores que se hallaren 
presentes. 
Art. 79. La votacion será secreta y se hará en la 
forma siguiente: 
El elector se acercará á la mesa, y dando su nom-
bre entregará por su propia mano al Presidente una 
papeleta de papel blanco, doblada, en la cual estará 
escrito 6 impreso el nombre del candidato á quien 
dé su voto para Diputado. El Presidente depositará 
la papeleta en la urna destinada al efecto, despues 
de certificarse en caso de duda, por el  examen que 
harán los Interventores de las listas del censo elec-
toral, de que en ellas está inscrito el nombre del vo-
tante, y dirá en alta voz: 'Fulano (el nombre del 
elector) vota., En todo caso el Presidente tendrá 
constantemente á la vista del público la papeleta 
desde el momento de la entrega hasta que la depo-
site en la urna. Dos de los Interventores anotarán en 
lista duplicada los nombres de los electores, nume-
rados por el órden con que vayan dando los votos. 
Art. 80. Cuando sobre la identidad personal del 
individuo que se presentare á votar como elector 
ocurriese duda por reclamacion que en el acto hicie-
re públicamente otro elector negándola, se suspen-
derá la admision de su voto hasta que al final de la 
Leg. pen. esp. 	 11 
t 
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votacion decida la mesa lo que corresponda sobre la 
reclamacion propuesta. 
Art. 81. La mesa, por mayoria de sus indivi-
duos, decidirá sobre la admision de los votos recla-
mados que hubiesen quedado en suspenso, segun 
lo dispuesto en el artículo anterior. En estas recla-
maciones será condicion necesaria para que pueda 
ser rechazado el voto de la persona reclamada, que 
se presente en el acto prueba suficiente de la recla-
macion. En todo caso se mandará pasar al Tribunal 
competente el tanto de culpa que resulte, para exi-
gir la responsabilidad criminal en que puedan in-
currir, así el que aparezca usurpador del estado y 
nombre ajenos, como el reclamante que hubiese he-
cho esta imputacion falsamente. 
Art. 82. A las cuatro en punto de la tarde 
anunciará el Presidente en alta voz que se va á cer-
rar la votacion, y ya no se permitirá á nadie entrar 
en el local. 
El Presidente preguntará si alguno de los electo-
res presentes ha dejado de votar. Se repetirá esta 
pregunta otra vez con intervalo de un minuto, ad-
mitiéndose los votos que se diesen en el acto, y una 
vez resueltas las reclamaciones á que. se refieren los 
dos artículos precedentes, si las hubiere, admitiendo 
los votos que la mayoria de la mesa decidiere deben 
ser admitidos, y en seguida los de los individuos de 
la mesa, que votarán los últimos, y se rubricarán 
por los Intérventores las listas numeradas de los vo-
tantes ú continuacion del último nombre en ellas 
inscrito. 
Art. 83. En seguida declarará el Presidente <cer-
rada la votacion, y se procederá al escrutinio, le-
yendo el mismo Presidente en alta voz las papeletas, 
que extraerá de la urna una por una, y confrontan-
do los Interventores el número de las papeletas así 
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leidas con 'el de los electores votantes anotados en 
las listas numeradas. 
Art. 84. En los distritos que no deban elegir 
más que un Diputado, cada elector no podrá escri-
bir en su papeleta más que el nombre de un solo 
candidato. 
En los distritos á que corresponda elegir tres Di-
putados, cada elector no podrá dar su voto más que 
á dos candidatos, pero en una sola papeleta. 
En los distritos que deban elegir cuatro 6 cinco 
Dipùtados, cada elector solo podrá dar su voto en 
la misma forma á tres candidatos á lo más. 
De igual manera solo podrá cada elector votar-en 
su papeleta á cuatro candidatos si -fueren seis los Di-
putados correspondientes al distrito; á cinco candi-
datos si fueren siete los Diputados, y á seis candi-
datos si fueren ocho los Diputados. 
Art. 85. Serán nulas y no se computarán para 
efecto alguno las papeletas en blanco, las que no 
fueren inteligibles y las que no contengan nombres 
propios de personas. 
Cuando alguna papeleta contenga varios nom-
bres en mayor número que el de los candidatos que 
deba votar cada elector, solo valdrá el voto para los 
que completen este número por el Orden en que es-
tén escritos en la papeleta, teniéndose por no escri-
tos los demás. 
Si no fuese posible determinar aquel Orden, será 
nulo el voto en totalidad. 
Art. 86. Cuando sobre el contenido de una pa- 
peleta leida por el Presidente manifestase duda al-
gun erector, tendrá éste derecho, si lo reclamare, á 
quesele permitaexaminarlaen el acto por sí mismo. 
Art. .87. Terminado el escrutinio, el Presidente 
anunciará en alta voz su resultado, especificando, 
segun las notas que habrán tomado los Intervento- 
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res, el número de papeletas leidas, el de los electo-
res que hubieren votado y  el de los votos que hu-biese obtenido cada candidato. 
Art. 88. En seguida se quemarán á presencia 
de los concurrentes las papeletas extraidas de la ur-
na; pero no serán quemadas las que se especifican 
en el artículo 85, ni las que hubiesen sido objeto de 
reclamacion por parte de algun elector, las cuales, , 
unas y  otras, se unirán originales al acta, rubricán dólas al dorso los Interventores, y se archivarán con 
ella para Tenerlas á disposición del Congreso en 
su dia. 
Art. 89. Concluidas todas las operaciones ante-
riores, el Presidente y los Interventores de la mesa 
firmarán el acta de la sesion, en la cual se expresa-
rá detalladamente el número de electores que ha-
ya en la seccion segun las listas del censo electoral, 
el de los electores que hubiesen votado, y el de los 
votos que hubiere obtenido cada candidato, y se 
consignarán sumariamente las reclamaciones y pro-
testas que se hubiesen hecho en su caso por los elec-
tores sobre la votacion 6 el escrutinio, y las resolu-
ciones motivadas que sobre ellas hubiere adoptado 
la mayoria de la mesa, con los votos particulares, 
si los hubiere, de la minoria de sus individuos. 
Esta acta, con todos los documentos originales á. 
que en ella se haga referencia y las papeletas de vo-
tacion reservadas segun el artículo anterior, será 
archivada en la Secretaría de la Comision inspec-
tora del Ceriso electoral del distrito, á cuyo Presi-
dente será remitida al efecto antes de las diez de la 
mañana del dia siguiente inmediato al de la vota-
cion. 
Art. 90. - Una copia literal del acta, autorizada 
por todos, los individuos de la mesa, será entregada 
el mismo dia de la votacion en la ,kdministracion 6 
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Estafeta de correos más cercana, en pliego cerrado 
y sellado, en cuya cubierta certificarán de su conte-
nido dos de los Interventores de la mesa, con el 
V.° B." de su Presidente. 
El Administrador del correo dará recibo, con ex-
presion del dia y hora en que le fué entregado el 
pliego, y lo remitirá inmediatamente certificado á 
la Secretaría del Congreso. 
Art. 91. Antes de disolverse la mesa electoral, 
designará uno de sus Intervbntores para concurrir, 
en representacion de la seccion, á la Junta de escru-
tinio general. 
Esta designacion se hará por la mayoria de los 
individuos de la mesa, y al designado se le dará la 
credencial correspondiente de su nombramiento, au-
torizada por el Presidente y dos de los Interven-
tores, y otra copia literal del acta de la sesion de 
votacion, igual á la remitida al Congreso á que se 
refiere el artículo anterior. 
Art. 92. Antes de las diez de la mañana del dia 
inmediato siguiente al de la votacion, se expondrán 
al público, fuera de las puertas del Colegio electoral, 
copias de las listas numeradas de los electores que 
hubieren votado y del resumen de los votos obteni-
dos por los candidatos. Estas copias serán certifica-
das por el Presidente y los Interventores de la me-
sa, y un duplicado de las mismas será remitido en 
 el propio dia al Gobernador de la provincia, quien 
mandará publicarla inmediatámente por suplemento 
en el Boletín oficial. 
Art. 93. Si alguno de los candidatos que hubie-
sen obtenido votos, 6 cualquier elector en su nom-
bre, requiriere certificacion de las listas y resúme-
nes á que se refiere el artículo anterior, se le dará 
sin demora por la mesa. 
Art. 94. El Presidente de la mesa tendrá dentro 
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del Colegio electoral autoridad exclusiva para con-
servar el órden, asegurar la libertad de los electores 
y mantener la observancia de esta ley. Las Autori-
dades locales podrán, sin embargo, asistir tambien 
y prestarán dentro y fuera del Colegio al Presidente 
los auxilios que éste les pida, y no otros. 
Art. 95. Sólo tendrán entrada en los Colegios 
electorales los electores del distrito, además de las 
Autoridades locales civiles y lbs auxiliares que el 
Presidente requiera. El Presidente de la mesa cui-
dará de que la entrada del Colegio se conserve siem-
pre libre y expedita á los electores. 
Art. 96. Nadie podrá entrar en el Colegio con 
armas, palo, ni baston ni paraguas, á excepcion de 
los electores que por impedimento notorio tuvieren 
necesidad absoluta de apoyo para acercarse á la 
mesa; pero éstos no podrán permanecer dentro del 
local más que el tiempo puramente necesario para 
dar su voto. El elector que infringiere este precepto, 
y advertido no se sometiere á las órdenes del Presi-
dente, será expulsado del local y perderá el derecho 
de votar en aquella eleccion, sin perjuicio de cual-
quiera otra responsabilidad que le incumba. Las au-
toridades podrán, sin embargo, usar dentro del Co-
legio del baston y demás insignias de su cargo. 
En ningun caso la fuerza de cualquier instituto 
militar podrá estar á la puerta del Colegio electoral, 
ni ménos podrá penetrar en éste sino en caso de 
perturbacion del órden público y requerida por el 
Presidente. 
CAPÍTULO III; 
De los escrutinios generales. 
Art.°97. El domingo inmediato siguiente al de 
la votacion, á las diez en punto de la mafiana, se 
instalará en sesion pública en el pueblo cabeza del 
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distrito electoral la Junta de escrutinio general para 
verificar el de los votos dados en todas sus seccio-
nes. Si por cualquiera causa imprevista de obstácu - 
 lo  insuperable no pudiera reunirse la Junta el do-
mingo designado, lo hará en el dià más inmediato 
que sea posible, prévio.sefialamiento que hará el 
Presidente,• notificándolo á los individuos de la Jun-
ta y anunciándolo con la publicidad conveniente. 
Art. 98. Será Presidente de la Junta de escruti-
nio general el Juez de primera instancia de la capi-
tal del distrito electoral, y donde hubiere más de 
uno, el Decano. En los distritos que comprenden 
dentro de su demarcacion más de una cabeza de 
partido judicial, presidirá la Junta de escrutinio, á 
falta del Juez de la capital, el más antiguo de los 
otros Jueces del mismo distrito. 
En ningun caso podrá ser reemplazado el Juez 
de primera instancia por un Juez municipal, aun-
que éste ejerciere accidentalmente su jurisdiccion. 
Si en algun distrito electoral no hubiere pueblo 
que sea cabeza de partido judicial, estuviere vacan-
te el cargo de Juez de primera instancia, 6 el que 
lo desempeña enfermo 6 ausente, el Presidente de 
la Audiencia designará uno del territorio de la mis-
ma que presida la Junta de escrutinio, y si no lo hu-
biere, un Promotor fiscal. 
Art. 99. Compondrán la Junta de escrutinio ge-
neral como Secretarios escrutadores, con voz y voto 
en sus deliberaciones: 
1.° Todos los individuos de la Comision inspec- 
tora del Censo electoral del distrito. 
2.° Uno de los Interventores por cada una de las 
mesas electorales de todas las secciones, segun la de-
signacion hecha por las mismas mesas, conforme á 
lo dispuesto en el art. 91. 
Art. 100. Cualquiera que sea el número de los 
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escrutadores presentes á la hora en que se debe ins-
talar la Junta, declarará ésta constituida el Presi-
dente, que en el acto designará cuatro de aquellos 
escrutadores para que funcionen como Secretarios 
de la misma. • 
Art. 101. Uno de éstos, de órden del Presiden-
te, dará ante todo lectura de las disposiciones de esta 
ley referentes al acto, y en seguida comenzarán las 
operaciones del escrutinio, computándose los votos 
dados en todas las secciones sucesivamente por el 
órden de su numeracion. 
Para esto se pondrán sobre la mesa por el Presi-
dente de la Comision inspectora del Censo electoral 
las actas originales que habrá recibido de las sec-
ciones, conforme á lo dispuesto en el art. 89, y 
el Presidente de la Junta dispondrá que se dé 
cuenta por uno de los Secretarios de los resúmenes 
de: cada votacion, tomando los otros Secretarios las 
anotaciones convenientes para el cómputo total 
y adjudicacion consiguiente de los votos escru-
tados. 
Art. 102. A medida que se vayan examinando 
las actas de las votaciones de las secciones, se po-
drán hacer y  se insertarán en el acta de escrutinio 
las reclamaciones y protestas á que hubiere lugar 
sobre la legalidad de dichas votaciones. Solamente 
los individuos de la Junta de escrutinio podrán ha-
cer estas reclamaciones y protestas. 
Art. 103. La Junta de escrutinio no podrá anu-
lar ningun acta-ni voto: sus atribuciones se limita-
rán á verificar sin discusion alguna el recuento de 
los votos emitidos en las secciones del distrito, ate-
niéndose estrictamente á los que resulten admitidos 
y computados por las resoluciones de las mesas 
electorales, segun las actas de las respectivas vota-
ciones; y si sobre este recuento se provocare alguna 
I 
i 
LEGISLACION PENAL ESPECIAL. 
	 169 
duda 6 cuestion, se estará á lo que decida la mayo-
ria de los individuos de la misma Junta. 
Art. 104. Terminado el recuento de votos de 
todas las secciones, se leerá en alta voz por uno de 
los Secretarios de la Junta el resúmen general de 
sus resultados, y el Presidente proclamará en el acto 
Diputados electos á los candidatos que aparezcan 
con mayor número de votos de los escrutados en 
todo el distrito hasta completar el número de los 
que al mismo distrito corresponda elegir. 
Art. 105. En casos de empate, el Presidente pro-
clamará Diputados presuntos á los candidatos empa-
tados, reservándose al Congreso la resolucion defi-
nitiva que segun las circunstancias del caso cor-
responda. 
Art. 106. De todo lo que ocurriere en la Junta 
de escrutinio se extenderá por duplicado acta deta-
llada, que suscribirán todos los individuos de la mis-
ma Junta que hubiesen asistido á la sesion. 
Uno de los ejemplares de esta acta formará con 
las de las votaciones de las secciones y los documen-
tos originales anejos á una y otros, el expediente de 
la eleccion del distrito, que se conservará en la Se-
cretaría de la Comision inspectora del Censo electo-
ral del mismo á disposicion del Congreso. 
El otro ejemplar del acta será elevado inmediata-
mente á la Secretaria del Congreso. 
Art. 107. Del acta de escrutinio general se ex-
pedirán certificaciones parciales en número igual al 
de log Diputados electos 6 presuntos proclamados. 
Estas certificaciones se limitarán á consignar en 
relacion sucinta el resultado de la eleccion con el 
resúmen del escrutinio general y la proclamacion 
del Diputado electo 6 presunto, y con indicacion 
precisa de las protestas 6 reclamaciones y sus reso-
luciones, si las hubiere, 6 de no haber habido nin- 
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guna en su caso. Estas certificaciones serán directa-
mente remitidas por el Presidente de la Junta á los 
candidatos proclamados, á quienes servirán de cre-
denciales de su eleccion para presentarse en el Con-
greso. 
Art. 108. Terminadas todas las operaciones de la 
Junta de escrutinio general, el Presidente la decla-
rará disuelta y concluida la eleccion, y mandará 
devolver donde corresponda todos los documentos 
á ella traidos. 
Art. 109. Las disposiciones de los artículos 94 
y siguientes son aplicables á las sesiones de las 
Juntas de escrutinio general. 
CAPÍTUL O IV. 
De las elecciones parciales. 
Art. 110. Solamente por acuerdo del Congreso 
se podrá proceder eleccion parcial de Diputado en 
uno 6 más distritos por haber quedado vacante su 
representacion en las Córtes. 
Art. 111. Para los distritos que con arreglo á 
esta ley deben elegir tres 6 más Diputados, sola-
mente se entenderá que hay vacante en su repre-
sentacion en las Córtes cuando por cualquiera causa 
faltaren dos por lo ménos de sus Diputados. 
En estos casos, si fuesen dos los Diputados que 
haya que elegir, no podrá cada elector votar más 
que á un solo candidato; y si fuesen más, se obser-
vará lo dispuesto en el art. 84. 
Art. 112. El Real decreto convocando á los Co-
legios electorales de uno 6 más distritos para elec-
cion parcial de Diputados á Córtes se publicará en 
la Gaceta de Madrid dentro de ocho dias, contados 
desde la fecha de la comunicacion del acuerdo del 
Congreso. En el mismo Real decreto se sefialará el 
.1 
dia en que ha de hacerse la eleccion, y no se podrá 
fijar este dia antes de los veinte, ni despues de los 
treinta, contados desde la fecha de la convocatoria. 
Art. 113. La eleccion parcial se hará en el dia 
sefialado, por los trámites y en la forma prescritos 
por esta ley para las elecciones generales. 
TITULO V. 
Presentacion de las actas ,y reclamaciones electo- 
rales ante el Congreso. 
Art. 114. El Congreso, en uso de la prerogativa 
• que le compete por el art. 34 de la Constitucion, 
examinará y juzgará de la legalidad de las elec-
ciones por los trámites que determine su Reglamen-
to, y admitirá como Diputados a los que resulten le-
galmente elegidos y proclamados en los distritos y 
con la capacidad personal necesaria para ejercer el 
cargo. 
Art. 115. Tambien serán admitidos y proclama-
dos Diputados por el Congreso los candidatos que, 
sin haberlo sido como electos por ningun distrito 
electoral, reclamen su admision fundados en haber 
obtenido en diversos distritos, y en eleccion general, 
votos en minoría 6 empate, respecto á cada distrito 
que acumulados den un total de 10.000 por lo me-
nos. El derecho de ser admitido Diputado por esta 
votacion acumulada estará limitado por las condi-
ciones siguientes: 
1.3 No podrá reclamar este derecho el candidato 
que ejerciere 6 hubiese ejercido en propiedad 6 co-
mision cualquier cargo público de Real nombra-
miento, incluso el de Ministro de la Corona, desde 
el dia de la convocatoria hasta el de la eleccion in-
clusive. 
2.a No serán acumulables en ningun caso para 
LEGISLACION PENAL ESPECIAL. 
	 171 
7l 
172 	 BIBLIOTECA JUDICIAL. , 
los efectos de este artículo los votos obtenidos en 
distritos a que corresponda elegir tres 6 más Dipu-
tados, ni tampoco los que se obtuvieren en elec-
ciones parciales, cualquiera que fuese el número de 
unos ú otros. 
3.a El candidato que pretenda este derecho ha 
de presentar su reclamacion en el Congreso en el 
término perentorio de treinta dial naturales despues 
de su constitucion definitiva. 
Pasado este término, no se admitirá , reclamacion 
alguna de esta clase. 0 
4.a Para admitir a un Diputado por el derecho 
que concede este artículo deberá preceder siempre 
la aprobacion por el Congreso de todas la s . actas de 
eleccion de que resulten los votos que se acumulen, 
y la aprobacion además especial de la computacion 
de los mismos votos acumulados segun el resultado 
de dichas actas. 
5.a No podrán ser admitidos por este concepto 
en cada Congreso más de 10 Diputados, haciéndose 
la proclamacion de los 10 que resultaren con mayor 
número de votos entre los que lo hubiesen solicita-
do dentro del plazo prefijado. 
Art. 116. En los casos de eleccion empatada, si 
uno solo de los candidatos empatados tuviese apti-
tud legal para ser Diputado, será proclamado y ad-
mitido desde luego una vez aprobada la eleccion. 
Tambien será admitido desde luego, y proclama-
do por el Congreso, el que resulte legalmente elegi-
do, si hubiese en el acta protestas que aparezcan justificadas contra la votacion del otro ú otros can-
didatos empatados. 
A-falta de estas diferencias, y en igualdad de to-
das las circunstancias, decidirá la suerte ante el 
Congreso quién ha de ser proclamado Diputado en-
tre los candidatos empatados; y si el empate fuese 
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de distrito á que solo corresponda elegir un Diputa-
do, se declarará nula la eleccion y vacante el distri- 
to para los efectos consiguientes. 
Art. 117. Los Diputados electos que hubiesen 
sido proclamados en las Juntas de escrutinio de los 
distritos, deberán presentar la credencial de su 
nombramiento en la Secretaría del Congreso antes 
de que termine el primer mes de sesiones de la se-
gunda legislatura de las C6rtes para que fueren ele-
gidos, si la eleccion fué general. Para los elegidos 
en eleccion parcial, este plazo será el de la dura-
cion de la legislatura inmediatamente posterior á 
su eleccion. 
Se entenderá que renuncia el cargo de Diputado 
electo 6 presunto el que no presentare su credencial 
en el Congreso dentro de los términos prefijados; y 
se declarará en su consecuencia la vacante despues 
de  haber resuelto sobre la legalidad de la eleccion 
lo que proceda. 
Art. 118. Si un mismo individuo resultare ele-
gido por dos 6 más distritos á la vez, optará por 
uno de ellos ante el Congreso dentro de los ocho 
dias siguientes á la aprobacion de la última de sus 
actas, si entonces estuviese ya admitido como Dipu-
tado, 6 de treinta dias en otro caso. 
A falta de opcion expresa en uno ú otro término, 
decidirá la suerte ante el Congreso el distrito que le 
corresponda, y se declarará la vacante con respecto 
á los demás. 
Art. 119. Los electores y los candidatos que hu-
biesen figurado en una eleccion podrán acudir ante 
el Congreso en cualquier tiempo antes de la apro-
bacion del acta respectiva, con las reclamaciones que 
les convengan contra la validez 6 el resultado de la 
misma eleccion, 6 contra la capacidad legal del Di-
putado electo antes de que este haya sido admitido. 
--..•••n•..••••..... 
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Art. 120. Cuando se reclamare ante el Congreso 
contra la validez de una eleccion ó la aptitud legal 
del Diputado electo antes de que éste hubiese pre-
sentado su credencial, señalará el Congreso un tér-
mino para su presentacion: y pasado el plazo sin 
efecto, se acordará lo que corresponda segun las 
pruebas del acta y las reclamaciones. El término 
que en estos casos se señalare para la presentacion 
de la credencial del Diputado electo empezará á cor-
rer desde el dia de la sesion pública del Congreso 
en que se hubiese acordado, sin necesidad de no-
tificacion alguna personal. 
Art. 121. Cuando para poder apreciar y juzgar 
de la legalidad de una eleccion reclamada ante el 
Congreso se estimare necesario practicar algunas 
investigaciones en la localidad de la misma eleccion, 
el Presidente de la Cámara dará y comunicará di-
rectamente las órdenes á la Autoridad judicial del 
territorio á quien tenga por conveniente dar comi-
sion al efecto, y la Autoridad comisionada se enten-
derá con el mismo Presidente en el desempeño de su 
encargo, sin necesidad de intervencion del Gobierno. 
Art. 122. Despues de aprobada por el Congreso 
una eleccion y de admitido el Diputado electo por 
ella, no se podrá admitir reclamacion alguna, ni 
volver tratar sobre la validez de la misma elec-
cion, ni tampoco sobre la aptitud legal del Diputa-
do, á no ser por causa de incapacidad posterior á su 
• admision. 
TÍTULO VI. 
De la sancion penal. 
CAPÍTULO PRIMERO. 
De las falsedades. 
Art. 123. Toda alteracion ú omision intenciona-
da en los libros, registros, actas, certificaciones, tes- 
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timonios 6 documentos de cualquier género, que sir-
van para el ejercicio de los derechos electorales, y 
realizada para impedir 6 dificultar su práctica y va-
riar íí oscurecer la verdad de sus resultados, consti-
tuye el delito de falsedad en materia electoral, y 
será castigado con las penas de prision mayor y 
multa de 100 á 5.000 pesetas. 
Art. 124. Serán reos del delito de falsedad en 
materia electoral, además de aquellos que cometan 
actos que los Tribunales consideren comprendidos 
en la anterior definicion: 
1.° Los funcionarios 6 particulares que con el 
fin de dar 6 quitar el derecho electoral alteren las 
listas, los asientos del libro del censo y sus modifi-
caciones, 6 certifiquen inexactamente sobre bienes, 
títulos 6 cualidades en que se funde el derecho 6 la 
 incapacidad electoral, y los interesados 6 sus repre-
sentantes que con iguales fines falten á sabiendas 
tila verdad en sus actos, peticiones y declaraciones. 
2.° Los Presidentes de las Comisiones inspecto-
ras que habiendo recibido los avisos para anotar 
las variaciones en las casillas del censo de su distri-
to, dejaran intencionadamente de anotarlas. 
3.0 Los Alcaldes 6 individuos de la Comision 
inspectora del Censo que no publicasen oportuna-
mente los edictos designando los edificios en que 
se haya de verificar la eleccion, 6 cometieren mali-
ciosamente en la designacion errores manifiestos. 
4.° Los que alteraren las firmas 6 sellos, 6 veri-
caren cualquiera modificacion•6 manejo fraudulento 
en las propuestas de Interventores, apertura de sus 
pliegos, actas de su contenido, designacion de Su-
plentes y demás operaciones relativas á la constitu-
cion del Colegio electoral. 
5.° Los Presidentes y Secretarios de la Comision 
inspectora que maliçiosamente dejaren de remitir á 
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la Secretaría del Congreso y á las secciones las actas 
de constitucion de los Colegios y las de escrutinio. 
6.° Los Presidentes de mesa 6 funcionarios 6 
particulares que maliciosamente alteraran los dias y 
horas de la eleccion, 6 indujeran á error á los elec-
tores por cualquier medio sobre esos extremos. 
7.° Los que aplicasen indebidamente votos a 
 favor de un candidato 6 le privaran de ellos, así 
para el cargo de Diputado, como para cualquiera 
otro que se menciona en esta ley. 
8.° Los que por cualquier procedimiento directo 
ó indirecto procuren atacar el secreto de la eleccion 
con el fin de influir en su resultado. 
9.° Los Presidentes y Secretarios que cambien 
6 alteren la papeleta que el elector les entregue, 6 
la oculten á la vista del público antes de depositar-
la en la urna. 
10. Los Presidentes, Interventores 6 Secretarios 
que cometieran error malicioso en la anotacion de 
las listas de los electores que depositen su voto en 
las urnas, y los individuos de las mesas que susci-
taran dudas, maliciosamente tambien, sobre la iden-
tidad de la persona del elector 6 sus derechos, difi-
cultándole 6 impidiéndole su ejercicio. 
11. Los Presidentes, Interventores y Secretarios 
que en la extraccion de papeletas de la urna, re-
cuento de ellas; lectura y computacion de los votos 
emitidos, cometieran algúna inexactitud de hecho 6 
alguna infraccion de las prescripciones contenidas 
en los capítulos 1. 0, 2.° y 3.° del título 4.°, siempre 
que aparezca la intencion de alterar por esos medios 
el resultado de las operaciones 6 dificultar la com-
probacion de los procedimientos electorales. 
12. Los que siendo electores voten dos 6 más 
veces, bien con nombre ajeno 6 bien por cualquiera 
otro medio fraudulento. 
1  
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CAPÍTULO II. 
De las coacciones. 
Art. 125. Todo acto, omision 6 manifestacion, 
así de funcionarios públicos como de particulares, 
que tenga por objeto cohibir 6 ejercer presion sobre 
los electores para que usen de su derecho 6 le aban-
donen, contra el impulso libre de su voluntad, consti-
tuye delito de coaccion electoral, siempre que á- jui-
cio y conciencia del Tribunal que de él haya de en-
tender concurra al ménos una de las dos circunstan-
cias siguientes: 
l.a Que el acto, omision 6 manifestacion sean 
contrarios á la ley 6 reglamento. 
2.a Que el acto, omision 6 manifestacion, aun-
que sean lícitos en sí mismos, se haya realizado 
con el objeto principal y determinante de cohibir el 
ejercicio de los derechos electorales, de suerte que 
de no existir ese fin en el actor no lo hubiera ejecu-
tado. 
Art. 126. El delito de coaccion electoral se casti-
gará con la pena de prision correccional y multa de 
100 a 5.000 pesetas é inhabilitacion temporal. 
Art. 127. Cometen delito de coaccion electoral, 
aunque no conste ni aparezca la intencion de ejer-
cer presion sobre los electores: 
1.° Las Autoridades civiles, militares 6 eclesiás-
ticas que dirigiéndose á los electores que de ellas 
dependan de una manera personal y directa, les pre-
vengan 6 recomienden que dén 6 nieguen su voto 
a un candidato, y los que haciendo uso de me-
dios 6 de agentes oficiales y autorizándose con 
timbres, sellos 6 membretes que puedan tener ese 
carácter, recomienden 6 reprueben candidaturas 
determinadas. 
2:° Los funcionarios públicos que promuevan 
Leg. pen. esp. 	 12 
a. 
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expedientes gubernativos de denuncias , multas, 
atrasos de cuentas ., propios, montes, pósitos 6 cual-
quiera otro ramo de la Administracion, desde la 
convocatoria hasta que se haya terminado la elec-
cion. 
3.° Los funcionarios, desde Ministro de la Co-
rona inclusive, que hagan nombramientos, separa-
ciones, traslaciones 6 suspensiones de empleados, 
agentes 6 dependientes de cualquier ramo, de la Ad- 
ministracion, ya correspondan al Estado, a la Pro- 
vincia ó al Municipio, en el período desde la convo-
catoria hasta despues de terminada la eleccion, 
siempre que tales actos no estén fundados en causa 
legítima y afecten kde alguna manera á la seccion, 
Colegio, distrito, partido judicial 6 provincia donde 
la eleccion se verifique. 
La causa de la separaciorr, traslacion ó suspen-
sion se expresará precisamente en la órden, y omi-
tida esa formalidad se considerará realizada sin 
causa. Se exceptúan de este requisito las órdenes 
relativas á los Gobernadores civiles de las provin-
cias y a los jefes militares. 
4.' Los que valiéndose de persona reputada como 
criminal solicitaren por su conducto a algun elector 
para obtener su voto en favor 6 en contra de candi-
dato determinado, y el que se prestase a hacer la 
intimacion. 
5.° Los que por medio de soborno intenten ad , 
 quirir votos en favor de un candidato, los electores 
que reciban dinero, dádivas 6  remuneraciones de 
cualquiera clase, y los que directa 6 indirectamente 
excitaren a la embriaguez a los electores en los dias 
en que hayan de hacer uso de sus derechos. 
6.0 Los funcionarios públicos que hagan salir 
de su domicilio ó permanecer fuera de él, aunque 
sea con motivo de servicio público, á un elector con- 
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tra su voluntad, en el dia de la eleccion, 6 le impi-
dan con cualquiera otro pretesto el ejercicio de su 
derecho electoral. 
7.° El que detuviera á otro privándole de su li-
bertad el dia de la eleccion 6 cualquiera otro de los 
en que se verifique alguno de los actos preparatorios 
de ella. 
8.0 Los que turbaren el Orden, profirieren gritos 
6 impidieran la libre circulacion, con cualquier pre-
testo que sea, dentro de los Colegios 6 a sus alrede-
dores á una distancia de ménos de 500 metros. 
CAPÍTULO III. 
De las infracciones de la ley electoral. 
Art. 128. Toda falta en el cumplimiento de las 
obligaciones y formalidades que esta ley prescribe a 
los empleados públicos, Presidentes, Secretarios é 
Interventores de las mesas, individuos de la Comi-
sion del Censo y demás personas á quienes se con-
fía alguna funcion relacionada con el ejercicio del 
derecho electoral, que no llegue á constituir delitos 
de los enumerados en los artículos anteriores, será 
castigada con la pena de arresto y multa de 50 
A 5.000 pesetas. 
Art. 129. Se entiende que cometen tambien 
falta contra el ejercicio del derecho electoral: 
1 ° Los que se nieguen á facilitar los candida-
tos ó electores que los representen certificacion del 
número de votantes en cada seccion 6 Colegio y del 
resultado del escrutinio, 6 que dilaten el expedirla 
más de veinticuatro horas. 
2.0 Los Presidentes, Secretarios 6 Interventores 
que despues de haber aceptado su cargo lo abando-
nen 6 se nieguen'á firmar las actas 6 acuerdos de la 
mayoria. 
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3.0 Los que negasen la admision de los recursos- 
y protestas que se formulen, cualquiera que sea su. 
índole, 6 dejasen de proveer al que presente alguna 
de esas reclamaciones, del oportuno recibo de ella, 6 
se resistiesen á insertar en el acta todas las dudas, 
reclamaciones y protestas motivadas, ya se hayan 
hecho de palabra 6 por escrito. 
4.0 Los que penetren en un Colegio, seccion 6 
Junta electoral con armas, palos 6 bastones, aun' 
cuando sean militares. En todo caso deberán ser ex-
pulsados del local en el acto y perderán el derecho 
de votar en aquella eleccion. 
5.° El que sin ser elector entre en un Colegio,. 
seccion 6 Junta electoral y no salga de estos sitios 
tan luego como se lo prevenga el Presidente. 
TÍTULO VII. 
Disposiciones generales. 
Art. 130. Para los efectos de esta ley se reputa-
rán funcionarios públicos, no sólo los de nombra-
miento del Gobierno sirio tambien los Alcaldes, Te-
nientes de Alcalde, Concejales, Presidentes de 
mesa, Secretarios, Interventores, miembros de la 
Comision inspectora del Censo y cualquiera otro que 
desempefie un cargo público 6 comision oficial rela-
cionada con laselecciones. 
Art. 131. La accion para acusar por los delitos 
y faltas previstos en esta ley es popular, y podrá 
ejercitarse. hasta dos meses despues de disueltas las 
Córtes á que correspondiera la eleccion en que se 
hubiesen cometido. 
Art. 132. Cuando el Congreso acuerde pasar el 
tanto de culpa sobre una eleccion, los Jueces y Pro- -
motores procederán á la formacion de la oportuna 
causa de oficio. 
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Art. 133. Las querellas y denuncias que se en-
tablen por delitos 6 faltas electorales se ajustarán en 
su tramitacion á lo dispuesto en la ley de Enjuicia-
miento criminal. 
Se actuarán los procedimientos en papel de oficio 
y se admitirán todos los recursos sin deposito, pero 
á reserva de reintegrar el papel y satisfacer las cos-
tas por los que resulten condenados en la senten-
cia ejecutoria. 
Art. 134. No se necesitará autorizacion para pro-
'cesar á ningun funcionario por delitos 6 faltas elec-
torales. 
Art. 135. Las causas en que por sentencia firme 
se exima de responsabilidad por obediencia debida 
se remitirán necesariamente al Tribunal que cor-
responda, para proceder contra el que hubiese sido 
debidamente obedecido; y si éste hubiese sido Mi-
nistro, la remision se hará al Congreso de los Dipu-
tados para lo que corresponda con arreglo á las 
leyes. 
Art. 136. Cuando dentro de un Colegio 6 Junta 
electoral se cometiese algun delito, el Presidente 
mandará detener y pondrá á los presuntos reos á 
disposicion de la Autoridad judicial. 
Art. 137. Los delitos no comprendidos expresa-
mente en las disposiciones de esta ley se castigarán 
con arreglo á lo dispuesto en el Código penal y le-
yes de Enjuiciamiento criminal. 
Art. 138. No se dará curso por el Ministerio de 
Gracia y Justicia, ni se informará por las Audien-
cias ni por el Consejo de Estado, solicitud alguna 
de indulto en causa por delitos electorales, sin que 
conste préviamente que los solicitantes han cumpli-
do por lo ménos la tercera parte del tiempo de su 
condena en las penas personales, y satisfecho la to-
talidad de las pecuniarias y las costas. 
J 
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Las Autoridades y los individuos de corporacion 
de cualquier orden ó gerarquía que infringieren 
esta disposicion, dando lugar á que se ponga á la 
resolucion de S. M. la solicitud de gracia sin estar 
cumplida la condicion prévia requerida, incurrirán 
en la responsabilidad establecida por el art. 369 del 
Código penal. 
TITULO VIII. 
Disposiciones especiales para la aplicacion de la 
ley en las provincias de la isla de Cuba y en la de 
Puerto-Rico. 
Art. 139. Para los efectos del art. 2.° de esta ley 
en la isla de Cuba, sólo se computará la poblacion 
libre. 
Mientras no se promulgue la ley definitiva á que 
el citado articulo se refiere, queda el Gobierno auto-
rizado para hacer la division de distritos y la sub-
division de éstos en secciones sobre bases análogas 
á las que esta ley establece para la Península. 
Art. 140. La subdivision de los distritos en sec-
ciones, de que trata el art. 4.°, se hará en las pro-
vincias de Cuba y Puerto-Rico de manera que cada 
una de estas secciones no comprenda ménos de 100 
electores ni exceda del máximun fijado en la ley. 
Art. 141. Están incapacitados para ser admiti-
dos como Diputados, además de los que designa el 
artículo 8. 0, los que habiéndose hallado . sujetos á 
servidumbre en la isla de Cuba, no lleven por lo 
ménos diez años de ser libertos y exentos de patro-
nato. 
Art. 142. La cuota de contribucion á que se re-
fiere el art. 15 será en las provincias de Cuba y 
Puerto-Rico la de 125 pesetas anuales por impuesto 
territorial 6 urbano, ó por subsidio industrial 6 de 
comercio. 
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Art. 143. No podrán ser electores en la isla de 
Cuba los comprendidos en el art. 20, y los que ha-
biendo estado sujetos á servidumbre no lleven por 
lo ménos tres años de ser libertos y exentos de pa-
tronato 
Art. 144. La justificacion de que tratan los ar-
tículos 26 y 36, en los casos de los artículos 141 y 
. 143, se hará por medio de certificado de la respec-
tiva Junta de libertos, ó del centro en que estuvie-
ran registrados por el Gobierno. 
Art. 145. Las listas ultimadas en la isla de Cuba 
á consecuencia de lo dispuesto en el decreto de 9 de 
Junio próximo pasado servirán de base para los 
efectos del art. 61. 
Art. 146. Los plazos para el señalamiento del 
dia de la eleccion parcial de Diputados a Córtes en 
Cuba y Puerto-Rico, fijados por el art. 112, se con-
tarán desde la publicacion del decreto de convoca-
toria en las Gacetas oficiales de las respectivas islas. 
El Ministerio de Ultramar comunicará por telégra-
ma dicho decreto. 
Art. 147. Todas las disposiciones de esta ley, no 
modificadas por los artículos del título presente, se 
entenderán aplicadas á las islas de Cuba y Puerto-
Rico. 
DISPOSICION FINAL. 
Art. 148. Desde la promulgacion de esta ley 
quedan derogadas todas las leyes y disposiciones 
anteriores en cuanto se refieran á la eleccion de Di-
putados á Córtes. 
ARTÍCULOS TRANSITORIOS. 
1.0 Mientras que las Provincias Vascongadas y 
Navarra no paguen por cuotas individuales las con-
tribuciones territorial é industrial, tendrán derecho 
á ser electores como contribuyentes los varones ma- 
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yores de veinticinco afios que acrediten tener un ca-
pital de 2.400 pesetas en inmuebles, cultivo 6 gana-
dería, 6 4.800 en industria, comercio, profesion ú 
oficio. Para los electores que deban serlo con arre-
glo al art. 19, serán aplicables en aquellas provin-
cias los preceptos de esta ley. 
2.° Si esta ley no estuviese publicada el dia 20 
de Noviembre próximo,. los plazos á que se refieren 
los artículos 56, 57 y 59 empezarán á correr quince 
dias despues de su publicacion en la Gacela. 
La redaccion del art. 128 ha dado lugar a la duda 
de si el Arresto de que habla es el mayor 6 el me-
nor, habiendo creido algunos que debia entenderse 
era el último, porque las infracciones á que el ar-
tículo se refiere las califica de falta. Esta opinion es 
completamente errónea. La ley electoral no emplea 
el lenguaje técnico de la ciencia penal, por lo cual 
cuando habla de faltas no hay que entender que son 
las equivalentes á las del libro 3.° del Código penal. 
Son delitos electorales que consisten en la infrac-
cion de las prescripciones de la ley, como lo prueba 
el que al arresto afíade la multa de 50 á 5.000 pe-
setas que por su cuantía llega hasta las penas aflic-
tivas. En varios casos lo ha declarado así el Tribu-
nal Supremo, siendo la última, en la sentencia de 
21 de Febrero de 1881, diciendo terminantemente 
que aunque la ley electoral de 28 de Diciembre 
de 1878 no distingue si el arresto á que se refiere 
el art. 128 ha de ser mayor 6 menor, debe enten-
derse que es el mayor. 
Tambien se ha dudado respecto de la exten sion 
del citado art. 128, sosteniéndose por algunos que 
su precepto no podia ser extensivo á todas las faltas 
de formalidad y cumplimiento en la ejecucion de 
las diferentes disposiciones de la ley, pero además 
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de que sus palabras son terminantes y no dan lugar 
á distincion alguna, ni siquiera á la de si ha habido 
ó no perjuicio, así lo declaró el Tribunal Supremo 
en sentencia de 24 de Junio y de 29 de Setiembre 
de 1880, y últimamente en la de 3 de Diciembre de 
1883, en que se afirma que toda falta al cumpli-
miento de la ley está comprendida en el citado ar-
tículo 128, con tal que no llegue á constituir los de-
litos que nominativamente se marcan en aquella. 
Hé aquí otros casos de jurisprudencia que debe-
rán tenerse presentes para las elecciones de esta 
clase: 
Que conforme al art. 108 de esta ley electoral, 
terminadas las operaciones de la Junta de escruti-
nio, el Presidente la declarará disuelta y concluida 
la eleccion, mandando devolver á donde proceda 
todos los documentos á ella traidos. 
Quo segun el art. 127 de la misma ley, cometen 
el delito de coaccion electoral, aunque no conste ni 
aparezca la intencion de ejercer presion, los funcio-
narios desde el Ministro de la Corona inclusive que 
hagan nombramientos, separaciones, traslaciones y 
suspensiones de empleados,. agentes 6 dependientes 
de cualquier ramo de la Administracion, y corres- 
pondan al Estado, á la Provincia 6 al Municipio, en 
el período desde la convocatoria hasta despues de 
terminada la eleccion, siempre que tales actos no 
estén fundados 'en causa legítima y, afecten de al-
guna manera á la seccion, Colegio, partido judicial 
6 provincia donde la eleccion se verifique. (Senten-
cia de 1.° de Octubre de 1880.) 
La misma declaracion recayó en sentencia de 5 
de Abril de 1882. 
La que se ha dictado últimamente, que es de 7 
de Diciembre de 1883, confirma esta doctrina mis-
ma, declarando no existir la coaccion electoral en un 
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caso en que la destitucion de un empleado fué fun-
dada en causa legítima, y no afectó en modo alguno 
 
á la eleccion.  
Que no se infringe el art. 128 de la ley electoral ; 
de 28 de Diciembre de 1878, al aplicar la penalidad 
 
del mismo á los que no cumplieren el art. 90 de la 
 
misma ley, que previene que el mismo dia de la 
 
votacion se entregue en la Administracion 6 Esta-
feta de Correos más próxima una copia literal del 
 
acta dirigida al Congreso, autorizada por todos los  
individuos de la mesa, certificando de su contenido 
 
dos de los Interventores con el V.° B.° del Presiden-
te de la mesa. (Sentencia de 5 de Julio de 1882.) 
Que el hecho de recoger firmas en blanco para 
 
las cédulas de eleccion de Interventores, no consti-
tuye delito si no consta de los méritos del proceso el  
propósito de una falsedad electoral. (Sentencia de 12 
de Enero de 1883.) 
LEY ELECTORAL PARA DIPUTADOS PROVINCIALES. -SANCION PENAL. 
JURISPRUDENCIA. 
Tampoco ofrece ya dificultades la inteligencia 
de esta materia, toda vez que la ley Provincial 
'de 9 de Julio de 1882 ha dispuesto que hasta la 
reforma de la ley electoral para Diputados á C6r-
tes, se verifique la de Diputados provinciales con-
forme á los títulos 3.° y 4.° de la misma. 
Introduce, sin embargo , las siguientes altera-
ciones: 
(Art. 31. La primera division de la provincia en 
distritos electorales sobre las bases establecidas en 
el art. 9.° sé hará por el Gobierno, oyendo á las res- 
^ 
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pectivas Diputaciones; pero una vez hecha, no po-
drá alterarse sino por ,medio de una ley. 
Art. 32. Esta division; y la designacion de los 
pueblos cabezas de cada uno de los distritos, que 
la Diputacion provincial proponga, serán publica-
das en el Boletin oficial quince dias antes de elevar 
las propuestas al Gobierno. Durante este tiempo el 
Gobernador recibirá las reclamaciones y observa-
ciones que con motivo de la division hicieren los 
Ayuntamientos y vecinos, y junto con el proyecto 
de la Diputacion las pasará al Gobierno dentro de 
los ocho dias siguientes a la espiracion del plazo. 
Art. 33. Tendrán derecho á votar Diputados 
provinciales, y á ser inscritos como electores en las 
listas del censo electoral del distrito á que corres-
ponda su domicilio respectivo, todos los españoles 
varones mayores de edad que acrediten saber leer y 
escribir. 
Art. 34. Tendrán tambien derecho á ser inscri-
tos, aunque no supieren leer ni escribir, los que se 
hallasen en, alguno de los casos siguientes: 
1.0 Ser contribuyente dentro 6 fuera del distrito 
de su domicilio con cualquiera cuota pagada con un 
año de antelacion, por la contribucion de inmue-
bles, cultivo y ganadería, y con dos años por subsi-
dio industrial y de comercio. 
2.0 Ser licenciado, con licencia limpia de toda 
nota desfavorable, del servicio del Estado en el ejér-
cito 6 en la marina de guerra. 
No tendrán este derecho, aunque supieren leer y 
escribir, los que, careciendo de medios de subsisten-
cia, reciban ésta en establecimientos sostenidos por 
la beneficencia pública 6 privada, 6 estuvieren em-
padronados como mendigos y autorizados para im-
plorar la caridad pública. 
. 
Art. 35. Pueden ser Diputados provinciales'les 
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que tengan aptitud para serlo á C6rtes y sean natu-
rales de la provincia, 6 lleven cuatro añós consecu-
tivos de vecindad dentro de la misma. 
Art. 36. El cargo de Diputado provincial es in-
compatible. 
1.° Con el de Diputado á C6rtes. 
2 ° Con el de Alcalde, Teniente de Alcalde 6 
Concejal. 
3.0 Con todo empleo activo del Estado, de la 
provincia 6 de alguno de sus Municipios. 
Se exceptúan únicamente de esta incompatibili-
dad los cargos de Catedráticos de Universidad, de 
Escuelas superiores 6 de Institutos cuyos sueldos no 
sean satisfechos con fondos de la Provincia. 
Art. 37. El Diputado electo que ocho dias des-
pues de la aprobacion de su acta 6 de haberse de • 
clarado su incompatibilidad no hubiera renunciado 
en la Secretaria de la Diputacion oficialmente y bajo 
su firma el cargo que segun el artículo anterior le 
haga incompatible, se entiende que renuncia el de 
Diputado provincial, y la Diputacion declarará la 
vacante, poniéndolo inmediatamente en conocimien-
to del Gobernador. 
Art. 38. Están incapacitados para ser Diputa-
dos provinciales: 
1. Los contratistas y sus fiadores de las obras, 
suministros y servicios que se paguen con fondos 
Provinciales y municipales; los administradores de 
dichas obras y servicios. 
2.° Los Recaudadores de Contribuciones dentro 
de la provincia y sus fiadores. 
3.° Los que tengan contienda administrativa 6 judicial pendiente con la Diputacion 6 los estableci-
mientos sujetos á la dependencia y administracion 
de ésta. 
4. 0 Los deudores en concepto de segundos cori- 
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tribuyentes al Estado, á las Provincias 6 á cualquie-
ra de sus Municipios, ó los que lo sean por cualquie-
ra clase de contratos, si contra ellos se hubiese ex-
pedido apremio 6 ejecucion.  
5.° Los inhabilitados por sentencia judicial.  
Art. 39. Las incapacidades referidas pueden lle- 
gar á conocimiento oficial de la Diputacion:  
1.0 Por declaracion de los Diputados á quienes 
 
afecten.  
2.° Por manifestacion 6 interrogacion que haga 
 
en sesion pública otro Diputado.  
3.0 Por comunicacion del Gobernador de la pro-
vincia. 
4.° Por aviso ó denuncia de los electores de cual-
quier distrito de la provincia, que en tal caso deberá  
dirigirse al Presidente de la Diputacion, autorizada  
con la firma de tres electores.  
Art. 40. Las incapacidades consignadas en el ar-
ticulo 38 surtirán sus efectos en cualquier tiempo  
en que se produzcan 6 demuestren, aunque se halle  
admitido el Diputado á quien afecten.  
Art. 41. La Diputacion, bajo su responsabilidad,  
examinará y resolverá los casos de incapacidad an-
tes enumerados, en una do las dos sesiones que ce-
lebre inmediatamente despues de haber llegado la  
incapacidad á su conocimiento.  
Art. 42. No se computarán á los Diputados elec-
tos los votos que hubieren obtenido en localida-
des en que ejercieran jurisdiccion al verificarse las 
 
elecciones, 6 la hubieran ejercido seis meses an-
tes, aunque esta jurisdiccion corresponda á funcio-
nes municipales 6 á cargos desempeñados en comi-
sion. 
Se exceptúan de esta disposicion los Diputados  
provinciales, y los Vocales de la Comision provin-
cial que puedan ser reelegidos. 
 
^ 
t 
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Art. 43: Pueden excusarse de ser Diputados pro-
vinciales antes ó despues de aceptado el cargo: 
1.0 Los,mayores de sesenta años y los física-
mente impedidos. 
2.° Los que hayan sido Senadores, Diputados á 
Córtes, Diputados provinciales, Alcaldes y Conceja-
les, hasta dos años despues de haber cesado en sus 
respectivos cargos. 
Art. 44. La eleccion de Diputados provinciales 
tendrá lugar en la primera quincena del tercer mes 
del año económico. 
Los Colegios electorales serán los mismos que sir-
van para las elecciones Municipales.» 
Despues en las disposiciones transitorias añade 
la misma ley Provincial: 
(Primera. Interin no se publique la ley que es-
tablezca los Tribunales que hayan de entender de lo 
contencioso-administrativo, corresponderá el cono-
cimiento de estos asuntos en primera instancia á 
las Comisiones provinciales. 
Segunda. Hasta que sea reformada la ley elec-
toral para Diputados á Córtes vigente, las eleccio-
nes de Diputados provinciales se harán en la forma 
establecida en los títulos 3.° y 4.0 de la misma, con 
las siguientes modificaciones: 
1.a Tendrán derecho 6 votar y á ser inscritos 
en las listas los comprendidos en los artículos 33 
y 34 de esta ley. 
2.a El Gobierno señalará los plazos para la for- 
macion y rectificacion del censo y de las listas elec- 
torales, ajustándose en todo lo posible á las disposi- 
ciones del capítulo 3. 0, título 3.° de la ley electoral. 
3.a Las operaciones á que se refieren los artícu- 
los 66 al 71 de la ley electoral tendrán lugar en el 
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viernes inmediatamente anterior al domingo que 
esté señalado para la eleccion de Diputados. • 
4.e Las cédulas y actas notariales á . que se refie-
ren los artículos 64 y 65 de la ley electoral no po-
drán llevar fecha anterior en más de ocho dias á la 
del señalado para la eleccion de Diputados. 
5.a La copia del acta á que se refiere el art. 90 
será remitida en la forma que el mismo expresa, al 
Ministerio de Ta Gobernacion. 
6.a El escrutinio á que se refiere el art, 97 de la 
ley electoral se hará el miércoles inmediato siguien-
te al domingo en que se haya verificado la eleccion 
de Diputados. 
Tercera. La division y agrupacion en distritos 
para las primeras elecciones de Diputados provincia-
les, en las provincias de Canarias y Baleares, se ha-
rán por el Gobierno, atemperándose en lo posible á 
las disposiciones de esta ley, y oyendo préviamente 
á las Diputaciones respectivas. 
Cuarta. Mientras subsista el concierto económi-
co consignado en Real decreto de 28 de Febrero•
de 1878, y las Diputaciones de las Provincias Vas-
congadas hayan de cumplir las obligaciones que les 
imponen los artículos 10 y 11 del mismo, se consi-
derarán investidas dichas corporaciones, no solo de 
las atribuciones consignadas en los capítulos 6. 0 
 y 10 de la presente ley, sino de las que con posterio-
ridad á dicho convenio han venido ejercitando en 
en el órden económico para hacerlo efectivo., 
Queda, pues, sentado que. para las elecciones de 
Diputados provinciales, la ley es hoy la de Diputa-
dos á Córtes de 17 de Diciembre de 1878, que en 
su lugar correspondiente queda inserta, sin que 
haya otra diferencia que la introducida por la ley 
provincial. 
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En cuanto á la sancion penal, habrá de obser-
varse la de 20 de Agosto de 1870, por más que á 
primera vista parezca esto algo contradictorio, y 
haya dado lugar á muchas dudas, resueltas ya hoy, 
como vamos á demostrar. Segun se ha visto, la se-
gunda disposicion transitoria de la ley Provincial 
señala taxativamente la parte que ha de aplicarse 
de la de 17 de Diciembre de 1878, limitándola á los 
títulos 3.e y 4.0, en los cuales no se Trata de la san-
cion penal, por lo que ha; dejado vigente respecto 
de ésta la ley general electoral de 1870. Si fué olvi-
do, 6 si deliberadamente el legislador lo quiso así, 
no es punto en que nosotros tenemos que entrar 
para nada, toda vez que nuestra mision no •es sino 
la de aplicar las leyes. El hecho es que resulta de 
esta manera, y así es como lo ha entendido el Tri-
bunal Supremo en la jurisprudencia que consigna-
remos. 
No falta algun comentarista que entienda que la 
sancion penal para estas elecciones es la de 22 de 
Junio de 1864, fundado en que la de 20 de Ju lio 
de 1877 puso en vigor la ley electoral de Diputa-
dos á Córtes de 18 de Julio de 1865, y juntamente 
aquella, disponiendo el art. 15 de esta última que 
todo lo en ella prescrito, fuese aplicable lo mismo á 
las elecciones para Diputados á Córtes que á las de 
Diputados provinciales. Si esto pudo ser antes de la 
publicacion de la de Diputados á Córtes del 78, des-
pues de esta es enteramente imposible, porque anu-
lada completamente la de 77, era preciso ir á buscar 
la sanción penal para las de Diputados provinciales 
en la verdadera fuente, que era la general de 1870. 
Esto sentado, y como ya quedan insertas sus dispo-
siciones en la eleccion de Senadores, sólo nos resta 
exponer los casos prácticos que registra la jurispru-
dencia. 
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Que la ley de 20 de Julio de 1877, restableció 
provisionalmente la penal para delitos electorales, 
de 22 de Junio de 1864, sólo con relacion 
.t las 
elecciones generales de -Diputados a Córtes, y para 
el caso de que estas se verificasen antes de la forma-
cion y promulgacion de la nueva ley, que la de 20 
de Julio encomendó a una Comision que presentó 
un proyecto qu% fué despues la ley de 28 de Diciem-
bre de 1878, bajo cuyas disposiciones tuvieron lugar 
las elecciones generales. 
Que la citada ley penal no llegó á estar en vigor, 
por no haber, ocurrido el caso para que se restable-
ció, y que no pudo regir en elecciones de un Dipu-
tado provincial, cometiendo la Sala sentenciadora 
al aplicarla en este caso una infraccion de ley. (Sen-
tencia de 30 de Mayo de 1882.) 
Que aunque la ley penal para los delitos electo-
rales .de esta clase, al declarar que se reputasen fun-
cionarios públicos los Alcaldes, Concejales, Secre - 
tarios escrutadores y cualquiera otro que desempe-
IIe un cargo público, aunque sea temporal y no re-
tribuido, no habla de Presidente de mesa, es lo cier-
to que bajo esta denominacion comprendió á los 
Alcaldes que entonces ejercian las funciones de 
aquellos. Y que los - Presidentes de las mesas electo-
rales son Autoridades no judiciales correspondien-
tes al orden administrativo, por cuya razon deben 
conocer de los delitos que cometieren en el ejercicio 
de sus cargos, segun los respectivos casos, la Au-
diencia ó el Tribunal Supremo. (Sentencia de 29 de 
Abril de 1881.) 
Con arreglo á los arts. 178, 179 y 180 de la ley 
electoral de 20 de Agosto de 1870, los delitos en ella 
previstos solo pueden perseguirse, cuando se haga 
uso de la accion popular que la misma concede 
hasta dos meses despues de aprobada 6 anulada el 
Leg. pen. esp. 	 13 
i 
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acta definitivamente por la Corporacion á quien cor-
responda, y prestando el que la entable fianza de es-
tar á derecho y sostener dicha accion hasta que re-
caiga sentencia ejecutoria, 6 cuando la indicada Cor-
poracion, al tratar de las actas, acuerde pasar tanto 
de culpa sobre una eleccion al Tribunal competente. 
(Sentencia de 5 de Octubre de 1881.) 
El hecho de arrojar á la calle la urna de los votos 
para la eleccion de Diputados provihciales, si no trae 
por fin determinado impedir á alguno de los electo-
res el ejercicio de su derecho, no está comprendido 
en el art. 175, núm. 3. 0, con relacion al 174 de la 
ley de 20 de Agosto de 1870, sino en el 271 del Có-
digo penal. (Sentencia de 6 de Diciembre de 1882.) 
Que el hecho de amenazar con una escopeta de 
dos cañones á varios electores para que no continua-
sen su viaje á votar si no querian morir allí, siendo 
evidente que tuvo por objeto cohibir y ejercer pre-
sion sobre los electores citados para que abandona-
sen el uso da su derecho contra el impulso libre de 
su voluntad, constituye el delito de coaccion electo-
ral que castiga el art. 126 de la ley electoral de 28 de 
Diciembre de 1878. (Sentencia de 11 de Abril de 1883.) 
Que el hecho de haberse negado un Presidente y 
Secretarios escrutadores de una mesa, á dar á un 
elector certificacion expresiva del número de votos 
obtenidos por los candidatos en cada uno de los tres 
dias de eleccion, no acusa responsabilidad, ni atribu-
ye culpa alguna, porque no se halla comprendido 
en los artículos de la ley penal de 22 de Junio 
de 1864, restablecida provisionalmente por la de 20 
de Julio de 1877, y si bien lo está en el núm. 7.° del 
articulo 173 de la de 20 de Agosto de 1870, es preci-
so que el elector hubiera obrado en nombre y con la 
representacion de alguno de los candidatos. (Senten-
cia de 9 de Junio de 1883.) 
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Que el hecho de permitir que los electores emitie-
ran sus sufragios en las elecciones de Diputados pro-
vinciales sin presentar cédula talonaria, no reviste el 
carácter penal señalado en el núm. 14 del art. 173, 
de la ley de 20 de Agosto de 1870, reformada por la 
de 16 de Diciembre de 1876, porque ellos no son 
responsables de que las cédulas no vinieran al  pue-
blo y se repartieran entre los interesados, y porque 
debe darse por cierto, ya que nada en contrario con-
signa la sentencia recurrida á que este caso se re- 
fiere, que los nombres de los electores aparecerian 
•
^ 	^
en la lista general y figurarian en el libro talonario 
de donde estos las podrian adquirir. (Sentencia de 4 
de Julio de 1883) 
Iv. 
LEY ELECTORAL PARA AYUNTAMIENTOS. -SANCION PENAL, 
JURISPRUDENCIA. 
Las elecciones municipales son las que producen 
por lo general una perturbacion más honda en el 
país, porque si bien no resuenan como las de Di-
putados á Córtes, ni influyen tanto en ellas las altas 
maquinaciones de la política, en cambio afectan más 
directamente los pequeños intereses de las localida-
des, y son además naturalmente, más numerosas. 
Muchos pueblos hay donde los caciques apoyarian 
incondicionalmente á todas las situaciones políticas 
si se les conservara el mando de su localidad, porque 
indiferentes en el fondo á los ideales respectivos de 
cada partido, solo se preocupan del pequeño hori-
zonte que tienen á la vista, y del reducido espacio 
que les sirve de esfera de accion. Unas veces por el 
deseo de figurar y de sobresalir entre sus conciuda-
danos, y otras por móviles distintos más 6 ménos 
plausibles, es lo cierto que hay en casi todos los 
puebles de alguna importancia cierto número de 
J 
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personas que aspiran persistentemente á formar par-
te de los Municipios, de las que puedé decirse que 
son Alcaldes 6 Concejales perpétuos. Los intereses 
locales excitan en verdad poderoso aliciente para los 
que solo tengan en la obtencion de aquellos cargos 
populares miras interesadas. La distribucion de las 
aguas en algunas regiones, el manejo de ciertos fon-
dos especiales en otras, y el reparto de los impues-
tos públicos en muchas, determinan por lo general 
este arraigado amor á la magistratura municipal, y 
de aquí las empefiadas luchas que se vèn en las 
elecciones, y los esfuerzos extraordinarios que se 
hacen para ganarlas, luchas y esfuerzos que suelen 
traducirse más tarde en procesos criminales. 
No ofrece la menor duda que la ley vigente para. 
las mismas es la de 20 de Agosto de 1870, que com-
prendia anteriormente las cuatro elecciones que for-
man el organismo político del país, pero que ha que-
dado hoy solo vigente para las elecciones de Ayun- 
tamientos, aunque tampoco en absoluto, porque la 
Municipal che 2 de Octubre de 1877 introdujo en ella 
algunas alteraciones. Puede decirse que las disposi-
ciones electorales constituyen hoy una legislacion á 
retazos, y de aquí las muchas dudas que han surgi-
do y surgen en la práctica á cada paso. Procurare 
coordinar con el mejor Orden cuanto hay que tener 
presente en las elecciones municipales. En primer 
lugar las condiciones de electores y elegibles se han 
cambiado, y en lugar de buscarlas en la ley antigua 
se encuentran en los artículos del 40 al 43 inclusi-
ves de la Municipal en esta forma: 
«Art. 40. Serán electores los vecinos cabezas de 
familia con casa abierta que lleven dos años por lo 
menos de residencia fija en el'término municipal y 
vengan pagando por bienes propios alguna cuota 
de contribucion de inmuebles, cultivo y ganadería, 
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ó de subsidio industrial y de comercio con un año 
de anterioridad á la formacion de listas electorales, 
ó acrediten ser empleados civiles del Estado, la Pro-
vincia ó el Municipio en servicio activo, cesantes 
con haber por clasificacion, jubilados ó retirados del 
ejército y armada. 
Tambien serán electores los mayores de edad que 
llevando dos años por lo ménos de residencia en el 
término del Municipio justifiquen su capacidad pro-
fesional ó académica por medio de titulo oficial. 
En los pueblos , menores de 100 vecinos, todos 
ellos serán electores, sin más excepciones que las 
generales que 'establece el art. 2.° de la ley electoral 
de 20 de Agosto de 1870. 
Art. 41. Serán elegibles en las poblaciones ma-
yores de 100 vecinos los electores que, además de 
llevar cuatro años po^^ lo menos de residencia fija 
en el término municipal, paguen una cuota directa 
de las que comprendan en la localidad los dos pri-
meros tercios de las listas de contribuyentes por el 
impuesto territorial y por el de subsidio industrial 
y de comercio; y en los Municipios menores de 1.000 
y mayores de 400 vecinos, los que satisfagan cuo-
tas comprendidas en los primeros cuatro quintos de 
las referidas listas. En los pueblos que no excedan 
de 400 vecinos serán elegibles todos los electores. 
Serán además incluidos en el número de los ele-
gibles todos los que contribuyan con cuota igual á 
la más baja que en cada término municipal corres-
ponda pagar para serlo con arreglo al párrafo an-
terior. 
Los que siendo vecinos paguen alguna cuota de 
eontribucion y acrediten por medio de título oficial 
su capacidad profesional ó académica, serán tam-
bien elegibles. 
Igúalmente lo serán los que acrediten que sufren 
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descuento en los haberes que perciban de fondos 
 
generales, provinciales 6 municipales, siempre que  
el importe del descuento se halle comprendido en la 
 
proporcion marcada anteriormente para los elegi-
bles en las poblaciones de 1.000 y 400 vecinos res-
pectivamente.  
Se estimará la cuota acumulando las que satisfa-
gan los contribuyentes dentro y fuera del pueblo por  
impuesto directo del Estado y por recargos munici-
pales. Para computar la contribucion á los electores 
 
y a los elegibles, se considerarán bienes prppios:  
respecto de los maridos, los de sus mujeres, -mien-
tras subsista la sociedad conyugal; respecto de los 
 
padres, los de sus hijos, que legítimamente adminis-
tren; respecto de los hijos, los suyos propios cuyo 
 
usufructo no tuvieren por cualquier concepto.  
Art. 42. Se procurará que á cada Crolegio elec-
toral corresponda elegir cuatro Concejales 6 el nú-
mero que más á éste se aproxime. Cada elector vo-
tará únicamente dos Concejales cuando hayan de  
elegirse tres en el Colegio electoral; tres cuando  
cuatro, cuatro cuando seis, y  cinco cuando siete.  
Promulgada esta ley, se procederá á formar las 
 
listas electorales con arreglo á lo prevenido en los  
párrafos anteriores, sujetándolas en su formacion,  
plazos y demás requisitos y trámites á la ley electo-
ral, segun queda dispuesto. 
 
Art. 43. En ningun caso pueden ser Concejales:  
1.° Los Diputados provinciales 6 á C6rtes y los  
Senadores, excepto en la capital de la Monarquía.  
2.0 Los Jueces municipales, Notarios y otraa . 
personas que desempefien cargos públicos declara-
dos incompatibles con el de Concejal por leyes espe-
ciales.  
3.° Los que desempefien funciones públicas re-
tribuidas, aun cuando hayan renunciado el sueldo.  
^ 
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Los Catedráticos de Universidad 6 de Instituto po-
drán ser Concejales en las poblaciones donde des-
empefien sus destinos. 
4.° Los que directa, 6 indirectamente tengan 
parte en servicios, contratas 6 suministros dentro 
del término municipal, por cuenta de su Ayunta-
miento, de la Provincia 6 del Estado. 
5.° Los deudores como segundos contribuyentes 
á los fondos municipales, provinciales 6 generales, 
contra quienes se haya expedido apremio. 
6.0 Los  que tengan contienda administrativa 
6 judicial pendiente con el Ayuntamiento 6 con los 
establecimientos que se hallan bajo su dependencia 
6 administracion. 
Para el desempefío de los cargos de Alcalde 6 
Síndico se necesita saber leer y escribir. 
Pueden excusarse de ser Concejales: 
1.° Los mayores de sesenta afios y los física-
mente impedidos. 
2.0 Los que hayan sido Senadores, Diputados á 
C6rtes, Diputados provinciales y Concejales, hasta 
- dos afíos despues de haber cesado en sus respecti-
vos cargos. 
Los Concejales cesarán en sus cargos si dejaren 
de tener las condiciones que marca esta ley. 
Cada Colegio nombrará el número de Concejales 
que le corresponda proporcionalmente al  , de sus 
electores. 
Las secciones de cada Colegio votarán el mismo 
número de Concejales sefialados á  este. » 
En cuanto al procedimiento electoral, está vigente 
la ley de 20 de Agosto en los siguientes artículos: 
'Art. 44. Las elecciones de Ayuntamiento se ve-
rificarán en las épocas marcadas en la ley Munici-
pal para su renovacion . 
t 
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En los casos de disolucion 6 suspension de los 
Ayuntamientos por quien corresponda, 6 de reem-
plazo de alguno 6 algunos de sus individuos por 
muerte 6 incapacidad, la renovacion se hará preci-
samente por los electores y por los mismos trámi-
tes de su nombramiento, teniendo, no obtante, en 
cuenta, respecto á renovaciones parciales, lo dispues-
to en los artículos 43 y 44 de la ley Municipal. 
Art. 45. La designacion, de los Colegios electora-
les se hará por los Ayuntamientos, procurando á 
los electores la mayor facilidad en la emision de los 
votos. En las poblaciones que no pasen de 5.000 
vecinos no podrá exceder el número de Colegios al 
de Alcaldes que correspondan á su Ayuntamiento. 
En las que pasen de este número, podrá el Ayun- 
tamiento dividir los Colegios on tantas secciones 
cuantas sean necesarias para facita ^ ^la libre emi-
sion del sufragio, siempre que el número no exceda 
al de Alcaldes de barrio. 
Cuando los distritos municipales correspondan á 
varios grupos de poblacion rural, los Colegios electo-
rales se dividirán en tantas secciones cuantos sean 
los grutos de poblacion rural que tengan Alcaldes 
• de barrio. 
Art. 46. La division de los distritos municipales 
en Colegios, y en su caso en secciones, la practica-
rán los Ayuntamientos en la época marcada en el 
art. 36 y siguientes de la ley Municipal, anuncián-
dola al público en la forma y por el término que la 
misma prescribe. El Ayuntamiento admitirá todas 
las reclamaciones que se hagan contra esta division, 
y las remitirá con su informe á la Comision provin-
cial en todo el resto del mes, para que las resuelva 
en conformidad a lo dispuesto en la 4.a del art. 37 
de la citada ley Municipal. 
Si no hubiese reclamaciones, se anunciará como 
-r 
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definitiva la division del distrito en Colegios 6 sec-
ciones acordada por el Ayuntamiento; y si existie-
ran dichas reclamaciones, se hará el mismo anun-
cjo tan pronto como la Comision provincial comuni-
que sus resoluciones 6 trascurra el plazo citado en 
el artículo anterior sin resolverlas, en cuyo caso se 
anunciará la division practicada por el Ayunta-
miento. 
Art. 47. Hecha la division en la forma prescrita 
en los artículos anteriores, no podrá alterarse ni 
modificarse sino por justa causa y con la aproba-
cion de la Çomision provincial y del Gobernador. La 
nueva division se hará por los mismos trámites, y 
no será válida para las próximas elecciones, si no 
estuviese aprobada y publicada quince dias antes, 
por lo ménos, de aquel en que deba celebrarse la 
eleccion. La alteracion no se hará en ningun caso 
para las elecciones parciales ni extraordinarias. 
Art. 48. El número de Concejales que corres-
ponda á cada Ayuntamiento será proporcional al 
de habitantes del distrito municipal, y nunca bajará 
de la relacion que se establece en la escala del ar-
tículo 34 de la ley Municipal. 
Art. 49. Las elecciones ordinarias comenzarán 
en la época y en el dia marcado en la ley Munici-
pal, y con arreglo á las bases fijadas para la reno-
vacion de los Ayuntamientos. 
Para las que deban celebrarse en el concepto de . 
parciales 6 extraordinarias por disolucion de los 
Ayuntamientos 6 por muerte 6 incapacidad de sus. 
indivíduos en los casos en que deban reemplazarse 
con arreglo á la ley Municipal, se fijará la fecha de 
la eleccion por la Comision provincial. 
Art. 50. Los Colegios 6 secciones electorales se 
abrirán al público á las nueve de la mañana del dia 
fijado para la eleccion. 
202 	 BIBLIOTECA JUDICIAL. 
Art. 51. A cada Colegio 6 seccion concurrirá á 
la citada hora el Alcalde 6 Regidor á quien corres-
ponda por Orden, y á falta de estos, el Alcalde de 
barrio que deba presidir la mesa interina. 
El Ayuntamiento hará la designacion de los Pre-
sidentes dos dias antes del fijado para la eleccion, y 
la publicará en la parte exterior del local. 
Art. 52. A cada Colegio 6 seccion se llevará por 
la Autoridad que deba presidir y se colocará sobre 
la mesa el libro talonario del censo electoral que le 
corresponda, y una lista por 6rden alfabético y nu-
mérico de los electores del mismo, con dos casillas 
en blanco, para estampar en ellas la palabra votó. 
La primera casilla servirá para anotar la votacion 
de la mesa, y la segunda para la de los candidatos. 
Habrá tambien un ejemplar de esta ley y una urna 
para depositar las papeletas de votacion. 
Art. 53. A la hora segaláda para comenzar la 
eleccion, el Presidente ocupará su puesto é invitará 
á los dos más ancianos y á los dos más jóvenes de 
los electores presentes, entre los que sepan leer y 
escribir, á tomar asiento en la mesa para ejercer las 
funciones de Secretarios escrutadores interinos. 
Si hubiere reclamaciones sobre la edad que de-
claren tener estos Secretarios, se estará á lo que re-
sulte del libro talonario del censo electoral. 
Art. 54. Despues de haber tomado asiento los Se-
cretarios interinos, el Presidente anunciará en alta 
voz : Se procede á la votacion de la mesa definitiva. 
Esta se compondrá,de un Presidente y cuatro Secre-
tarios, elegidos por papeletas y por mayoria de votos. 
Art. 55. No se admitirá á votar persona algu-
na que no presente su cédula talonaria, 6 á quien 
no se le dé por duplicado, en aquel momento, en 
los casos de extravío 6 
 - denenacion de entrega, se-
gun lo dispuesto en el art. 34 de esta ley. 
I 
LEOISLACION PENAL ESPECIAL. 	 203 
Art. 56. La papeleta de votacion contendrá el 
 
nombre del elector del mismo Colegio 6 seccion á 
quien se designe para Presidente, y separadamente, 
 
bajo el epígrafe de Secretarios, los nombres de otros  
dos electores tambien del mismo Colegio 6 seccion,  
para Secretarios escrutadores. No podrán ser elegi-
dos para estos cargos los electores que no sepan 
 
leer y escribir.  
Art. 57. Los electores se irán acercando uno a 
 
uno á la mesa, y presentando sus respectivas cédu-
las talonarias al Presidente, le entregarán la pape-
leta doblada, con su voto; aquel la introducirá en la 
 
urna, diciendo: Voto del elector Fulano de Tal.  
La cédula talonaria será sellada en el anverso, y  
devuelta al elector despues de haber anotado un Se-
cretario en la lista numerada la palabra votó. Si hu-
biere votado con cédula duplicada, se anotará así 
 
en la lista para hacer imposible la votacion del mis-
mo elector con la primera, 6 la de otro á su nombre.  
Si ocurriese alguna duda sobre la personalidad 
 
del elector, 6 sobre la legitimidad de su cédula se 
 
identificará en el primer caso con el testimonio de  
los electores presentes, y en el segundo se coteja-
rá la cédula con el talon. Cuando no se identificase  
la personalidad del elector, 6 resultase falsa la cé-
dula, no se le permitirá votar, y la mesa lo hará  
constar así en el acta, tomando las disposiciones 
 
convenientes para que el pretendido elector sea re-
mitido inmediatamente á los Tribunales de justicia. 
 
Art. 58. A las tres en punto de la tarde prohibi-
rá el Presidente, en nombre de la ley, la entrada en 
 
el local de eleccion, cerrando las puertas del mismo 
 
si lo considerase preciso. 
 
Continuará despues la votacion para recibir los  
votos de los electores presentes, y luego que hu-
biese votado el último, un Secretario escrutador pre- 
4 
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guntará tres veces en alta voz: ¿Hay algun elector 
presente que no haya votado? No habiendo quien 
reclame ó votando los que falten, el Presidente dirá: 
Queda cerrada la votacion; no volviéndose despues á 
admitir voto alguno, y permitiéndose de nuevo la 
entrada en el local. 
Art. 59. Cerrada de esta manera la votacion, un 
Secretario escrutador leerá en alta voz los nombres 
de los electores que hayan tomado parte en la elec-
cion, y publicará su número: en seguida el Presi-
dente, abriendo la urna, dirá: Se va á proceder al es-
crutinio. 
Art. 60. Este se verificará sacando el Presiden-
las papeletas de la urna una á una, desdolblándolas, 
leyéndolas en voz baja y entregándolas despues á 
uno de los Secretarios para que á su vez las lea en 
alta voz y las deposite sobre la mesa por el órden 
en que vayan saliendo. 
Los otros Secretarios escrutadores llevarán simul-
táneamerite nota de la votacion para Presidente y 
Secretarios, cuyas tres notas se confrontarán, y en 
caso de duda se cotejarán con las papeletas que se 
hayan ido colocando sobre la mesa. 
Todo elector tiene derecho á leer por sí ó á pedir 
que se vuelvan á leer, contar y confrontar las pape-
letas con las notas que hayan llevado los Secretarios 
escrutadores. 
Art. 61. Las papeletas cuya va lidez ofreciere du-
da, se dejarán aparte, continuando el escrutinio 
hasta terminarlo. La mesa examinará despues las 
dudosas, y decidirá sobre ellas por mayoria, con ar-
reglo á lo que dispone el artículo siguiente. 
Art. 62. Fn las papeletas en que se hubiese omi-
tido la distincion de Presidente y Secretarios, se en-
tenderá nombrado para el primer cargo el primero 
que se halle inscrito, y para Secretarios los dos si- 
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guientes. En las que contuvieren más nombres, se 
tendrán por valederos los tres primeros para los car-
gos indicados por su órden, y por nulos los demás. 
Las ilegibles se tendrán por nulas. Y sobre las fal-
tas de ortografía, leves diferencias de nombres y 
apellidos, inversion de éstos ó supresion de alguno, 
la mesa decidirá en sentido favorable, cuando no 
haya elector alguno del Colegio 6 seccion con quien 
pueda equivocarse el nombre del contenido en la pa-
peleta, consignando en el acta los hechos, sus reso-
luciones, y las protestas que se hicieren, uniendo 
en este case al expediente las papeletas que hubie-
sen sido objeto de cuestion. 
Art. 63. Cuando se encontraren dobladas jun-
tamente dos 6 más papeletas, si contuviesen los 
mismos nombres y por el mismo órden, se conta-
rán como una sola; pero si hubiese entre ellas algu-
na, diferencia esencial que afectase á los cargos, se 
anularán todas, consignándose así en el acta. Las 
papeletas solo se apreciarán para confrontar el mú-
mero de votantes. 
Art. 64. No se admitirá ninguna reclamacion ni 
protesta sobre la edad 6 la incapacidad del  elector, 
 ni en el acto de votar ni en el del escrutinio. Todos 
los electores que se hallen inscritos en el libro del 
Censo electoral, y cuya incapacidad no se baya de-
clarado en los apéndices que se mencionan en el ar-
tículo 20, pueden ejercitar su derecho y computárse-
les sus votos. 
Art. 65. Terminada la lectura de las papeletas, 
dictadas las resoluciones sobre los casos dudosos y 
admitidas las protestas á que dieren lugar, se proce-
derá al recuento de los votos despues de haber pre-
guntado el Presidente por tres veces consecutivas 
en alta voz: ¿Hay alguna protesta que hacer contra el 
escrutinio? 
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Art. 66. No habiéndose hecho ningúna protes-
ta, 6 resueltas las que se hagan en la forma que de-
termina el art. 83 de esta ley, cada Secretario es-
crutador verificará el. recuento de los votos obteni-
dos por los candidatos, y si resultase conformidad, 
se extenderá una lista de los que hubiesen obtenido 
votos por órden de mayor á menor, sin omitir nin-
guno. En el caso de que no haya conformidad 
entre los votos anotados, se procederá á nueva re-
vision y recuento de las papeletas, ateniéndose á lo 
que de éstas resulte. 
Art. 67. De esta lista se dará lectura en alta 
voz por uno de los Secretarios escrutadores, y con-
cluida, el que haya presidido la mesa proclamará 
Presidente del Colegio 6 seccion electoral al elector 
que para este cargo hubiese obtenido ma y- or núme-
ro de votos, y Secretarios á los cuatro que para este 
cargo hubiesen tambien obtenido mayor número de 
sufragios. 
Art. 68. Despues de proclamados los elegidos 
por el Presidente de la mesa interina, se recontarán 
públicamente las papeletas y se quemarán acto con-
tinuo, excepto aquellas sobre que se hubiese hecho 
alguna reclamacion, las cuales se unirán al expe-
diente. 
Art. 69. Si el Presidente 6 alguno de los Secre-
tarios escrutadores elegidos no se hallasen presentee 
al concluir el escrutinio en el .local de la eleccion, se 
les avisará á domicilio por el Presidente de la mesa 
interina; y si no se presentasen en el término de 
una hora, se entenderá que renuncian, y se ten-
drán como elegidos los que para el cargo respectivo 
sigan en la votacion inmediata en número si se ha-
llasen en el local. Si ninguno de ellos se presentase 
media hora: despues, serán reemplazados los que 
falten por el Presidente 6 Secretario de la mesa in- 
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terina, cada uno en sus cargos respectivos, sorteán-
dose para cubrir el número de los que no se hayan 
presentado de la clase de Secretarios, los que hu-
biesen desempeñado la interina. 
Art. 70. El Presidente de la mesa interina dará 
posesion de sus cargos al Presidente y Secretarios 
elegidos, declarando constituido el Colegio 6 seccion 
electoral. 
En aquel mismo dia, los "Secretarios de la mesa 
interina redactarán y firmarán el acta de la elec-
cion de la definitiva, con arreglo al modelo núm. 2. 0 , 
que depositarán en la Secretaria del Ayuntamiento 
antes de las once de la mañana del dia siguiente, 
donde podrán examinarla los electores. 
Art. 71. Constituidos al dia siguiente, á las nue-
ve de la mañana, en el Colegio 6 seccion electoral 
el Presidente y Secretarios escrutadores elegidos, se 
declarará por el primero en alta voz que se empieza 
la votacion para Concejales. 
Art. 72. El procedimiento de esta eleccion se 
arreglará á los mismos trámites establecidos para 
la eleccion de la mesa en los artículos 52 al 59 de 
esta ley. 
Art. 73. Las papeletas contendrán tantos nom-
bres como Concejales corresponda elegir al Colegio, 
y los que excediesen de este número serán nulos. 
En las secciones se votará el mismo número que 
corresponda al Colegio de que dependan. 
Art. 74. A las cuatro en punto de la tarde se 
procederá al escrutinio en la misma forma prescrita 
en los artículos del 59 al 68. 
Art. 75. Acto continuo el Presidente y Secreta-
rios redactarán el acta parcial conforme al modelo 
número 3.° Esta acta se remitirá antes de las ocho 
de la mañatla del dia siguiente á la Secretarla del 
distrito municipal, y de ella expedirá el Secretario, 
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con el V.0 B.° del Alcalde, la correspondiente certi-
ficacion, que entregará al Presidente de la mesa. 
A cada acta se unirá una lista de los electores 
que hayan tomado parte en la eleccion, la cual se 
sacará de la numerada en que se hayan ido anotan-
do los votos. 
Art. 76. El Presidente y Secretarios cuidarán, 
bajo su más estrecha responsabilidad, de que se fi-jen, antes de las nueve de la mañana del dia siguien-
te, en la parte exterior del Colegio electoral ó seccion 
las listas con los nombres de los electores que hayan 
tomado parte en la votacion y la de los candidatos 
con los votos que hubiesen obtenido, por Orden de 
mayor á menor. 
Art. 77. A las nueve de la mañana del dia si-
guiente volverá á abrir el Colegio electoral sin 
necesidad de anuncio, y ocupando la mesa el Presi-
dente y Secretarios escrutadores continuará la vota-
cion comenzada en el dia anterior. 
Si en el primero ó segundo dia de votacion para 
Concejales hubiesen emitido sus sufragios todos los 
electores, se dará por terminada la votacion. 
Art. 78. Concluida la votacion, y redactada su 
acta parcial en los términos referidos en el art. 75, 
se publicarán las listas de los votantes y , de los que 
hubieren obtenido votos, y se extenderá el acta ge-
neral del Colegio 6 seccion, uniendo á ella los resul-
tados de los escrutinios anteriores con todos los in-
cidentes de la eleccion. En este acto se observará 
todo lo prevenido para las parciales. 
Art. 79. Al dia siguiente de concluida la elec-
cion, en los Colegios que se hubiesen dividido en 
secciones, se reunirán las mesas de estas á la del C o-
legió para practicar el escrutinio genera' del mismo. 
El Presidente de la mesa del Colegio presidirá esta junta. Del escrutinio que practique se levantará la 
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correspondiente acta, que firmarán todos los concur-
rentes, y se observará en su redaccion lo prevenido 
para las generales de los Colegios. 
Art. 80. En las poblaciones en que haya más 
de dos Colegios electorales, cada mesa elegirá á plu-
ralidad de votos, al terminar la votacion del i. ltimo 
dia, un Secretario escrutador que asista como comi-
sionado al escrutinio general del distrito municipal. 
Si en el distrito municipal hubiese únicamente 
uno ó dos Colegios sin secciones, serán comisiona-
dos, en el primer caso, los cuatro Secretarios escru-
tadores que hubo de mesa, y en el segundo, dos por 
cada Colegio, elegidos en la forma prevenida en el 
párrafo anterior. 
En los Colegios que se hubiesen dividido en sec-
ciones se nombrarán el comisionado ó comisiona-
dos que correspondan por las Juntas de escrutinio 
del Colegio y seccion ó secciones de que habla el ar-
tículo anterior, y despues de hacer el escrutinio. 
Art. 81. ' El escrutinio general de distrito se ha-
rá en todos los pueblos el segundo domingo del un-
décimo mes del año económico, á las diez en punto 
de la mañana, en las Casas Consistoriales, donde se 
reunirán todos los comisionados de los Colegios, con 
asistencia del Ayuntamiento, presidido por el Alcal-
de primero. Ni éste ni el Ayuntamiento tendrá voto 
en este acto. 
Art. 82., Constituida de esta manera la Junta 
general de escrutinio bajo la presidencia del Alcalde 
primero, se nombrarán por mayoría de votos entre 
los comisionados, cuando el número "de estos llega- 
re por lo ménos á cinco, cuatro Secretarios escruta- 
dores que hagan la comprobacion de las actas y re- 
cuento de votos. 
En los pueblos en que por haber ménos de cinco 
Colegios no llegase á este número el de los comisio- 
Leg. pen. esp. 
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nados, se elegirán del mismo modo dos de éstos por 
ellos mismos y otros dos de los Concejales y de en-
tre ellos, para que los cuatro procedan en calidad de 
Secretarios á la comprobacion y recuento de los vo-
tos. Los dos Secretarios de nombramiento del Ayun-
tamiento tendrán en este caso voto con la Junta. 
Art. 83. La Junta de escrutinio, despues de ha-
ber hecho los Secretarios la- confrontacion de las ac-
tas y el recuento de los votos, examinará todas las 
reclamaciones de los electores contra la legítima re-
presentacion de los Presidentes 6 Secretarios de los 
Colegios y secciones electorales, validez de la elec-
cion 6 autenticidad 6 exactitud de las actas. 
De estas reclamaciones, de los motivos que para 
apreciarlas 6 desecharlas haya tenido la Junta de es-
crutinio, de las resoluciones que sobre ellas hubiese 
adoptado y de las protestas á que diesen lugar, se 
hará expresa mencion en el acta. 
Art. 84. Serán proclamados Concejales de cada 
Colegio electoral los que resulten con mayoria rela-
tiva de votos hasta completar el número de los que 
corresponda elegir. En el caso de empate entre los 
electos, decidirá la suerte los que han de quedar de 
Concejales. Hecha la proclamacion de Concejales 
electos por cada Colegio, se hará la de los que com-
ponen el Municipio 6 Ayuntamiento del pueblo. 
Art. 85. Se extenderá un acta del escrutinio con 
arreglo ál modelo núm. 4.°, en la que se hará men-
cion de las reclamaciones que se hubiesen hecho por 
los electores, resoluciones que se hubiesen adoptado, 
y de las protestas que hubiere habido, autorizándo-
las todos los presentes. Esta acta se archivará en la 
Secretaría del Ayuntamiento. 
Art. 86. Los nombres de los elegidos se expon-
drán al público en los sitios de costumbre durante 
la segunda quincena del undécimo mes económico. 
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En este término los electores podrán hacer por es-
crito ante el Ayuntamiento las reclamaciones que 
tengan por conveniente sobre la nulidad de la elec-
cion á incapacidad legal de los elegidos. 
Art. 87. El primer dia del duodécimo mes eco-
nómico se reunirá el Ayuntamiento en sesion públi-
ca extraordinaria con los comisionados de la Junta 
general de escrutinio, y con citacion de los elegidos 
contra cuya capacidad se hubiese reclamado. Los 
comisionados resolverán definitivamente todas las 
protestas sobre nulidad de la eleccion, y en union 
con el Ayuntamiento, las que se refieran á la inca-
pacidad 6 excusas legales de los elegidos, oyendo 
antes sus defensas. 
De esta sesion se levantará acta, en la que se  ex-
presen - los fundamentos de las resoluciones que 
adopten los comisionados de la Junta de escrutinio 
sobre las protestas de nulidad de la eleccion y las 
que acuerden con el Ayuntamiento respecto á las de 
incapacidad 6 excusas de los elegidos, con lo que 
estos hayan expuesto en su defensa. A esta acta se 
unirán las reclamaciones y se archivarán con el acta 
de eleccion. 
Art. 88. Las resoluciones que se mencionan en 
el artículo anterior serán ejecutorias, si notificadas 
á los interesados á presencia de los testigos no hi-
ciesen nueva reclamacion para ante la Comision 
provincial dentro de los tres dias siguientes al de la 
notificacion. 
Art. 89. Si se hubiesen hecho, los Ayuntamien-
tos remitirán inmediatamente, bajo su responsabili-
dad, los oportunos expedientes á la Comision provin-
cial con el acta de la sesion extraordinaria. Esta Co-
mision resolverá de una manera definitiva todas las 
reclamaciones, declarando la validez 6 nulidad de 
las elecciones, 6 la capacidad, incapacidad 6 excusas 
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de los elegidos. Estas resoluciones deben dictarse 
por la Comision provincial antes del dia 20 del duo-
décimo mes del affo económico, en que quedarán 
terminados todo los expedientes, para cuyo efecto to 
marán los Presidentes de la Comision las disposicio-
nes que crean más oportunas. 
Pasado este dia, devolverán todos los expedien-
tes á los respectivos Ayuntamientos; y en los que 
no hubiese resuelto, se llevará á efecto lo acordado 
sób^e las protestas de la eleccion, incapacidades ó 
excusas de los elegidos, por los comisionados de la . 
Junta de escrutinio y Ayuntamiento en la sesion ex-
traordinaria á que se refiere el art. 87. 
Art. 90. Las declaraciones de nulidad de la elec-
cion con sus fundamentos acordadas por la Comi-
sion provincial se publicarán en el Boletín oficial de 
la provincia. 
Art 91. Cuando se anulase una eleccion por 
vicios cometidos en la de la mesa, la Comision pro-
vincial encargará la presidencia de la mesa interi-
na al Alcalde del pueblo de la cabeza del partido ju-
dicial;, y, si hubiese ocurrido en el distrito del pue-
blo cabeza de partido, se encargará la presidencia 
al Alcalde del pueblo inmediato. 
Las nuevas elecciones deberán estar celebradas 
para fines del duodécimo mes económico, á cuyo 
efecto la Comision provincial pondrá en conocimien-
to del Ayuntamiento respectivo su acuerdo de nuli-
dad, ordenándole que proceda á nueva eleccion. 
Art. 92. Si por cualquier motivo no se hubiese 
nombrado el nuevo Ayuntamiento para el primer 
dia del primer mes del año económico, seguirá el 
del affo anterior hasta que la eleccion se verifique y 
haya tomado posesion el nuevamente nombrado.» 
Reproducida ya aquí la legislacion electoral vi-
gente en materia de Ayuntamientos, resta solo de- 
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cir que su sancion penal es la misma de la ley de 
20 de Agosto que queda ya inserta al tratar de la 
eleccion de Senadores. 
Citaremos ahora los casos de jurisprudencia, ad-
virtiendo- desde luego que si no se hace mencion de  • 
todos, son de seguro los más importántes. 
1.0 Conforme á la ley electoral de 20 de Agosto 
de 1870. art. 173, núm. 14, cometen una de las fal-
tas por que se incurre en las penas determinadas, en 
el art. 172, el Presidente y Secretarios de una mesa 
electoral que admitan á votar al que no presente 
cédula legítima, ó que no figure en el libro talonario 
y lista del Colegio 6 seccion el que pretenda emitir 
su voto, cometiendo tambien la falta de igual natu-
raleza, los que no admitan el voto de quien figure 
en dichos libros y lista, aunque no presente cédula, 
siempre que en aquel exista el duplicado de esta y 
lo pida. 
2.0 Dispuesto en el art. 55 de la expresada 
ley que no se admitirá á votar persona alguna 
.que no presente su. cédula talonaria, 6 á quien no 
se le dé por duplicado en aquel momento, y habién-
dOse establecido en el 55, que los electores se irán 
acercando uno á uno á la mesa y presentando sus 
respectivas cédulas talonarias al Presidente, le en-
tregarán la papeleta doblada con su voto, y aquel la 
introducirá en la urna diciendo: Voto del elector Fula-
no de Tal, se infiere necesariamente, que así el acto 
de la presentacion de la cédula, como el de la entre-
ga de la papeleta que contiene el voto de cada elec-
tor, es personalísimo, y no se puede ejecutar por la 
mediacion de otra persona alguna. (Sentencia de 26 
de Marzo de 1872.) 
Es indudable que en el art. 166 y en el núme-
ro 6.° de la ley electoral vigente no se castiga 
lnás que el delito de falsedad consumado, como que 
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en el art. 186 se previene que los delitos no com-
prendidos expresamente en las disposiciones de 1a _ 
misma, se castiguen con arreglo á lo dispuesto en el 
Código penal, pero es evidente que el ánimo del legis-
lador fué el que las omisiones 6 vacíos de la referida 
ley, y los casos de que en ella no se hiciera especial 
mencion, se rigieran como en. los delitos comunes, 
por las reglas generales establecidas en el libro 1.° 
del expresado Código. (Sentencia de 30 de Setiembre 
de 1874) 
Las inclusiones y exclusiones indebidas de que 
trata el art. 167 de la ley de 20 de Agosto de 1870 se 
refieren a las listas definitivamente ultimadas, y no 
á las provisionales. (Sentencia de 11 de Julio de 1879.) 
La infraccion del art. 30 de la ley electoral de 20 
de Agosto de 1870 relativa a la publicacion de las 
listas electorales ultimadas durante los primeros 
quince dias del décimo mes de cada año económico 
constituye la falta penada, por el art. 172. (Sentencia 
de 18 de Octubre de 1880.) 
De ninguna de las disposiciones de la ley electo-
ral de 20 de Agosto de 1870 puede deducirse la pre-
cision de consignar en la correspondiente acta los 
fundamentos de las protestas hechas por los electo-
res, ni tampoco basta que los electores hagan las pro-
testas, sino que es preciso que exijan que se consig-
nen en las actas. (Sentencia de 12 de Abril de 1881.) 
Cuando se presenta una querella denunciando 
abusos electorales despues del término de dos me-
ses, contados desde que fué aprobada ó anulada el 
acta definitivamente, procede el sobreseimiento por 
hallarse prescrita la accion. (Sentencia de 13 de Julio 
de 1881.) 
Los Alcaldes, Secretarios escrutadores y Jueces 
municipales, como funcionarios encargados de faci-
litar la ejecucion de las elecciones municipales, no 
.1 
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pueden considerarse amparados por el deber al fal-
tar á las prescripciones de la ley electoral, cuando 
precisamente esta falta la hace la misma ley objeto de 
sancion penal. (Sentencia de 11 de Octubre de 1881.) 
Segun el art. 22 de la ley vigente para las elec-
ciones municipales de 20 de ,Agosto de 1870, no 
corresponde á las atribuciones y deberes propios de 
los Alcaldes y Secretarios de los Ayuntamientos la 
formacion y publicacion de las listas electorales, y 
sí determinadamente á los Ayuntamientos mismos, 
por cuya razon no pueden responder como autores 
de dicha falta electoral. (Sentencia de 21 de Noviem-
bre de 1881) 
No tiene objeto la Junta de escrutinio cuando no 
se ha hecho reclamacion alguna contra la capacidad 
de los elegidos, cuya falta, aun en el caso de existir, 
no es de las comprendidas en el art. 173 de la ley 
electoral que declara las que deben ser penadas. 
Cuando concluida la eleccion sin haberse recla-
mado se presenta al Alcalde una queja y esta Auto-
ridad provee inmediatamente lo que considera pro-
cedente, teniendo en cuenta que la Junta de escruti-
nio estaba disuelta y la exposicion se dirigia al Al-
calde, no se incurre en la responsabilidad que con-
signa el núm. 16 del art. 173 de la citada ley elec-
toral. (Sentencia de 6 de Diciembre de 1881.) 
Para que el hecho de no admitir votar á 
un elector, constituya la falta del núm. 14, art. 1'73 
de la ley electoral de 20 de Agosto de 1870, es  pre-
ciso que aparte de la presentacion de la cédula apa-
rezca de un modo indudable, que el nombre del no 
admitido á votar figure en el libro talonario y lista 
del Colegio ó seccion a que corresponda, y que en 
el caso de que no presente dicha cédula, conste que 
en el libro talonario existe el duplicado de ésta, y 
que el interesado lo ha pedido. 
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Siendo personalísimo el ejercicio del derecho elec-
toral, el Presidente que no admite el voto por medio 
de tercera persona, no comete tampoco falta algu-
na. (Sentencia de 16 de Marzo de 1882.) 
El art. 26 de la ley electoral de 1870, atribu-
ye á los Ayuntamientos dentro, del plazo, allí se-
ñalado, competencia para resolver sobre la inclusion 
ó exclusion de electores de las listas primeras, cu-
yos acuerdos, reclamables ante la Comision provin-
cial, cuando son firmes pueden ocasionar natural y 
precisa alteracion en las listas. 
Al acordar por consiguiente un Ayuntamiento 
las inclusiones y exclusiones, sin que conste lo hi-
ciere de oficio ó á instancia de parte, ó por que 
considerara á sus individuos con derecho á formular 
la reclamacion, autorizados por el art. 27 de la ley 
electoral en su cualidad de vecinos, puso en ejerci-
cio una atribucion indudable, y cualquiera que fue-
ra la procedencia de este acuerdo reclamable no co-
metió el delito de falsedad definido en el art. 167 de 
dicha ley, porque la existencia de este delito contra-
dice y excluye toda idea de derecho para realizar lo 
que es su objeto. (Sentencia de 26 de Junio de 1882) 
Las inclusiones y exclusiones indebidas de que 
trata el núm. 1.° del art. 167 de la ley electoral de 
20 de Agosto de 1870, así como las demás alteracio-
nes que se hagan en las listas para dar ó .quitar el de-
recho electoral, se refieren á las definitivamente ulti-
madas, que precisamente se publican para que pue-
dan ser debidamente justificadas, y el hecho de 
alterar las listas electorales variando el Colegio don-
de debian emitir su voto algunos electores, hecho 
por el Alcalde D. F. de T., lo fué en el censo forma-
do en el año de 1880, que para nada tenia que re-
gir en el 81, puesto que el censo debe formarse con 
arreglo á las listas electorales rectificadas y ultima- 
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das en la forma que previenen 	 artículos del 20 
al 30 de la citada ley electoral, no constituyendo el 
delito d .falsedad electoral en el libro del censo cor-
respondiente al año en que se verificaba la eleccion, 
ni tampoco á las listas electorales, porque aquellas 
no estaban ultimadas (Sentencia de 23 de Enero 
de 1883.) 
El hecho de exponer las listas electorales en 
la puerta de la Casa-Ayuntamiento reunidas en for-
ma de cuaderno, habiendo además ordenado la fija
-
cion de edictos en los distintos barrios del distrito 
anunciando que en la Secretaría municipal estarian 
aquellas, no puede considerarse que constituya la 
falta del art. 173 de la ley electoral de 20 de Agosto 
de 1870, vigente en Cuba y Puerto-Rico, porque ni 
esta ley prohibe que la fijacion de las listas se haga 
en forma de cuaderno, ni prescribe que se haga fi-jándolas separadamente, ni puede creerse que tenga 
esencial importancia esta segunda forma de publica-
cion, y por otra parte la costumbre general de los do-
minios espafioles de notoriedad conocida ni ninguna 
especial del distrito á que este caso se refiere, exigian 
que la fijacion de las listas se verificase en todos y 
cada uno de los barrios de aquel término. (Sentencia 
de 26 de Marzo de 1883.) 
El hecho de eliminar en las listas en unas se-
gundas elecciones los nombres de 36 electores, que 
aparecieron en las primeras que fueron anuladas, 
borrados, enmendados 6 intercalados sin tener á su 
disposicion para la debida confrontacion el censo 
electoral, ni el libro talonario que retuvo el Secreta-
rio destituido y teniendo en cuenta la premura del 
tiempo, no puede considerarse constituya la falsedad 
definida en el art. 167 de la ley electoral de 20 de 
Agosto de 1870, mucho más cuando no consta para 
la fundamentacion de este cargo, como fuera preci- 
i 
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so, el nombre y capacidad de los eliminados. (Senten-
cia de 28 de Setiembre de 1883) 
Incurre en falta electoral, conforme al núme-
ro 11 del art. 173 de la ley de 20 de Agosto de 1870, 
el Presidente ó Secretarios escrutadores que se nie-
gan á consignar en el acta las dudas, reclamaciones 
y protestas motivadas que le hayan hecho de pala-
bra 6 por escrito. 
Tambien comete falta electoral, segun el nú-
mero 1.° del expresado artículo, el que se niegue á 
entregar á un elector , comprendido en las listas elec-
torales, libro del censo electoral y talonario, la cédu-
la legítima que acredite el derecho á votar. 
El hecho de hacer figurar como votantes á tre-
ce electores que habian fallecido, otros que esta-
ban ausentes y otros muchos que no concurrieron é. 
votar, y sin embargo consta lo hicieron con el du-
plicado, es constitutivo del delito de falsedad, en 
cuanto se supuso á sabiendas y para aplicar votos á 
determinados candidatos. (Sentencia de 15 de Diciem-
bre de 1883.) 
CAPÍTULO III. 
De la penalidad especial de las leyes Provincial y Municipal, 
I. De la ley Provincial.—Jurisprudencla.— Comentarios.— II. De la ley 
Municipal —Jurisprudencia. —Comentarlos. 
I. 
DE LA LEY PROVINCIA% DE 9 DE JULIO DE 1882. —JIIRISPItIIDENCIA, 
COMENTA RIOS. 
Esta es una de las materias más interesantes paró 
los Tribunales, y que importa más conocer. La espe• 
cialidad que entrañan las responsabilidades penales 
de los Diputados provinciales, y de los miembros de 
los Municipios, es muy compleja, y seria muy diff. 
cil su aplicacion, no estudiando detenidamente las 
respectivas leyes que las definen y establecen. Por-
que en sus disposiciones ya se fijan las correcciones 
que han de ser impuestas gubernativamente, ya se 
refieren y asimilan á las prescripciones del Código 
penal, ó ya se imponen penas especiales. En el pri.. 
mer caso, hay que ver los linderos trazados á la ac-
eion del Gobierno para no traspasarlos, siquiera los 
hechos en que consistan tengan sancion penal en el 
Código; en el segundo, hay que reputar los pre- 
ceptos que contienen como si en realidad formaran 
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parte del propio Código, y en el tercero, hay que 
considerar una verdadera legislacion especial apli-
cable sólo á los casos que la ley determina. 
La necesidad de este estudio es tanto más noto-
ria, cuanto que no dejan en la práctica de menudear 
los casos de criminalidad de este género, lo cual se 
comprende bien, atendido el gran número de indi-
viduos de unas y otras Corporaciones, y la frecuen-
cia con que se cometen ciertos abusos por motivos 
políticos, y tambien alguna vez por otros móviles 
ménos disculpables. Por otra parte, estas leyes no 
son muy manejadas ni conocidas, porque ya se ha 
dicho antes que en lo que se fija la atencion gene-
ralmente es en el Código penal, el cual sin duda 
hay que aprenderse sobre todas las cosas, pero sin 
olvidar ninguna de las demás leyes penales que hay 
igual obligacion de aplicar en casos determinados. 
Tambien hay que observar que los procesos á que 
dan lugar esta clase de infracciones, sin que in-
trínsecamente tengan mayor importancia que otros, 
sea 'por la clase de personas de que son obje-
to, sea por las circunstancias locales 6 políticas de 
que suelen venir acompañados, tienen siempre el 
privilegio de llamar poderosamente la atencion pú-
blica, lo cual pone en evidencia incuestionable al juzgador, y hace resaltar doblemente cualquier ol-
vido en el procedimiento, ó en la aplicacion de la 
ley penal. 
Notoria es tambien la gravedad que independien-
temente de estas causas tienen los procesamientos 
de Diputados provinciales y Concejales, dignos de 
toda consideracion, si son inocentes, por la respeta-
ble investidura que tienen y por la estima en que 
han de aparecer ante sus conciudadanos, y merece-
dores si faltaron á su deber del castigo correspon-
diente, en defensa y proteccion de los sagrados inte- 
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reses de la Provincia y del Municipio que les están 
confiados. 
Por eso he creido, que despues de tratar de las 
leyes electorales, las más importantes en el órden 
político, excepto la Constitucion, debian seguir las 
que son materia de este capítulo, porque á todas lu-
ces revisten el mayor interés posible en la esfera ad- 
ministrativa. 
Trátase en esta primera parte de la ley Provin-
cial, que no se insertará integra, porque es notoria-, 
mente innecesario para el objeto de esta obra. 
Ley Provincial de 9 de Julio de 1882. 
Ocúpase en primer  , término de las provincias, 
su territorio y habitantes, de la administracion y 
gobierno de las mismas, y despues de las atribucio-
nes y deberes de los Gobernadores, entre los que 
consigna los siguientes que deben conocerse: 
«Art. 21. Corresponde al Gobernador mantener 
el órden público y proteger las personas y las pro-
piedades en el territorio de la provincia, á cuyo fin 
las Autoridades militares le prestarán su auxilio 
cuando lo reclame. 
Art. 22. Tambien deberá reprimir los actos con-
trarios á la moral 6 á la decencia pública, las fal-
tas de obediencia 6 de respeto á su autoridad, y 
las que en el ejercicio de sus cargos cometan los 
funcionarios y corporaciones dependientes de la 
misma, pudiendo imponer, con este motivo, multas 
que no excedan de 500 pesetas, á no estar autoriza-
do para mayor suma por leyes especiales. 
En defecto de pago de las multas puede imponer 
el arresto supletorio hasta el máximun de quince 
dias. 
J 
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Cobtra la imposicion de las multas podrán los 
interesados interponer recurso de alzada ante el Mi-
nisterio de la Gobernacion, prévia consignacion del 
importe de la multa y en el término de diez dias. 
Interpuesto este recurso, el Gobernador remitirá 
los antecedentes al Ministerio dentro del término de 
tercero dia. 
Art. 23. El Gobernador velará muy especial-
mente por el exacto cumplimiento de las leyes sa-
nitarias é higiénicas, adoptando en casos necesarios 
bajo su, responsabilidad, y con toda premura, las 
medidas que estime convenientes para preservar á la 
salud pública de epidemias, enfermedades contagio-
sas, focos de infeccion y otros riesgos análogos, 
dando cuenta inmediatamente al Gobierno. 
Art. 24. El Gobernador instruirá por sí mismo 
6 por sus delegados las primeras diligencias en 
aquellos delitos cuyo descubrimiento se deba á sus 
disposiciones 6 agentes, entregando los detenidos al 
Tribunal competente, con las diligencias que hubie-
re practicado, dentro de las veinticuatro horas si-
guientes al acto de la detencion. 
Una vez entregados a los Tribunales los deteni-
dos como delincuentes, con las diligencias, se en-
tenderá reconocida por el Gobernador .la jurisdic-
cion del Juzgado 6 Tribunal, y no podrá el primero 
provocar competencia en la misma causa.» 
Trata despues la ley de organizacion y modo d e . 
funcionar de la Diputacion provincial, introduce al-
gunas alte^aciones en el sistema electivo que ya se 
han expuesto en el lugar oportuno, y consagra el, 
capítulo 6.° á la competencia y atribuciones de las 
Diputaciones provinciales, que deben ser aquí repro-
ducidas íntegramente, porque sobre este punto ha 
de recaer la sancion penal. 
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(Art. 73. Las Diputaciones provinciales no pue-
den ejercer otras funciones que aquellas que por las 
leyes se les señalen. 
Art. 74. Corresponde exclusivamente á las Di-
putaciones provinciales la administracion de los in-
tereses peculiares de las provincias respectivas, con 
arreglo y sujecion á las leyes, reglamentos y dispo-
siciones generales dictados para su ejecucion, y en 
particular cuanto se refiere á los objetos siguientes: 
1. 0 Creacion y conservacion de servicios que 
tengan por fin la comodidad de los habitantes de la 
provincia y el fomento de sus intereses morales y 
materiales, tales como establecimientos de benefi-
cencia 6 de instruccion, caminos, canales de navega-
cion y de riego, y de toda clase de obras públicas de 
interés provincial, así como concursos, exposiciones 
y otras instituciones de fomento. 
2.° Administracion de los fondos de la provin-
cia, y su inversion conforme al presupuesto apro-
bado. 
3.° Custodia y conservacion de los bienes, accio-
nes y derechos que pertenezcan á la provincia 6 á 
establecimientos que de ella dependan, repartiendo 
é invirtiendo los productos en la realizacion de los 
servicios que están confiados á la Diputacion. 
4.0 Nombramiento y separacion, con arreglo á 
las leyes especiales, de todos los empleados y depen-
dientes pagados de los fondos provinciales. Los fun-
cionarios destinados á servicios profesionales ten-
drán la capacidad y condiciones que en las leyes re-
lativas á aquellos se determinen. 
Art. 75. Como á superior gerárquico de los 
Ayuntamientos corresponde á la Diputacion: 
1. 0 Revisar los acuerdos de los Ayuntamientos 
con arreglo á lo que disponga la ley Municipal. 
2. 0 Encargar á cualquiera de sus Vocales que 
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gire visitas de inspeccion á los Ayuntamientos con 
el fin de enterarse del estado de sus servicios, cuen-
tas y archivo. 
La Diputacion adoptará, en vista del resultado 
de estas visitas, las disposiciones que estime conve-
nientes, dentro de sus facultades, para mejorar la 
administracion municipal. 
Art. 76. Los establecimientos de beneficencia y 
los de enseñanza, creados ó sostenidos por las Dipu-
taciones provinciales, se acomodarán á lo que dis-
pongan la ley de beneficencia y de instruccion pú-
blica. 
La Diputacion no podrá suprimir ninguno de 
estos establecimientos sin la aprobacion del Go-
bierno. 
Art. 77. Los edificios provinciales declarados in-
útiles para el servicio á que estaban destinados pue-
den ser vendidos por la Diputacion en pública su-
basta. 
Para la permuta de dichos bienes ha de preceder 
la aprobacion del gobierno. Es necesaria la misma 
aprobacion para todos los contratos relativos á la 
enajenacion 6 hipoteca de los demás bienes inmue-
bles, derechos reales y títulos de la deuda pública, 
y á la emision de empréstitos 6 estipulacion de 
préstamos., 
A continuacion traza la ley la forma en que se 
han de ejecutar los acuerdos de la Diputacion pro-
vincial, así como los recursos y reclamaciones que 
se dan contra los mismos, sin que tenga en ellos 
intervencion alguna la Autoridad judicial, que sólo 
deberá tener presente estos cuatro artículos: 
«Art. 80. El Gobernador podrá tambien sus-
pender los acuerdos de la Diputacion provincial por 
1 LEGISLACION PENAL ESPECIAL. 	 225 causar perjuicios de difícil reparacion á los intereses ó derechos de los particulares ó de las corporaciones, si los agraviados lo solicitan dentro de diez dias, y al propio tiempo declaran que interpondrán contra dichos acuerdos la demanda á que se refiere el art. 88. Art. 88. Los que se crean perjudicados en sus derechos civiles por los acuerdos de la Diputacion, haya sido 6 no suspendida su ejecucion en virtud de lo dispuesto en el art. 80, pueden reclamar contra 
ellos mediante demanda ante Juez 6 Tribunal com-
petente, segun lo que, atendida la naturaleza del 
 asunto, dispongan las leyes. El Juez 6 Tribunal que 
entienda en el asunto puede suspender por primera 
providencia, á peticion del interesado, la ejecucion 
del acuerdo si esto no hubiese tenido lugar segun 
lo dispuesto en el art. 80 de estanley. 
Para interponer dicha demanda se concede un 
plazo de treinta dias, pasado el cual sin haberse in-
terpuesto, queda levantada de derecho la suspension 
gubernativa si se hubiese acordado, y queda tambien 
consentido el acuerdo. 
Art. 89. Reclamado el acuerdo en virtud de lo 
dispuesto en el artículo anterior, el Gobernador re-
mitirá los antecedentes al Juez . 6 Tribunal que en-
tienda en el asunto, dentro de los ocho dias siguien- 
tes a aquel en que le fueren pedidos, y si los hubie-
ra remitido al Gobierno, elevará desde luego al mismo 
la reclamacion de dicho Juez 6 Tribunal. 
Art. 90. Los Gobernadores y Diputados provin-
ciales son personalmente responsables, con arreglo á 
las leyes, de los daños y perjuicios que se originen 
por la ejecucion 6 suspension de los acuerdos de las 
Diputaciones provinciales.» 
La orgànizazion y modo de funcionar de la Comi-
sion provincial, así como de los empleados y agen- 
Leg. pen. esp. 
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tes de la Administracion, y los presupuestos y cuen-
tas provinciales, son objeto de los demás capítulos 
 
de la ley, hasta el 11, que trata de la Dependencia 
y responsabilidad de los Diputados y agentes de la Ad-
ministracion provincial, cuyo tenor es el siguiente:  
:Art. 131. Las Diputaciones provinciales incur-
ren en responsabilidad:  
1.° Por infraccion manifiesta de la ley en sus ac-
tos 6 acuerdos, bien sea atribuyéndose facultades 
 
que no les competan, bien abusando de las propias. 
 
2.° Por desobediencia al Gobierno en los asuntos  
en que proceden por delegacion y bajo la dependen-
cia de éste.  
3.° Por desacato á sus superiores gerárquicos. 
 
4.° Por negligencia ú omision de que resulte 
 
perjuicio á los intereses 6 servicios que les están en-
comendados, abuso 6 malversacion en la adminis-
tracion de sus fondos.  
Art. 132. La responsabilidad podrá exigirse á las  
Diputaciones 6 á los Diputados provinciales ante la 
 
Administracion 6 ante los Tribunales de justicia.  
Ante la Administracion, por hechos y omisiones 
 
culpables en el ejercicio de sus funciones, cuando 
 
no llegan á constituir delito. Ante los Tribunales de 
 justicia, por hechos ú omisiones en el ejercicio de 
 
sus funciones, cuando éstos constituyen delito segun 
 
el Código. 
La responsabilidad sólo se exigirá á los Diputados  
que hubieren incurrido en la omision, 6 tomado par-
te en el acto 6 acuerdo que la motive.  
Art. 133. Corresponde exclusivamente al Go-
bierno exigir la responsabilidad administrativa. Esta 
 
comprende el apercibimiento, la multa y la sus-
pension. 
Procede el apercibimiento en los casos de omision,  
^ 
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negligencia y abuso de facultades, cuyas consecuen-
cias no sean irreparables. 
Procede la multa siempre que las leyes y disposi-
ciones generales lo determinen, y en los casos de 
reincidencia en faltas castigadas ya con apercibi-
miento, así como en los de negligencia cuyas conse-
cuencias sean irreparables, y en los de abuso de au-
toridad y desobediencia que no produzcan respon-
sabilidad criminal. 
Procede la suspension en los casos de reinciden-
cia en faltas castigadas ya con multas; en los de ex-
tralimitacion grave con carácter político, y en"los de 
resistencia á la Autoridad del Gobierno, acompaña-
das estas dos últimas de cualquiera de las circuns-
tancias siguientes: 
1.a Haber dado publicidad al acto. 
2.a Excitar otras corporaciones á cometerlas. 
3.a Producir alteracion del órden público. 
Y por último, en los casos de abuso 6 malver- 
sacion demostrados en la administracion de sus 
fondos. 	 - 
Art. 134. Para la imposicion de las multas se 
tendrán presentes las reglas siguientes: 
1.a La declaracion de estas correcciones corres-
ponde al Gobierno con audiencia del interesado y 
del Consejo de Estado. 
2.a Las multas no excederán de 500 pesetas. 
3.3 Las multas serán satisfechas por los Diputa-
dos responsables segun el art. 132. 
Art. 135. Para la exaccion de las multas se ob-
servarán además las reglas siguientes: 
1." La resolucion del Gobierno se comunicará 
por escrito al multado; del pago se le expedirá el 
competente recibo. 
2.a Las multas y los apremios se cobrarán en 
papel del sello correspondiente. 
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3.a Las multas serán pagadas precisamente del 
peculio particular del multado. 
Art. 1»6. Para el pago de toda multa se conce-
de un plazo proporcionado á la cuantía de la' mul-
ta, y que no baje de diez dias ni exceda de veinte, 
pasado el cual procede el apremio contra los mo-
rosos. 
El apremio no será mayor de 5 por 100 diario 
del total de la multa, sin que exceda en ningun case 
del duplo de la misma. 
Contra la imposicion gubernativa de la multa pro-
cede el recurso contencioso-administrativo, prévia 
consignacion 6 depósito de su importe. 
Art. 137. En ningun caso, para hacer efectiva la 
multa, se expedirán comisionados de ejecucion con-
tra la Diputacion y sus Vocales. Cuando los multa-
dos dejasen de pagar la multa no obstante el apre-
mio, el Gobernador, como delegado del Gobierno, 
oficiará al Juez de primera instancia á quien corres-
ponda, comunicándole la órden ministerial impo-
niendo la multa' y la cuantía y liquidacion de ésta, 
y requiriendo su autoridad para hacerla efectiva. 
El Juez procederá á la exaccion por la vía de 
apremio. 
Art. 138. Para imponer la suspension guberna-
tiva á las Diputaciones 6 á sus Vocales se observa-
rán las reglas siguientes: 
1.a El Gobernador trasmitirá á los interesados, 
en el mismo dia en que la reciba, la órden de sus-
pension que le comunique el Gobierno, con expre-
sion de la causa en que dicha medida se funde. El 
Diputado 6 Diputados suspensos podrán exponer 
al Gobierno, por conducto del mismo Gobernador 
y en el término de tercero dia, los hechos ú obser-
vaciones que á su defensa convengan. 
2.a Solo en el caso de que los interesados no 
^ 
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utilicen en el plazo indicado esta facultad, se resol 
 
verá definitivamente la suspension sin oirles. 
 
3.a La suspension no pasará de sesenta dias. 
 
Trascurrido este plazo sin que hubiese mandado 
 
proceder la formacion de causa 6 sin que la Au-
diencia haya dictado auto declarando procesados 
 á 
los Diputados suspensos, estos volverán de hecho y 
 
de derecho al ejercicio de sus funciones.  
Los que les hubiesen reemplazado serán conside-
rados como culpables de usurpacion de atribuciones 
 
si despues de requeridos 6 de publicado en la Gace-
ta el acuerdo alzando la suspension continuarán des-
empeñando funciones de Diputados provinciales 
 
sin que les sirva de excusa el no haber recibido la 
orden de cesar en sus cargos.  
Art. 139. El Gobierno, para proceder la sus- 
- pension, formará el oportuno expediente, oyendo al 
 
Consejo de Estado. En los casos de urgencia puede 
 
resolver por sí y bajo su responsabilidad, sin que 
 
preceda la expresada audiencia.  
La Real Orden que alce 6 confirme la suspension 
 
se publicará de todos modos en la Gaceta oficial, in-
sertándose los dictámenes del Consejo de Estado 
 
siempre que se hubiere oido á este Cuerpo; y si 
 
trascurrieren los sesenta dias antes señalados sin que 
 
la citada Real Orden apareciese en la Gaceta, los 
 
Diputados suspensos volverán tambien de hecho y 
 
de derecho al ejercicio de sus funciones.  
Art. 140. Las Diputaciones provinciales no pue-
den ser disueltas, ni destituidos sus Vocales, sino 
 
por sentencia ejecutoriada de los Tribunales.  
Art. 141. Para los delitos, que cometan las Di-
putaciones provinciales y los Diputados en el ejer-
cicio de sus funciones, será Juez competente en pri-
mera instancia la Audiencia de la capital de la pro-  
vincia. 
l 
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Art. 142. Los empleados y agentes de la Admi-
nistracion provincial nombrados por la Diputaciou 
ó por la Comision están sujetos á su obediencia y 
son responsables ante ella con arreglo á esta 
Como puede emprenderse, no hay jurisprudencia 
todavia respecto de una ley que es tan reciente. En 
su defecto, deberán á mi juicio observarse las si-
guientes reglas: 
1.a Que la facultad de imponer las multas á que 
se refiere el art. 21 es exclusiva del Gobernador, y 
que sólo podrán disputársela los Tribunales cuando 
claramente resulten impuestas sobre hechos com-
prendidos en el código penal. 
2.a Que si contra lo dispuesto en el art. 24 el 
 Gobernador no remitiere las correspondientes dili-
gencias sobre delito al Tribunal competente, éste 
podrá y deberá reclamarlas. 
3.a Que la responsabilidad de los Gobernadores 
y Diputados provinciales establecida en el art. 90, 
tanto puede ser civil como criminal, segun la índole 
del asunto objeto de la misma. 
4.a Que la responsabilidad de las piputaciones 
provinciales marcada en los artículos 131 y siguien-
tes, será exigida pqr la Administracion, siempre 
que taxativamente lo determine la ley, sea cualquie-
ra el carácter del hecho de que se trate, entendién-
dose si estuviese comprendido en el Código penal, 
que éste ha sido derogado expresamente. en .esa 
parte. Un ejemplo facilitará la inteligencia de este 
principio. El Código penal en su art. 265 pena la 
resistencia grave á la Autoridad como delito, mien-
tras que el 133 de la ley Provincial corrige este mis-
mo hecho como falta administrativa con la suspen_ 
ilion. Lo mismo debe hacerse en cualquier otro cas o 
 análogo, porque la ley general, por lo comun, no
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deroga la especial, y porque además en el presente 
caso ésta es posterior á aqaella. 
5.a En los casos indicados en el art. 137 el Juez 
de instruccion obra únicamente como auxiliar del 
Gobierno, y contra sus providencias no se dan re-
cursos de procedimiento judicial. Sólo cabria el  de-
responsabilidad en su caso. 
6.a Aunque el art. 141 dice que será Juez com-
petente para las Diputaciones provinciales y los 
Diputados en el ejercicio de sus funciones en pri-
mera instancia, la Audiencia de la capital de la 
provincia, debe entenderse hoy que lo será en úni-
ca instancia la Sala de lo criminal de la Audien-
cia territorial respectiva, segun lo preceptuado en el 
artículo 4. 0 de la ley adicional á la orgánica del 
poder judicial, de 14 de Octubre de 1882. 
7.a Que los empleados y agentes de la Admi-
nistracion provincial nombrados por la Diputacion 
ó por la Comision son responsables por sus actos, 
como cualesquiera otros funcionarios, sin que en 
manera alguna participen de la especialidad de los 
Diputados provinciales. 
II. 
LEY MUNICIPAL DE 2 DE OCTUBRE DE 1877.-JIIRISPRIIDENCIA. 
COMENTARIOS. 
Cuanto se ha dicho en la introduccion á la ley 
Provincial es aquí aplicable, pero las causas crimi-
nales contra los individuos de Ayuntamientos me-
recen mayor detencion por consideraciones fáciles 
de comprender. El número de Diputados provincia-
les es infinitamente más reducido que estos, y dis-
tintas por lo general las condiciones personales de 
unos y de otros. Será difícil encontrar un Diputado 
provincial falto de conocimientos adecuados para el 
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ejercicio de sus funciones, mientras que Concejales 
y Alcaldes que carezcan hasta de los más primarios 
elementos de saber habrá muchos. Aquellos ejercen 
sus cargos en capitales ilustradas, en grandes cen-
tros, y asistidos de auxiliares expertos; estos se mue-
ven en gran parte en pueblos de escaso vecindario, 
y sólo tienen un pobre Secretario que les dirija, y en 
cuyas manos están forzosamente entregados. Los 
primeros tienen limitada su esfera de accion á fun-
ciones tasadas Ÿ  concretas, de las que en ningun 
caso pueden pasar; los segundos son en pequeño 
todo el gobierno y toda la administracion del pue-
blo 6 aldea á, cuyo frente están, y excepcion hecha 
de los asuntos de justicia confiados a los Jueces mu-
nicipales, son los responsables en los demás ramos 
de la política y administracion y de cuanto pueda 
ocurrir en la localidad. 
Tratándose de abusos 6 delitos cometidos por los 
Diputados provinciales, casi no puede darse el caso 
de que hayan obrado sin malicia. Respecto de los 
Concejales habrá muchos en que ésta no haya en-
trado para nada. Basta con esta diferencia que por 
sí sola es comprensible, y que además la práctica 
se encarga de demostrar, para encarecer el mayor 
cuidado y el más concienzudo examen que requie-
ren estos procesos, porque siendo la malicia atributo 
inseparable de la delincuencia, todo castigo impues-
to á los actos en que aquella no hubiera intervenido 
seria en alto grado injusto. Sólo una excepcion pue-
de haber de este axioma jurídico, y es el hecho rea-
lizado por imprudencia temeraria, que no obstante 
requiere tambien una cuasi criminalidad, que supo-
ne en el agente la conciencia de su deber, aunque 
oscurecida un momento por ligereza 6 precipitacion. 
Consecuencia de todo esto es que sean numerosos 
los procesos contra Concejales, y pocos los que se lR 
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in.,oan contra Diputados provinciales. Hay, pues, 
que conocer bien la ley Municipal, de la que vamos 
á trascribir la parte necesaria, segun se , ha hecho 
con la anterior. Esta ley, que es extensa, dedica sus 
primeros capítulos á establecer los términos muni-
cipales y sus habitantes, así como sus derechos y 
obligaciones, al empadronamiento, y al Gobierno y 
organizacion de los Municipios y de la Junta muni-
cipal, hasta llegar al título 3.°, que define en esta 
forma las atribuciones de los Ayuntamientos: 
«Art. 71. Los Ayuntamientos son corporaciones 
económico-administrativas, y sólo pueden ejercer 
aquellas funciones que por las leyes les están come-
tidas. 
Su tratamiento es el impersonal. 
Art. 72. Es de la exclusiva competencia de los 
Ayuntamientos el gobierno y direccion de los inte-
reses peculiares de los pueblos, con arreglo al nú-
mero 1.' del art. 84 de la Constitucion, y en particu-
lar cuanto tenga relacion con los objetos siguientes: 
1.° Establecimiento y creacion de servicios mu-
nicipales referentes al arreglo y ornato de la vía pú-
blica, comodidad é higiene del vecindario, fomento 
de sus intereses materiales y morales y seguridad 
de las personas y propiedades, á saber: 
1. Apertura y alineacion de calles y plazas, y de 
toda clase de vías de comunicacion. 
2. Empedrado, alumbrado y alcantarillado. 
3. Surtido de aguas. 
4. Paseos y arbolados. 
5. Establecimientos balnearios, lavadéros, casas 
de mercado y mataderos. 
6. Férias y mercados. 
7. Instituciones de instruccion y servicios sani-
tarios. 
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8. Edificios municipales, y en general todo gé-
nero de obras públicas necesarias para el cumpli-
miento de los servicios, con sujecion á la legisla-
cion especial de obras públicas. 
9. Vigilancia y guardería. 
2.° Policía urbana y rural, ó sea cuanto tenga 
relacion con el buen órden y vigilancia de los ser-
vicios municipales establecidos; cuidado de la vía 
pública en general, y limpieza, higiene y salubridad 
del pueblo. 
3.° Administracion municipal, que comprende 
el aprovechamiento, cuidado y conservacion de to-
das las fincas, bienes y derechos pertenecientes al 
Municipio y establecimientos que de él dependan, y 
la determivacion, repartimiento, recaudacion, inver-
sion y cuenta de todos los arbitrios é impuestos nece-
sarios para la realizacion de los servicios municipales. 
Es obligacion de los Ayuntamientos la composi-
cion y conservacion de los caminos vecinales. En 
cuanto a los caminos rurales, los Ayuntamientos 
obligarán á los interesados en los mismos á su re-
paracion y conservacion. 
Para lograr tan útiles objetos, acordarán los me-
dios en Junta de asociados para los vecinales, y en 
Junta de interesados para los rurales. 
Los Gobernadores velarán por el cumplimiento 
de esta parte tan interesante de la Administracion, 
en virtud de las facultades que les confiere la ley 
Provincial. 
Art. 73. Es obligacion de los Ayuntamientos 
procurar por sí 6 con los asociados, en los términos 
que más adelante se expresarán, el exacto cumpli-
miento, con arreglo á los recursos y necesidades del 
pueblo, de los fines y servicios que, segun la presen-
te ley, están cometidos á su accion y vigilancia, y 
en particular de los siguientes: 
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1.° Conservacion y arreglo de la via pública. 
2.° Policía urbana y rural. 
3.° Policía de seguridad. 
4.° Instruccion primaria. 
5.° Administracion, custodia y conservacion de 
todas las fincas, bienes y derechos del pueblo. 
6.° Instituciones de beneficencia. 
Las atribuciones de los Ayuntamientos en el ramo 
de beneficencia serán y se entenderán siempre sin 
perjuicio de la alta inspeccion que al Gobierno con. 
fiere la legislacion vigente sobre beneficencia gene, 
 ral y particular. 
En los asuntos que no sean de su exclusiva co rn • 
petencia, están igualmente obligados á auxiliar la 
accion de las Autoridades generales y locales para 
el cumplimiento de aquella parte de las leyes que se 
refiera a los habitantes del término municipal 6 deba 
cumplirse dentro del mismo, á cuyo efecto procede• 
rán en conformidad A.  lo que determinen las mismas 
leyes y los reglamentos dictados para su ejecucion. 
Art. 74. Para el cumplimiento de las obligacio , 
 nes de los Ayuntamientos, corresponden á estos 
muy especialmente las atribuciones siguientes: 
1.a Formacion de las Ordenanzas municipales 
de policía urbana y rural. 
2.a Nombramiento de sus empleados y agentes 
en todos los ramos. 
Los agentes de vigilancia municipal que usen ar. 
mas dependerán exclusivamente del Alcalde en su 
nombramiento y separacion. 
3.a Establecimiento de prestaciones personales. 
4.0 Asociacion con otros Ayuntamientos. 
Art, 75. Es atribucion de los Ayuntamientos 
arreglar para cada año el modo de division, aprove- 
chamiento y disfrute de los bienes comunales del 
pueblo, con sujecion á las siguientes reglas: 
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1.a Cuando los bienes comunales no se presten 
á ser utilizados en igualdad de condiciones por to-
dos los vecinos del pueblo, el disfrute y  , aprovecha-
miento será adjudicado en pública licitacion entre 
los mismos vecinos exclusivamente, prévias las tasa-
ciónes necesarias y la division en lotes si á ello hu-
biere lugar. 
2.a Si los bienes fueren susceptibles de utiliza-
cion general, el Ayuntamiento verificará lardistribu- 
cion de los productos entre todos los vecinos, for-
mando al efecto divisiones 6 lotes, que adjudicará á 
cada uno con arreglo a cualquiera de las tres bases 
siguientes: 
Por familias 6 vecinos. 
Por personas 6 habitantes. 
Por la cuota de repartimiento si lo hubiere. 
3.a La distribucion por vecinos se hará con es-
tricta igualdad entre cada uno de ellos, sea cual 
fuere el número de individuos de que conste su fa-
milia, 6 que vivan en su compafiía y bajo su depen-
dencia. 
La distribucion por personas se hará adjudican-
do á cada vecino la parte que le corresponda en pro-
porcion al número de habitantes residentes de que 
consten su casa 6 familia. 
La distribucion por la cuota de repartimiento se 
verificará entre los vecinos sujetos á su pago, adju-
dicando á cada uno la parte que en proporcion á la 
cuota repartida le corresponda. En este caso se ad-judicará á los 'vecinos pobres exceptuados del pago 
una porcion que no exceda de la que corresponda 
al contribuyente por cuota más baja. 
4.a En casos extraordinarios, y cuando las aten-
ciones del pueblo así lo exijan, puede el Ayuntamien-
to acordar la subasta entre vecinos de los aprovecha-
mientos comunales propiamente dichos, 6 fijar el 
r 
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precio que cada uno ha de satisfacer por el lote que 
le haya sido adjudicado. 
En todo lo referente al régimen, aprovechamiento 
y conservacion de los montes municipales, regirán 
la ley de 24 de Mayo de 1863 y el reglamento de 17 
de igual mes de 1865. 
Art. 76. Las ordenanzas municipales de policía 
urbana y rural que los Ayuntamientos acuerden para 
el régimen de sus respectivos distritos no serán eje- 
cutivas sin la aprobacion del Gobernador, de acuerdo 
con la Dip'utacion provincial. 
En caso de discordia, si el Ayuntamiento insiste 
en su acuerdo, la aprobacion en los puntos á que 
aquella se refiera corresponde al Gobierno, prévia 
consulta al Consejo de Estado,. 
Ni en ellas ni en los reglamentos y disposiciones 
que los Ayuntamientos formaren para su ejecucion, 
se contravendrá á las leyes generales del país. 
Art. 77. Las penas que por infraccion de las or-
denanzas y reglamentos impongan los Ayuntamien-
tos solo pueden ser multas que no excedan de 50 
pesetas en las capitales de provincia, 25 en las de 
partido y pueblos de 4.000 habitantes y 15 en los 
restantes, con el resarcimiento del daño causado é 
indemnizacien de gastos y arresto de un dia por duro 
en caso de insolvencia. 
Para la exaccion de estas multas se procederá en 
conformidad a lo dispuesto en los artículos 185, 
reglas primera, segunda y tercera, 186 y 188. El Juez 
municipal desempeñará las funciones que en el ar-
tículo 188 se encomienda al de primera instancia. 
Contra la imposicion gubernativa puede el Multa. 
do reclamar conforme el art. 187. 
Art. 78. Es atribucion exclusiva de los Ayun-
tamientos el nombramiento y separacion de todos 
los empleados y dependientes pagados de los fondos 
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municipales, y que sean necesarios para la realiza-
cion de los servicios que están á su cargo, con la ex-
cepcion establecida en el párrafo 4.° del art. 74. 
Los funcionarios destinados á servicios profesio-
tales tendrán la capacidad y condiciones que en las 
leyes relativas á aquellos se determine 
Art. 79 ; La prestacion personal se concede 
como auxilio para fomentar las obras públicas muni-
cipales de toda especie: los Ayuntamientos tienen 
facultad para imponerla á todos los habitantes mayo-
res de diez y seis y menores de cincuenta años, ex-
ceptuando los acogidos en log establecimientos de 
caridad, los militares en activo servicio y los impo-
sibilitados para el trabajo. 
El número do dial no excederá de veinte al año 
ni de diez consecutivos, siendo redimible cada uno 
por el valor que tengan los jornales en cada loca-
lidad. 
Fuera de los casos de obras públicas que en este 
artículo se expresan, no podrá exigirse prestacion 
ni servicio personal de ninguna clase incurriendo 
en responsabilidad el Alcalde ó Teniente que así lo 
hiciere, 
Art. 80. Los Ayuntamientos pueden formar en-
tre sí y con los inmediatos asociaciones y comuni-
dades para la construccion y conservacion de cami-
nos, guardería rural, aprovechamientos vecinales y 
otros objetos de su exclusivo interés. Estas comuni-
dades se regirán por una Junta compuesta de un 
Delegado por cada Ayuntamiento, presidida por, un 
Vocal que la Junta elija. 
La Junta formará las cuentas y presupuestos, 
que serán sometidos á las municipales de cada 
pueblo, y en defecto de aprobacion de todas ó de 
alguna, al Gobernador, oyendo necesariamente á 
la Comision provincial.  
LEOISLACION PENAL ESPECIAL. 
	 239 
Art. 81. El Gobierno de S. M. cuidará de fo-
mentar y proteger por medio de sus delegados las 
asociaciones y comunidades de Ayuntamientos 
para fines de seguridad, instruccion, asistencia, po-
licía, construccion _y  conserve:don de caminos, 
aprovechamientos vecinales ú otros servicios de ín-
dole análoga, sin perjuicio de los derechos adqui-
ridos hasta hoy. Estas comunidades serán siempre 
voluntarias y estarán regidas por Juntas de Delega-
dos de los Ayuntamientos, que celebrarán alterna-
tivamente sus reuniones en las respectivas cabezas 
de los distritos municipales asociados. 
Cuando se produzcan reclamaciones sobre la ma- 
nera como actualmente son administradas las anti-
guas comunidades de tierra, el Gobierno, oyendo al 
Consejo de Estado, podrá someter dichas comuni-
dades á lo dispuesto en el párrafo anterior, salvas 
las cuestiones relativas á los derechos de propiedad 
hasta hoy adquiridos, que quedan reservadas á los 
Tribunales de justicia. 
A rt . 82. Los Ayuntamientos pueden represen-
tar acerca de los negocios de su competencia á la 
Diputacion provincial, al Gobernador, al Gobierno 
y a las Córtes. 
Fuera del caso en que representen en queja del 
Alcalde, del Gobernador 6 de la Diputacion, habrán 
de hacerlo por conducto del primero, y del segundo 
además cuando se dirijan al Gobierno. 
Si en el término de ocho dias no dieren curso 
esas Autoridades á las representaciones de los Ayun-
tamientos, podrán éstos repetirlas en queja directa-
mente á los poderes públicos. 
Art. 83. Todos los acuerdos de los Ayuntamien-
tos en asuntos de su competencia. son inmediata-. 
mente ejecutivos, salvo los recursos que determinan 
las leyes. 
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Art. 84. Necesitan la aprobacion del Goberna-
dor, oida la Comision provincial, para ser ejecu-
tivos, los acuerdos que se refieran á lo siguiente: 
. 1? Reforma y supresion de establécimientos mu-
nicipales de beneficencia é instruccion. 
2.° Podas y cortas en los montes municipales 
con sujecion a la ley y reglamento del ramo. 
Art. 85. Las enajenaciones y permutas de los 
bienes municipales se acomodarán á las reglas si-
guientes: 
1.a Los terrenos sobrantes de la via pública y 
concedidos al dominio particular, y los efectos inú-
tiles, pueden ser vendidos exclusivamente por el 
Ayuntamiento. 
2.a Los contratos relativos á los edificios muni-
cipales, inútiles para el servicio á que estaban desti-
nados, y créditos particulares á favor del pueblo, ne-
cesitan la aprobacion del Gobernador, oyendo á la 
Comision provincial. 
3.a Es necesaria la aprobacion del Gobierno, 
prévio informe del Gobernador, oyendo á la Comi-
sion provincial, para todos los contratos relativos á 
los 'demás bienes inmuebles del Municipio, derechos 
reales y títulos de la deuda pública. 
Art. 86. Es necesaria la autorizacion de la Di-
putacion provincial para entablar pleitos á nombre 
de los pueblos menores de 4.000 habitantes. 
El acuerdo del Ayuntamiento ha de ser tomado 
en todo caso prévio dictamen conforme de dos le-
trados. 
No se necesita autorizacion ni dictámen de letra-
dos para utilizar los interdictos de retener ó reco-
brar, y los de obra nueva ó vieja, ni para seguir los 
pleitos en que el Ayuntamiento fuese demandado. 
Art. 87. Siempre que por cualquiera de los casos 
enumerados en los artículos anteriores sea preciso 
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obtener la aprobacion del Gobernador 6 del Gobier-
no, el Alcalde cuidará de remitir los antecedentes 
dentro de un plazo que no exceda de ocho días, con-
tados desde la fecha del acuerdo. 
Art. 88. Los Ayuntamientos, en todos los asun-
tos que segun esta ley no les competen exclu sivamén-
te, y en que obren por delegacion, se acomodarán á 
lo mandado por las leyes y disposiciones del Gobier-
no que á ellos se refieran. 
Art. 89. Los Juzgados y Tribunales no admiti-
rán interdictos contra las providencias administrati-
vas de los Ayuntamientos y Alcaldes en los asuntos 
de su competencia. 
Los interesados pueden utilizar para su derecho 
los recursos establecidos en los arts. 171 y' 177 de 
esta ley.* 
El deslinde de estas atribuciones debe conocerse 
bien, porque el ejercicio de ellas es la base de la res-
ponsabilidad respectiva, que comunmente consiste 
en traspasarlas ú olvidarlas. Consagrase despues la 
ley en los artículos siguientes á la administracion de 
los pueblos agregados á un término municipal, á las 
sesiones y modo de funcionar los Ayuntamientos, á 
las funciones administrativas de los Alcaldes, Te-
nientes, Síndicos, Regidores, Alcaldes de barrio y Se-
cretarios, á la hacienda municipal, á la recaudacion, 
distribucion y cuenta de los fondos municipales, vi-
niendo por último á tratar de los recursos y respon-
sabilidades que nacen de los actos de los Ayunta-
mientos, segun se trascribe á continuacion: 
«Art. 169. Sin perjuicio de lo dispuesto en el ar-
tículo 114, el Alcalde está obligado á suspender por 
sí, y á instancia de cualquier residente del pueblo, 
la ejecucion de los acuerdos del Ayuntamiento en 
los casos siguientes: 
Leg. pen. esp. 
	
16 
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1.0 Por recaer en asuntos que, segun esta ley ú 
otras especiales, no sean de la competencia del 
Ayuntamiento. - 
2.0 Por delincuencia. La suspension en uno y 
otro caso será razonada, con expresion concreta y 
precisa de las disposiciones legales en que se funde. 
En los casos de incompetencia, perjuicio de los 
intereses generales 6 peligro del órden público, po-
drá el Alcalde suspender los acuerdos del Ayunta-
miento, dando cuenta al Gobernador, que aprobará 
6 desaprobará la suspension y propondrá la revo-
cacion al Gobierno cuando la crea justa si no per-
teneciere á su autoridad. 
Art. 170. El Alcalde suspenderá tambien la eje-
cucion de los acuerdos á que se refiere el párrafo 
primero del artículo anterior, cuando de ella hubie-
re de resultar perjuicio en los derechos civiles de un 
tercero. 
La suspension en este caso se acordará solamen-
te cuando el interesado lo solicitare, reclamando al 
mismo tiempo contra el acuerdo. 
Art. 171. No podrá ser suspendida la ejecucion 
de los acuerdos dictados en asuntos de la competen-
• cia del Ayuntamiento, aun cuando por ellos y en su 
forma se infrinjan algunas de las disposiciones de 
esta ley ú otras especiales, salvo lo dispuesto en el 
último párrafo del art. 169. 
En este caso se concede recurso de alzada á cual-
quiera, sea 6 no residente en el pueblo, que se crea 
perjudicado por la ejecucion del acuerdo. 
Los recursos de alzada que autoriza este artículo, 
procederán ante el Gobernador, oida la Comision 
provincial, debiendo ser interpuestos en el término 
de treinta dial, contados desde la notificacion admi-
nistrativa, 6 en su defecto desde la publicacion del 
acuerdo. 
.. 
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Este recurso será entablado con arreglo a lo que 
dispone el art. 140. 
 , 
Art. 172. Los que se crean perjudicados en sus 
derechos civiles por los acuerdos de los Ayunta-
mientos, haya sido 6 no suspendida su ejecucion en 
virtud de lo dispuesto en los artículos anteriores, 
pueden reclamar contra ellos mediante demanda 
ante el Juez 6 Tribunal competente, segun lo que, 
atendido la naturaleza del asunto, dispongan las 
leyes. 
El Juez 6 Tribunal que entienda en el asunto pue-
de suspender por primera providencia, á peticion del 
interesado, la ejecucion del acuerdo apelado, si ya 
no lo hubiese sido, segun lo dispuesto en el artícu-
lo 170, cuando á su juicio proceda y convenga, á fin 
de evitar un perjuicio grave é irreparable. 
Para interponer esta demanda se concede un pla-
zo de treinta dias despues de notificado el acuerdo 6 
comunicada la suspension en su caso, pasado el cual 
si haberlo verificado, queda esta suspension levan-
tada de derecho y consentido el acuerdo. 
Art. 173. Suspendido 6 apelado algun acuerdo 
en virtud de lo dispuesto en los arts. 169,170 y 171, 
remitirá el Alcalde los antecedentes al Gobernador 
de la provincia en el término de ocho dias para los 
fines á que haya lugar. 
Si la suspension hubiese tenido efecto mediante 
el caso de delincuencia, pasará los antecedentes den-
tro del mismo plazo de ocho dias al Juez 6 Tribunal. 
Art. 174. Cuando el acuerdo se refiera á asuntos 
que por esta ley, Ja Provincial ú_otras especiales no 
estén sometidos á las Corporaciones 6 Autoridades  - 
locales, el Gobernador, oida la Comision provincial, 
dejando subsistente la suspension del acuerdo, remi-
tirá el expediente al Gobierno para su ulterior reso-
lucion. 
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Si el acuerdo hubiese sido apelado en virtud de 
lo dispuesto en el art. 171, el Gobernador, oyendo. la  
Comision provincial, resolverá sobre el fondo del 
mismo, confirmándole, si á ello hubiese lugar, 6 re-
vocándole en la parte que excediese de las atribucio-
nes del Ayuntamiento. 
La resolucion en todo caso será fundada, con  ex-
presion de las disposiciones legales á ellas referentes. 
Art. 175. Los acuerdos así aprobados por el Go-
bernador, son ejecutivos, sin perjuicio de los 
 • recur-
sos que procedan y de la responsabilidad á que por 
ellos hubiere lugar. 
Art. 176. Cuando el Gobierno crea que la sus-
pension no procede, la levantará inmediatamente, y 
sin otro procedimiento, revocando el acuerdo del 
Gobernador. -  •  . 
En otro caso pasará el expediente al Consejo de 
Estado, oido cuyo parecer, resolverá lo que proceda. 
Tambien resuelve por sí, y bajo su responsabili-
dad, cuando la urgencia del asunto no consintiere 
mayores dilaciones. 
La resolucion será siempre motivada, y se publi-
cará en la Gaceta y en el Boletín oficial de la provin-
cia. Si el Gobierno disintiere del parecer del Conse-jo de Estado, se publicará el dictámen de este Cuer-
po al mismo tiempo y en la misma forma que la re-
solucion del Gobierno. 
Art. 177.. Contra la resolucion del Gobierno pro-
cede el recurso contencioso-administrativo, en la  for-
ma que las leyes determinen. 
Art. 178. Los Gobernadores, los Alcaldes y los 
Vocales de los Ayuntamientos son personalmente 
responsables de los daños y perjuicios indebidamen-
te originados por la ejecucion d suspension de los 
acuerdos de las Corporaciones municipales. 
Esta responsabilidad será siempre declarada por- 
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la Autoridad ó Tribunal que en último grado haya 
resuelto el expediente, y se hará efectiva por los Tri-
bunales ordinarios en la forma que las leyes deter-
minen. 
CAPÍTULO II. 
Dependencia y responsabilidad de los Concejales y de sus 
agentes. 
Art. 179. Los Ayuntamientos, los Alcaldes y los 
Regidores, en todos los asuntos que la ley no les co-
mete exclusiva é independie41temente, están bajo la 
Autoridad y direccion administrativa del Goberna-
dor de la provincia. 
El Ministro de la Gobernacion es el Jefe superior 
de los Ayuntamientos y el único autorizada para 
trasmitirles las disposiciones que deban ejecutar en 
cuanto no se refiera á las atribuciones exclusivas de 
,estas Corporaciones. 
Art. 180. Los Ayuntamientos y Concejales in-
curren en responsabilidad: 
1.° Por infraccion manifiesta de ley en sus actos 
6 acuerdos, bien sea atribuyéndose facultades que 
no les competen, 6 abusando de las propias. 
2.° Por desobediencia 6 desacato á sus superio-
res gerárquicos. 
3.° Por negligencia ú omision de que pueda re-
sultar perjuicio á los intereses 6 servicios que están 
bajo su custodia. 
Art. 181. La responsabilidad será exigible á los 
Concejales ante la Administracion ó ante los Tribu-
nales, segun la naturaleza de la accion ú omision 
que la motive, y solo será extensiva á los Vocales 
que hubiesen tomado parte en ella. 
Art. 182. Cuando el Alcalde, los Tenientes 6 los 
Concejales de un Ayuntamiento se hicieren culpa-
bles de hechos ú omisiones punibles administrativa- 
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mente, incurrirán, segun los casos, en las penas de 
amonestacion, apercibimiento, multa 6 suspension.  
Art. 183. Procede la amonestacion en los casos 
de error, omision 6 negligencia leves, no mediando 
reincidencia y , siendo de fácil reparacion el daño 
causado. 
Procede el apercibimiento en los casos de reinci-
dencia en falta reprendida y en los de ,extralimita-
cion de poder y abuso de facultades y negligencia, 
cuyas consecuencias no sean irreparables 6 graves. 
Procede la multa siempre que las leyes y disposi-
ciones generales, con arreglo á las mismas lo deter-
minen, y en los casos de reincidencia en faltas cas-
tigadas con apercibimiento, y de extralimitación, 
abuso de autoridad, negligencia 6 desobediencia 
graves, que no exijan la suspension ni produzcan 
responsabilidad criminal. 
Art. 184. El máximum de la cuota de las mul-
tas que los Gobernadores pueden imponer á los Al-
caldes y Regidores por las faltas en que respectiva-
mente incurriesen, y segun lo prescrito en  la pre-
sente ley, será proporcional al número de Conceja-
les de cada pueblo, en la forma siguiente: 
Número 
	 Alcaldes. 	 Regidores. de Concejales. 
6 á 9 	 17,50 pesetas. 	 7,60 pesetas. 
10 á 16 	 37,50 	 20 
17 á 24 	 125 
	 60 
26 á 32 	 176 • 
	 75 
33 á 40 
	 260 	 100 
41 á 60 	 376 	 126 
Art. 185. Para la imposition y exaction de 
multas se observarán precisamente las reglas si-
guientes: 
1.a No se impondrá ninguna sin resolucion por 
escrito y motivada. 
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2.a La providencia se comunicará por escrito 
al multado: del pago se le expedirá el competente 
recibo. 
3.a Las multas y los apremios se cobrarán en 
papel del sello correspondiente. 
4.a Las multas serán precisamente pagadas del 
peculio particular de los multados. 
5.a Las multas serán extensivas á todos los Con-
cejales que segun esta ley sean responéables por el 
acto ó acuerdo que las motive. 
Art. 186. Para el pago de toda multa se conce-
derá un plazo_ proporcionado á la cuantía de la 
multa, y que no baje de diez dias, ni exceda de 
veinte, pasado el cual procede el apremio contra los 
morosos. El apremio no será mayor de 5 por 100 
diario del total de la, multa, sin que exceda en nin-
gun caso del duplo de la misma. 
Art. 187. Contra la imposicion gubernativa de 
la multa puede el interesado reclamar por la vía 
administrativa ó por la judicial. 
La primera procede para ante 'el Gobierno, que 
la resolverá por sí ó con audiencia del Consejo de 
Estado, y sin perjuicio en todo caso de la reclama-
cion contenciosa ante el Consejo de Estado. 
La judicial procede ante la Audiencia en primera 
instancia, prévia reclamacion gubernativa á la Au-
toridad que impuso la multa. 
En caso de ser ésta declarada improcedente, se-
rán impuestas las costas y dafios causados por su 
exaccion á la Autoridad que la ordenó, sin que sir-
va de excusa la obediencia en los casos de infrac-
cion clara y terminante de una ley. 
Art. 188. En ningun caso se expedirán Comi-
sionados de ejecucion contra los Ayuntamientos y 
Concejales. 
Cuando ocurra el caso previsto en el artículo an- 
248 	 BIBLIOTECÁ JIIDICIAL. 
terior y los multados dejasen de satisfacer la multa, 
no obstante el apremio, el Gobernador oficiará al 
Juez de primera instancia del partido, expresando 
la causa que ha motivado la imposicion de la multa 
y la cuantía y liquidacion de ésta, y requiriendo su 
autoridad para hacerla efectiva. 
El Juez procederá á la exaccion por lis trámites 
de la vía de apremio. 
Art. 189. Los Gobernadores civiles de las pro-
vincias podrán suspender los Alcaldes y Tenien-
tes por causa grave, dando cuenta al Gobierno en 
el término de ocho dias. El Ministro de la Goberna-
cion, en el de sesenta, alzará la suspension 6 ins-
truirá, oyendo al interesado, expediente de separa-
cion, que será resuelto en Consejo de Ministros. 
Los Ayuntamientos pueden ser suspendidos por 
el Gobernador ,de la provincia, cuando cometiesen 
extralimitacion grave con carácter político, acom-
pañada de cualquiera de las circunstancias si-
guientes: 
1.a Haber dado publicidad al acto. 
2.a EXcitar á otros Ayuntamientos á cometerla. 
3.a Producir alteracion del órden público. 
Tambien tendrá efecto la suspension cuando los 
Concejales incurriesen en desobediencia grave, in-
sistiendo en ella despues de haber sido apercibidos 
y multados. 
Art. 190. La suspension gubernativa de los Re-
gidores no excederá de cincuenta dias. 
Pasado este plazo sin que se hubiese mandado 
proceder á la formation de causa, volverán los sus-
pensos de hecho y de derecho al ejercicio de sus 
funciones. 
Los que se hubiesen reemplazado serán conside-
rados como culpables de usurpacion de atribuciones, 
si ocho dias despues de espirado aquel plazo, y de 
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requeridos para cesar por los concejales propietarios 
continuaran desempeñando funciones municipales. 
Art. 191. Si el Gobierno entiende que la sus-
pension de los Regidores no es procedente, revocará 
por sí y dentro de quince dias el acuerdo del Go-
bernador; en caso contrario, pasará el expediente al 
Consejo de Estado, oido el cual, y en un plazo que 
no exceda de cuarenta dias, dictará la resolucion 
definitiva. Declarada improcedente la suspension 
serán los Regidores inmediatamente repuestos 'en 
sus cargos. 
Si hubiere lagar á destitucion, el Gobierno man-
dará pasar los antecedentes al Juzgado ó Tribunal 
competente. 
giste, prévias las actuaciones en derecho necesa-
rias, decretará la destitucion, sin perjuicio de las 
demás penas a que hubiere lugar, cuando apareciese 
que los Regidores se han hecho culpables en alguna 
de las infracciones determinadas en el art. 189. 
En uno y otro caso el decreto del Gobierno será 
publicado en la Gaceta de Madrid y en el Boletin 
oficial de la provincia, con insercion de los dictáme-
nes del Consejo de gestado. . 
Una vez publicado el decreto mandando pasar 
los antecedentes á los Tribunales de justicia, los 
Regidores suspensos no volveránal ejercicio de sus 
cargos en tanto que no recaiga sentencia absoluto-
ria, definitiva y ejecutoriada. 
Art. 192. Los Regidores no pueden ser destitui-
dos sino en virtud de sentenc}a, ejecutoriada del 
Juez ó Tribunal competente. 
Lo será el que ejerza la jurisdiccion ordinaria de 
primera instancia en el partido á que corresponda 
el distrito municipal de que aquellos formen parte. 
Decretará el Juez la suspension de los Concejales 
procesados cuando apareciesen motivos racionales 
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para creer que han cometido delito que el Código 
penal castigue con suspension de cargos ó derechos 
politicos, y lo pondrá en conocimiento del Goberna-
dor de la provincia. 
Art. 193. Las vacantes ocurridas en un Ayun-
tamiento por suspension legal de sus Vocales, serán 
cubiertas en la forma que dispone el art. 46. 
Art. 194. Los Alcaldes y Regidores que por sen-
tencia ejecutoxiada fueren absueltos, volverán á 
ocupar sus cargos si durante el procedimiento no 
les hubiese correspondido cesar mediante lo dis-
puesto en el art. 45, teniendo efecto respecto a ellos 
lo dispuesto en el art. 190. 
, Art. 195. Los Regidores destituidos 'estarán inha-
bilitados para ejercer este cargo durante seis años á 
lo ménos. 
Art. 196. Los Alcaldes de barrio están relativa-
mente á los Alcaldes y . Ayuntamientos en la misma 
dependencia gerárquica que los Alcaldes y Tenien-
tes respecto a los Gobernadores. 
Les son por tanto aplicables las disposiciones del 
presente título en cuanto á la responsabilidad, salvas 
las modificaciones siguientes: 
l.a El máximun de las multas que se les impon-
gan será el menor de las fijadas para los Concejales. 
2.a Para la suspension y separacion basta la ór-
den del Alcalde. La suspension no excederá del pla-
zo de dos sesiones ordinarias del Ayuntamiento. 
3.a La absolucion no les dá derecho, pero sí los 
rehabilita para ser repuestos en su cargo. 
Art. 197. Todos los agentes del Ayuntamiento 
por él nombrados y pagados están sujetos á su obe-
diencia, y son responsables gubernativamente ante 
el mismo, con sujecion á esta ley, y judicialmente 
ante los Tribunales, por los delitos y faltas que co-
metieren. 
LEGISLACION PENAL ESPECIAL. 	 251 
Art. 198. Además de los recursos administrati-
vos establecidos por la presente ley, cualquier ve-
cino 6 hacendado del pueblo tiene accion ante los 
Tribunales de justicia para denunciar y perseguir 
criminalmente . á los Alcaldes, Concejales y aso-
ciados, siempre que estos en el establecimiento, 
distribucion y recaudacion de los arbitrios 6 im-
puestos se hayan hecho culpables de fráude 6 de 
exacciones ilegales, y muy especialmente en los ca-
sos siguientes: 
1.° Si cualquiera de los Concejales y asociados, 
en el año que lo son, pagan una cuota menor por 
repartimiento, impuesto 6 licencia, comparada con 
el afio anterior al desempeño de su cargo, siendo 
igual 6 superior la cantidad total repartible, á me-
nos de probar que han sufrido en su riqueza dismi-
nucion bastante á justificar aquella baja. 
2.° Cuando el producto total de los repartimien-
tos y arbitrios distribuidos excediese de la cantidad 
presupuesta y 6 por 100 de recargo, autorizado por 
la regla 8.a, art. 138 de esta ley. 
3.' Cuando las cuotas determinadas por los ar-
bitrios fuesen superiores á lo que la ley permite. 
4.° Cuando establecieren y recaudaren cualquie-
ra clase de impuestos no comprendidos en la pre-
sente ley. 
Los Tribunales de justicia, una vez probado el 
hecho, y sin perjuicio de lo dispuesto en el Código 
penal, harán las declaraciones siguientes: 
Primer caso. Imposicion de doble cuota á los 
culpables. 
Segundo y tercer caso. Anulacion del reparti-
miento en lo que exceda a la cantidad autorizada y 
devolución de las recaudadas, con multa igual al 
sobrante, mancomunadamente impuesta á los Con-
cejales y asociados culpables. 
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Cuarto caso. Anulacion del arbitrio impuesto y 
devolucion de las cantidades recaudadas con multa 
igual a su importe, exigida en la forma expresada 
en el caso anterior. 
TITULO VI. 
Gobierno politico de los distritos municipales. 
CAPITULO ÚNICO. 
Art. 199. El Alcalde es el representante del Go-
bierno, y en tal concepto desempeñará todas las 
 
atribuciones que las leyes le encomienden, obrando  
bajo la direccion del Gobernador de la provincia,  
conforme aquellas determinen, así en lo que se re-
fiere á la publicacion y ejecucion de las reyes y dis-
posiciones generales del Gobierno, ó del Goberna-
dor y Diputacion provincial, como en lo tocante al  
Orden público y a las demás funciones que en tal  
concepto se le confieran.  
Si el Alcalde requerido por el Gobernador se ne-
gase a cumplir alguna de las obligaciones á que el  
presente artículo se refiere, ú omitiese hacerlo en el  
plazo bastante, el Gobernador puede, cometer su  
ejecucion al Juez municipal del pueblo O cualquiera  
de sus suplentes.  
Esta delegacion se limitará al tiempo y á los ca-
sos absolutamente precisos, y no envuelve facultad  
alguna para intervenir en ninguno de los actos del  
Ayuntamiento.  
Art. 200. En todo lo relativo al Gobierno políti -
co del distrito municipal, la autoridad, deberes y  
responsabilidad del Alcalde son independientes del  
Ayuntamiento respectivo.  
Art. 201. Los Tenientes de Alcalde en sus sec-
ciones respectivas obran siempre por delegacion y  
bajo la direccion del Alcalde, como representantes  
-^ _ ^. _._-• ^ ^, - -__ ^, . 
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del Gobierno, en los mismos términos que aquel lo 
es en el distrito municipal. 	 - 
Art..202. Los Alcaldes de barrio en los suyos 
respectivos ejercerán las funciones de Gobierno po-
lítico que con arreglo á las leyes les delegasen los 
Tenientes de Alcalde, conformándose con las dispo-
siciones del Alcalde y del Gobernador de la pr o-
vincia. 
Art. 203. Por las faltas que en el desempefío de 
sus funciones gubernativas en lo político cometie-
ren los Alcaldes y Tenientes, podrán ser amonesta-
dos, apercibidos y multados los Alcaldes por el G o-
bernador de la provincia, y los Tenientes por el pri-
mero y el Gobernador igualmente, ,en los términos 
que se previené en los. artículos 183, 184, 185, 186, 
y 187 de esta ley.» 
Voy á exponer ahora lo más sustancial de la ju-
risprudencia que con motivo de esta ley se ha esta-
blecido, y desde luego será conveniente fijar la com-
petencia respecto de los procesos contra Ayunta-
mientos, Alcaldes y Concejales, porque esto ha sido 
ya motivo de bastantes dudas y cuestiones. 
El art. 276, caso 3.° de la ley orgánica del poder judicial, atribuye clara y terminantemente á las Sa-
las de lo criminal de las Audiencias el conocimiento 
en única instancia y en juicio público y Oral, de las 
causas que se formen contra los funcionarios del 6r-
den administrativo, por los delitos cometidos en el 
ejercicio de sus cargos, excepto en los casos en que 
por esta ú otra ley no estén atribuidos al Tribunal 
Supremo. 
Esta disposicion no está derogada por el Real de-
creto de 3 de Enero de 1875, por el que solo se su-
primió el juicio oral y público, pero no la competen-
cia del Tribunal que debia conocer, ni tampoco por 
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la ley Municipal de 2 de Octubre de 1877 en su ar-
tículo 192, porque fue uri error involuntario el re-
fundir en ella los arts. 183 y 184 de la de 20 de 
Agosto de 1870, que habian quedado sin efecto por 
el art. 276 de la ley de organizacion judicial. 
Esta doctrina sentada por sentencia de 9 de Octubre 
de 1879 del Tribunal Supremo, deberá concordarse con 
la ley adicional que establece la competencia vigente. 
Igual declaracion hicieron la de 24 de Octubre 
de 1879 ÿ otras varias, habiendo continuado tan 
uniforme la jurisprudencia en este punto, como pue-
de verse por la siguiente, que es de 5 de Marzo 
de 1883. 
En materia de competencia hay que estar lo 
dispuesto en la ley adicional 4 la orgánica del Poder judicial, cuyo art. 4.° dispone que las Salas de lo 
criminal de las Audiencias territoriales conocerán 
de las causas contra Concejales de Ayuntamientos 
de las capitales de provincia y poblaciones donde 
haya Audiencias. 
La norma para fijar el procedimiento que ha de 
seguirse segun la fecha de la comision del delito, es 
lo dispuesto en el Real decreto de 14 de Setiembre 
de 1882, ó sea que los cometidos con anterioridad al 
15 de Octubre siguiente continuarán sustanciándose 
conforme al procedimiento antiguo, segun el cual 
los procesos contra Concejales y Ayuntamientos 
eran de la competencia de las Salas de lo criminal 
de las Audiencias territoriales, conforme á los ar-
tículos 303 y 307 de la ley de Enjuiciamiento cri-
minal. 
Lo mismo han declarado despues las de 7 y 16 de 
Abril de 1883. 
Hé aquí ahora, respecto de otros puntos, algunas 
resoluciones del Tribunal Supremo: 
Segun los arts. 116 y 202 de la ley Municipal, los 
^ 
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Alcaldes de barrio en su demarcacion ejercerán la 
 
parte de funciones administrativas y de gobierno 
 
que les deleguen los Tenientes de Alcalde y el Go-
bierno de la provincia, por lo que en cuanto esta 
 
disposicion modifica lo relativo al nombramiento y  
separacion de dichos funcionarios, hace de imposi-
ble aplicacion el art. 269 del Código penal que casti-
ga e] desacato cuando de él es objeto una persona  
constituida en Autoridad, por ejercer por si sola 6  
como individuo de alguna Corporacion 6 Tribunal  jurisdiccion propia y no delegada. (Sentencia de 14 . 
de Marzo de 1879.)  
Es hoy incontrovertible, segun varias decisiones  
del mismo Tribunal, que los Alcaldes de barrio no  
son más que delegados 6 agentes de la Autoridad. 
 -  Es de ley que para proceder la detencion de al-
guna persona, cuando no se hallare procesada, han  
de concurrir dos circunstancias: la primera, que la  
Autoridad que verifique la detencion tenga motivos  
racionalmente bastantes para creer en la existencia  
de un hecho que presente los caractéres de delito; y  
la segunda que los tenga tambien bastantes para  
creer que la persona que intente detener tuvo parti-
cipacion en él. En virtud de esto el Alcalde que  
lleva a cabo la detencion de alguno sin estos requi-
sitos, incurre en responsabilidad. , (Sentencia de 25 de  
Febrero de 1880.)  
Cuando la desobediencia de los Alcaldes es á la  
Autoridad judicial, no está comprendida en la ley  
Municipal, sino en el Código penal, cuya doctrina 
 
estableció la sentencia del Tribunal Supremo de 9 
 
de Marzo de 1881, á propósito de cierto Alcalde, que  
al practicar el Juez un deslinde, perturbó este acto  
presentándose con gente armada, invocando su auto-
ridad, y hasta amenazándole con el baston. 
 
El Alcalde que impone una multa á un alguacil 
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del Juzgado municipal por determinados hechos, en 
 
uso de sus atribuciones, no comete delito alguno.  
(Sentencia de 13 de Junio de 1881.) 
No hay que tener presente sólo la jurisprudencia 
 
del Tribunal Supremo: la del Consejo de Estado es 
 
muy importante en esta materia, porque la mayor 
 
parte de las dudas de ejecucion de la ley son re-' 
 
sueltas por el Gobierno con su audiencia, y sobre 
 
todo porque las decisiones de competencia con la 
 
Administracion obligan á los- Tribunales. Indicare-
mos sólo algunos casos que interesan.  
El Real decreto de 18 de Enero de 1878, deci-
diendo una competencia á favor de la Autoridad 
 judicial, establece que al hablar el art. 192 de la 
 
ley Municipal de los Concejales, comprende tambien 
 
á los- Alcaldes, siendo por lo tanto de la exclusiva  
competencia de los Tribunales estimar si el delito 
 
cometido por los individuos todos del Ayuntamien-
to lleva consigo la suspension de su cargo.  
Si las cuentas de recaudacion de un año económi-
co se han incluido en las municipales y éstas han 
 
sido aprobadas competentemente, no puede volver-
se sobre este asunto sin perjuicio de la responsabi-
lidad criminal que contra el. Ayuntamiento de aquel  
año pudiera resultar. (Real decreto-sentencia del Con-
sejo de Estado de 30 de Mayo de 1880.)  
La demanda civil ordinaria es procedente contra  
un acuerdo Municipal, siempre que lesiona un de-
recho civil, segun competencia suscitada y resuelta  
por Real decreto de 16 de Octubre de 1880.  
Por lo demás, la ley Municipal ha sido ya objeto  
de muchos decretos y Reales órdenes que ni son im-
portantes, ni tienen carácter legislativo, reducién-
dose á interpretaciones de pura administracion.  
Voy á hacer ahora algunas indicaciones acerca  
de los preceptos de la ley Municipal que se han  
^.3 
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insertado anteriormente, y mucho desearia acertar, 
porque son en extremo importantes, frecuentes las 
ocasiones de su aplicacion, y están íntimamente en-
lazados con las prescripciones penales que han de 
imponer los funcionarios del órden judicial. Confor-
me con el juicio indicado al comienzo de este capí-
tulo, nótase en la presente ley, respecto de la Pro-
vincial, el mayor esmero que el legislador se ha pro-
puesto para hacer efectiva la responsabilidad de las 
personas que son objeto de ella. Más amplitud en 
los recursos de todo género contra los acuerdos mu-
nicipales, más ancha esfera á la accion de los Tri-
bunales de justicia para el castigo de los abusos, 
y más estrecho el círculo en que los Ayuntamientos 
ó sus individuos pueden moverse una vez entabla-
dos los respectivos procedimientos de responsabili-
dad: estas son las circunstancias que resplandecen 
en la parte de esta ley que estamos examinando. '(  
es que, como ya se ha dicho, el gran número de 
personas que comprende, las condiciones personales 
de muchas de ellas, los perjuicios que pueden irro-
gar en el manejo de los intereses que les están con-
fiados, y la complejidad de sus múltiples funciones, 
todo, en fin, hace que sea muy digna de vigilancia 
la tarea encomendada á los representantes de los 
Municipios. 
A la responsabilidad de sus actos se consagran 
los artículos 169 y siguientes, estableciendo los re
-. 
 cursos procedentes, y empezando por el administra-
tivo, pero prescribiendo en el 172 y 173 que los 
que se crean perjudicados por los acuerdos de los 
Ayuntamientos, haya sido ó no suspendida su ejecu-
cion, pueden reclamar ante el Juez ó Tribunal com-
petente, que tiene la facultad de suspender el acuerdo 
si no lo hubiere ya hecho el Alcalde ó el Goberna-
dor. Deberá entenderse que esta responsabilidad, 
Leg. pen. esp. 	 17 
at 	  
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por regla general, es de carácter civil, con la sola 
excepcion de que la suspension haya sido por de-
lincuencia. 
Aunque el art. 181 dice que la responsabilidad 
será exigible á los Concejales ante la Administracion 
6 ante los Tribunales segun la naturaleza de los he-
chos que la motiven, lo cual parece expresar que 
 -
ante los últimos ha de ser precisamente en caso de 
delito, debe tenerse en cuenta que si aquellos son 
objeto de la amonestacion, apercibimiento, multa 6 
suspension que preceptúa el 182, no podrán ser per-
seguidos judicialmente, aunque revistan los carac-
téres de delito, sino que habrán de corregirse en la 
esfera administrativa. Así lo quiere la ley, la cual 
por su especialidad, como digimos al hablar de la 
Provincial, es de aplicacion preferente á la comun, 
fuera de que es tambien posterior al Código penal. 
Sin duda hay aquí algun privilegio que sustrae en 
ciertos casos á los individuos de un Ayuntamiento 
de la accion de los Tribunales, pero es natural am-
pararlos de alguna manera por la investidura que 
tienen, sin que por otra parte se lastime en realidad 
ningun derecho, toda vez que sus actos son al cabo 
corregidos porlos superiores gerárquicos, que tienen 
todos los medios para hacerlo, si no con tanta dure-
za, al ménos con más eficacia. Además, que la Au-
toridad judicial tendrá que intervenir cuando se 
trate de la imposicion de multas, porque segun el 
artículo 187, procede contra ellas recurso ante  ' la 
Audiencia, la cual en su caso podrá dejarla sin efec-
to, imponiendo las costas y daños causados por su 
exaccion a quien la hubiere exigido. 
Pero dicho artículo prescribe una circunstancia 
imposible de realizar, y es que la Audiencia haya 
de conocer en primera instancia de este recurso, por 
lo que deberá entenderse en única instancia, porque 
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no hay otro Tribunal que legalmente pueda cono-
cer en segunda. 
Pero ¿procederá contra sus fallos el recurso de ca-
sacion? El Tribunal Supremo ha declarado que no, 
por sentencia de 17 de Enero de 1881, con el moti-
vo siguiente: Oierta Diputacion provincial - admitió 
como Diputado k un individuo cuya eleccion habia 
sido protestada, y habiéndose alzado de este acuerdo 
el que habia hecho la protesta para ante là Audien-
cia territorial, esta lo declaró nulo, y contra su sen-
tencia se entabló recurso de casacion que decidió la 
Sala 3.a negando su admision. Los fundamentos fue-
: ron que ni la ley Municipal, ni la Provincial, ni la 
Electoral, establecian esta clase de recursos, y que 
cuando las leyes especiales no lo otorgan, los Tribu-
nales no pueden admitirlos. Las razones contrarias 
eran que tratándose de una reclamacion civil sujeta 
á las reglas del procedimiento respectivo, no se po-
dia desechar un recurso que era la coronacion de 
ese procedimiento mismo, y que no admitiéndolo se 
hacia -de peor condicion á los interesados en estas 
cuestiones, que á los demás que ventilasen cuales-
quiera otra clase de acciones civiles. Que tampoco 
se consignaba ni en' la ley Municipal ni en la Pro-
vincial, el recurso de casacion para lo criminal, y sin 
embargo era incuestionable su procedencia, por nin-
guno contradicha ni puesta en duda. A los que así 
opinan debe contestarse á mi juicio lo, siguiente: 
• 1.° Que en el terreno constituyente tienen mucha 
razón para quejarse, porque defectuosa en esta parte 
la ley Municipal como la Provincial, han creado un juicio acéfalo é irregular, en el que no puede recaer 
más que una sentencia sin el correctivo de la casa-
cion, que es la garantía de la única instancia. 2.° 
Que establecido el recurso de casacion por la ley de 
Enjuiciamiento civil, y para la materia que as objeto 
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de la misma, los Tribunales no pueden hacerlo ex-
tensivo al ejercicio de derechos creados pór leyes es -
peciales, como estas terminantemente no lo prescri-
ban, como ha sucedido en asuntos de Hacj.enda y de 
imprenta, y 3.° Que parece haber sido la intencion 
del legislador el que no se diera la casacion los 
recursos civiles contra los Ayuntamientos, atendida 
la circunstancia de que al tratarse de la responsabi- 
lidad criminal, dice la l'ey Municipal que haya de 
exigirse por Ios trámites establecidos en el derecho, 
mientras que respecto de la civil omite marcada-
mente esta generalizacion, y limita la jurisdiccion á 
la Audiencia territorial. 
Sea de esto lo que quiera, convendria .a mi juicio 
reformar en este punto, tanto la ley Provincial como 
la Municipal,  equiparando estas contiendas civiles á 
las demás, en lo que por otra parte no se vé incon-
veniente alguno. 
Contra los Ayuntamientos y Concejales no pue-
den expedirse comisionados de ejecucion, pero si los 
multados administrativamente no pagasen las mul 
tas, el Gobernador requerirá el auxilio , del Juez del 
partido para su exaccion, y éste procederá á llevarla 
á cabo por la vía de apremio, sin que contra sus pro-
videncias en este sentido quepa otro recurso que el 
de responsabilidad. 
La facultad de la Autoridad administrativa para 
corregir a los Ayuntamientos , y Concejales, nunca 
podrá pasar de la suspension. La destitucion se de-
cretará sólo por la judicial, prévio el oportuno pro-
ceso, y además de las penas que segun el Código 
penal fueren aplicables. Este es ya el caso de la res-
ponsabilidad criminal, exigible por la Sala respecti-
va de la Audiencia territorial, cuando se trate de 
pueblos capitales de provincia, ó de Audiencias de 
lo criminal, y por estas, respecto de los demás, no 
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estando en vigor por consiguiente el art. 192. A mi juicio así debe entenderse rectamente el art. 191. 
Réstame añadir que esta clase de procesos no pue-
den incoarse de oficio, ni por denuncia 6 querella 
de ningun particular, sino que lo han de ser preci-
samente por acuerdo del Gobierno, mandando pasar 
los antecedentes al Tribunal. 1.° Porque así lo dis-
pone terminantemente la ley. 2.° Porque no tenien-
do en la suspension intervencion alguna el poder judicial, tampoco tendria medios de provocar el caso 
de destitucion si la Administracion no tenia por con-
veniente dar este giro al asunto. Lo que sí es indu-
dable, que una vez incoado el procedimiento crimi-
,nal, este participa de todos los caracteres de los de-
más de cualquier clase que fueren. 
Respecto de lo que dispone el art. 196 referente á 
los Alcaldes de barrio, deberá entenderse que estos 
se hallan sujetos á las leyes comunes, sin que en 
,manera alguna les alcancen las reglas que para el 
procesamiento de los Concejales se han expuesto. 
Lo mismo debe entenderse en cuanto á los agen-
-tes del Ayuntamiento, de que habla el art. 196. 
Pero en lo que la ley Municipal ha introducido 
novedad mayor, ensanchando el horizonte de la cri-
minalidad, y revistiendo á los Tribunales de atribu-
ciones más importantes, es  - en lo que preceptúa el 
artículo 198. Para los abusos que en general pueden 
cometer los Alcaldes y Concejales están los recursos 
de que ya se ha hablado, pero tratándose del esta-
blecimiento, distribucion y recaudacion de los arbi- 
trios 6 impuestos, ha preceptuado este artículo que 
- cualquier vecino 6 hacendado del pueblo pueda ejer-
citar la accion criminal contra ellos en los Tribuna-
les. A este fin eleva á la categoría de hechos justi-
ciables todos los que el mismo enumera, asimilándo-
los al fráude y exacciones ilegales, y añade á las pe- 
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nas que el Código señala la imposition de doble- 
cuota, la anulacion del repartimiento en lo que ex-
ceda á la cantidad autorizada con devolucion y mul-
ta, lo mismo en la contribucion que en el arbitrio. 
En verdad que estas prescripciones son dignas del 
mayor elogio, llenando un verdadero vacío en ndes-
tra legislacion penal, y prestando á la sociedad ga-
rantías firmísimas y capaces de impedir abusos de-
plorables é inveterados, garantías que serán eficaces, 
sobre todo si se ejercita con inteligencia y seguridad 
el derecho que para exigirlas tienen todos los ciuda-
danos. Hay que tener presente que para los efectos 
de esta clase de responsabilidad los asociados para el 
reparto de los impuestos tienen igual carácter que 
 los individuos de Ayuntamiento. 
Adviértese fácilmente que la legislacion penal de 
que se trata no está verdaderamente comprendida 
en el Código penal, el cual, entre los delitos cometi-
dos por los funcionarios públicos contra los derechos 
individuales sancionados por la Constitucion, casti-
ga en los arts. 224 y 225 á los que mandaren pagar 
un impuesto provincial 6 municipal no aprobado le-
galmente, y á los que exigieren a los contribuyen-
tes para el Estado, la Provincia 6 el Municipio el 
pago de impuestos no autorizados, segun su clase 
respectiva, ppr las Córtes, la Provincia ó el Municipio. 
Los preceptos de estas disposiciones tienen un 
concepto distinto de los del art. 198. Aquellos penan 
la cobranza de impuestos no autorizados; estos la 
mala reparticion do esos impuestos; ya lo ha declara-
do así el Tribunal Supremo anulando una sentencia 
en que se condenaba á un Alcalde y un Teniente de 
Alcalde como autores de exaccion ilegal, por haber 
exigido á un vecino el pago de una contribucion in-
dustrial ya satisfecha, con arreglo al art. 225. El Tri-
bunal dijo que esta prescripcion se referia única- 
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mente á la exaccion de impuestos no autorizados. 
Se dirá que el castigo de estos delitos podria en-
contrarse siempre en las exacciones ilegales que de-
finen los arts. 412 y 413 del Código, pero léan-
se atentamente, y se verá que sin la pronunciada 
acentuacion del 198 de la Municipal, no se habrian 
podido comprender en ellos los casos que este cali-
fica de justiciables. 
• 
CAPITULO 1V. 
De la legislation especial en materia de imprenta. 
Podrá suceder que al leer el epígrafe de este ca-
pítulo extrañe alguno que se comprenda en la le-
gislacion especial la materia de imprenta, despues 
de publicada la ley de 14 de Julio de 1883, que de-
' claró derogadas todas las leyes y disposiciones espe-
ciales relativas á aquella. Pero si se demuestra que 
no obstante ella, y precisamente por ella, continúa, 
aunque modificada, la legislacion especial de impren-
ta, y que la nueva ley debe considerarse complemen-
taria del Código, y por consiguiente con carácter sus-
tantivo penal, desaparecerá la extrañeza producida 
por una primera impresion. 
Primeramente se insertará la ley, y despues se 
hará su interpretacion y crítica. 
Ley de 14 de Julio de 1883, regulando el ejercicio del derecho de 
emitir las ideas por medio de la imprenta. 
«Artículo 1.° Para el ejercicio del derecho que 
reconoce á todos los españoles el párrafo segundo 
del art. 13 de la Constitucion de la Monarquía, y 
para los efectos de la presente ley, se considera iin- 
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preso la manifestacion del pensamiento por medio 
de la imprenta, litografía, fotografía, 6 por otro pro- 
cedimiento mecánico de los empleados hasta el dia, 
ó que en adelante se emplearen para la reproduc-
cion de las palabras, signos y figuras sobre papel, 
tela 6 cualquiera otra materia. 
Art. 2.° Los impresos se dividen en libros, folle-
tos, hojas sueltas, carteles y periódicos. 
Tienen tambien la consideracion de impresos los 
dibujos, litografías, fotografías, grabados, estampas, 
medallas, emblemas, viñetas y cualquiera otra pro-
duccion de esta índole, cuando aparecieren solas y 
no en el cuerpo de otro impreso. . 
Art. 3.0 Se entiende por libro todo impreso que 
sin ser periódico reuna en ún solo volúmen 200 6 
más páginas. 
Se entiende por folleto todo impreso que sin ser 
periódico reuna en un solo volúmen más de ocho 
páginas y ménos de 200. 
Es hoja suelta todo impreso que sin ser periódi-
co no exceda de ocho páginas. 
Es cartel todo impreso destinado á fijarse en los 
parajes públicos. 
Se entiende por periódico toda série de impresos 
que salgan á luz con título constante una ó más ve-
ces al dia, ó por intervalos de tiempo regulares 6 irre-
gulares, que no excedan de 30. Los suplementos 6 
números extraordinarios serán comprendidos en 
esta definicion para los efectos de la ley. 
Art. 4.° Se entiende publicado un impreso cuan-
do se hayan extraido más de seis ejemplares del 
mismo del establecimiento en que se haya hecho 
la tirada. 
Los carteles se entenderán publicados desde el 
momento en que se fije alguno en cualquier paraje 
público. 
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Art. 5.° La publicacion del libro no exigirá más 
requisito que el de llevár pié de imprenta. 
Art. 6.° Este mismo requisito se llenará en todo 
folleto y además el de depositar en el Gobierno de 
provincia 6 en la delegacion especial gubernativa 6 
Alcaldía de la poblacion en que vea la luz, tres 
ejemplares del mismo en el acto de la publicacion. 
Art. 7. 0 Los mismos requisitos se llenarán al 
publicar una hoja suelta ó cartel, y además presen-
tará el que los publique una declaracion escrita y 
firmada que comprenda los particulares siguientes: 
1.° , El nombre, apellidos y domicilio del decla-
rante. 
2.° La afirmacion de hallarse éste en el plena 
uso de los derechos civiles y políticos. 
No será necesaria esta declaracion para la publi-
cacion de las hojas 6 carteles de anuncio ó prospec-
tos exclusivamente comerciales, artísticos ó técnicos. 
Art. 8.° La sociedad 6 particular que pretenda 
fundar un periódico, lo pondrá en conocimiento de 
la primera Autoridad gubernativa de la localidad en 
que aquel haya de publicarse, cuatro dias antes de 
comenzar su publicacion, y una declaracion escrita 
y firmada por el fundador, que comprenda los par-
ticulares siguientes: 
1.0 El nombre, apellidos y domicilio del decla-
rante. 
2.° La manifestacion de hallarse éste en. el ple-
no uso de los derechos civiles y políticos. 
3.° El título del periódico, el nombre, apellidos 
y domicilio de su director, los dias en que deba ver 
la luz pública, y el establecimiento en que haya de 
imprimirse. 
Acompasará además el recibo que acredite ha-
llarse dicho establecimiento al corriente en el pago 
de la contribucion de subsidio, 6 cualquiera otro 
7 
i 
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documento que pruebe hallarse abierto y habilitado 
para funcionar. 
De esta declaracion se dará al interesado recibo 
en el acto. 
Art: 9.0 La representacion de todo periódico 
ante las Autoridades y Tribunales corresponde al di-
rector del mismo, y en su defecto al propietario, sin 
perjuicio de la responsabilidad civil 6 criminal que 
puedan tener otras personas por delitos 6 faltas co-
metidos por medio del periódico. 
El fundador se considerará propietario mientras 
no trasmita a otro la propiedad. 
Cuando una sociedad legalmente constituida fun-
de un periódico 6 adquiera su propiedad, tendrá la 
representacion legal para todos los efectos, el geren-
t que aquella designe, quien gozará los mismos de-
rechos y estará sujeto á iguales responsabilidades 
civiles y criminales que si fuese propietario único 
del periódico. 
Art. 10. Los subdirectores de los periódicos de-
berán hallarse en el pleno uso de sus derechos civi-
les y politicos; la suspension de éstos inhabilitará, 
mientras subsista, para publicar 6 dirigir el periódico. 
Art. 11. El director de todo periódico deberá 
presentar en el acto de su publicacion, y autoriza-
dos con su firma, tres ejemplares de cada número y 
edicion en el Gobierno de provincia, en la Delega-
cion especial gubernativa 6 en la Alcaldía del  ' pue-
blo en que se publicase. De los periódicos de Madrid 
se presentarán además otros tres ejemplares con las . 
mismas formalidades en el Ministerio de la Gober-
nacion. Uno de los ejemplares citados será sellada 
y devuelto á la persona que los presente. 
Art. 12. Cuando se trasmita la propiedad de un 
periódico, su propietario dará conocimiento á la Au-
toridad gubernativa, presentando al mismo tiempo 
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el adquirente una declaracion en los términos expre-
sados en el art. 8.°, números 1. 0 y 2.° 
Tambien se dará conocimiento a la Autoridad gu-
bernativa cuando se varíe el establecimiento en que 
el periódico se imprima, manifestando que el nuevo 
se halla en las condiciones expresadas en el art. 8.°, 
y acompañando el documento á que éste se refiere. 
Art. 13. Cesará en su publicacion el periódico 
cuando por sentencia ejecutoria se prive al que lo 
representa del uso de sus derechos civiles y políticos 
y hayan trascurrido cuatro dias desde la notifica-
cion de la sentencia sin que un nuevo representan-
te halla llenado los requisitos que establece el ar-
tículo 8.° en lo que se refiere a la persona del fun-
dador. 
Art. 14. Todo periódico está obligado á insertar 
las aclaraciones ó rectificaciones que le sean dirigi-
das por cualquiera Autoridad, corporacion ó particu-
lar que se creyesen ofendidos por alguna publicacion 
hecha en el mismo, 6 a quienes se hubieren atribui-
do hechos falsos 6 desfigurados. 
El escrito de aclaracion 6 rectificacion se insertará 
en el primer número que se publique, cuando proce-
da de una Autoridad, y en uno de los tres números 
siguientes a su entrega, si procede de un particular 
ó corporacion, en plana y columna iguales y con el 
mismo tipo de letra á los en que se publicó el artí-
culo ó suelto que lo motive; siendo gratuita la inser-
cion, siempre que no exceda del duplo de lineas de 
éste, pagando el exceso el comunicante al precio 
ordinario que tenga establecido el periódico. 
El comunicado deberá en todo caso circunscribir-
se al objeto de la aclaracion 6 rectificacion. 
Art. 15. El derecho á que se refiere e l . articulo 
anterior podrá ejercitarse por los cónyuges, padres, 
hijos 6 hermanos de la persona agraviada, en caso 
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de ausencia, imposibilidad 6 autorizacion; y por los 
mismos, y además por sus herederos, cuando el agra-
viado hubiese fallecido. 
Art. 16. Si el comunicado no se insertase en el• 
plazo que fija el art. 14, podrá la Autoridad 6 particu-
lar interesado demandar juicio verbal, con arreglo 
á las disposiciones de la ley de Enjuiciamiento civil, 
al representante del periódico. 
El juicio versará exclusivamente sobre la obliga-
cion de insertar el comunicado. Si la sentencia fue-
se condenatoria, se impondrán siempre las costas al 
demandado y se mandará insertar por cabezá del 
escrito en uno de loa tres primeros números que se 
publiquen despues de la notificacion: en este caso, 
y si el comunicado procediese de una Autoridad, se 
impondrá además al representante del periódico 
una multa de 300 pesetas. 
Art. 17. El impresor de todo periódico tendrá 
derecho á exigir que se le entreguen firmados los 
• originales. De ellos no podrá usarse contra la vo-
luntad de su autor ship para presentarlos ante los . 
Tribunales puando éstos los reclamen, 6 en defensa 
del impresor que pretenda eximirse de la responsa-
bilidad que pueda afectarle por la publicacion. ' 
Art. 18. Para los efectos que el Código penal 
señala,; serán considerados como clandestinos: 
1.0 Todo impreso que no lleve pié de imprenta 
610 lleve supuesto. 
2.0 Toda hoja suelta, cartel 6 periódico que se 
publique sin cumplir los requisitos exigidos respec-
tivamente por los artículos 7.0 y 8. 0 de esta ley. 
3. 0 Todo periódico que se publique antes 6 des-
pues respectivamente del plazo de cuatro dias que 
establecen los artículos 8. 0 y 13. 
4.0 La hoja suelta, cartel 6 periódico, Si resulta-
se falsa en alguno de sus extremos la declaracion 
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hecha con arreglo á los artículos 7. 0 y 8.0 respecti-
vamente. 
Art. 19. Las infracciones a lo prevenido en esta 
ley, que no constituyan delito con arreglo al Código 
penal, serán corregidas gubernativamente con las 
mismas penas que este señala para las faltas come-
tidas por medio de la imprenta. 
De la imposicion gubernativa de multas podrá 
apelarse en 'ambos efectos para ante el Juez de ins-
truccion en término de tercero dia, depositando pré-
viamente el importe de ellas, sin cuyo requisito no , 
se admitirá la apelacion. El Juez resolverá sobre la 
procedencia 6 improcedencia de la multa, siguiendo 
la tramitacion de las alzadas en los juicios verbales 
de faltas, representando á la Autoridad el Fiscal 
municipal. 
Estas infracciones ó faltas prescribirán en el tér- 
 , 
mino de ocho dias, á contar desde el en que se co-
metieron. 
Art. 20. La introduccion y circulacion de dibu-jos, litografías, fotografías, grabaglos, estampas, me-
' dallas, emblemas, viñetas y cualquiera otra produc-
cion de esta índole, y las de folletos, hojas sueltas y 
periódicos escritos en idioma español é impresos en 
el extranjero, podrá ser prohibida por acuerdo del 
Consejo de Ministros. 
Art. 21. Quedan derogadas todas las leyes y dis- 
posiciones especiales relativas á la imprenta. 
Examinemos ahora en qué consiste la penalidad 
especial de esta ley. 
Cuando se publicó el Código penal vigente, todo 
lo relativo á la impremta estaba comprendido allí. 
Lejos de creer el legislador que pudiese ser delito 
especial en ningun sentido el cometido por medio 
de la . imprenta, estimaba que ésta era solamente 
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un medio, y equiparándolo á la tentativa, le impo-
nia por regla general el propio castigo. (Los que 
provocaren directamente, dice el art. 582, por medio 
de la imprenta, el grabado ú otro medio mecánico 
de publicacion á la perpetracion de los delitos com-
prendidos en este Código, incurrirán en la pena in-
ferior en dos grados á la señalada al delito.» Sólo 
para el caso de que á la provocacion siguiese la 
perpetracion del delito, dispone el 583, que la pena 
sea la inmediatamente inferior en grado á la señala-
da para aquel. Esto sin perjuicio de los demás deli-
tos que por medio de la imprenta pudieran come-
terse. 
Pero hay más en el Código, y es un capítulo en-
tero del libro 3.°, consagrado á las faltas de imprenta, 
con el fin de proveer todo lo concerniente á ella, sin 
relacion ni dependencia con ninguna otra ley. En-
tonces,podia sostenerse con razon que para los de-
litos de imprenta no habia más que la legislacion 
comun. 
Veamos lo queucede hoy. La nueva ley, des- 
pues de definir y Masificar las diferentes clases de 
impresos, declara en el art. 4. 0 cuándo se entiende 
publicado un impreso, lo cual es esencial para la 
estimacion del delito y habrá de tenerse muy en 
cuenta por los Tribunales, porque sin la publicidad 
habrá casos en que el delito no exista, y otros en 
que haga variar sus condiciones intrínsecas. 
El art. 9.° establece una personalidad ó represen-
tacion ante los Tribunales del director, fundador, 
propietario o gerente de 
 un periódico, á los cuales 
podrá alcanzar la responsabilidad civil ó criminal, 
sin perjuicio de la que, segun el Código penal, pue-
den tener otras personas por los delitos por aquel co-
metidos. Tambien esta disposicion tiene carácter es-
pecial, y notoria influencia en las sentencias de los 
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• Tribunales, cuando hayan de hacer aplicacion de 
la, ley en el concepto de las personas responsables, 
cuya distincion en vano se buscaria en las prescrip-
ciones del Código. 
Más profunda es todavia la especialidad de los 
artículos 14, 15 y 16, porque son una verdadera de-
rogacion de la ley comun. Castiga el 584, núme-
ro 1.° del Código, con multa de 25 á,125 pesetas, al 
director de un periódico, en el cual se hubieren 
anunciado hechos falsos, si se negare á insertar 
gratis, dentro del término de tres dias, la contesta-
cion que le dirija la persona ofendida, 6 cualquiera 
otra autorizada para ello, rectificándolos 6 expli-
cándolos, con tal que la rectificacion no excediere 
en extension del doble del suelto 6 noticia falsa. 
Pues ya se ha visto que los citados artículos intro-
ducen novedad en todos los pormenores y circuns-
tancias del caso, pero muy singularmente en la na-
turaleza del hecho y procedimiento del juicio, como 
que de criminal pasa á ser civil. Hágase la compa-
racion de uno y otro precept ty no es menester 
añadir una palabra más. 
El 19, aunque no deroga los cuatro restantes nú-
meros del propio artículo 584, establece que todas 
las infracciones de esta ley que no constituyan deli-
to serán corregidas gubernativamente con las mis-
mas penas que el Código señala para las faltas de 
imprenta. 
Pero queriendo sin duda la ley buscar en  último 
resultado la garantía judicial, dispone en el segundo 
párrafo de ese mismo artículo, que de la imposition 
gubernativa de multas pueda apelarse en ambos 
efectos para ante el Juez de instruccion, en cuyo 
caso el juicio ha de seguir los mismos jrámites que 
los verbales sobre faltas. 
Por último, es de notar que el mismo artículo de 
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que nos ocupamos establece la prescripcion de estas 
faltas á los ocho dias, contados desde el en que se 
cometieron. 
La disposicion del art. 18 sujeta de todo punto á 
su criterio la accion de los Tribunales, porque esta-
blece que para los efectos del Código penal, se han 
de considerar clandestinos los impresos, hojas y pe-
riódicos cómprendidos en los casos que el mismo 
señala. 
Se vó, pues, claramente, que si bien no existen ya 
los Tribunales de imprenta, y la penalidad de la 
misma ha de ser la que prescribe el Código, por re-
gla general, subsiste sin embargo una legislacion 
especial sustantiva que han de aplicar los Tribu - 
nales en concordancia eón aquel. Pero es conve-
niente en este lugar, y con el fin de que la materia 
quede tratada en todos sus puntos de vista útiles al juzgador, trascribir continuacion la circular diri-
gida por el Sr. Fiscal del Tribunal Supremo con 
ocasion de la publication de la nueva ley. 
La ley de 26 de Julio del corriente año, que re-
gula el ejereicio del derecho á emitir las ideas por 
medio de la imprenta, ha reconocido que la libertad 
del pensamiento, expresado por la palabra escrita, 
no debe depender de la voluntad de los Gobiernos, 
y que la legislacion sobre la prensa necesita concre-
tarse á facilitar la manifestacion de ese derecho. 
Derogada la ley de 7 de Enero de 1879, ya no 
existen los llamados delitos de imprenta y sus pe-
nas, y han cesado los Tribunales y el Ministerio 
fiscal, que especialmente fueron creados para inter-
venir en tales asuntos. 
Inspirándose en el espíritu que informó la Cons-
titucion de 1869, y con el mútuo acuerdo y leal 
concurso de los elementos que constituyen el Poder 
Leg. pen. esp. 	 1E 
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legislativo en este país, se ha verificado, bajo la Mo-
narquía constitucional de 4). Alfonso XII, esa tras-
formacion de tanta importancia para la libertad, 
mediante la cual, el Poder ejecutivo no se mezcla, 
ni conoce, en cuanto se relaciona con el castigo de 
los delitos y faltas que pueden cometerse por medio 
de la imprenta, y se coloca á ésta al amparo del 
Poder judicial, que es la más firme y sólida garan-
tía de todos los derechos. 
Al Ministerio público, llamado á velar por la ob-
servancia de las leyes en los asuntos judiciales, y á 
promover la accion de la justicia en lo que concierne 
al interés social, corresponde prestar en primer tér-
mino su valioso concurso para que el derecho que 
tiene todo ciudadano espafiol á emitir libremente 
sus ideas, sea absolutamente respetado, sirviendo de 
escudo á la legítima manifestacion del pensamiento, 
y persiguiendo, en su caso, los abusos que por medio 
de la prensa se cometan. 
Por esta razon, y porque así además lo requieren 
algunas consultas dirigidas á este Centro por varios 
Fiscales de Audiencias, se considera el infrascrito en 
el caso de dar ciertas instrucciones relativas 
 - 
á esta 
grave y delicada materia. 
El art. 13 de la Conatitucion, al sancionar el dere-
cho de todo espafiol á emitir libremente sus ideas y 
opiniones, valiéndose de la imprenta ó de otro pro-
cedimiento semejante,' sin sujecion á la censura 
prévia, no señala restriction alguna en el ejercicio 
de ese derecho, que como todos los consignados en 
la ley fundamental, tiene únicamente los limites que 
su propia naturaleza le impone, subordinándola al 
respeto á las instituciones que la misma Constitucion , 
consagra, y á las naturales exigencias del derecho 
ajeno. 
La única legislacion aplicable es la ordinaria. 
i 
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Cuanto no se halle comprendido en las disposicio-
nes del Código penal, es permitido al escritor. Pero 
todo aquello que sea una injuria 6 amenaza a la sa-
grada é inviolable persona del Reÿ, 6 signifique una 
provocacion directa á dicho delito, 6 á un cambio 
en la forma de Gobierno, 6 á cualesquiera de los 
hechos que constituyen la rebelion 6 sedicion, y á 
los restantes delitos que se determinan en las indi-
cadas disposiciones, debe ser inflexiblemente objeto 
de persecución y castigo. 
No de otra suerte se podrá seguir ejercitando el 
expresado derecho que, respondiendo á una necesi-
dad de la personalidad humana y á una exigencia 
de los pueblos cultos, no es, ni debe ser, incompati-
ble con el poder social, las instituciones del país y 
los derechos de los demás. 
Las dificultades que, en  ' algunos casos, puedan 
ofrecerse para distinguir cuándo procede el escritor 
dentro de la esfera de su derecho, y cuándo abusa 
de éste al efecto de ejercer la accion penal, serán 
vencidas por la ilustracion de los funcionarios del 
Cuerpo fiscal con el estudio del artículo, suelto 6 
noticia de que se trate, y la natural y sencilla apli-
cacion de las prescripciones del Código penal en que 
pueda hallarse comprendido el caso. 
Aunque los delitos cometidos por medio de la 
prensa, tienen la misma naturaleza jurídica que los 
restantes de que se ocupa el citado Código; y aun-_ 
quo no ha de tratarse aq if hoy de otro punto que el 
relativo á la aplicacion del derecho constituido, es 
innegable que aquellos presentan ciertos caractéres 
que, en ocasiones, exigen particular atencion. 
Salvo el caso, que no es frecuente, do una prove-
cacion seguida de, efecto, los delitos cometidos por 
medio de la imprenta, obran preferentemente sobre 
los espíritus, y no tanto sobre las cosas  , materiales. 
• 
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Producto del pensamiento, el delito de la palabra 
6 su similar el que se realiza sirviéndose de la pren-
sa influye en primer término sobre aquel, sin que 
por ello deje de significar una infraccion legal pu-
nible. 
De aquí, que aun cuando en esos delitos no se vea 
más que una tendencia á ocasionar el desórden, 
como entiende la ley inglesa, práctica ante todo, na 
es posible dejar de castigarlos como allí se castigan, 
y á la manera que en España y en otros muchos 
países se penan las manifestaciones de los delitos 
que no han llegado á consumarse. 
Si cualesquiera que éstos sean, es siempre necesa-
rio estudiarlos bajo su aspecto subjetivo, lo es mucho 
más refiriéndose á los que se cometan por medio de 
la imprenta, para no confundir el simple error, con 
el propósito de faltar las leyes ó de perjudicar la 
sociedad. 
Para hacer ese trabajo, verdaderamente delicado, 
no basta el examen de las frases que puedan servir 
de causa inmediata á la persecucion; hay que fijarse 
en el discurso, en el artículo, en la obra entera, en su 
conjunto y en sus detalles, se han de apreciar sus 
formas y su esencia, para que el Tribunal pueda 
formar criterio exacto de la naturaleza, alcance y 
motivos del asunto. 
De recordar es otra vez aquí á Inglaterra, que 
consagra como derecho, en favor del acusado, la pe-
ticion de que el escrito se lea completamente. Pues 
este derecho del procesado es un deber de la ac-
cion pública para fundar sólidamente sus conclu-
siones. 
Estudiando los términos del impreso, las auda-
cias de la hipótesis, las temeridades de la utopia,. 
las reticencias irónicas, las alusiones más ó ménos 
veladas, los caractéres empleados, las palabras  sub- 
j 
rayadas, las frases sin concluir 6 en suspenso, y 
en resúinen, cuanto conduce á demostrar el sentido 
que realmente se ha pretendido dar á lo escrito, po-
drá ser conocida la parte 'subjetiva del delito. 
A todo lo dicho convendrá agregar las comproba - 
ciones extrínsecas que se funden en la conducta an-
terior del periódico, en las circunstancias de lugar 
y tiempo en que se publique el escrito, y cuanto 
además merezca especial meditacion. 
Cuando el resultado que ofrezca ese trabajo lleve 
al ánimo del Ministerio fiscal la conviccion de que 
se encuentra ante un caso comprendido en las dis-
posiciones del Código penal, porque todo ello esta-
blezca una presuncion juris tantum de criminalidad, 
habrá de ejercitar la accion correspondiente en la 
forma y términos que dispone la ley de Enjuicia-
miento criminal. 
Si luego, en el curso del proceso, el escritor con-
sigue allegar elementos de conviccion que destru-
yan esa racional presuncion respecto á la culpabili-
dad de su propósito, el Ministerio fiscal rectificará 
en el acto sus apreciaciones, y deberá proceder como . 
en los restantes asuntos en que interviene, confor-. 
 
me con lo que le dicten su conciencia y las prescrip-
ciones legales, que es hasta vulgar que el represen-
tante de la ley, en los juicios, obre lo mismo en per-
secudion que en defensa del acusado, segun se con-
, firmen 6 desvanezcan los cargos en que antes se hu-
biera fundado. 
No es oportuna la ocasion de discutir aquí si las 
disposiciones del Código penal vigente necesitan 
mayor desarrollo, y al propio tiempo cierta pruden-
te templanza en los castigos que actualmente pue-
den ser impuestas por los delitos de que se trata. 
Parece cercano el dia en que se lleve á efecto la 
reforma proyectada del Código, y de esperar es que 
LEOISLACION PENAL ESPECIAL. 
	 277 
278 	 Rn3LIOTECA JUDICIAL. 
entonces se hayan hecho las convenientes correccio 
ries relacionadas con esta materia. 
.Mientras esto no se realice, hay que atenerse á 
las disposiciones vigentes y- pedir su aplicacion de la 
manera que el estudio del caso exija, sin perder de 
vista las indicaciones hechas, para que se procure 
que la jurisprudencia que  se siente, no se reduzca a 
la copia 6 glosa parca y deficiente del artículo apli-
cable del Código, siendo por el contrario, una razo-
nada explicacion de su espíritu y contexto, como de 
su relacion al punto sobre que verse. 
Este Centro se promete del-celo de los Fiscales 
de las .Audiencias que, siempre que sea posible, des-
pacharán por sí estos asuntos, interviniendo perso-
nalmente'en todos los actos de dichos procesos en 
que ha de ser representado el Ministerio público. 
No necesita esta Fiscalía llamar la atencion sobre 
las disposiciones contenidas en los artículos 12 y 14 
del citado Código, porque son bien conocidas por 
los funcionarios del Cuerpo fiscal, y seguramente 
las tendrán en cuenta al ocuparse de los delitos co-
metidos por medio de la prensa. 
Tampoco es necesario recordar la respetable cir-
cular del Excmo. Sr. Ministro de Gracia y Justicia 
de 30 de Julio de este año, á propósito de estos' 
asuntos, y abriga el infrascrito el convencimiento 
de que son y serán observadas sus instrucciones 
por todos los dignos funcionarios del Ministerio 
fiscal. 
Para que éste cumpla los deberes que le impone 
la ley citada de 26 de Julio, el Excmo. Sr. Ministro 
de la Gobernacion cuidará de que, por los Goberna-
dores y Autoridades locales, se ponga á disposicion 
de los representantes del Ministerio público uno de 
los ejemplares de los periódicos á que se refiere el 
artículo 11 de la mencionada ley. 
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Tenga en cuenta el Ministerio fiscal la importan-
cia de la mision que se le ha confiado, y que ha ve-
nido á aumentar considerablemente sus ya nume-
rosas y trascendentales funciones. 
Sea ante el Poder judicial el defensor de la Cons-
titucion en esta interesante materia. Comprenda 
que de su acertada y celosa gestion en los Tribuna-
les, depende principalmente, tanto que sea una ver-
dad práctica la libre emision del pensamiento, como 
que ese sagrado derecho no se convierta en arma 
destructora contra las instituciones y la sociedad, ó 
en elemento perturbador de la armonía jurídica que 
constituye el bienestar del Estado y de todos los 
ciudadanos. 
De todo lo expuesto se deducen las siguientes 
conclusiones: 
1.a La jurisdiccion ordinaria conocerá exclusi-
vamente de todos los delitos cometidos por medio 
de la imprenta, y con arreglo á la ley de Enjuicia-
miento criminal en concordancia con la de im-
prenta. 
2.a Tambien de las faltas comprendidas 'en los 
números 2.°, 3.°, 4.° y 5.° del art. 584 del mismo. 
Las demás se corregirán gubernativamente con al-
zada ante el Juez de instruccion. 
En una sentencia reciente, del 19 de Enero de 
1884, ha declarado el Tribunal Supremo que se  ' 
incurre en una falta de las que comprende el mi -
mero 4.0 de dicho artículo cuando por medio de la 
imprenta se hace la apología de acciones calificadas 
de delito, no siéndolo la simple relacion 6 historia 
sin malicia, ni apología, ni comentario. 
3.a No deberá ya establecerse competencia al-
mina sobre materia de imprenta, porque han des-
aparecido los Tribunales especiales. 
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4.a Los hechos castigados en la ley de imprenta 
anterior que estén comprendidos en el Código'penal, 
lo serán con arreglo al mismo; los que no lo estu-
vieren, no se considerarán justiciables. 
Estas dos últimas conclusiones se apoyan en doc-
trina que acaba de establecer el Tribunal Supremo 
en sentencia de 25 de Enero de 1884, cuyo caso es 
el siguiente: 
«Apreciado por la Sala sentenciadora que un 
hecho constituia delito comprendido en el Código 
penal, se entabló el recurso de casacion fundado , 
en el art. 850 de la ley de Enjuiciamiento crimi-
nal, por estimar el recurrente que aquel era delito 
de imprenta, y que por tanto dada esta çalifica-
cion el Tribunal habia cometido error al resolver 
sobre su competencia. El recurso ha sido desecha-
do fundándose la no casacion en que toda cuestion 
de competencia supone dos jurisdicciones sobre 
cuyo preferente derecho á conocer pueda dudarse, 
y esta duda no cabe habiendo desaparecido los Tri-
bunales de imprenta, por cuya razon, y revistiendo 
el heoho de que se trataba los caracteres de delito, 
debia ser juzgado por los ordinarios.» 
Es en extremo importante la comparacion de 
ambas leyes especiales para ver si hay en la ante-
rior hechos que por 'no estar comprendidos en el 
Código penal hayan dejado de ser delitos, para lo 
cual trascribiremos á continuacion los que como 
tales señalaba la ley de 7 de Enero de 1879: 
«Art. 16. Constituye delito de imprenta: 
Primero. Atacar directamente ó ridiculizar los 
dogmas de la religion del Estado, el culto ó los 
Ministros de la mismar, 6 la moral cristiana. 
Segundo. Hacer befa 6 escarnio de cualquiera 
otra que tenga prosélitos en Espaga. 
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Tercero. Ofender, fuera de los casos previstos 
en el Código penal, la inviolable persona del Rey, 
aludiendo irrespetuosamente, ya de un modo direc-
to 6 ya indirecto, á sus actos y á sus opiniones; pro-
palar máximas y doctrinas que induzcan á supo-
nerle sujeto á responsabilidad, ó que en alguna ma-
nera nieguen ó desconozcan sus derechos, su digni-
dad y 'sus prerogativas; insertar noticias respecto de 
su persona y dar cuenta de hechos ó actos que ten-
gan relacion con ella 6 con la de cualquier miembro 
de la Real Familia, si al hacerlo pueden racional-
mente considerarse publicadas unas y otras en su 
desprestigio. 
Cuarto. Atacar directa 6 indirectamente la for-
ma de gobierno ó las instituciones fundamentales; 
proclamar máximas 6 doctrinas contrarias al siste-
ma monárquico constitucional; conspirar directa 6 
indirectamente contra el Orden legal, suponiendo 
imposible su contirivacion á su ejercicio, y alentan-
do de cualquier modo las esperanzas de los enemi-
gos de la paz pública. 
Quinto. Injuriar 6 ridiculizar á los Cuerpos Co-
legisladores ó á alguna de sus Comisiones, 6 negar 
y poner en duda la legitimidad de unas elecciones 
generales para Diputados á Cortes ó para Sena-
dores. 
Los delitos á que se refieren los tres párrafos an-
teriores serán perseguidos y castigados, aunque para 
cometerlos se disfrace la intencion con alegorías de 
personajes 6 países supuestos, 6 con recuerdos his-
tóricos, 6 por medio de ficciones, 6 de cualquiera 
otra manera. 
Sexto. Desfigurar maliciosamente las sesiones 
ó los discursos de los Senadores 6 Diputados en los 
casos no previstos en el Código penal, ofendiéndoles 
6 denigrándoles por las opiniones 6  • doctrinas quo 
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sustenten 6 por los votos que emitan en el desempe-
ño de sus cargos. 
Sétimo. Atribuir uh Senador 6 Diputado, des
-
pues de publicado el Diario de Sesiones, palabras 6 
conceptos que no consten en el mismo. 
Octavo. Publicar noticias que puedan favorecer 
las  operaciones del enemigo en tiempo de guerra 
civil 6 extranjera, 6 descubrir las que hayan de eje-
cutar las fuerzas del Ejército y Armada, ú otras que 
promuevan discordia 6 antagonismo entre sus dis-
tintos cuerpos 6 institutos, 6 que se dirijan en cual-
quier forma y por cualquier medio al quebranta-
miento de la disciplina militar. 
Noveno. Defender 6 exponer doctrinas contra-
rias á la organizacion de la familia y de la propie-
dad, ó que se encaminen a concitar unas clases con-
tra otras, 6 á concertar coaliciones con el mismo 
objeto. 
Décimo. Publicar noticias falsas de las que pue-
dan resultar alarma para las familias, peligro para 
el órden público, 6 daño grave y manifiesto a los 
intereses y al crédito del Estado, así como insertar 
documentos oficiales desfigurando su sentido. 
Undécimo. Provocar á la desobediencia de las 
leyes y de las Autoridades constituidas, 6 hacer la 
apología de acciones calificadas por las leyes de de-
litos 6 faltas. 
Duodécimo. Ofender ó ridiculizar los Monar-
cas 6 Jefes de otros Estados amigos, 6 á los Pode-
res constituidos en ellos, así como á los Represen-
tantes diplomáticos que tengan acreditados en la 
Corte de España, siempre que aquella ofensa 6 dis-
favor estén penados an la nacion respectiva. 
Décimotercero. Atacar la inviolabilidad de la 
cosa juzgada, 6 tratar de coartar con amenazas 6 
dicterios la libertad de los Jueces, Magistrados y 
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funcionarios públicos encargados de perseguir y case 
tigar los delitos. 
Art. 17. Los periódicos que por medio del gra- 
bado 6 de la litografía incurran en los casos com- 
prendidos en el artículo anterior, cometen delito de 
imprenta y se hallan sujetos á las prescripciones de 
la presente ley. 
Art. 18. Comete delito de imprenta el periódico 
que, teniendo conocimiento de haber sido denun-
ciado otro, inserte el artículo 6 el suelto objeto de 
la denuncia. 
Art. 19. Los delitos á que se refieren los títu-
los 1.° y 2.° del libro 2.° en sus secciones 1.a, 2.a 
y 3.a del Código penal, no están comprendidos en 
la presente ley; y si se cometiere alguno de ellos por 
medio de la imprenta, será juzgado por lajurisdic- . 
cion ordinaria y castigado con arreglo á dicho C6- . 
digo. En este caso, la pena que el Tribunal ordina-
rio imponga llevará necesariamente consigo, como 
accesoria, la suspension del periódico por el térmi-
no que aquel Tribunal considere conveniente, den-
tro de los plazos que esta ley sefiala para las penas 
en el-título siguiente. 
Art. 20. Los delitos de injuria , y calumnia que 
se cometan contra los Ministros y demás personas
. 
constituidas en Autoridad, con ocasion del exámen , 
y crítica de los actos inherentes al cargo que ejerzan, 
así como los cargos que por otros conceptos se les 
dirijan, quedarán sujetos á la ju ^isdiccion y proce- 
dimiento ordinario, y se aplicarán á ellos las dispo-
siciones que contiene el tít. 10 del libro 2.° . del C6- 
digo penal, á instancia de parte 6 procediéndose de 
oficio. Los insultos que se dirijan á los Ministros y 
personas constituidas en Autoridad con ocasion de 
sus funciones, serán reputados delitos de imprenta 
y quedarán sujetos á la presente ley. 
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Art. 21. No están comprendidos en las disposi-
ciones de la presente ley los impresos oficiales que 
emanen de las Autoridades constituidas 6 de las 
dependencias del Estado, la Gaceta de Madrid, el 
Diario oficial de Avisos de Madrid, mientras esté li-
mitado á la insercion de documentos oficiales y de 
anuncios, los Boletines de los Ministerios, los oficia-
les de las provincias, los diocesanos de los Prelados 
del Reino que sólo publiquen decisiones y documen-
tos eclesiásticos, ni los escritos pastorales. Contra 
los delitos que se cometieren en los impresos men-
cionados en este artículo, se procederá con arreglo 
á, lo que determinan las leyes sobre responsabilidad 
de los funcionarios públicos y las demás vigentes 
en el Reino, sin perjuicio de la accion penal que 
corresponda contra los particulares que resulten 
culpables de dichos delitos, -y de la,facultad del Go-
bierno para suspender 6 suprimir los impresos de 
que trata este artículo. 
Muy diferentes y contrapuestas son las opiniones 
respecto de si debe existir 6 no legislacion especial 
de imprenta. Los partidos que en política se llaman 
medios han sostenido siempre la afirmativa, mien-
tras que los extremos 6 radicales, han proclama-
do, poi el contrario, la legislacion comun. Por mi 
parte, sin pertenecer los últimos, pero obede-
ciendo en mi juicio a las prescripciones de la ciencia 
penal y a los más rigorosos principios de la unidad 
de fueros, he estado siempre contra toda especiali-
dad en la materia: No he"cpeido jamás lógico, que al 
concluir con todas las jurisdicciones privilegiadas 
ó especiales, se creara una nueva sin precedente 
-alguno. en nuestra legislacion, ni similar a casi nin-
guna de las demás naciones. Una ley de imprenta, 
y un Tribunal para . su aplicacion constituyen un 
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verdadero fuero de periodistas y escritores públicos, y 
esto es injusto para ellos, si resultan castigados 
con mayor dureza que los demás españoles, 6 es 
un privilegio odioso si quedan más favorecidos. El 
principio constitucional, que hoy ya es de derecho 
público, de la igualdad ante la ley, no debe tener 
excepcion alguna, y esto es al mismo tiémpo lo más 
conservador y  lo más liberal. 
Para mí la imprenta es solo un medio, y todo C6.. 
digo penal bien informado debe contener los ele-
mentos necesarios para el castigo de , los delitos, sea 
cualquiera la forma en que se realicen. El nuestro. 
es notoriamente insuficiente, como lo era; el anterior, 
y segun se reconoce en la Circular fiscal preinserta,. 
pero este defecto quedará corregido cuando el legis-
lador prescinda por completo de leyes especiales y 
haga más comprensiva la comun. 
Otro de los errores que en mi concepto tienen mu. 
chos, respecto de la imprenta, es que debe arrancar-
se su conocimiento de los Tribunales para que estos 
no se mezclen en política. En primer lugar la cosa es 
impracticable, porque en una forma ú otra, Jueces 6 
Magistrados han sido siempre los que han conocido 
de estos procesos, desde las más antiguas leyes hasta 
la que acaba de desaparecer. Además, no es verdad 
que el conocer y juzgar de los delitos cometidos por 
medio de la imprenta entrañe por sí solo el mezclar-
se ni en mucho ni en poco en la política, porque 
los Tribunales no tienen otro punto de vista que la 
aplicacion estricta de las leyes penales, y porque si 
aquello fuera cierto, tampoco deberian conocer de los 
numerosos hechos contenidos en el Código penal de 
idénticas condiciones y naturaleza. Por último, la 
potestad de aplicar las leyes, de juzgar y de hacer 
ejecutar lo juzgado, corresponde exclusivamente al 
poder judicial, y toda derogacion de este gran prin- 
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cipio habria de ceder forzosamente en mengua de 
este y en perjuicio de la sociedad. 
Quizá lo contrario fuera más cómodo para los en-
cargados de hacer la justicia, pero no seria lo más 
propio ni conveniente.  
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